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INTRODUCCION 


I.— Objeto  de  este  trabajo.— Método. 

Ü  24  de  julio  de  í937  se  firmó  en  Quito  un  TAodus  Yivendi  entre 
ía  Santa  Sede  y  el  Qohierno  del  Ecuador,  con  el  cual  se  restablecieron 
¡as  relaciones  diplomáticas  — interrumpidas  casi  medio  siglo  antes —  y 
se  fijaron  las  bases  para  un  régimen  de  comprensión  y  de  cierta  colabo- 
ración entre  los  dos  poderes. 

SI  objeto  del  presente  trabajo  es  dar  a  conocer  este  documentor 
cjue  por  varias  circunstancias  es  casi  ignorado,  y  abordar  un  punto 
de  interpretación  del  mismo,  c¡ue  tiene  particular  trascendencia-,  cuál  es 
ía  posición  jurídica  exacta  cjue  asume  en  el  tratado,  y  en  virtud  del 
tratado  una  de  las  partes-,  la  Iglesia.  £s  pues,  el  problema  de  la  perso- 
nalidad jurídica  de  la  Iglesia  en  un  derecho  positivo. 

Concretamente,  el  asunto  central  de  esta  obra  es  de  derecho  concor- 
datorio y  de  interpretación,  siguiendo  un  método  prevalentemente 
inductivo. 

Se  pueden  probar  los  derechos  de  la  Iglesia  a  partir  de  premisas 
generales,  abstractas,  y  por  medio  de  deducciones  llegar  a  determinar 
las  soluciones  de  todos  los  problemas,  aún  de  acfuellos  más  particulares. 
Pero  es  también  interesante  la  observación  de  la  realidad  concreta,  de  la 
multitud  de  fenómenos  sociales  y  jurídicos  y  constatar  cfue  son  aplica- 
ción, consecuencia  lógica,  de  acfuellos  principios  generales.  Esto  último 
es  lo  cjue  trato  de  hacer. 

Jrabajo  parcial,  y  cjuizá  no  científico  — no  llega  a  la  universa- 
lidad, a  la  ley —  pero  (¡ue  puede  ser  un  apoyo  a  la  ciencia.  Si  de  un 
estudio  como  este  del  !Áíodus  Tivendi  ecuatoriano,  y  de  otros  semejantes 
relativos  a  otros  concordatos  modernos  se  llega  a  las  mismas  conclusio- 
nes, a  constatar  cfue  en  ellos  se  aplican  los  mismos  principios,  se  reco- 
nocen unos  mismos  derechos,  tal  vez  no  se  habrán  probado  de  un  modo 
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irrefutable,  pero  se  habrá  dado  una  confirmación,  una  contraprueba 
muy  convincente,  a  las  demostraciones  teóricas. 

y  se  apreciará  mejor  la  importancia  del  método  adoptado  si  se 
considera  cjue  las  deducciones  teóricas  de  acfuellos  derechos  suponen  a 
menudo  la  aceptación  de  principios  de  revelación,  de  fe,  no  admitidos 
por  todos  los  hombreS;  en  cambio-,  en  las  soluciones  concretas,  — por  la 
tendencia  innata  a  la  verdad  y  ala  justicia  c¡ue  triunfa  en  lo  más  fácil 
y  vital — ,  coinciden  más  frecuentemente  los  cjue  tienen  fe  y  los  cjue 
carecen  de  ella.  De  este  modo  se  presenta  la  posibilidad,  no  exenta  de 
dificultad,  de  hacer  ver  a  los  segundos  cjue  las  soluciones  prácticas'se 
derivan  más  lógicamente  de  los  principios  verdaderos  cfue  de  los  falsos  ^ 

Señalaba  como  primer  objetivo,  el  dar  a  conocer  el  !Modus  Vi- 
vendi  celebrado  entre  la  Santa  Sede  y  el  Ecuador  el  año  4937.  En  efecto, 
las  recopilaciones  de  tratados  de  este  género  ^  son  anteriores  a  ese  año,  y 
como  no  fué  publicado  en  Actae  Apostolicae  Sedis,  tampoco  hacen  refe- 
rencia a  él  la  gran  mayoría  de  los  tratadistas  de  Derecho  Canónico,  y 
nincjuno  da  ni  sicjuiera  una  idea  aproximada  o  vaga  de  su  contenido  e 
importancia. 

y  la  verdad  es  cfue  este  documento  es  digno  de  observación  dete- 
nida, no  sólo  por  ser  revelador  de  la  política  excepcionalmente  concilia- 
dora y  generosa  de  la  Iglesia  en  sus  relaciones  con  los  Estados  en  los 
últimos  tiempos  — es  en  efecto,  uno  de  los  últimos  tratados  celebrados 
durante  el  pontificado  de  Pío  XI — ,  sino  por  las  particulares  circuns- 
tancias en  (¡ue  fué  elaborado,  ya  hablaré  de  ellas  al  resumir  su  histo- 
ria. Baste  decir  c¡ue  es  un  Convenio  con  un  país  cjue  se  ha  proclamado 
constitucionalmente  laico  y  separado  de  la  Iglesia,  y  cfue  a  la  fecha  del 
!Modus  Yivendi  estaba  gobernado  por  un  'Jefe  supremo,  cfue  se  procla- 
maba liberal  con  tendencias  socialistas. 

El  plan  de  este  trabajo  es  el  siguiente-.  En  el  primer  capítulo  expon- 
go algunos  conceptos  generales  cjue  luego  tendrán  aplicación.  En  el 
segundo  haré  una  reseña  histórica  de  las  relaciones  entre  la  Santa  Sede 
y  el  Ecuador,  como  antecedente  necesario  para  comprender  el  valor  del 
!7[todus  Vivendi.  En  el  tercero,  estudio  el  reconocimiento  de  la  persona- 
lidad jurídica  de  la  Iglesia  en  él  orden  internacional,  por  la  aceptación 
del  derecho  de  negociar  tratados  internacionales,  él  derecho  de  legación 


I  Cfr.  Nussi  L. :  Conventiones  de  rebus  ecclesiasticis  inter  S.  Sedem 
et  civiles  potestates  initas,,  a  saeculo  XII  ad  tiostra  usque  témpora.  Romae, 
1869.  Mercati,  Angelo:  Raccolta  di  Concordad,  Roma  1919.  Perugini,  An- 
gelo: Concordata  vigentia,  Roma,  1934.  Restrepo,  Joannes  M. :  Concordata 
Regnante  SSmo.  Dmo.  Pío  XI  inita,  1935. 
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activo  y  pasivo,  d  de  comunicarse  con  los  fieles,  etc.  Luego,  en  el  cuarto 
capitulo,  trato  del  reconocimiento  de  esa  misma  personalidad  en  el  orden 
interno,  por  sus  notas  características:  facultad  legislativa,  reglamenta- 
ria, de  gobierno  y  jurisdiccional;  ciertas  restricciones  de  su  libertad  y 
algunos  privilegios.  Dedico  el  cjuinto  capítulo  al  reconocimiento  de  los 
derechos  peculiares  de  la  Iglesia  como  sociedad  sobrenatural. 


I 

GENERALIDADES 


I. — Importancia  del  reconocimiento 
de  la  personalidad 

El  problema  central  que  examino  es  el  de  la  personalidad 
jurídica  de  la  Iglesia,  convencido  de  que  el  reconocimiento 
de  ella  es  la  premisa  necesaria  para  admitir  el  ejercicio  de 
una  serie  de  derechos.  Lógicamente  debo  recurrir  tanto  a  los 
datos  de  la  ciencia  canónica  como  a  los  del  derecho  interna- 
cional y  civil.  Tanto  en  el  campo  civilista  como  en  el  canó- 
nico hay  grandes  incertidumbres  en  torno  al  concepto  de 
persona  jurídica,  baste  citar  para  muestra  estos  dos  autores: 
Chelodi:  «Difficilis  est  personae  moralis  definitio,  difficilior 
doctrina»,  ^  y  Ferrara:  «Toda  la  materia  de  las  personas  jurí- 
dicas es  un  círculo  de  controversias.  En  este  terreno  todo  se 
disputa,  el  concepto,  los  requisitos,  los  principios:  muchos 
niegan  aún  la  existencia  de  las  personas  jurídicas,  que  dicen 
ser  un  producto  de  la  fantasía  de  los  juristas».  ^ 

Y  de  estas  incertidumbres  y  discusiones  nace  el  que  al- 
gunos nieguen  la  importancia  del  concepto  mientras  para 
otros  es  capital.  ^ 

Indudablemente  el  asunto  de  la  personalidad,  sobre  todo 
en  el  aspecto  internacional,  tuvo  un  momento  en  el  que  ad- 
quirió caracteres  apasionantes  y  fué  motivo  de  polémica 
científica  acalorada.  Me  refiero  al  período  sucesivo  a  la  inva- 
sión de  los  Estados  Pontificios  y  anterior  al  Pacto  de  Letrán, 
entonces  se  trataba  de  explicar  el  porqué  de  los  atributos  de 
la  soberanía,  de  la  continuación  de  las  relaciones  y  privilegios 
diplomáticos  de  la  Santa  Sede,  etc. 

La  Personalidad  Jurídica  de  la  Iglesia  según  la  doctrina 
que  se  había  hecho  clásica  y  que  sólo  reconocía  la  personali- 


1  Chelodi,  loannes  :  lus  Canonicum.  De  Personis.  Roma,  1942,  p,  162. 

2  Ferrara,  Francesco :  Teoría  délle  persone  ginridiche,  2*  ed.  Torino, 
1923,  P.  3- 

3  Cfr.  Fauchil :  Traité  de  droit  internacional  puhlic,  I,  ler.  partie, 
p.  207.  Michoud,  Léon:  Théorie  de  la  personalité  morale,  3.»  ed.  París,  1932, 
p.  24.  "Nous  ferons  d'ailleurs  observer  que  la  notion  de  personnalité  publi- 
que de  l'Etat  peut  seule  lui  conserver  son  tmité". 
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dad  de  los  Estados,  no  era  fácilmente  conciliable  con  lógica 
a  la  situación  de  1870  a  1929.  Se  hablaba  de  una  continua- 
ción del  Estado  Vaticano  reducido  a  su  mínima  expresión,  o 
de  una  excepción  a  los  principios  generales,  o  de  actividad 
internacional  no-jurídica  sino  de  mera  cortesía  etc..  solucio- 
nes todas  deficientes  y  poco  científicas.  De  aquí  surgió  un 
estudio  más  profundo  del  concepto  de  soberanía  y  de  la 
personalidad  jurídica  internacional  que  es  como  su  aspecto 
exterior. 

Así  Jarrigé  reconoce  que  «la  noción  clásica  de  la  sobe- 
ranía se  demuestra  impotente  para  dar  una  interpretación 
adecuada  a  la  realidad  internacional  y  a  la  realidad  de  las 
cosas». 

Para  otros  ^  la  personalidad  de  la  Santa  Sede  se  funda 
en  que  encarna,  personifica,  a  la  Iglesia  del  mismo  modo  co- 
mo los  estados  personifican  a  la  nación.  Habría  una  simetría 
entre  la  Iglesia  y  la  nación,  como  entre  los  Estados  y  la  San- 
ta Sede.  Pero  evidentemente  hay  aquí  un  error  derivante  de 
la  tendencia  a  democratizar  la  Iglesia  y  del  apartarse  de  la 
corriente  tradicional  histórica  del  derecho  canónico,  del  ol- 
vido del  carácter  más  bien  institucional  de  la  Iglesia,  razón 
por  la  cual,  el  elemento  autoritario  impuesto  desde  fuera 
sustrae  el  ente  a  la  libre  disposición  de  las  partes,  en  otras 
palabras,  en  la  Iglesia  el  poder  no  viene  de  abajo  sino  de  arri- 
ba y  realiza  más  bien  algo  semejante  a  una  monarquía  en  la 
que  el  grupo,  — los  fieles — ,  menos  que  representados  por  la 
Santa  Sede,  — por  el  Papa — ,  son  los  sujetos  pasivos  del  po- 
der soberano  e  infalible.  Con  esto  no  quiero  zanjar  la  cues- 
tión de  si  la  Iglesia  considerada  como  la  universalidad  de  los 
católicos,  tenga  o  no  una  personalidad  jurídica  propia,  pro- 
blema mucho  más  complicado  y  que  examinaré  en  el  ca- 
pítulo tercero. 

En  tanto  Marignac,  Chrétien,  Vergnes,  Niboyet,  ^  funda- 
mentan la  personalidad  jurídica  de  la  S.  S.  en  «la  soberanía 
espiritual».  Pero  es  para  ellos  un  término  un  tanto  vago  y 
que  no  analizan  suficientemente. 


4  Jarrigé.  René :  La  condition  international  du  Saint  Siége.  París,  1930. 
Prefacio  por  Le  Fur,  Louis.  Págs.  315  y  ss. 

5  Fiore,  L'Organisation  juridique  internac.  Revue  du  Droit  Interna- 
tional, 1899.  Michoud,  L.,  ob.  cit.  Pillet,  cit.  por  Jarrigé,  ob.  cit. 

6  Cfr.  Jarrigé,  ob.  loe.  cit. 


LA  SANTA  SEDE  Y  EL  ECUADOR 


5 


Anzilotti  y  Du  Fur  ^  aunque  de  diversa  manera,  conci- 
ben la  soberanía  de  modo  que  permite  asentar  sobre  la  so- 
beranía espiritual  la  personalidad  jurídica  de  la  S.  Sede  y  con 
ella  los  derechos  que  le  corresponden.  La  doctrina  de  Le  Fur 
es  de  una  nitidez  admirable:  la  soberanía  es  el  poder  de  de- 
cidir en  última  instancia,  es  así  que  a  la  Iglesia  le  correspon- 
de en  lo  espiritual  este  poder,  — es  su  misión — ,  por  consi- 
guiente es  soberana.  A  una  entidad  soberana  corresponde 
una  personalidad  de  derecho  internacional  equiparable  a  la 
de  los  estados  su  carácter  de  soberania  espiritual  le  da  una 
modalidad  particular,  pero  substancialmente  no  se  diferencia 
de  las  demás. 

He  aquí  como  la  elaboración  de  los  civilistas  llega  a  en- 
contrarse con  la  doctrina  que  a  partir  de  otros  principios 
afirman  los  canonistas.  En  el  fondo  es  de  una  explicación  ca- 
bal de  la  teoría  de  las  dos  espadas  o  de  lo  que  afirman  cano- 
nistas modernos  como  Octaviani  y  Bender.  ^ 

Pero  aunque  se  haya  llegado  a  esta  solución  del  proble- 
ma fundamental  de  la  soberanía  de  la  Iglesia  y  a  la  afirmación 
rotunda  por  parte  de  algunos  autores  de  su  personalidad 
jurídica,  aún  no  ha  perdido  interés  la  investigación  en  este 
campo. 

En  efecto,  no  todos  están  de  acuerdo  con  la  doctrina 
expuesta.  Otros,  aceptando  el  principio,  no  conviene  en  las 
consecuencias,  desconocen  la  trascendencia  del  poseer  la 
personalidad  jurídica,  y  por  fin,  hay  muchas  posibilidades 
de  extender  más  o  menos  los  derechos  que  se  derivan,  por 
ejemplo,  sólo  al  ámbito  del  derecho  privado  o  también  al 
público,  o  viceversa. 

Duguit  y  Vareilles-Sommieres,  niegan  la  utilidad  de  la 
noción  de  persona  moral  tanto  en  el  derecho  público  como 
en  el  privado.  El  último  desarrollando  la  teoría  de  Van  den 
Heuvel  atribuye  los  derechos  y  las  obligaciones  a  los  miem- 
bros de  las  asociaciones,  y  no  a  aquellas  que  considera  in- 
existentes en  la  realidad.  Ciertamente,  admite,  hay  algunas 


7  Anzilotti,  D. :  La  concizione  giuridica  internazionale  della  S.  Sede 
in  seguifo  agli  accordi  del  Luterano.  Riv.  di  diritto  Internazionale,  1929, 
p.  165  ss.  Du  Fur,  Louis:  La  S.  S.  et  le  Droit  des  gens.  Paris,  1930. 

8  Ottaviani,  Alaphridus  :  InstituHones  luris  Publici  Ecclesiastici.  2  vo- 
lúmenes. Roma,  1935-56.  Bender,  Ludovidus :  lus  Publicum  Ecclesiasticnm, 
Roma. 
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modificaciones  y  limitaciones  de  los  derechos  cuando  algu- 
nos sujetos  se  unen  para  un  fin  común,  pero  no  se  altera 
fundamentalmente  la  situación.  Planiol  se  acerca  a  estos  con- 
ceptos cuando,  como  Barthelemy,  casi  identifica  la  persona 
moral  con  la  noción  de  «patrimonio  colectivo».  «Estas  teo- 
rías», afirma  Michoud  ^  «que  han  tenido  en  Francia  tan  gran- 
de desenvolvimiento,  estaban  ya  en  germen  en  la  explicación 
que  Iherin  había  esbozado  en  «L'Esprit  du  Droit  Romain» 
(T.  IV,  p.  430). 

Tales  teorías  se  alejan  de  la  antiquísima  sentencia  de 
Ulpiano,  que  resume  un  trabajo  de  abstración  de  siglos  de- 
bido a  los  juristas  romanos:  «quod  universitati  debetur  sin- 
gulis  non  debetur  et  quod  universitas  singuli  non  debent». 
Y  retrocediendo  a  conceptos  primitivos  y  simplistas,  no  lo- 
gran aquellos  autores  explicar  nada  de  la  existencia,  de  la 
unidad  y  perpetuidad  de  las  personas  morales  de  Derecho 
Público;  olvidan  que  la  misma  observación  directa  de  los 
fenómenos  sociales  revela  que  los  intereses  del  grupo  son 
diversos  de  los  individuales,  y  a  veces  se  contraponen  hasta 
el  punto  de  que  se  plantea  el  problema  de  cuáles  hay  que 
sacrificar  para  salvar  a  los  otros. 

En  cambio,  hay  escritores  que,  sobre  la  base  de  ver  en 
la  persona  moral  una  realidad  jurídica  y  no  una  ficción,  edi- 
fican una  serie  de  consecuencias.  Así  el  P.  Délos  "  afirma  ca- 
tegóricamente: «Los  derechos  subjetivos  de  los  Estados  son 
una  consecuencia  de  su  personalidad  moral  y  recíprocamen- 
te no  se  puede  reconocer  aquellos  derechos  sin  atribuir  por 
lo  mismo  la  calidad  de  sujetos  de  derecho».  Además  este 
princicipio  permite  «someter  el  Estado  a  los  deberes  y  reglas 
del  derecho  objetivo». 

Y  Jarrigé  sin  restringir  el  concepto  sólo  al  Estado  — pe- 
ro a  su  vez  considerando  solamente  el  aspecto  internacio- 
nal— ,  dice:  «La  personalidad  internacional,  es  decir  la  capa- 


9    Michoud:  Ob.  cít.,  p.  6i. 

10  Por  ejemplo,  Ferrara,  ob.  cit.,  pág,  35  del  II  vol.  "E'  bensi  vero 
che  lo  Stato  e  la  Chiesa,  come  ^gni  altra  persona  giuridica,  non  seno  una 
fízione,  ma  sonó  una  realtá,  co'me  quella  da  qualsiasi  altra  pers.  giur.,  non  h 
quella  dei  scggetti  che  si  vedono  o  si  toccano,  ma  la  loro  realtá  é  puramente 
astratta,  idéale,  come  quella  di  tutti  gli  istituti  di  diritto". 

1 1  iDelos,  Joseph :  La  Societc  intertmtionalé  et  les  principes  du  Droit 
Public.  París,  1929,  pág.  317. 
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cidad  de  obrar  en  Derecho  Internacional...  no  es  más  que  un 
reflejo  exterior  de  la  soberanía».  Y  por  su  parte  Carré  de 
Malberg  y  De  la  Bigne  de  Villeneuve  señalan  que  las  dos 
soberanías,  la  interna  y  la  internacional,  no  son  más  que  los 
dos  aspectos  de  una  misma  soberanía.  Uniendo  estas  ideas 
se  llega  fácilmente  a  la  conclusión  de  que  toda  la  teoría  del 
Derecho  Público  moderno  está  fundamentada  en  el  concepto 
de  personalidad  jurídica  pública. 

Encuentro  directamente  aplicada  a  la  Iglesia  una  doctri- 
na muy  semejante  en  varios  canonistas.  Por  ejemplo  Obietti 
afirma  que  la  Iglesia  es  «societas  perfecta  et  proinde  etiam 
ex  hac  sola  ratione  subiectum  irium  ex  ipsa  dispositione  iuris 
divini.  Ex  iure  divino  positivo»,  — aclara  en  una  nota  — ,  a 
diferencia  de  la  sociedad  civil  que  es  «ex  iure  divino  na- 
turaii». 

Y  para  no  citar  más  tratadistas,  baste  leer  este  texto 
pontificio:  «Item  civitates  nonnullas  videmus  ex  hac  tanta 
conversione  rerum  funditus  novata  extitisse,  adeo  ut  quae 
nunc  est,  non  illa  ipsa  possit  haberi  moraíiSf  ut  aiunt,  persona 
quaqum  Apostólica  Sedes  olim  convenerat.  Ex  quo  illud  na- 
tura consequitur  ut  etiam  pacta  conventa,  quae  inter  Apos- 
tolicam  Sedem  et  eas  Civitates  ante  hac  intercesserant,  vim 
iam  suam  omnes  amiserint».^''  Aquí  el  Papa  da  todo  el  realce 
posible  al  concepto  de  persona  jurídica:  la  permanencia  de 
las  obligaciones  contraídas  depende  de  su  subsistencia,  y 
cesan  las  obligaciones  con  el  cambio  de  personalidad. 

Dejando  demostrada  la  trascendencia  del  concepto  de 
personalidad  moral,  observaré  todavía  algunas  aplicaciones. 
No  son  las  menos  importantes,  las  que  se  refieren  al  orden 


12  Jarrigé:  Ob.  cit,  pág.  19. 

13  Carré  de  Malberg:  Contribution  a  la  théorie  génerale  de  l'Etat, 
I,  p.  70. 

14  Bigne  de  Ville  Neuve :  Traité  géneral  d¿  l'Etat,  1924,  p.  457. 

15  Obietti,  B. :  Commentarium  in  Codicem  Iuris  Canonici,  iRomae,  192S, 
Liber  secundus :  De  Personis,  i*  pars.,  p.  126. 

16  Consecuente  con  los  mismos  principios  afirma  Trezzi,  M'ons  Gii.t- 
seppe :  "Cade  di  conseguenza  la  necessitá  di  recensire  molte  de  le  guarantigie 
affermate  nella  legge  italiana,  perché  inerenti  o  derivanti  per  la  natura  loro 
dal  riconoscimento  di  personalitá  giuridica  internazionale,  col  riconoscimento 
della  sua  sovranitá".  En  La  posizione  giuridica  della  S.  S.  nel  diritto  inter- 
nazionale. Roma,  1929,  p.  67. 

17  Benedicto  XV  al  Consistorio  de  21  tiov.  1921.  Cfr.  Actae  Apost.  Se- 
dis,  vol.  13,  p.  521. 
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interno:  los  problemas  de  los  derechos  del  Estado  o  de  la 
Iglesia  frente  a  sus  súbditos  y  viceversa,  la  responsabilidad 
de  los  órganos  y  de  las  personas  físicas  que  desempeñan  ta- 
les funciones,  etc..  Pero  nos  interesan  más  las  derivaciones 
en  el  orden  externo.  Uno  de  los  asuntos  más  debatidos  en 
este  plano  es  el  de  la  naturaleza  de  los  concordatos.  No  en- 
traré a  su  examen,  pero  quiero  señalar  que  las  distintas  po- 
siciones que  se  adoptan  al  respecto,  dependen  en  buena 
parte  del  concepto  de  personalidad  jurídica  que  se  aplique 
a  los  contrayentes.  Para  quienes  los  concordatos  son  pactos 
internacionales  aunque  de  una  índole  especial  que  los  dife- 
rencia de  los  corrientes  tratados  entre  las  naciones,  es  fun- 
damental señalar  la  capacidad  de  las  partes,  el  vínculo  que 
las  une,  la  relación  que  se  establece;  todo  esto  deriva  natu- 
ralmente de  la  premisa  de  la  existencia  de  una  verdadera 
persona  jurídica.  Por  su  parte  quienes  aceptan  esta  teoría 
(los  jurisdiccionalistas  particularmente)  para  refutarla  suelen 
recurrir  al  ataque  de  la  personalidad  de  la  Iglesia. 

Finalmente,  hay  una  razón  de  orden  histórico  que  da 
interés  al  estudio  de  este  tema  en  Derecho  Canónico.  Y  es 
que,  si  bien  en  tiempos  modernos  la  teoría  de  la  personalidad 
jurídica  ha  sido  particularmente  desarrollada  por  los  civilis- 
tas>  en  sus  orígenes  fueron  más  notables  los  trabajos  de  los 
canonistas. 

Según  afirma  Ferrara  fueron  los  canonistas  quienes  in- 
trodujeron la  palabra  persona  aplicada  a  las  corporaciones  y 
hablaban  de  una  «persona  universitatis»,  «persona  collegiix^ 
y  luego,  en  correspondencia  a  la  doctrina  por  ellos  elaborada 
sobre  la  esencia  de  la  corporación,  de  una  «persona  ficta», 
«persona  representata».  «Además,  a  Inocencio  IV,  el  funda- 
dor de  la  doctrina  canónica  de  la  universitas,  se  debe  la  ex- 


18  Cfr.  Ottaviani,  Alaphridus :  Ob.  cit.,  vol.  II,  p.  349. 

19  El  mismo  autor  dice:  "Veruln  quidem  est  tractatus  internationalis 
definiré  conventiones  initas  inter  Status  tanquam  subjecta  iuris  publici  inter- 
nationalis circa  negotia  communis  utilitatis,  sed  pariter  verum  est  tanquam 
subiectum  iuris  publici  internationalis  haberi,  et  habendum  esse  Santam  Se- 
dera ;  in  mérito  igitur  excluderetur  notio  tractatus  internationalis  a  notione 
concordati,  quasi  deesset  ex  una  parte  persona  capax,  quia  videlicet  Ecdesia 
non  est  Civitas  seu  Status.  Est  enim  Écclesia  societas  iuridice  perfecta  sicut 
Status,  et  Santa  Sedes,  quae  eius  personara  gerit,  etiam  de  facto  consideratur 
ut  subiectum  iuris  publici  internationalis".  Ob.  cit.,  II,  p.  349. 

20  Ferrara,  Francesco:  Ob.  cit,.  p.  12  y  ss. 
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presión  «corpus  mysticum»  (seguramente  se  refiere  el  autor 
a  su  uso  en  el  campo  del  derecho,  ya  que  en  el  teológico  es 
de  origen  apostólico)  que  después  debía  tener  tanta  difu- 
sión y  dar  origen  a  nuestra  expresión  «corpo  Morale». 

Es  verdad  que  las  romanos  concibieron  la  persona  jurí- 
dica como  una  entidad  ideal  absolutamente  distinta  de  la 
reunión  de  sus  miembros,  e  incapaz  de  actuar  de  otro  modo^, 
que  por  medio  de  representantes.  En  cambio  el  derecho 
germánico  no  conoce  más  que  las  corporaciones  como  suma 
de  los  asociados,  y  las  materializa  más  aún,  viendo  a  veces 
el  sujeto  de  los  derechos  en  el  edificio  o  territorio,  y  no  en 
el  grupo  social. 

El  Derecho  Canónico  sigue  la  línea  romana,  pero  la 
espiritualiza  todavía  más,  al  mismo  tiempo  que  amplía  su 
aplicación  y  permite  nuevas  formas.  La  más  notable  es  la 
fundación,  que  hasta  hoy  es  una  categoría  que  se  pone  frente 
a  la  corporación  casi  como  segundo  término  de  una  dico- 
tomía de  las  personas  jurídicas;  pero  ya  señalé  en  otro  sitio 
que  también  es  mérito  de  la  Iglesia  la  introducción  del  con- 
cepto de  Institución  que  es  el  que  quizá  permite  dar  un 
lugar  en  la  clasificación  la  Iglesia  misma,  como  entidad  que 
está  por  encima  de  los  fieles. 

Por  fin,  algunos  asuntos  particulares  atrajeron  la  aten- 
ción de  los  canonistas,  como  el  de  la  doctrina  de  las  delibe- 
raciones corporativas,  por  su  importancia  en  materia  de 
elecciones  eclesiásticas,  y  que  fué  tan  profundamente  estu- 
diada ya  en  la  alta  Edad  Media,  que  hoy  casi  nada  hay  que 
modificar  o  añadir. 

II. — Algunos  conceptos  generales 

Antes  de  entrar  al  examen  del  Modus  Vivendi  será  con- 
veniente examinar  todavía  algunos  problemas  generales  so- 
bre la  personalidad  jurídica.  Consideraré  los  fundamentales 
asuntos  de  la  esencia  de  la  persona  jurídica,  de  su  definición 
y  de  su  clasificación  atendiendo  particularmente  a  la  distin- 


21  Fundamentalmente  dice  lo  mismo  Chelodi :  "Aetas  clasica  iuris  ro- 
raani  primain  tantum  speciem  cognovit  personae  morale :  corporationem.  Al- 
tera, pia  causa  (fundatio)  est  propria  creatio  christianismi,  effectus  novae 
ideae  caritatis,  quae  tot  institutiones  miseris  sublevandis  et  pauperibus  adiu- 
vandis  suscitavit".  Ins  Canonicutn.  De  personis.  Pág.  602. 
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ción  de  las  personas  públicas  y  privadas,  que  luego  tendrá 
una  aplicación  directa  en  el  análisis  de  la  Convención  en  re- 
ferencia. 

a)  Esencia  de  la  personalidad  jurídica. — No  sería  oportuno 
revisar  las  casi  innumerables  doctrinas  y  tendencias  de  los 
escritores  sobre  la  naturaleza  de  las  personas  jurídicas.  Bas- 
tará señalar  las  principales  direcciones  del  pensamiento  y  la 
que,  por  creerla  más  conforme  a  la  verdad,  inspira  este 
trabajo. 

Entre  los  canonistas  hay  algunos  como  Toso  y  Che- 
lodi  que  adhieren  a  las  teorías  de  la  ficción  que  tienen  su 
origen  en  el  derecho  romano  primitivo  y  que  modernamente 
obtuvieron  gran  acogida  por  el  prestigio  de  su  gran  propug- 
nador  Savigny  y  de  su  escuela. 

Para  la  mayor  parte  de  los  tratadistas  de  Derecho  Ca- 
nónico contemporáneos,  en  cambio,  la  persona  jurídica  es 
una  realidad,  así  Coronata  condena  violentamente  la  fic- 
ción como  «non  proprie  scientifica  et,  licet  communius  ad- 
misa, non  tamen  magni  valoris». 

Encuentro  más  conforme  evidentemente  con  los  he- 
chos, la  segunda  tendencia.  La  realidad  social  es  innegable. 
Que  existen  grupos  de  hombres  con  un  fin  propio,  distinto 
del  de  sus  simples  componentes  y  que  sólo  así  reunidos  pue- 
den alcanzar;  con  una  organización  que  a  veces  implica  una 
serie  de  relaciones  de  derecho  muy  distintas  de  las  que  se 
dan  entre  individuos  aislados;  que  disponen  de  medios  que 
no  competen  al  hombre  aislado;  que  se  presentan,  en  una 
palabra,  como  una  nueva  entidad  tan  real  como  las  físicas, 
aunque  no  sea  de  ese  orden  sino  del  jurídico;  todo  esto,  me 
parece  absolutamente  cierto  y  demostrativo  de  la  verdad  de 
la  teoría  en  cuestión. 

Esta  realidad  jurídica  se  concibe  de  varios  modos. 

22  Toso,  Albertus :  Ad  Codicem  luris  Canonici,.,  Commentaria  Mino- 
ra. Romae,  1921.  Pág.  39 :  ...iuridicam  seu  'moralem  personam,  quis  nonnisi 
artificio  et  fictione  iuris  consistit.,.". 

23  Chelodi:  Ob.  cit.,  ps.  162-63. 

24  Coronata,  Matthaeus  Conté :  Compendiutn  Iuris  Canonici.  Taurini, 
1940,  Vol.  I,  p.  428.  Institutiones  Iuris  Canonici,  Taurini,  1928  T.  I, 
p.  142  ss. 

25  Obietti  afirma  que  la  teoría  de  la  "realidad"  de  la  pers.  jur.  fué  pro- 
puesta por  primera  vez  por  Besseler:  Volksreecht  u.  Puristenrecht,  p.  i53 
y  ss.  y  por  Gierke :  Das  Deutsche  Genossenschafrechets,  Berlín,  1868-81. 
Cfr.  Obietti,  Ob.  loe.  cit.,  p.  105. 
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El  más  célebre  es  el  que  considera  esa  realidad  como 
consistente  en  una  abstración.  Lo  sigue,  por  ejemplo.  Pío 
Fedele:  «no  hay  duda,  que  el  Estado,  como  la  Iglesia,  es 
una  abstración  de  igual  modo  que  cualquier  persona  jurídi- 
ca...» Lo  mismo  afirman  Covielo,  Dernbuerg,  Stobbe  y 
otros,  según  asegura  Zanobioi.^'' 

Es,  a  mi  modo  de  ver,  una  explicación  peligrosa:  fácil- 
mente se  pasa  de  la  abstración  a  la  ficción  por  más  que  sean 
cosas  muy  distintas.  Por  eso  es  preciso  insistir  que  es  el  con- 
cepto jurídico,  la  figura  jurídica,  no  la  institución  misma,  la 
que  se  forma  por  abstración  y  siempre  respondiendo  a  una 
realidad  social  concreta,  y  tanto  que,  como  todo  en  este 
plano,  va  íntimamente  unida  con  otros  entes  igualmente  con- 
cretos, que  precisamente  sólo  se  puede  distinguir  por  una 
abstración,  y  con  los  cuales  se  ha  confundido,  a  veces,  como 
antes  vimos  que  sucedió  a  los  romanos  de  los  primeros 
tiempos  o  a  Savigni  (confundiendo  con  los  miembros)  o  a 
los  germanos  (con  los  bienes,  el  edificio,  etc.) 

Por  esto  hallo  muy  prudente  la  advertencia  de  Mi- 
choud:  «Se  debe  buscar  una  teoría  que  mantenga  la  unidad 
de  la  persona  moral,  pero  sin  perder  de  vista  que  es  una 
unidad  compleja,  y  que  las  personas  físicas  que  la  componen 
no  son  para  ella  terceras  personas.  Es  una  unidad,  pero  es 
también  una  colectividad,  y  no  se  tendrá  una  idea  cabal  si  se 
mira  únicamente  el  primer  aspecto».  Una  teoría  pues,  que  no 
lleve  la  abstración  demasiado  lejos  hasta  prescindir  de  los 
elementos  o  contraponerlos  constitucionalmente  a  la  persona 
jurídica.  Y  añadiría  que  no  se  abstraiga  tampoco  de  la  reali- 
dad social  compleja  existente  antes  de  todo  reconocimiento 
jurídico  o  de  toda  elaboración  filosófica. 

El  examen  del  fundamento  de  la  existencia  de  la  perso- 
na jurídica,  tal  como  le  han  visto  varios  civilistas,  nos  acer- 
cará a  la  definición  que  adoptaré,  de  acuerdo  con  las  teorías 
que  voy  señalando  como  las  más  aceptables. 

Para  los  autores  de  la  escuela  orgánica,  como  Besseler  y 


26  Fedele,  Pío :  Valore  dclle  norme  concordatarie  nell'or  din  amento  ca- 
nónico. En  "Chiesa  e  Stato",  II,  Milán,  1939,  p.  26. 

27  Zanobini,  Guido  :  Corso  di  diritto  Amministrativo.  Milán,  1947,  Vol. 
I,  Cap.  III. 

28  Michoud,  León:  Theorie  de  la  personnalité   morale.  2.*  ed.  París, 
P.  37. 
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Gierke,  la  esencia  de  la  persona  consiste  en  intereses  propios, 
actividad  vital  propia  y  voluntad  propia.^^ 

Otros  como  Zitelman,  han  puesto  toda  la  atención  en 
la  unión  de  las  voluntades,  hasta  el  punto  de  atribuir  a  ésta 
la  creación  de  la  nueva  entidad.  Según  Meurer  «no  es  el 
hombre  el  verdadero  sujeto  del  derecho,  sino  la  voluntad 
humana»,  «es  necesario  que  el  derecho  no  considere  en  el 
hombre  más  que  la  voluntad».  Son  las  últimas  consecuencias 
de  una  dirección  errónea,  que  en  Francia  tuvo  su  primer  re- 
presentante en  Rousseau.  Siguiendo  la  misma  línea  Boistel 
afirma  que  si  el  hombre  es  persona,  «es  porque  tiene  sobre 
sus  actos  un  poder  supremo  de  dirección  del  que  carecen 
los  demás  seres».  La  sociedad,  a  la  luz  de  estos  principios, 
es  una  potencia  directriz,  inteligente  y  libre,  de  un  conjunto 
de  fuerzas  naturales,  por  consiguiente,  una  persona  es  «el 
haz  de  voluntades  asociadas  en  tanto  en  cuanto  se  dirigen  de 
acuerdo  a  un  fin  social». 

Critica  Michoud  aquellos  conceptos,  reconociendo  la 
verdad  de  la  idea  filosófica  de  persona,  pero  diciendo  que 
Boistel  no  logró  demostrar  la  existencia  de  la  persona  social; 
al  contrario,  sus  premisas  habrían  debido  conducirle  a  admi- 
tir que,  en  la  sociedad,  las  únicas  verdaderas  personas  son 
los  asociados,  ya  que  el  grupo  no  es  el  que  posee  el  poder 
director,  la  actividad  Ubre  y  la  inteligencia,  tal  como  la  ha 
definido,  sino  que  son  los  asociados  los  que  lo  poseen.  ^ 
Aún  cabe  observar  que  en  el  hombre,  no  es  la  voluntad  por 
sí  misma  la  que  toma  el  derecho  bajo  su  protección,  ya  que 
no  siempre  sería  digna,  puesto  que  puede  determinarse  por 
el  bien  o  por  el  mal  libremente.  Así  es  que  no  todo  acto  vo- 
luntario está  protegido  por  el  derecho;  no  puede,  pues,  ser 
el  fundamento  de  esa  protección.  Si  la  apariencia  parece  se- 
ñalar que  el  derecho  protege  la  voluntad,  es  porque  protege 
el  contenido  de  ella  en  cuanto  se  resuelve  en  intereses  dig- 
nos de  la  tutela  jurídica,  del  interés  de  la  sociedad. 


29  Cfr.  Ruffini,  Francesco:  La  Classificazioue  delle  persone  giuridiche, 
Torino,  1898,  ps.  57-62. 

30  Cfr.  Michoud:  Ob.  cit.,  ps.  78  y  ss. 

31  Boistel:  Coiirs  de  philosophie  du  Droit,  T.  II,  ps.  23  y  ss. 

32  Del  mismo  autor,  Conception  des  personnes  morales,  1904,  pp.  6  y  15, 

33  Cfr.  Michoud :  Ob.  cit..  p.  90. 

34  Michoud :  Ob.  cit.,  p.  90. 


LA  SANTA  SEDE  Y  EL  ECUADOR 


13 


El  dogma  de  la  voluntad,  esta  creencia  de  que  todo  el 
derecho  gira  en  torno  a  la  libre  determinación  humana,  na- 
ció de  una  falsa  interpretación  de  los  grandes  pandectistas 
alemanes,  como  Windscheid  y  Savigny,  de  los  textos  roma- 
nos, a  menudo  interpolados.  Betti  observa  que  en  el  Cor- 
pus luris  de  Justiniano  la  expresión  «declarare  voluntatem» 
no  indica  jamás  una  declaración  vaga,  un  «volere  a  vuoto» 
que  por  sí  sólo  sea  constitutiva  de  derechos. 

Muy  cerca  de  esta  teoría  se  sitúa  la  de  Hauriou  que 
apoya  la  unidad  de  la  voluntad  cooperativa  sobre  lo  que 
llama  «unidad  representativa»,  es  decir,  en  la  concordancia 
de  las  representaciones  mentales  en  el  interior  de  la  corpora- 
ción. Es  verdad  que  escapa  un  tanto  a  la  crítica  de  las  ante- 
riores teorías,  pero  en  todo  caso  no  parece  aplicable  a  las 
personas  jurídicas  necesarias,  como  el  Estado  o  la  Iglesia,  ni 
a  las  fundaciones. 

Para  los  de  la  escuela  de  la  personificación,  como  Ber- 
natzig,  Laband,  Burkhard,  Hauriou,  etc.,^''  «personalidad  y 
subjectividad  de  derechos  son  términos  perfectamente  co- 
rrespondientes; la  personalidad  jurídica  no  es  por  lo  tanto 
algo  dependiente  de  la  naturaleza  misma,  sino  una  creación 
del  orden  jurídico;  el  hombre  mismo  no  es  sujeto  de  dere- 
chos, es  decir  persona  en  sentido  jurídico  por  fuerza  de  las 
cosas,  sino  del  derecho». 

Quedó  ya  criticada  esta  tendencia  al  hablar  de  la  fic- 
ción, en  la  que  naturalmente  desembocan  esas  ideas.  Tam- 
poco están  lejos  de  ellas,  y  se  les  puede  hacer  reparos 
semejantes,  Brinz  y  Windscheid,  que  ven  en  la  destinación 
de  un  patrimonio  a  un  fin  la  esencia  de  la  persona  jurídica: 
un  patrimonio  que  no  pertenece  a  alguien  sino  a  algo. 

Una  teoría  que  combina  felizmente  los  elementos  posi- 
tivos de  las  anteriores  fué  iniciada  por  el  mismo  Bernatzig  y 
seguida  inmediatamente  por  Jellinek,  Ranelletti  y  muchos 
otros.  Estos  autores  toman  en  cuenta  no  sólo  la  voluntad, 
sino,  lo  que  es  más  importante,  los  intereses  que  la  mueven. 


35  Betti,  Emilio:  Theoria  Genérale  del  Negozio  Giuridico.  Torino,  1950, 
P-  50,  54. 

36  Hauriou,  Maurice :  Precis  de  Droit  Constitutianel,  ed.  de  1923. 

37  Cfr.  Ruffini :  Ob.  cit,,  p.  60  y  ss. 

38  Cfr.  Obietti:  Ob.  cit.,  p.  107. 

39  Cfr.  Ruffini:  Ob.  cit.,  p.  63. 
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Los  intereses  sí  son  objeto  de  una  valoración,  pueden  y  de- 
ben ser  protegidos  por  el  derecho  en  cuanto  son  manifesta- 
ciones de  un  fin  que  importa  a  la  sociedad  y  en  cuanto  son 
el  origen  de  aquella  nueva  realidad  social  que  se  presenta 
con  las  características  de  una  «voluntad». 

De  este  modo  se  amplía  el  concepto  de  la  personalidad 
jurídica.  Savigny  creía  que  era  únicamente  aplicable  al  dere- 
cho privado;  ahora  bien,  si  se  tiene  en  cuenta  el  fin,  nadie 
podrá  desconocer  la  personalidad  del  Estado  o  de  la  Iglesia 
que  poseen  una  finalidad  evidentemente  más  notable,  más 
interesante  para  el  derecho,  que  las  sociedades  privadas. 

En  el  fondo  se  ha  llegado  a  aplicar  un  viejo  principio 
escolástico;  quien  tiene  derecho  al  fin,  tiene  también  dere- 
cho a  los  medios  adecuados;  y  el  primer  medio,  en  nuestro 
caso,  es  la  existencia  frente  al  derecho:  la  personalidad. 

b)  Definición.  Y  así  casi  he  llegado  a  formular  ya  una  de- 
finición como  la  generalmente  adoptada  por  los  canonistas, 
y  que,  como  es  fácil  apreciar,  tiene  una  gran  amplitud.  Es  de 
advertir  también  que  en  ella  coinciden  aún  algunos  de  los 
que  siguen  la  teoría  de  la  ficción,  si  bien  el  proceso  lógico 
para  llegar  al  mismo  punto  que  los  reahstas,  no  parece  tan 
estricto.  Así  Toso  define  la  persona  moral  como  «quidquid 
iuris  acquirendi  exercendique  lege  capax  habetur».  Esta  defi- 
nición, como  muchas  otras  substancialmente  idénticas,  em- 
plea términos  muy  amplios  «quidquid»  en  modo  de  com- 
prender no  sólo  las  agrupaciones  de  personas  sino  también 
los  complejos  de  bienes  como  la  herencia  yacente.  Las  doc- 
trinas más  modernas,  empero,  tratan  de  restringir  el  concepto 
a  las  agrupaciones  de  personas  únicamente. 

Otros  canonistas  partiendo  de  la  reaUdad  de  la  persona 
jurídica  llegan,  por  un  camino  más  lógico  como  ya  indiqué, 
a  definiciones  casi  idénticas.  Blat,  por  ejemplo:  «quidquid 
praeter  personas  physicas  in  Ecclesia  iuris  possidenti  et 
exercendi  capax  in  ss.  canonibus  habetur»,  '^^  y  Coronata: 
«Persona  iuridica  seu  moralis  et  quidquid  iurium  et  obliga- 
torium  capax  est,  praeter  personas  physicas».    Y  el  Código 


40  Toso:  Ob.  cit.,  p.  39. 

41  Zanobini :  Ob.  cit.,  vol.  I,  cap.  III. 

42  Blat,  Alberto :  Commentarium  Textus  Codicis  Iuris  Canonici,  Lí- 
ber II,  de  Perí;'onis.  Roma,  1921,  p.  36. 

43  Coronata:  Compendium,  I,  p.  220. 
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de  Derecho  Canónico  habla  de  «personae  morales,  publica 
auctoritate  constitutae,  quae  distinguuntu  in  personas  mo- 
rales collegiales  et  non  collegiales...»  c.  992.  En  definitiva^ 
coinciden  las  definiciones  en  afirmar  que  la  persona  jurídica 
es  un  sujeto  de  derecho  distinto  de  la  persona  física. 

c)  Clasificación.  Abordaré  brevemente  este  tema  como 
simple  premisa  para  el  presente  estudio. 

La  distinción  quizá  más  genérica  es  la  que  hace  Hau- 
riou^  entre  «persona  moral»  y  «persona  jurídica»,  conside- 
rando el  primero  un  concepto  filosófico  y  el  segundo,  el 
estrictamente  jurídico.  También  Jellinek  adopta  esta  distin- 
ción, en  tanto  que  otros,  como  Michoud    la  rechazan. 

También  en  el  derecho  canónico  hay  diversidad  de  pa- 
receres, usando  la  misma  terminología  y  otras.  Asi  Corona- 
ta^  llama  «privada»  o  «persona  colectiva»  — al  igual  que 
Maroto,  —  a  cualquier  unión  de  fieles,  independientemente 
de  toda  aprobación  de  autoridad  pública,  y  afirma  que  esto 
es  «secundum  rei  naturam»;  ésta  me  parece  pués,  que  coin- 
cide con  la  «persona  moral»  de  Hauriou,  en  contraposición 
a  la  jurídica  que  es  la  que  cumple  los  requisitos  del  canon 
99,  la  reconocida  por  la  autoridad  eclesiástica.  Por  otra 
parte  reconoce  que  «aliqualem  autem  personalitatem  seu  ca- 
pacitatem  iuridicam  etiam  personas  morales  privatas  seus 
collectivas  habere  etiam  in  iure  nostro  omnino  affirmandum 
putamus:  immo  et  varios  gradus  huiusmodi  personalitatis 
imperfectae  ex  ipso  Códice  distinguere  possumus».  '^^Wermz 
y  Vidal  afirman,  en  modo  semejante,  «In  Ecclesia  nulla  po- 
test  existere  persona  moralis...  quae  plene  iuribus  personali- 
tatis fruatur  nisi  intercedat  actus  competentis  auctoritatis 
ecclesiasticae,  quo  talem  personalitatem  tribuat...  Haec  per- 


44  Hauriou,  Maurice :  Legons  sur  le  mouvement  social,  p.  146  y  Prec<s 
dé  Droit  Constitutionel,  ig27y  p.  715  y  ss.. 

45  Michoud :  Ob.  cit.,  p.  5. 

46  Coronata :  Ob.  cit.,  I,  p.  223  (n.  320). 

47  Maroto,  Philipo :  Institutiones  luris  Canonici  ad  norman  novi  Co- 
dicis.  Madrid,  3.*  ed.  1918,  vol.  I,  n.  474. 

48  Sin  embargo,  la  aplicación  de  la  terminología  de  Hauriou  al  Código 
es  tanto  más  peligrosa  cuanto  el  c.  99  llama  precisamente  "morales"  a  las 
que  según  Hauriou  se  debería  llamar  "jurídicas". 

49  Coronata :  Ob.  loe.  cit.  En  igual  sentido  y  casi  las  mismas  palabras, 
Wemeersch,  A.  y  Creusen,  I.  en  Epitome  luris  Canonici...  Tomo  I,  Roma, 
1949,  p.  202. 
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tinent  ad  personas  morales  inferiores  in  Ecclesia  cons- 
tituías; at  catholica  Ecclesia  et  Apostólica  Sedes  mora- 
lis  personae  rationem  habent  ex  ipsa  ordinatione  divina».^° 
Con  estas  palabras  se  señala  el  reconocimiento  de  la  autori- 
dad conforme  a  los  cánones  99  y  100  como  necesario  parala 
existencia  de  la  persona  jurídica  en  la  Iglesia;  pero  hace  dos 
salvedades:  en  primer  término  las  entidades  de  derecho  di- 
vino — la  Iglesia  y  la  Santa  Sede —  y  luego,  al  hablar  de  «ple- 
nitud de  derechos  de  la  personalidad»  admite  implícitamente 
la  existencia  de  personas  morales  menos  perfectas  ante  el 
derecho  y  que  tienen  una  existencia  independientemente  del 
derecho  positivo,  una  existencia  natural,  de  derecho  natural. 

Y  cuando  hablan  dichos  autores  de  las  asociaciones  de  fieles, 
el  concepto  queda  más  claro:  son  personas  morales  las  eri- 
gidas canónicamente  o  por  disposición  general  del  derecho, 
pero  las  demás  tienen  también  una  existencia  jurídica,  así 
sus  bienes  son  realmente  de  la  sociedad  y  no  de  los  socios, 
aunque  no  sean  bienes  eclesiásticos  conforme  al  canon. 
1499  §  2.  ^1 

En  igual  sentido  Vermeersch  afirma  que  en  la  Iglesia  . 
las  sociedades  de  fieles  no  aprobadas  por  la  autoridad  ecle- 
siástica no  son  personas  jurídicas,  pero  mientras  obran  den- 
tro de  la  moralidad  son  inviolables  «ac  proin  independenter 
a  potestate  civili,  ohiectivo  seu  coram  Beo  sunt  personae  morales». 

Y  en  nota  añade:  «Entia  moraíia  dicimus  potius  cfuam  iuridica, 
quia  relationes  morales  non  sunt  tantum  iuridicae.  Ita  etiam 
societas  eleemosynas  largiri  potest». 

Una  distinción  parecida  habría  señalado  Sinisbaldo  dei 
Fieschi  (Inocencio  IV),  según  Ruffini:  «Sinibaldo  establece 
una  neta  línea  de  separación  entre  las  simples  sociedades  y  las 
universalidades,  observando  rectamente  «Societas...  non 
constituit  collegium,  vel  corpus...  societas  non  est  collegium 
per  se,  nisi  alirer  constituatur  per  principem,  vel  senatus 
consultum,  vel  alio  modo»  C.  14,  X,  de  excessibus  Praelat 


50  Werms,  Francisco,  y  Vidal,  Petro:  lus  Canonicum.  T.  II,  Roina, 
1940,  p.  37- 

51  Id.  vol.  III,  p.  514. 

52  Cfr.  Vermeersch,  A. :  De  persona  moralis  origine  seu  Constitutione, 
in  lus  Pontificium,  ra.  lo,  p.  288-89. 

53  Rufñni,  Francesco:  La  classificaAone  delle  persone  giuridiche  in  Si- 
nibaldo dei  Fieschi  ed  in  F.  Savigni,  Torino,  1898,  p.  12. 
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(V,  31)  n.  6  e  ser».  Pero  de  este  texto  bien  se  podría  derivar 
la  distinción  entre  personas  colegiadas  y  no  colegiadas,  como 
las  personas  jurídicas  «strictu  sensu»  y  las  demás,  las  llama- 
das por  Hauriou  «morales»,  o  por  Maroto  «colectivas». 

El  reconocimiento  del  derecho  positivo  no  señala,  pues, 
una  distinción  neta.  Mejor  dicho,  quizá  son  posibles  con 
este  criterio  una  serie  de  distinciones  en  cuanto  son  conce- 
bibles entidades  que  se  adaptan  más  o  menos  a  las  exigen- 
cias del  legislador  y  grados  de  reconocimiento  por  parte  de 
la  autoridad.  Pero  por  encima  de  todo  esto,  creo  posible 
afirmar  que  además  de  las  personas  jurídicas  contempladas 
en  el  derecho  positivo  están  las  de  derecho  natural:  todo 
grupo  apto  a  ser  jurídicamente  personalizado,  y  las  de 
derecho  divino  positivo  que  tampoco  requieren  para  existir 
en  el  derecho,  un  reconocimiento  humano. 

Sin  embargo,  como  decía  más  arriba,  otros  canonistas 
se  oponen  a  la  distinción,  quizá  por  trascender  del  campo 
estrictamente  jurídico.  Y  como  no  ha  logrado  imponerse 
aquella  terminología  (personas  morales  y  personaa  jurídicas), 
usaré  los  términos  indistintamente,  hablando  más  bien  de 
«personalidad  de  derecho  natural»  cuando  sea  necesario. 

En  cambio,  de  antigua  tradición  canónica  es  la  distin- 
ción entre  corporaciones  y  fundaciones.  Más  aún,  es  el  pro- 
ducto de  una  de  las  contribuciones  más  importantes  del  cris- 
tianismo al  derecho.  En  efecto,  casi  unánimemente  se  acepta 
que  los  romanos  solo  conocieron  las  corporaciones,  en  tanto 
que  las  fundaciones  fueron  fruto  del  espíritu  caritativo  del 
catolicismo.^^ 

Y  más  aún,  sin  formular  una  teoría,  sino  con  los  hechos, 
la  Iglesia  presentó  un  tercer  tipo  de  personaHdad  jurídica 
(en  la  que  quizá  conviene  clasificar  a  la  misma  Iglesia  Uni- 
versal), que  es  la  «Institución».  Esta  categoría  fué  señalada 
porDernburg^^  ahondando  la  enumeracicn  de  Winscheid  que 
comenzaba  por  las  «pluralidades  de  personas  físicas»,  seguía 
por  los  «institutos  de  utilidad  pública»  y  colocaba  en  tercer 
lugar  los  «complejos  patrimoniales».  Las  «instituciones», 
según  Dernburg,  ocupan  un  lugar  intermedio  entre  las  cor- 
poraciones y  las  fundaciones;  no  son  lo  primero  porque  no 


54  Cfr.  Chelodi:  Ob.  cit.,  p.  602. 

55  Ruffini :  Ob,  cit.,  p.  23. 
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tienen  ese  carácter  democrático  que  es  propio  de  aquéllas, 
ni  son  simples  fundaciones  ya  que  tienen  el  requisito  de  la 
colegialidad  que  no  se  halla  en  las  fundaciones,  y  constan  de 
personas  y  bienes  destinados  a  un  objeto  superior;  y  es 
sobre  todo  este  tercer  elemento,  el  fin,  el  que  las  caracteriza, 
este  fin  no  es  extraño  a  los  miembros  pero  es  superior,  les 
viene  impuesto.  Todas  estas  notas  me  parecen  coincidir  con 
las  de  la  Iglesia  y  de  algunas  entidades  eclesiásticas  que  ya 
en  el  leguaje  vulgar  se  suelen  llamar  «instituciones»,  como 
los  beneficios,  las  curias  diocesanas,  etc.  Y  como,  por  otra 
parte,  no  parece  muy  justo  clasificar  a  la  Iglesia  Católica  ni 
como  fundación  ni  como  corporación,  quizá  sea  más  acer- 
tado aceptar  este  nuevo  término. 

De  gran  trascendencia  es  la  distinción  de  las  personas 
morales  en  públicas  y  privadas.  Sin  embargo  no  es  muy  an- 
tigua; la  personalidad  jurídica  según  Ferrara,  «por  diversos 
factores  históricos  permaneció  mucho  tiempo  envuelta  en  el 
manto  del  derecho  público  y  sólo  poco  a  poco  se  fué  libe- 
rando y  adquiriendo  ciudadanía  como  figura  de  derecho 
privado».  Si  bien,  por  otra  parte,  hay  que  observar  que  el 
concepto  del  Estado  mismo  como  persona  es  también  mo- 
derno; antes  se  reconocía  la  personalidad  del  príncipe,  del 
soberano;  luego,  con  el  estado  llamado  de  policía,  aparece  el 
Fisco  como  personalidad  privada  y  sólo  posteriormente  se 
fundamenta  toda  la  teoría  del  Estado  en  el  reconocimiento 
de  su  personalidad  jurídica  pública,  que  entraña  además, 
como  cosa  secundaria,  la  capacidad  y  personalidad  de  dere- 
cho privado. 

En  el  campo  internacional  las  consecuencias  son  enor- 
mes. Baste  señalar  que  el  atributo  de  la  soberanía  sólo  con- 
viene a  las  personas  públicas,  y  es  el  presupuesto  para  la 
aplicación  de  la  gran  mayoría  de  las  reglas  del  Derecho  In- 
ternacional. En  el  interno,  no  es  menor  su  importancia.  Las 
personas  jurídicas  públicas,  en  efecto,  gozan  de  ciertos  pri- 
vilegios y  están  sometidas  a  ciertos  controles;  sus  trabajos  se 
consideran  públicos;  tienen  también  incapacidades  peculia- 
res en  el  derecho  civil  (por  ejemplo,  para  transigir,  arrendar 
a  largo  plazo,  etc.);  un  tratamiento  especial  en  el  proceso; 


56  Cfr.  Ferrara,  Francesco  :  Teoría  delle  persone  Giuridiche.  2.*  ed.  To- 
riño,  1923,  p.  730. 
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sus  actos  tienen  fuerza  de  actos  ejecutivos;  a  ellas  se  refiere 
prácticamente  el  derecho  administrativo;  y  en  el  aspecto  le- 
gislativo, exigen  una  ley  para  su  creación  y  extinción. 

Nadie  niega  pues  que  es  una  distinción  que  hay  que 
establecer  y  muy  claramente,  en  el  Derecho  Civil.  Ahora 
bien,  como  las  entidades  eclesiásticas  deben  adoptar  una 
forma  también  ante  el  derecho  civil,  conviene  saber  en  qué 
categoría  se  han  de  colocar.  He  aquí  una  razón,  — además 
del  interés  directo  que  puede  tener  dentro  del  orden  canó- 
nico— ,  por  la  que  convendrá  tratar  de  aplicar  esta  misma 
distinción  al  derecho  canónico. 

Pero  es  tarea  extremadamente  difícil.  Ya  entre  los  civi- 
listas hay  infinidad  de  teorías,  que  se  explican  por  la  com- 
plejidad y  variedad  de  las  formaciones  sociales  que  tratan 
de  clasificar.  En  efecto,  si  se  comparan  los  tipos  extremos, 
todo  es  muy  nítido,  pero  hay  una  escala  riquísima  de  figu- 
ras intermedias,  y  el  señalar  un  punto  de  separación  es  casi 
imposible.  Hay  que  tener  en  cuenta  además,  que  esta  es  una 
labor  que  debe  hacerse  de  acuerdo  con  el  derecho  positivo 
aplicable  a  las  instituciones  en  cuestión.  Aquí  trataré,  sin 
embargo,  de  señalar  los  principales  criterios  que  inspiran 
o  deben  inspirar  esos  derechos  positivos,  o  que  se  deben 
aplicar  en  el  caso  de  faltar  una  norma  positiva  aplicable,  por 
ejemplo,  por  conflicto  entre  dos  ordenamientos  jurídicos. 

Para  Ducroq,  Mayer,  Giorgi,  Fadda,  Bensa,  etc.,  ^  son 
personas  públicas  las  que  integran  la  administración  del  Es- 
tado. Como  se  ve,  es  un  sistema  empírico  y  no  un  principio 
de  clasificación  el  adoptado.  Equivale  a  decir:  son  públicas 
las  que  la  ley  señala  como  tales  (como  parte  de  la  adminis- 
tración); pero  y  ¿por  qué  éstas  y  no  otras  forman  parte  de 
la  administración?  Además,  teniendo  en  cuenta  sólo  la 
administración  del  Estado,  la  posición  de  las  entidades 
eclesiásticas  de  derecho  público  resultaría  inexplicable  en  el 
orden  jurídico  civil,  a  no  ser  que  se  admita  el  más  crudo  ju- 
risdiccionalismo  o  se  considere  el  caso  de  los  entes  eclesiás- 
ticos como  una  excepción,  una  especie  de  concesión  excep- 
cional del  carácter  público  a  entidades  que  nada  tienen  de 
excepcionales  en  la  vida  de  los  estados. 


57    Cfr.  Ferrara :  Ob.  cit.,  p.  743. 
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H  hecho  de  formar  parte  de  la  adm!**istr~ic:c:;  (meío" 
dicho,  de  la  esLiuc**  :-.  constitucional  del  estad c),  es  más 
bien  una  consecuencia  del  carácter  oúblico  de  una  institu- 
ción civil.  Por  esto,  repito,  como  observación  empírica  no  es 
despreciable,  pero  no  puede  admitirse  como  criteño  lógico 
fundamental  de  una  clasificación. 

La  libre  participación  o  la  obligatoriedad  es  para  Rósler 
y  Lóning,  el  fundamento  de  la  distinción.  Pero,  observ  a  xVli- 
choud,  que  ni  las  personas  públicas  son  siempre  obligatorias 
ni  las  privadas  siempre  libres.  ^  Y  añadiré,  que  sufren  la  mis- 
ma  crítica  que  las  de  los  autores  primeramente  citados:  esto 
no  es  de  la  esencia,  es  una  consecuencia.  Ni  tampoco  es  ad- 
misible la  idea  de  Ihering  que  cifra  la  distinción  en  que  todos 
tienen  derecho  a  formar  parte  de  los  organismos  públicos, 
no  así  de  los  privados. 

Igualmente  accidental  es  el  criterio  que  ve  en  los  privi- 
legios especiales  de  ciertos  entes  la  razón  de  su  categoría  de 
públicos.  Y  más  aún  el  de  Hauriou,  ^  que  reduce  a  uno  de 
estos  privilegios:  el  ser  sostenidos  por  la  administración,  con 
dinero  y  personal  del  Estado  (nótese  que  por  esto  último  se 
asemeja  a  la  primera  teoría  expuesta). 

Varios  escritores,  por  ejemplo  Cammeo  y  Forti  ^  aña- 
den a  los  privilegios  — justa  obser\  ación —  los  particulares 
controles  que  el  Estado  ejerce  sobre  tales  entidades;  y  así 
distinguen  un  control  extrínseco,  correspondiente  a  todas 
las  asociaciones  y  dirigido  a  impedir  que  hagan  daño  al  bien 
general,  y  otro  intrínseco  propio  de  los  entes  jurídicos  pú- 
blicos y  que  tutela  el  cumplimiento  de  los  fines  propios  de 
ese  mismo  ente.  Rosin  finalm^te  señala  la  obligación  de 
cumplir  un  fin,  propia  de  las  personas  jurídicas  públicas. 

Todas  estas  teorías  bordean  un  punto  muy  importante: 
el  fin  de  las  personas  jurídicas;  pero  en  lugar  de  examinarlo 
en  sí  mismo  se  quedan  en  manifestaciones  extemas,  en  con- 
secuencias reveladoras  pero  que  no  pueden  admitirse  como 
criterio  constante  y  que  posea  una  prioridad  lógica. 

También  el  hecho  del  origen,  que  para  Ennecerus, 


SS    Cfr.  Michoad:  Oh.  cxU  pu  236-3& 

59  Hanñan,  Ifanñce:  ceur  qmi  somt  emtrtiémms  pm  fmámimistn^on,  se- 
ñan los  páhiicos.  Droit  Adnimistxatif.  locxnse;  cd^  3Q4-  Esle  parece  ser  el 
cciteno  adofilLafro  por  d  legé^ador  etmatoriano. 

60  Zamobim:  Ob.  cit-,  p.  92. 
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Crone,  etc.  es  el  fundamental,  creo  que  deriva  del  fin:  el 
poder  público  funda  determinadas  personas  en  vista  del  fin 
que  tienen  que  cumplir. 

El  criterio  del  fin  es  el  que  inspira  a  buena  parte  de  la 
doctrina  italiana:  Orlando,  Romano,  Zanobini,  Raneletti,  etc. 
«y  a  varios  autores  de  otras  nacionalidades  como  Mayer, 
Bloding,  etc.» 

El  fin  público,  el  interés  general,  es  el  que  caracteriza 
las  personas  públicas.  Aunque  crea  que  este  es  el  punto  de 
vista  más  lógico,  debo  reconocer  que  es  un  criterio  relativo 
y  que  no  siempre  se  puede  aplicar  a  un  determinado  sistema 
jurídico  positivo;  así,  al  derecho  francés,  por  ejemplo,  ya 
que  excluye  la  posibilidad  de  que  haya  personas  privadas 
de  interés  público,  y  éstas  son  típicas  del  sistema  francés. 

Una  manifestación  muy  importante  del  carácter  público 
de  una  persona  jurídica  es  su  poder,  su  modo  de  actuar 
frente  a  las  otras  personas.  Es  una  característica  tan  notable, 
que  casi  se  puede  tomar  como  criterio  paralelo  al  anterior, 
y  en  la  mayoría  de  los  casos  coincidirá  con  él.  Si  una  entidad 
tiene  un  fin  público,  poseerá  por  consecuencia  — o  tendrán 
derecho  a  poseer —  una  potestad  pública,  en  tanto  que  las 
personas  privadas  actúan  en  un  plano  de  igualdad,  someti- 
das a  las  normas  generales  del  derecho  civil.  Este  es  el  crite- 
rio adoptado  por  Ferrara,  Jellinek,  Ferraris,  Michoud,  Plei- 
ner... 

Michoud  señala  además  otros  signos  distintivos:  el  origen, 
la  ingerencia  del  Estado  en  la  vida  interna  de  la  persona 
moral. 

En  definitiva,  considero  que  la  teoría  de  Orlando,  Za- 
nobini, etc.,  tiene  una  prioridad  lógica;  sin  embargo,  la 
última  expuesta  — que  casi  siempre  llevará  a  conclusiones 
coincidentes  con  la  anterior —  puede  resultar  de  más  prácti- 
ca aplicación,  ya  que  es  más  común  que  se  discuta  sobre 


61  Cfr.  Ferrara:  Ob.  cit.,  p,  745  y  ss. 

62  Cfr.  Zanobini  y  Ferrara :  Ob.  loe.  cit. 

63  "II  est  plus  exacte  sans  doute  de  diré  que  les  personnes  morales  de 
droit  public  ont  essentiellement  des  droit  de  pussance  publique,  qu'elles  ont 
"vis-a-vis  de  leurs  membres  ou  vis-a-vis  des  tiers  des .  prerrogatives  de  droit 
public,  au  lieu  d'etre,  comme  las  personnes  privées  placées  vis-a-vis 
d'eux  sur  un  pied  d'egalité".  Michoud:  Ob.  cit.,  p.  237. 
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cuáles  son  fines  públicos  y  cuáles  no,  que  sobre  la  existencia 
de  potestad  pública  en  una  entidad.  ^ 

¿Son  aplicables  estas  doctrinas  al  derecho  canónico?  El 
Código  no  establece  explícitamente  ninguna  distinción,  pero 
es  natural  pensar  que  en  la  Iglesia  no  todas  las  personas  ju- 
rídicas sean  públicas  o  todas  privadas. 

Ya  examiné  esta  distinción  al  hablar  de  la  personalidad 
moral  como  de  algo  que  podría  oponerse  a  la  personalidad 
jurídica,  o  sea  la  diferencia  entre  la  no  reconocida  por  el  de- 
recho positivo  y  la  reconocida.  Ahora  bien,  ya  dije  cómo  en 
ese  reconocimiento  varios  autores  buscaban  la  distinción 
entre  las  personas  privadas  o  colectivas  y  las  demás.  Por  el 
hecho  de  que  no  contraponen  las  privadas  o  colectivas  a  las 
públicas  sino  simplemente  a  las  personas  jurídicas  strictu  sensu, 
a  las  verdaderas  personas  jurídicas'  creí  encontrar  un  parale- 
lismo entre  esta  clasificación  y  la  de  Hauriou  entre  persona 
moral  y  persona  jurídica.  Si  se  aplicara  con  todo  rigor  aquel 
criterio  del  origen,  claro  está  que  sólo  habría  personas  jurí- 
dicas públicas  en  la  Iglesia.  Se  debe  tomar  con  mucha  reser- 
va esta  teoría  y  solamente  en  vista  de  que  la  autoridad  ecle- 
siástica es  quien  puede  calificar  el  fin  de  una  asociación 
como  público  o  no.  Pero  en  sí  misma  la  distinción  creo  que 
debe  referirse  siempre  a  aquel  factor  importantísimo,  que 
plasma  toda  la  manera  de  ser  de  una  institución:  el  fin  al  que 
está  ordenada.  Y  por  esto  no  veo  la  imposibilidad  de  una 
fundación  establecida  por  la  autoridad  eclesiástica  compe- 
tente y  que  deba  considerarse  persona  privada  por  ser  de 
esa  categoría  su  fin;  y  a  su  vez,  por  lo  menos  en  derecho 
natural,  se  debe  considerar  pública  una  entidad  con  un  fin 
público,  legítimamente  asumido,  aunque  no  haya  obtenido 
aún  el  reconocimiento  positivo. 

Tomado  en  sentido  demasiado  amplio,  el  criterio  del 
fin  tampoco  sirve  para  la  clasificación:  toda  entidad  que 
busque  el  bien  sobrenatural  sería  pública.  Pero  podemos  dis- 


64  Duguit  tiene  una  teoría  mixta,  fundada  en  el  origen  y  en  la  afecta- 
ción de  bienes  del  Estado  para  el  ejercicio  de  un  servicio  de  interés  público. 
Pero  ya  he  dicho  cómo  este  autor  excluye  la  personalidad  el  Estado  mismo, 
al  que  no  aplica  esta  teoría ;  en  cambio  se  adapta  "inuy  bien  al  derecho  in- 
terno francés,  sobre  todo  en  cuanto  permite  explicar  la  posición  de  las  per- 
sonas privadas  de  utilidad  pública.Cfr.  Traite  de  Droit  Constitntionel,  2/  ed. 
T.  III,  p.  317. 
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tinguir  dentro  de  la  generalidad  de  los  fines  eclesiásticos, 
algunos  que  tienen  un  carácter  público  en  sentido  estricto; 
se  refieren  a  la  organización  y  funcionamiento  de  la  Iglesia,  a 
su  constitución  fundamental,  de  otros  que,  aunque  se 
refieren  al  bien  de  las  almas,  no  tienen  esa  importancia  gene- 
ral. Y  aquí  puede  sernos  apoyo  eficiente  el  otro  criterio  que 
acepté  como  paralelo  al  del  fin:  el  de  la  potestad.  Aquellas 
entidades  que  interesen  el  fin  público  de  la  Iglesia  (en  sentido 
estricto)  tienen  potestad  pública,  tales  son  principalmente 
las  señaladas  en  el  Libro  II,  título  VII,  del  Código,  que  es  el 
<vDe  suprema  potestate  de  que  iis  qui  eiusdem  sunt  eccle- 
siastico  iure  participes»,  y  los  tribunales  eclesiásticos. 

La  participación  a  esa  autoridad  suprema  es  la  base 
para  la  distinción  que  hace  el  Código  en  el  c.  145  entre  «Of- 
ficium  ecclesiasticum  latu  sensu»  que  es  «quodlibet  manus 
quod  spiritualem  finem  legitime  exercetur»,  del  oficio  en 
sentido  estricto:  «stricto  autem  sensu  est  manus  ordinatione 
sive  divina  sive  ecclesiastica  stabiliter  constitutum,  ad  nor- 
mam  sacrorum  canonum  conferendum,  alicjuam  saítem  secunfe- 
rens  participationem  ecclesiastica  potestati  sive  iurisdictionis».  Qui- 
zá se  pueda  generalizar  esta  distinción  del  legislador  de  los 
oficios  eclesiásticos  a  todas  las  personas  morales  de  la  Iglesia: 
también  ellas,  dentro  del  fin  general  eclesiástico:  el  «fin  espi- 
ritual», algunas  persiguen  un  fin  público  y  por  consiguiente 
participan  de  la  potestad  eclesiástica  y  otras  carecen  de  esa 
potestad:  signo  de  que  su  fin  no  es  considerado  como  estric- 
tamente público  por  la  autoridad  eclesiástica. 


65  Obsérvese  cómo  piicde  tener  aplicación  el  criterio  empírico  de  Drn- 
caq,  Mayer,  etc....  con  el  que  comencé  este  estudio,  para  distinguir  en  la  prác- 
tica las  personas  jurídicas  públicas  y  privadas. 


II 

ANTECEDENTES  HISTORICOS  DEL  MODÜS 
VIVENDI 


Para  penetrar  en  el  verdadero  significado  de  un  docu- 
mento jurídico  es  preciso  conocer  las  circunstancias  en  las 
que  fué  elaborado  y  sus  antecedentes.  El  objeto  de  este  ca- 
pítulo, es  pues,  el  de  resumir  la  historia  de  las  relaciones 
entre  la  Santa  Sede  y  el  Ecuador. 

Daré  mayor  desarrollo  al  estudio  de  los  hechos  inmedia- 
tamente anteriores  al  Modus  Vivendi,  aunque  no  tengan  al- 
gunos la  importancia  de  otros  más  antiguos,  tanto  porque 
interesan  mayormente  para  la  apreciación  de  aquel  tratado, 
como  porque  son  menos  conocidos.  ^ 

Se  suelen  distinguir  varios  períodos  en  la  historia  de  las 
relaciones  en  cuestión:  1.°  la  época  de  la  dominación  españo- 
la; 2.°  desde  la  Independencia  hasta  el  Concordato  de  1862; 
3.°  desde  esta  fecha  hasta  la  ruptura  de  las  relaciones  diplo- 
máticas y  el  desconocimiento  del  Concordato,  que  se  puede 
decir  que  fué  consumada  con  la  Constitución  Política  de 
1906;  4.°  el  período  subsiguiente,  de  separación  de  la  Iglesia 
y  el  Estado;  y  5.°  por  último,  el  inaugurado  por  el  Modus 
Vivendi  en  1937. 

1. — Spoca  de  la  dominación  españoía.  La  Iglesia  de  la  Audien- 
cia de  Quito  no  tuvo  en  este  largo  período  ninguna  comu- 
nicación directa  con  la  Santa  Sede;  los  reyes  de  España  fue- 
ron celosísimos  de  sus  prerrogativas  y  privilegios,  en  ejercicio 
del  patronato,  y  todas  las  bulas,  rescriptos  y  demás  docu- 
mentos pontificios  no  podían  ser  transmitidos  sino  a  través 
de  las  autoridades  seculares  y  estaban  sometidos  al  «placet» 


I  Aprovecho  para  este  resumen  principalmente  los  siguientes  escritos 
del  doctísimo  historiador  D.  Julio  Tobar  Donoso :  La  Iglesia  Ecuatoriana  en 
el  siglo  XIX,  Quito,  1934,  635  pp. ;  El  Primer  Concordado  Ecuatoriana,  pu- 
Wicado  en  Memorias  de  la  Academia  Ecuatoriana,  enero  de  1932,  pp.  173. 
210.  Relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado  Ecuatoriano,  Quito,  1938,  37  pp. 
También  he  aprovechado  el  artículo  del  P.  Juan  de  Dios  Navas:  "La  Iglesia 
Ecuatoriana",  en  El  Ecuador  en  cien  años  de  Independencia,  Yol.  II,  pp.  81- 
185 ;  Quito,  1930,  La  Historia  del  Ecuador,  Quito,  1925,  3  vols.  de  Le- 
gouhir  y  Rodas,  José  María.  Y  varios  artículos  de  D.  Antonio  Flores  y  otros 
autores  que  citaré  en  el  sitio  oportuno.  Para  los  acontecimientos  contempo- 
ráneos he  tenido  a  la  vista  importantes  documentos  inéditos,  del  archivo  de 
D.  Carlos  M.  Larrea. 
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regio.  La  Corona  proveía  al  nombramiento  de  todas  las.  dig- 
nidades y  beneficios  y  a  su  dotación.  Todo  esto  contribuyó 
a  la  bien  conocida  decadencia  moral  y  de  otros  órdenes,  del 
clero  y  de  los  religiosos  en  el  siglo  XVIII  y  continuada  duran- 
te la  República.  Por  otra  parte,  este  sistema  permitió  la  rápi- 
da organización  de  la  jerarquía  eclesiástica  y  la  difusión  de 
las  misiones  en  América.  ^ 

2. — Desde  la  Independencia  hasta  el  Concordato  de  1862.  Rotos 
los  vínculos  de  dependencia  de  España,  quedaban  destruidos 
también  los  que  habían  sido  medios  normales  de  comunica- 
ción con  la  Silla  Apostólica;  y  fué  difícil  restablecerlos  por- 
que de  una  parte  los  Gobiernos  americanos  quisieron  atri- 
buirse el  ejercicio  del  Patronato,  y  de  otra,  la  Santa  Sede  no 
se  mostraba  favorable  a  esta  concesión,  y  en  un  primer  tiempo 
ni  siquiera  se  resolvía  a  establecer  ninguna  clase  de  relaciones 
con  los  nuevos  Estados,  por  temor  de  complicaciones  diplo- 
máticas con  España  y  con  la  Santa  Alianza.  ^ 

Uno  de  los  más  graves  males  que  se  siguieron  de  esta 
situación  fué  la  larguísima  vacancia  de  muchas  diócesis  y  una 
serie  de  provisiones  de  beneficios  por  parte  de  encargados 
de  los  obispados  o  de  las  autoridades  civiles,  de  muy  dudo- 
sa validez. 

Así  pues,  resultaron  vanas  varias  tentativas  de  comuni- 
carse con  la  Santa  Sede.  El  Congreso  de  Angostura,  que  se 
reunió  el  15  de  febrero  de  1819  nombró  una  comisión  para 
que  obtuviera  de  Pió  VII  la  preconización  de  los  obispos. 
Pero  parece  que  no  fueron  reconocidos  los  negociadores. 

Abrió  la  posibilidad  de  llegar  a  una  solución  de  los  gra- 
ves problemas  eclesiásticos  de  América  la  declaración  de 
Gregorio  XVI  en  la  Constitución  Apostólica  del  5  de  agosto 
de  1831,  en  el  sentido  de  que  cuando  la  Santa  Sede  trata  de 
negocios  eclesiásticos  con  gobiernos  temporales,  cuyo  domi- 
nio se  halla  en  estado  de  contestación  o  disputa,  no  entiende 


2  Se  derivó  el  Patronato  real  de  una  bula  de  Julio  II  expedida  en 
Roma  el  28  de  julio  de  1508  y  que  fué  interpretada  con  criterio  extensivo^ 
dando  origen  a  numerosos  abusos  y  las  consiguientes  protestas  del  Vaticano, 
<jue  trataron  de  remediarse  por  los  Concordatos  de  1737  y  de  1753. 

3  Al  Embajador  Tejada,  nombrado  por  Colombia,  no  se  le  permitió 
residir  en  Roma,  por  oposición  del  representante  español,  hasta  1826,  en  que 
se  le  admitió  sólo  como  "gestor  de  asuntos  eclesiásticos".  Cfr.  Tobar:  La 
Iglesia.., 
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conocer  sino  el  hecho,  prescindiendo  de  toda  disquisición 
sobre  el  derecho,  y  con  el  solo  objeto  de  que  no  se  retarden 
por  consideraciones  puramente  temporales,  políticas  o  mun- 
danas, las  providencias  del  ministerio  apostólicos  dirigidas  a 
la  salvación  de  las  almas. 

Pero  por  otra  parte,  la  situación  se  hacía  más  tirante  con 
insistencia  del  Poder  civil  de  avocarse  el  derecho  de  Patro- 
nato, alegando  que  correspondía  a  los  Gobiernos  republica- 
nos en  cuanto  sucesores  de  las  prerrogativas  reales  sobre 
esos  dominios  de  América,  sin  considerar  que  el  Patronato 
regio  era  una  concesión  personalísima. 

Sería  muy  dificil  juzgar  sobre  la  buena  fe  o  el  intento 
de  hacer  un  daño  positivo  a  la  Iglesia  o  sobre  la  intención  de 
los  personajes  políticos  de  la  época.  Evidentemente  debió 
haber  un  poco  de  todo,  deseo  de  robustecer  el  poder  civil, 
recelo  respecto  de  los  prelados  extranjeros  (españoles,  de 
país  enemigo,  en  guerra,  entonces),  miras  a  explotar  las  ri- 
quezas eclesiásticas,  intereses  personales  e  intrigas  de  las 
logias,  etc. 

En  la  primera  Constitución  política  del  nuevo  Estado  se 
manifiesta  el  sentido  acendradamente  católico  de  sus  redac- 
tores, ^  pero  no  nos  revelan  nada  de  como  concebían  las  re- 
laciones con  el  Pontificado  Romano  ni  la  solución  práctica 
de  los  problemas  religiosos.  Es  lícito  suponer  que  pensaban 
que  sería  posible  mantener  el  régimen  de  cosas  existente. 

Incorporado  a  la  Gran  Colombia  siguió  el  «distrito  del 
Sur»  los  avatares  de  la  política  colombiana,  más  decidida- 
mente regalista.  Comenzó  entonces  la  legislación  de  las  auto- 
ridades civiles  locales  sobre  materias  canónicas,  así  por  ejem- 
plo una  ley  prohibió  los  derechos  por  dispensas  matrimoniales 
y  dispuso  sobre  el  trámite  de  las  mismas. 

Y  por  fin  se  llegó  a  la  consagración  legal  de  las  ideas  re- 
galistas,  con  la  Ley  de  Patronato,  aprobada  el  28  de  julio 
de  1824. 


4  Un  artículo  de  la  Constitución  declaraba:  "La  Religión  Católica, 
como  la  han  profesado  nuestros  padres,  y  como  la  profesa  y  enseña  la  Santa 
Iglesia  Católica,  Apostólica  Romana,  será  la  Religión  del  Estado  de  Quito, 
y  de  cada  uno  de  sus  habitantes^  sin  tolerarse  otra  ni  permitirse  'a  vecindad 
del  que  no  profese  la  Religión  Católica  Romana"  ;  El  Congreso  que  emanó 
€sta  Carta  Política  fué  presidido  por  el  Obispo  de  Quito,  José  de  Cuero  y 
Caicedo,  que  luego  fué  perseguido  y  desterrado  por  las  autoridades  españolas. 


30 


JUAN  IGNACIO  LARREA 


«La  Ley  de  Patronato;  sin  embozo,  o  mejor  dicho  con 
maña  diabólica,  subordina  todos  los  asuntos  eclesiásticos  al 
poder  civil,  establece  la  preeminencia  del  Estado,  restringe  la 
libertad  de  la  Iglesia  a  términos  inconcebibles,  la  mutila  en 
sus  derechos  más  esenciales,  desconoce  las  prerrogativas 
pontificias  y  hace  depender  aún  las  que  acepta,  del  «placet 
gubernativo...»  dice  el  Dr.  Tobar.  ^ 

Por  ella,  correspondía  al  Congreso  decretar  la  erección 
de  obispados,  fijar  sus  límites,  permitir  la  celebración  de 
Concilios  y  Sínodos,  la  fundación  de  monasterios,  la  admi-^ 
nistración  de  los  diezmos  etc.;  y  aún  las  simples  autoridades 
administrativas  de  las  provincias  tenían  importantes  poderes 
en  materia  religiosa,  así  a  los  gobernadores  competía  dar  el 
permiso  para  la  erección  de  templos  y  capillas. 

La  separación  de  la  Gran  Colombia  no  significó  deca- 
dencia de  la  Ley  de  Patronato  en  el  Ecuador,  sino  que  fué 
consolidada  por  un  precepto  Constitucional:  «art.  7:  La  Re- 
ligión Católica,  Apostólica,  Romana  es  la  del  Estado.  El  Go- 
bierno, en  ejercicio  del  Patronato,  debe  protegerla,  con  ex- 
clusión de  cualquiera  otra». 

Y  en  virtud  del  Patronato  las  legislaturas  de  1832  y  1833 
invadieron  el  campo  de  la  Iglesia  con  disposiciones  sobre  la 
enseñanza  de  la  religión  y  la  formación  del  clero. 

La  Constitución  de  1835  suprimió  aquellas  palabras  «en 
ejercicio  del  patronato»,  pero  no  parece  que  haya  habido  la 
intención  positiva  de  renunciar  a  ese  derecho.  Fué  nueva- 
mente enunciado  el  principio  en  la  Constitución  de  1843  y 
de  hecho  tuvo  aplicación  hasta  el  Concordato,  aunque  las 
Constituciones  intermedias  de  1850  y  1852  no  se  declaraban 
en  ningún  sentido.  ^ 

La  primera  muestra  efectiva  de  acercamiento  de  la  San- 
ta Sede  a  los  nuevos  Estados  fué  el  nombramiento  del  Inter- 
nuncio para  la  Nueva  Granada  y  el  Ecuador,  en  1837. 

El  año  siguiente  el  enviado  del  Ecuador,  Don  José  Mo- 
desto Larrea,  Marqués  de  San  José,  obtuvo  el  reconocimien- 
to del  nuevo  Estado,  por  parte  de  Gregorio  XVI. 

Pero  estos  contactos  diplomáticos  no  condujeron  a  nin- 
guna regularización  jurídica  de  la  situación  de  la  Iglesia  en  el 


5  Tobar  Donoso:  La  Iglesia  Ec....  p.  no. 

6  Tobar  Donoso:  Las  relaciones...,  p.  4. 
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Ecuador;  ésta  seguía  siendo  la  pupila  del  poder  civil  que  se 
había  arrogado  por  propia  autoridad  los  derechos  de  Patro- 
no, sin  preocuparse  mucho  de  los  deberes,  y  lo  que  es  peor, 
sin  tener  un  criterio  claro  respecto  de  los  límites  de  su  in- 
tervención. 

La  injerencia  del  gobierno  en  los  asuntos  eclesiásticos 
fué  enorme  y  descendía  de  los  asuntos  de  mayor  trascen- 
dencia a  detalles  nimios.  Asila  Legislatura  de  1839  dictó 
una  ley  de  reforma  de  regulares,  dando  facilidades  para  la 
secularización  de  religiosos;  también  expidió  un  nuevo  aran- 
cel de  derechos  parroquiales. 

Con  la  Constitución  de  1843,  que  parecía  consentir  en 
la  República  el  ejercicio  de  otros  cultos  además  del  Católico, 
confirmaba  el  patronato  y  declaraba  la  incapacidad  los  clé- 
rigos para  ser  elegidos  diputados,  se  suscitaron  ásperas  po- 
lémicas. Se  discutía  la  licitud  del  juramento  que  los  Obispos 
debían  prestar  a  la  Constitución.  Consultado  el  Delegado 
Apostólico,  lo  declaró  lícito  pero  tal  dictamen  no  fué  apro- 
bado por  Roma.  ^ 

El  nombramiento  de  obispos  dió  origen  a  graves  con- 
flictos, debidos  a  las  veleidades  del  Gobierno  y  al  criterio 
político  con  que  procedía.  Particularmente  notable  fué  la 
situación  creada  por  la  intervención  del  Gobierno  en  la  elec- 
ción del  Vicario  Capitular  de  Guayaquil  cuando  la  separa- 
ción del  limo.  Obispo  Garaicos,  y  por  las  exigencias  para 
que  la  Santa  Sede  nombrara  obispo  a  un  amigo  del  Presi- 
dente, después  de  haber  presentado  ya  otro  candidato.  Es- 
tos incidentes  significaron  una  larguísima  vacancia  de  aque- 
lla diócesis.  ^ 

Conflictos  de  no  menos  importancia  hubo  también  en 
la  diócesis  de  Cuenca.  En  fin,  la  lista  de  los  escándalos  y 
atropellos  sería  más  larga.  Es  mas  interesante  señalar  su  raíz 
misma,  y  ésta  era  la  ley  y  su  aplicación,  inspirada  quizá  mu- 
chas veces  en  buena  fe,  en  deseo  de  servir  a  la  Iglesia,  pero 
siempre  producto  de  una  torcida  formación  de  ideas. 

Entre  tanto  cundía  la  inmoralidad  en  los  conventos,  y 
aunque  el  poder  civil  demostraba  un  exagerado  celo  por  re- 
mediar este  mal,  por  otra  parte  proporcionaba  el  medio  para 


7  Juan  de  Dios  Navas:  Ob,  cit.,  p.  89. 

8  Legouhir  y  Rodas:  Historia...,  pp.  589  y  ss. 
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hacer  ineficaz  el  esfuerzo  represivo  de  los  prelados:  me  re- 
fiero al  llamado  «recurso  de  fuerza»  por  el  cual  los  eclesiás- 
ticos sancionados  por  la  autoridad  religiosa  podían  recurrir 
a  la  civil.  Con  razón  llaman  el  Dr.  Tobar  a  esta  disposición 
del  Código  de  enjuiciamientos  «sepulcro  de  la  autoridad 
prelaticia.»  ^ 

En  resumen,  durante  este  período  la  situación  de  la  Igle- 
sia en  el  Ecuador  era  deplorable;  carecía  de  libertad  y  se 
hallaba  desprovista  de  los  medios  para  cumplir  sus  fines  so- 
brenaturales. Hubo  varias  tentativas  de  llegar  a  un  Concor- 
dato con  la  Santa  Sede,  pero  se  ponía  siempre  como  condi- 
ción indispensable  la  confirmación  de  las  prerrogativas 
patronales  al  Estado;  es  decir  que  sólo  se  pretendía  legalizar 
y  perpetuar  ese  estado  de  cosas.  Por  otra  parte,  de  ningún 
modo  se  podría  afirmar  que  los  legisladores  y  autoridades 
ecuatorianas  hubieran  tenido  el  propósito  de  perseguir  o 
hacer  daño  a  la  Iglesia,  como  lo  demuestran  las  discusiones 
parlamentarias  en  las  que  la  gran  mayoría  de  los  hombres 
públicos  que  intervinieron  confesaba  abiertamente  su  fe,  y 
como  lo  manifiestan  los  textos  mismos  de  algunas  leyes. 
Personas  mal  intencionadas,  labor  oculta  de  las  logias,  todo 
esto  pudo  ciertamente  haber,  pero  fundamentalmente  los 
hechos  deplorables,  que  he  expuesto  rápidamente,  eran  sobre 
todo  efecto  de  una  errada  concepción  de  las  funciones  del 
Estado  frente  a  la  Iglesia,  fruto  principalmente  del  haber 
vivido  casi  trescientos  años  en  un  régimen  de  regalismo  ce- 
rrado. 

3. — £1  Concordato  de  i862.  Sólo  la  férrea  voluntad  y  el 
inmenso  prestigio  de  Gabriel  García  Moreno,  que  había  sal- 
vado el  país  de  la  invasión  peruana  y  de  la  anarquía  interna, 
era  capaz  de  romper  los  viejos  moldes  y  procurar  a  la  Iglesia 
una  situación  más  digna.  Esto  se  propuso  conseguir  mediante 


9  Tobar  Donoso:  La  Iglesia...,  p.  573, 
10  En  las  legislaturas  siempre  fué  numerosa  la  representación  del  Cle- 
ro. Y  no  faltaron  muchas  medidas  francamente  ventajosas  para  la  Iglesia, 
por  ejemplo,  la  Constituyente  de  1850,  "abolió  la  Pragmática  de  Carlos  III 
cumplido  en  1767,  relativa  t>  la  expulsión  de  los  jesuítas,  documento  derogado 
bajo  la  presidencia  de  Montes..."  (Legouhir,  p.  459).  Y  la  sinceridad  católica 
de  los  constituyentes  se  manifiesta  en  el  hecho  de  que  todas  las  Cartas  Polí- 
ticas declaran  la  Religión  Católica  como  la  única  del  Ecuador,  y  algunas, 
además,  declaran  inderogable  e  irreformable  ese  artículo  constitucional,  pre- 
tendiendo así  darle  mayor  firmeza. 
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la  celebración  de  un  Concordato  y  una  labor  de  depuración 
y  reforma  de  las  costumbres  depravadas  de  muchos  clérigos 
y  religiosos  lo  cual  pretendía  obtener  con  la  colaboración  de 
los  dos  Poderes.  Ambos  puntos  del  programa  eran  tareas 
dificilísimas  y  en  la  ejecución  de  uno  y  otro  hubo  ciertos 
excesos,  pero  en  definitiva  se  realizó  algo  altamente  benéfico 
para  la  Iglesia  y  el  Estado. 

Obtuvo  el  Presidente  permiso  de  la  Convención  Nacio- 
nal para  celebrar  el  Concordato  «sin  que  pudiesen  servir  de 
obstáculo  las  leyes  sobre  la  materia»;  de  modo  que,  contra 
toda  la  tradición,  no  se  exigía  la  consagración  del  Patronato, 
precisamente  lo  contrario:  García  Moreno  quería  restituir  a 
la  Iglesia  su  libertad. 

Las  instrucciones  dadas  al  plenipotenciario  ecuatoriano; 
«1  Arcediano  Dr.  Ignacio  Ordóñez,  demuestran  el  noble  pro- 
pósito del  Presidente.  Son  realmente  sorprendentes  para  la 
época.  El  delegado  ecuatoriano,  decía,  «procederá  sin  perder 
ni  un  instante  a  celebrar  el  Concordato  entre  la  Santa  Sede 
y  la  República  del  Ecuador,  exponiendo  a  Nuestro  Santo 
Padre  que  el  Gobierno  ecuatoriano  no  pretende  imponer  ni 
exigir  concesiones,  sino  suplicar  a  su  paternal  benevolencia 
se  remedien  los  males  que  ahora  aquejan  a  la  Iglesia  en  este 
país...  El  Gobierno  desea  únicamente  que  la  Iglesia  goce  de 
toda  libertad...  y  que  el  Poder  Civil  sea  defensor  de  esa  in- 
dependencia y  garante  de  esa  libertad...»  Y  quería  que  el 
Concordato  estableciera  que  la  Constitución  de  la  República 
debiera  prohibir  el  establecimiento  de  cultos  disidentes  y  de 
cualquier  sociedad  condenada  por  la  Iglesia.  «Ninguna  refor- 
ma es  posible,  — añadía,  mientras  las  bulas,  breves  y  rescrip- 
tos pontificios  estén  sometidos  a  la  sanción  interesada  y 
tardía  de  la  autoridad  civil.  La  Supresión  del  pase  es  por 
consiguiente  de  vital  necesidad».  Y  así  continuaba  señalando 
una  serie  de  reformas  que  bien  podía  figurar  más  bien  en  la 
Instrucción  de  la  Secretaría  de  Estado  a  su  representante.^^ 

El  1.°  de  mayo  de  1862  firmaron  pues,  en  Roma  el  Con- 
cordato, el  Cardenal  AntoneUi  y  Monseñor  Ordóñez.  Poco 
después  llegó  a  Quito  el  Delegado  Apostólico  Mons.  Tavani. 

Pero  al  Presidente  no  pareció  el  Concordato  suficiente- 


II  El  texto  de  estas  Instrucciones  está  íntegramente  publicado  en  El 
Primer  Concordato  Ecuatoriano,  p.  182,  del  Dr.  Tobar. 
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mente  eficaz  para  remediar  los  males  de  la  Iglesia  ecuatoria- 
na, por  lo  cual  envió  nuevamente  a  Mons.  Ordóñez  para 
tratar  de  reformarlo;  y  así  se  llegó  a  la  redacción  definitiva, 
suscrita  el  26  de  septiembre  de  aquel  año. 

En  el  art.  1.°  se  consagraba  la  confesionalidad  del  Esta- 
do ecuatoriano  y  se  reconocía  «todos  los  derechos  y  prerro- 
gativas de  que  debe  gozar  según  la  Ley  de  Dios  y  las  dispo- 
siciones canónicas.  En  consecuencia  jamás  podrá  ser  admitido 
en  el  Ecuador  ningún  otro  culto  disidente;  ni  sociedad  algu- 
na condenada  por  la  Iglesia». 

En  los  tres  artículos  siguientes  se  aseguraba  plenamente 
los  derechos  de  la  Iglesia  respecto  a  la  educación  en  general, 
y  en  particular  de  la  formación  del  clero,  hasta  entonces  do- 
minada por  la  intervención  estatal. 

El  art.  VI  declara  el  derecho  de  los  Obispos  de  gober- 
nar con  entera  libertad  sus  Diócesis  y  convocar  Concilios, 
etcétera  y  además:  «El  Gobierno  dispensará  su  poderoso 
patrocinio  y  apoyo  a  los  obispos,  en  los  casos  en  que  lo  so- 
liciten...» 

Por  el  art.  VII  se  suprimen  los  «recursos  de  fuerza»  y  se 
reconoce  el  orden  judicial  canónico  de  apelación  conforme 
a  las  leyes  de  la  Iglesia. 

El  VIII  afirma  el  foro  eclesiástico  y  que  «en  todos  los 
juicios  que  sean  de  competencia  eclesiástica,  la  autoridad 
civil  prestará  su  apoyo  y  protección,  a  fin  de  que  los  jueces 
puedan  hacer  observar  y  ejecutar  las  penas  y  las  sentencias 
pronunciadas  por  ellos». 

Conforme  al  art.  IX  quedan,  como  anteriormente,  so- 
metidas las  personas  y  los  bienes  eclesiásticos  a  los  impues- 
tos del  Estado,  exceptuados  los  «Seminarios,  los  bienes  y 
cosas  inmediatamente  destinados  al  culto  y  los  estableci- 
mientos de  beneficencia». 

El  art.  X  se  refiere  a  la  inmunidad  de  los  templos.  Sólo 
con  permiso  de  la  autoridad  eclesiástica  se  podía  extraer  a 
los  refugiados  en  las  iglesias. 

Respecto  de  los  diezmos,  dice  así  el  artículo  XI:  «El  Go- 
bierno ecuatoriano  se  obliga  a  conservar  en  la  República  está" 
institución  católica  y  la  Santa  Sede  consiente  que  el  Gobier- 
no continúe  percibiendo  la  tercera  parte  de  los  productos 
decimales.  Para  la  recaudación  y  administración  de  la  renta 
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decimal  las  autoridades  (la  civil  y  la  eclesiástica)  acordarán 
un  reglamento». 

Por  el  art.  XII  «el  Sumo  Pontífice  concede  al  Presidente 
del  Ecuador  el  derecho  de  Patronato».  No  se  trataba  pues, 
de  un  derecho  inherente  a  la  soberanía  nacional  ni  la  heren- 
cia de  la  Corona  española,  como  hasta  entonces  se  sostenía 
comunmente  en  el  Ecuador,  sino  de  una  concesión  del  Romano 
Pontífice.  Y  esta  concesión  estaba  bien  delimitada,  en  cuanto 
a  su  contenido  en  el  mismo  art.  XII  y  en  los  demás  del  Con- 
cordato. En  el  presente,  se  disponía  la  intervención  del  Pre- 
sidente en  la  elección  de  obispos:  podía  «proponer  para  los 
obispados  y  arzobispados  a  sacerdotes  dignos  en  el  sentido 
de  los  sagrados  cánones»  de  entre  una  lista  de  tres  presen- 
tada por  los  obispos.  Esta  concesión  como  observa  con  jus- 
ticia el  Dr.  Tobar,  era  bastante  limitada,  para  el  criterio  de 
entonces,  aunque  hoy  puede  parecer  extensa  y  desmesu- 
rada. 

Igualmente  los  límites  de  la  intervención  del  poder  civil 
en  los  nombramientos  de  otros  beneficiarios  son  bastante 
moderados  (arts.  XII,  XIII,  XIV  y  XV). 

En  sentido  directamente  opuesto  a  la  práctica  de  aque- 
llos tiempos,  el  art.  XVI  declara:  «La  Santa  Sede  usando  de 
su  propio  derecho,  erigirá  nuevas  diócesis  y  hará  nuevas 
circunscripciones  en  las  ya  existentes...» 

El  art.  XVII  derogaba  un  arbitrario  decreto  del  Poder 
ejecutivo,  sobre  redención  de  censos  y  regulaba  la  materia, 
en  éste  y  en  el  artículo  siguiente. 

El  XIX  garantiza  a  la  Iglesia  sus  derechos  patrimoniales, 
y  la  administración  de  los  mismos  «conforme  a  los  sagrados 
cánones». 

Luego  se  habla  de  la  libertad  absoluta  de  la  Iglesia  para 
establecer  instituciones  religiosas,  órdenes  y  congregaciones. 
Se  ordenan  ciertas  preces  por  el  Jefe  del  Estado  y  la  Nación 
(art.  XXI),  y  se  promete  el  apoyo  del  Estado  para  más  misio- 
nes católicas  (art.  XXII). 

Tienen  particular  interés  el  art.  XXIII:  «Todo  lo  demás 
que  pertenece  a  las  personas  o  cosas  eclesiásticas,  y  acerca 
de  lo  cual  nada  se  provee  en  los  artículos  del  presente  con- 
cordato, será  dirigido  y  administrado  según  la  disciplina 


12    El  Primer  Concordato..,,  p.  i88. 
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canónica  vigente  en  la  Iglesia  y  aprobada  por  la  Santa  Sede». 
(Una  disposición  semejante  es  bastante  rara  en  los  Concor- 
datos, entre  los  más  modernos,  sólo  figura  en  el  austríaco, 
art.  XXII). 

Finalmente  se  derogan  todas  las  leyes,  etc.,  contrarias  al 
Concordato,  se  afirma  el  deseo  de  resolver  amigablemente 
cualquier  conflicto  sucesivo  y  se  establece  el  modo  de  recti- 
ficación. 

La  oposición  al  Concordato  empezó  inmediatamente;  se 
le  calificaba  de  «ominosa  servidumbre  al  Vaticano»;  ^"^  se 
acusaba  su  misma  legitimidad,  pues  el  Presidente  procedió  a 
darle  ejecución  antes  de  que  fuera  conocido  por  la  Legisla- 
tura, aprovechando  del  mandato  que  la  Asamblea  le  había 
dado  para  celebrar  el  Tratado. 

El  Congreso  propuso  modificaciones  que  tuvieron  que 
presentarse  al  Vaticano  y  fueron  aceptadas.  Felizmente  no 
atacaban  la  esencia  del  pacto;  se  referían  al  fuero  eclesiástico 
y  a  los  diezmos. 

Después  de  todos  los  incidentes  provocados  por  la  im- 
comprensión de  la  opinión  pública  y  de  prestigiosos  poh'ti- 
cos,  el  Concordato  fué  finalmente  declarado  Ley  de  la  Re- 
pública el  20  de  abril  de  1866. 

Los  efectos  benéficos  del  Concordato  no  se  hicieron 
esperar;  la  Iglesia,  libre  de  la  pesada  tutela  gubernativa,  res- 
petada de  todos,  pudo  realizar  su  labor.  Se  reunieron  varios 
Concilios,  se  crearon  nuevas  diócesis,  vinieron  nuevas  comu- 
nidades religiosas,  se  moralizaron  las  existentes,  se  dió  im- 
pulso a  la  educación,  a  las  misiones,  etc. 

Cuando  García  Moreno  volvió  a  tener  el  poder  en  sus 
manos,  en  1869,  logró  mejorar  todavía  la  situación  jurídica 
de  la  Iglesia.  La  Asamblea  aprobó  el  decreto  de  devolución 
del  fuero  eclesiástico,  que  fué  casi  suprimido  por  las  refor- 
mas hechas  anteriormente  al  Concordato. 

Las  relaciones  con  la  Santa  Sede,  en  este  período  fueron 
pues,  excelentes,  aunque  no  faltaron  algunos  conflictos  de 
menor  importancia.  En  1870  el  Ecuador  protestó  por  el  atro- 


13  Véase  el  texto  completo  en  RaccoUa  di  Concordati,  de  Angelo  Mer- 
cati.  Roma,  19 19,  p.  983  y  ss. 

14  Legouhir :  Historia...,  p,  134. 

15  Anónimo:  Resumen  de  Historia  de  la  República,  en  Ci&n  años  del 
Ecuador  Independiente,  p.  78. 
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pello  de  los  derechos  del  Pontífice  por  parte  de  los  revolu- 
cionarios italianos. 

El  problema  que  no  tuvo  una  solución  definitiva  y  que 
se  pretendió  solucionar  varias  veces,  con  negociaciones  y 
acuerdos  provisionales  fué  el  de  la  sustitución  del  diezmoJ' 

Los  diezmos  fueron  igualmente  el  asidero  para  la  injusta 
suspensión  del  Concordato  decretada  el  28  de  junio  de  1877 
por  el  Dictador  Veintimilla,  quien  declaró  vigente  la  Ley  de 
Patronato  de  1824,  con  la  consiguiente  protesta  de  la  Iglesia. 
Siguieron  varias  leyes  antirreligiosas  y  atropellos  cometidos 
contra  los  eclesiásticos. 

Pero  arrepentido  Veintimilla  y  quizá  como  medida  po- 
lítica, se  resolvió  a  reanudar  las  relaciones  con  el  Vaticano. 
Así  se  llegó  a  la  firma  de  una  «Nueva  versión  del  Concorda- 
to», el  15  de  agosto  de  1880.  La  Santa  Sede  hizo  modifica- 
ciones, y  el  arreglo  definitivo  se  firmó  el  14  de  marzo  de 
1882. 

La  «Nueva  Versión»  contiene  muchos  artículos  idénti- 
cos a  los  correspondientes  de  1862  (del  I  al  VII;  el  IX,  X,  del 
XIII  al  XVII;  del  XX  al  XXV)  y  otros  apenas  están  retocados. 
Las  modificaciones  más  importantes  se  refieren  al  privilegio 
del  fuero  eclesiástico.  El  art.  10  lo  regula  en  esta  forma:  El 
Ecuador  reconoce  el  fuero  eclesiástico  «sea  por  razón  de  la 
persona  o  de  la  materia».  «Más,  la  Santa  Sede  atendidas  las 
circunstancias  y  a  petición  del  Gobierno  del  Ecuador,  no 
impide:  1.°,  que  las  causas  civiles  délos  eclesiásticos  y  las 
que  se  refieren  a  las  propiedades  y  derechos  de  la  Iglesia, 
beneficios  y  otras  fundaciones  eclesiásticas,  sean  deferidas  a 
los  tribunales  civiles.  2.°,  que  las  causas  criminales  de  los 
eclesiásticos  por  delitos  extraños  a  la  religión  y  que  sean 
penados  por  los  Códigos  de  la  República  sean  también  defe- 
ridos a  los  tribunales  laicos.  Mas  en  los  juicios  de  2.^  y  3.^ 
instancia,  formarán  necesariamente  parte  de  los  respectivos 


16  "Seule  l'Equatcur  é'mit  une  protestation  solennelle..  II  y  eut  une 
demi-protestation  de  TAutriche,  de  la  France  et  de  la  Belgiquc".  Cfr.  R.  Ja- 
rrigé :  La  condition  Iiuternational  di  Saint-Siégc,  pp.  85-89. 

17  Don  Antonio  Flores  señala  que  el  diezmo  fué  suprimido  de  acuerdo 
con  la  Santa  Sede  en  Chile,  Costarrica,  Nicaragua.  El  Salvador,  Haití,  y 
Bolivia,  y  en  otras  naciones  sin  contar  con  la  Santa  Sede.  No  se  discutía  ge- 
neralmente el  derecho  de  la  Iglesia  al  diezmo,  sino  los  inconvenientes  económi- 
cos del  mismo.  Cfr.  Diezmos  y  Censos,  y  los  varios  Mensajes  presidenci.'t- 
les  de  Antonio  Flores. 
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tribunales,  como  como  conjueces,  dos  eclesiásticos  que  el 
respectivo  Ordinario  nombrará  en  los  últimos  días  de  cada 
año.  Esos  juicios  no  serán  públicos...»  Se  trataba  pues,  de  un 
fuero  especial  y  mixto. 

En  el  art.  XI  se  reconocía  el  derecho  de  la  Iglesia  a  los 
diezmos  y  el  Gobierno  se  comprometía  a  mantenerlos  «hasta 
que  pueda  sustituirlos  con  otra  contribución  de  acuerdo  con 
la  Santa  Sede...» 

La  sustitución  del  diezmo  por  una  contribución  predial 
del  tres  por  mil  se  verificó  por  medio  de  un  pacto  firmado 
en  Roma  el  18  de  noviembre  de  1890,  por  el  Cardenal  Ram- 
polla  y  don  Leónidas  Larrea,  encargado  de  negocios  del 
Ecuador. 

Las  buenas  relaciones  con  la  Iglesia  se  prolongaron  hasta 
la  revolución  liberal  de  1895.  El  Presidente  Flores,  decía  en 
su  Mensaje  al  Congreso  el  10  de  junio  de  1890:  «En  ningún 
tiempo  la  Iglesia  ha  sido  más  libre.  Hase  llevado  a  tal  punto 
la  consideración  hacia  los  Prelados,  que  les  he  dejado  pro- 
veer, puedo  decir,  por  sí  mismos  los  beneficios  de  libre 
presentación  del  Ejecutivo;  pues  sólo  he  nombrado  los  que 
ellos  me  han  propuesto».  Y  las  leyes  ecuatorianas  por  su 
parte,  confirmaron  siempre  las  libertades  acordadas  a  la 
Iglesia.  Afirma  un  eminente  historiador  que  «El  período  con- 
servador-progresista, (esto  es  desde  1883  hasta  1895)  es  sin 
duda,  no  obstante  sus  errores...  y  ciertas  demasías  religiosas, 
como  las  del  Congreso  de  1894,  el  del  más  vivo  florecimiento 
de  las  libertades  y  vida  cívica  que  ofrece  la  historia  nacional 
y  el  de  mayor  acuerdo  entre  la  ley  fundamental  y  la  política: 
florecimiento  debido  al  imperio  de  las  doctrinas  católicas  y 
de  los  gobiernos  civilistas». 

4. — La  Revolución  liberal.  Ruptura  del  Concordato.  Triunfante 
la  revolución  Radical,  a  cuyo  frente  se  puso  el  General  Eloy 
Alfaro,  se  procedió  a  la  formación  de  una  nueva  Carta  polí- 
tica, que  debía  inspirarse  en  las  doctrinas  liberales.  Sin  em- 
bargo, casi  ninguna  modificación  substancial  se  encuentra 
respecto  de  la  forma  de  gobierno,  régimen  administrativo, 
derechos  y  deberes  de  los  ciudadanos,  etc.;  el  punto  de  ma- 
yor contraste  con  las  anteriores  el  relativo  a  la  religión,  pues, 


i8  Cfr.  Desarrollo  Constitucional  del  Ecuador,  por  Tobar  Donoso,  Ju- 
lio, Quito,  1936,  p.  64. 
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aunque  figuraba  todavía  la  Católica  como  la  religión  oficial, 
el  espíritu  de  la  ley  no  era  conforme  a  ella:  se  permitía  el 
ejercicio  de  todo  culto  en  un  país  con  absoluta  unidad  reli- 
giosa, y  se  prohibía  la  entrada  de  comunidades  religiosas  al 
Ecuador. 

Y  bajo  el  imperio  de  estas  leyes  de  carácter  ambiguo, 
comenzó  la  persecución  de  hecho,  y  los  ataques  más  violen- 
tos al  Concordato  por  parte  de  las  autoridades.  Dice  Os- 
car Efrén  Reyes,  escritor  liberal,  que  «mientras  la  Ley  Su- 
prema de  la  República  establecía  el  Catolicismo  del  Estado, 
la  soldadesca  vituperaba  o  infamaba  el  culto,  o  asesinaba  a 
sus  ministros;  mientras  se  preconizaba  la  libertad  de  pensa- 
miento y  se  establecía  un  jurado  especial  para  las  infraccio- 
nes de  imprenta  (art.  32),  los  talleres  tipográficos  enemigos 
€ran  asaltados...» 

Las  reformas  que  pedía  el  Ecuador  significaban  prácti- 
camente la  derogación  del  Concordato,  como  se  expresó  el 
Cardenal  RampoUa;  sin  embargo  consintió  en  que  se  entabla- 
ran las  negociaciones  al  efecto. 

Pero  la  misión  del  Encargado  de  Negocios  apostólico 
sólo  dió  pie  a  nuevas  injurias  a  la  Santa  Sede  por  parte  del 
gobierno  ecuatoriano.  Es  célebre  él  «Memorándum  reser- 
vado del  Ministro  Cueva,  lleno  de  denuestos  para  la  Iglesia, 
y  que  el  Gobierno  no  tuvo  escrúpulos  de  publicarlo,  ha- 
ciendo así  más  grave  el  ultraje». 

Entre  tanto  el  Congreso  de  1898  dictó  una  ley  que  pri- 
vaba a  la  Iglesia  de  la  contribución  predial  que  se  había  con- 
venido para  reemplazar  al  diezmo,  por  un  documento  que 
se  consideraba  incorporado  al  Concordato,  de  manera  que 
éste  quedaba  violado  abiertamente. 

Finalmente  la  Legislatura  de  1899  aprobó  la  Ley  de  Pa- 
tronato por  la  que  se  pretendía  someter  nuevamente  la  Igle- 
sia a  la  esclavitud.  Todo  el  episcopado  ecuatoriano  protestó, 
como  protestó  la  Santa  Sede,  pero  de  nada  sirvieron  las 
protestas. 

Ante  las  insistencias  del  Gobierno,  consintió  la  Santa 


19  El  Ministro  del  Interior  calificaba  el  Concordato,  ante  el  Con- 
greso, de  "padrón:  de  infamia"  cuya  abrogación  era  "deber  de  patriotismo  y 
hasta  de  humanidad". 

20  Oscar  Efrén  Reyes :  Breve  Historia  del  Ecuador,  Vol.  II,  p :  276. 
Quito,  1942. 
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Sede  en  mandar  un  nuevo  representante,  a  pesar  del  rompi- 
miento; y  fué  Monseñor  Gasparri,  más  tarde  cardenal,  quien 
entabló  conversaciones  con  el  Ministro  Peralta.  Estas  termi- 
naron en  varios  acuerdos,  por  los  cuales  la  Sede  Apostólica 
hacía  extraordinarias  concesiones.  Sin  embargo,  el  Congreso 
de  1901  los  desechó  casi  unánimente.  Y  el  mismo  Ministro 
Peralta  tuvo  una  conducta  doble  ante  la  Legislatura,  pues  a 
la  vez  que  proponía  la  aprobación  de  acuerdos  tan  favora- 
bles para  las  pretensiones  del  Estado,  remitía  a  las  cámaras 
un  proyecto  de  matrimonio  civil  en  abierta  oposición  a  lo 
pactado. 

La  Ley  de  Matrimonio  Civil  del  28  de  octubre  de  1902, 
preparada  ya  por  la  de  Registro  Civil,  del  29  de  octubre  de 
1900,  ponían  un  abismo  más  para  el  buen  entendimiento  con 
con  la  Iglesia. 

Siguieron  todavía  otras  leyes  que  atentaban  a  los  dere- 
chos de  la  Iglesia.  La  del  14  de  octubre  de  1904,  llamada  Ley 
de  Cultos,  entre  otras  disposiciones  inicuas,  prohibió  a  los 
institutos  religiosos  abrir  noviciados.  La  Ley  de  Beneficencia 
Pública  arrebató  a  las  comunidades  religiosas  sus  bienes.  Los 
planteles  de  enseñanza  quedaban  sometidos  al  Estado  y  va- 
rios tuvieron  que  cerrarse. 

La  Santa  Sede  no  consintió  ni  por  un  momento  en  la  Ley 
de  Patronato  y  la  valiente  actitud  de  los  obispos  ecuatoria- 
nos, hizo  que  prácticamente  no  se  aplicara;  así,  la  Santa  Se- 
de procedió  en  1906  a  nombrar  Arzobispo  de  Quito,  sin 
contar  para  nada  con  el  Gobierno. 

La  nueva  Constitución,  terminada  el  año  siguiente,  se- 
ñala un  cambio  radical  en  la  política  religiosa  del  Estado;  no 
se  insiste  en  el  Patronato  y  se  proclama  la  absoluta  separa- 
ción del  Estado  de  la  Iglesia,  y  el  laicismo  más  absoluto  del 
primero.  El  art.  6  deroga  todas  las  leyes  y  tratados,  etc.,  que 
se  opongan  a  la  Constitución,  y  por  tanto  debían  conside- 
rarse sin  valor  legal  tanto  el  Concordato  como  la  Ley  de  Pa- 
tronato; sin  embargo  gobiernos  posteriores,  alguna  que  otra 
vez  adujeron  dicha  ley  para  cometer  sus  abusos.  El  art.  29 
pretende  privar  a  la  Iglesia  de  su  personalidad  pública;  esta 
materia  quedó  sumamente  confusa,  que  examinaré  con  de- 
tenimiento en  el  capítulo  cuarto. 

De  todos  modos,  la  Iglesia  pudo  continuar  viviendo 
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dentro  de  la  ley  gracias  a  las  libertades  sancionadas  por  la 
misma  Carta  Política:  en  el  art.  16  se  consagra  la  libertad  de 
educación,  en  el  26  la  de  conciencia  «en  todos  sus  aspectos 
y  manifestaciones»;  en  el  siguiente,  la  de  reunión  y  asocia- 
ción. 

Varias  restricciones  de  los  derechos  de  la  Iglesia  se  en- 
cuentran en  la  Constitución,  como  la  prohibición  a  los  sacer- 
dotes y  religiosos  para  ser  senadores  o  diputados  y  el  des- 
conocimiento del  fuero  eclesiástico,  pero  fueron  más  graves 
las  limitaciones  impuestas  por  las  leyes  secundarias,  varias 
veces  en  abierta  contradicción  con  los  postulados  constitu- 
cionales. De  este  modo  una  ley  de  1927  prohibía  la  inter- 
vención de  los  ministros  del  culto  en  las  elecciones,  los  pri- 
vaba del  sufragio  y  un  decreto  dictatorial  del  22  de  septiem- 
bre del  mismo  año  prohibió  el  ingreso  de  sacerdotes  extran- 
jeros al  Ecuador  y  el  establecimiento  de  nuevas  casas  y  no-, 
viciados  de  religiosos,  aún  de  aquellas  comunidades  ya  esta- 
blecidas en  el  país. 

Durante  este  período  se  agravó  la  disidencia  de  la 
legislación  del  espíritu  católico  de  la  nación:  secularización 
de  cementerios,  enseñanza  laica,  divorcio  cada  vez  más  fácil 
de  obtener,  etc. 

En  todos  aquellos  años,  desde  principios  del  siglo,  tam- 
poco existió  representación  diplomática  ante  la  Santa  Sede, 
ni  de  ésta  en  el  Ecuador. 

Y  en  casi  medio  siglo  de  dominio  absoluto  del  poder, 
el  liberalismo  ha  logrado  penetrar  profundamente  en  la  opi- 
nión pública  y  convencer  a  muchos  que  aquellas  leyes  con- 
trarias a  la  Iglesia  son  necesarias,  y  que  el  laicismo  del  Estado 
es  una  especie  de  dogma  político  intocable  y  fundamento  de 
la  paz  nacional  y  de  todo  progreso;  cualquier  medida  contra 
él  se  califica  de  retrógrada. 

5. — £¡  TAoáus  Yivendi.  Ej^  régimen  dictatorial  del  ingeniero 
Federico  Páez  que  se  inició  en  1935,  parecía  todavía  más 
peligroso  para  lá  Iglesia.  El  Decreto  de  18  de  diciembre  de 
aquel  año  pretendía  equiparar  totalmente  la  Iglesia  y  sus 
institutiones  a  las  personas  jurídicas  comunes.  Se  aumenta- 
ron las  causas  de  divorcio  y  se  facilitó  su  trámite.  La  «Ley 
de  Defensa  Social»  daba  atribuciones  a  la  policía  para  cerrar 
los  templos,  al  igual  que  los  teatros  y  otros  establecimientos. 
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cuando  en  ellos  se  atentase  contra  el  orden,  la  tranquilidad 
ciudadana,  etc.  (art.  16).  Es  fácil  comprender  lo  peligroso  de 
estos  poderes  de  la  policía. 

Pero  la  verdadera  característica  del  Gobierno  del  señor 
Páez,  hombre  de  temperamento  pacífico  y  reposado,  fué  la 
gran  autonomía  con  la  que  actuaban  sus  ministros,  cada 
uno  conforme  a  sus  ideas  políticas. 

Parece  que  fué  con  la  intención  de  presentar  quejas 
contra  el  Arzobispo  de  Quito  y  procurar  su  remoción,  que 
pidió  el  Jefe  Supremo  la  venida  del  Nuncio  en  Lima,  pre- 
textando el  deseo  de  llegar  a  un  acuerdo  con  la  Iglesia.  Se 
trasladó  el  hábil  y  emperimentado  diplomático  Monseñor 
Fernando  Cento  y  en  Quito,  en  septiembre  de  1936  entabló 
conversaciones,  no  con  el  ministro  de  relaciones,  sino  con  el 
de  Gobierno,  de  modo  que  estos  contactos  no  se  pueden 
considerar  precisamente  como  reanudación  de  las  relaciones 
diplomáticas.  No  se  llegó  a  ningún  acuerdo  definitivo. 

Nombrado  Ministro  de  Relaciones  don  Carlo^Manuel 
Larrea  en  diciembre  de  1936,  ya  a  principios  de  febrero  haclsT 
gestiones  para  el  regreso  del  Nuncio  en  Lima,  para  entablar 
negociaciones  formales  tendientes  a  la  celebración  de  un 
Modus  Vivendi. 

El  señor  Nuncio  demoró  el  viaje  temiendo  que  sería 
infructuoso  como  el  primero;  pero  el  Canciller  dió  segurida- 
des del  propósito  firme  que  le  animaba  de  llegar  a  un  acuer- 
do y  manifestó  que  el  Gobierno  reconocería  el  carácter  de 
«agente  confidencial  de  la  Santa  Sede»  a  Monseñor  Fernan- 
do Cento;  y  éste,  con  el  asentimiento  del  Vaticano,  se  resol- 
vió a  viajar  a  Quito.  Todavía  se  retrasó  el  traslado,  por  un 
accidente:  el  avión  que  traía  las  instrucciones  de  Roma  para 
el  Nuncio,  se  perdió,  y  así  hubo  de  esperar  nuevas  instruc- 
ciones. 


21  Refiriéndose  a  Don  Federico  Páez,  dice  Oscar  E.  Reyes:  "El  mismo 
apreció  su  exaltación  al  poder  dictatorial  como  "una  equivocación  del  ejér- 
cito". Y  tomó,  según  parece,  con  muy  poco  sentido  de  responsabilidad  las 
más  arduas  cuestiones  del  gobierno,  de  la  administración,  dando  generalmente, 
ia  impresión  de  un  dirigente  superficial,  despreocupado  o  abúlico.  General- 
mente, las  buenas  o  malas  cosas  de  la  Administración  dependían  de  la  eficien- 
cia intelectual  y  preparación  de  sus  ministros  o  de  la  falta  de  ellas".  Breve 
Historia  del  Ec,  T.  II,  p.  448.  En  el  fondo  de  esta  crítica  dura,  hay  una 
\-erdad  :  el  Jefe  Supremo  daba  amplios  poderes  a  sus  ministros. 
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Por  fin,  en  mayo  comenzaron  las  negociaciones,  mientras 
se  hacía  una  campaña  de  prensa  contra  un  posible  acuerdo 
con  la  Santa  Sede.  El  Gobierno  corría  el  riesgo  de  perder  el 
apoyo  del  partido  liberal  que  le  había  inalzado,  y  muchos 
preveían  el  fracaso  de  las  negociaciones;  parecía  imposible 
un  entendimiento  en  esas  circunstancias.  22 

Las  conversaciones  duraron  hasta  fines  de  julio,  y  se 
hicieron  por  lo  menos  siete  u  ocho  proyectos  de  Modus  Vi- 
vendi,  que,  o  no  fueron  aceptados  por  el  Gobierno,  o  fueron 
objetados  por  la  Santa  Sede. 

Por  fin  se  llegó  a  un  texto  definitivo  que  selinnájsLJA. 
de  julio  de  ese  mismo  año  de  1937.  Previamente,  el  Jefe  del 
Estado  dictó  el  decreto  núm.  212  derogatorio  de  aquél  otro 
emitido  por  él  mismo  en  1935  y  que  privaba  de  la  perso- 
nalidad jurídica  a  las  entidades  eclesiásticas.  El  Modus  Vi- 
vendi,  después  de  ser  aprobado  por  Su  Santidad,  como  lo 
comunicó  el  Cardenal  Secretario  de  Estado,|Eugenio  Pacelli, 
al  Canciller  ecuatoriano,  se  publicó  con  el  correspondiente 
Decreto  de  aprobación  y  ratificación  del  Gobierno  del  Ecua- 
dor en  el  Registro  Oficial  núm.  30  del  14  de  septiembre  de 
1937. 

Quedaron  así  restablecidas  las  relaciones  diplomáticas. 
El  primer  Nuncio  Apostólico  fué  el  mismo  monseñor  Fer- 
nando Cento,  Arzobispo  de  Seleucia  Pieria,  quien  presentó 
sus  credenciales  el  6  de  agosto  de  aquel  año.  Y  el  Plenipo- 


22  En  este  sentido  se  expresa  el  ilustre  diplomático  Don  Gonzalo  Zal- 
dumbide :  "A  la  lectura  del  documento  elaborado,  — con  cuán  legitima  sa- 
tisfacción para  el  patriotismo  de  usted — ,  aparece  como  fácil  y  espontáneo  el 
entendimiento  perseguido.  Proviene  esta  impresión  sin  duda  de  lo  elegante  y 
sobrio  del  documento  concertado.  Pero  bien  sé  lo  difícil  que  debió  haber 
sido  el  lograrlo...".  Carta  a  Carlos  M,  Larrea  del  25.  de  julio  de  1937.  Y  el 
mismo  Nuncio,  escribía:  "...si  en  aquella  época  otro  que  no  fuera  don  Carlos 
Manuel  Larrea  hubiera  sido  el  titular  de  la  Cancillería,  difícilmente  se  ha- 
bría llegado  a  donde  se  llegó".  (Carta  fechada  en  Lima,  el  2  de  julio  de 
1938).  Y  lo  repetía  en  términos  más  elogiosos  aún  para  el  Canciller,  diez 
años  más  tarde,  escribiendo  desde  Bélgica,  en  donde  desempeñaba  la  Nuncia- 
tura. (Carta  del  17-VII-1948,  del  archivo  privado  de  C.  M,  Larrea).  El  Doc- 
tor Tobar,  refiriéndose  al  Modus  Vivendi  y  al  Convenio  Adicional,  los  califica 
de  "fruto  de  generosa  e  inesperada  concordia,  y  de  la  excepcional  sagacidad 
de  aquellos  personajes".  Cfr.  Las  relaciones...,  p.  35.  Pero  es  preciso  decir 
que  el  mismo  Dr.  Tobar,  con  su  exquisito  tacto  diplomático,  contribuyó  nota- 
blemente, como  consultor  jurídico,  por  parte  de  la  Santa  Sede,  para  que  se 
llegara  al  acuerdo.  Es  también  digna  de  recordarse  la  intervención  del  Li- 
cenciado D.  José  Roberto  Páez  para  obtener  del  Jefe  Supremo  el  De- 
creto núm.  212. 
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tenciario  ecuatoriano  ante  la  Santa  Sede  ejerció  su  carga 
desde  el  8  de  agosto. 

Muy  significativo  fué  el  discurso  del  Jefe  del  Estado  en 
la  presentación  de  credenciales  del  Nuncio.  Demuestra  el 
sincero  deseo  de  iniciar  una  nueva  época  en  las  relaciones 
con  la  Iglesia  y  debe  tenerse  en  cuenta  al  interpretar  el  Mo- 
dus  Vivendi,  pues  revela  el  espíritu  que  animaba  al  Gobierno 
ecuatoriano  al  celebrar  ese  tratado. 

Entretanto,  la  oposición  al  nuevo  pacto  fué  muy  aguda 
por  parte  de  algunos  sectores,  como  causó  regocijo  en 
otros.  Muchos  habrían  pretendido  que  fuera  derogado 
por  la  Asamblea  Nacional,  pero  ésta  no  sólo  no  derogó  el 
Modus  Vivendi  sino  que  aprobó  en  masa  los  actos  del  Go- 
bierno del  ingeniero  Páez  y  dió  voto  de  confianza  al  Canci- 
ller. Quedó  de  este  modo  consolidado  el  pacto,  no  obstante 
lo  cual  algunos  políticos,  han  pretendido  su  derogación.  La 
Asamblea  del  Partido  Liberal,  reunida  en  Cuenca,  en  1941 
ordenó  a  los  representantes  de  aquel  partido  que  debían 
concurrir  al  Congreso  Nacional  que  obtuvieran  la  deroga- 
ción del  Modus  Vivendi.  Pero  ese  congreso,  y  todas  las  le- 
gislaturas ecuatorianas  han  respetado  el  honor  nacional  y 
mantenido  el  tratado,  cuyos  frutos,  además,  de  paz  y  de 
progreso  ya  se  hacen  sentir,  aunque  el  conjunto  de  las  leyes 
ecuatorianas  no  está  en  perfecta  armonía  con  el  Pacto,  la 
cual  le  quita  buena  parte  de  su  valor. 


23  Fué  D.  J.  Modesto  Larrea,  descendiente  del  primer  representante 
ecuatoriano,  del  mismo  notobre. 

24  El  discurso  fué  reproducido  en  el  "Osservatore  Romano"  del  27 
agosto  1937.  Léase  este  párrafo  que  parece  una  interpretación  auténtica  del 
Art.  3  del  M.  V. :  "Spero  anche,  Ecc.  Sig.  che  la  collaborazione  dei  due 
poteri  non  si  limiterá  a  regolare  situazioni  anormali.  II  mondo  attuale  é 
afflitto  da  problemi,  la  cui  soluzione  esige  la  cooperazione  di  forze  morali. 
E'  necessario  che  uniamo  i  nostri  sforzi  per  assicurare  la  pace  mincciata  in 
tuto  il  mondo  e  per  redimiré  la  miseria  umana,  che  si  manifesta  in  modo 
clamoroso". 

25  "El  Arzobispo  de  Quito  y  Administrador  Apostólico  de  Guyaquil 
y  Portoviejo  vivamente  se  congratula  con  el  Excfmo,  Señor  Ministro  d? 
RR.  EE.,  Don  C.  M.  Larrea,  porque,  finalmente,  al  cabo  de  más  de  ocho 
lustros,  Se  han  reanudado  las  relaciones  diplomáticas  entre  la  Santa  Sede 
y  la  República  del  Ecuador..."  (Carta  del  S-VIII-37).  Otros  Ordinarios  del 
Ecuador  felicitaron  igualmente  al  Canciller.  Y  también  algunos  liberales, 
como,  por  otra  parte,  más  de  un  conservador  desaprobó  el  Acuerdo. 

26  Nicolás  F.  López,  en  un  folleto  — en  el  que  ataca  violentamente  ei 
acuerdo —  titulado  Antes  y  después  del  Modus  Vivendi,  editado  en  Quito^ 
1937,  reconoce  que  las  leyes  de  la  República  deberían  conformarse  a  lo  pac- 
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Este  es  pues,  el  origen  del  documento  que  voy  a  estu- 
diar en  los  capítulos  siguientes,  y  que  regula  al  presente  las 
relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado.  Fué  elaborado,  como 
se  ha  visto  en  circunstancias  muy  adversas,  con  grave  opo- 
sición, dentro  y  fuera  del  Gobierno  que  no  permitía  un 
acuerdo  más  pleno  y  favorable  para  la  Iglesia,  es  decir  para 
ambas  partes. 


tado:  "Se  desprende  del  siguiente  análisis  que,  habiendo  precedido  el  Modus 
Vivendi  al  dictamen  de  la  Constitución  Política  de  la  República  y  surtiendo 
ya  sus  efectos  partibus  por  el  reconocimiento  y  actuación  diplomática  de 
la  autoridad  delegataria,  el  primero,  o  sea  el  Modus  Vivendi  imprime  carác- 
ter a  la  Carta  fundamental  del  Estado,  la  subordina  implícitamente  al  texto 
del  Tratado ;  y  cotoo  Ja  dicha  Constitución  no  puede  estar  en  pugna  con  cual- 
•quier  otra  ley  secundaria  resulta  que  las  posteriores  disposiciones  orgánicas 
de  Instrucción  pública,  de  régimen  interior,  de  hacienda,  etc.,  serán  impo- 
tentes para  siquiera  interpretar  lo  que  ya  está  admitido  y  sancionado  por  la 
Carta  fundamental".  Y  concluye  que  esto  es  un  "absurdo  de  gestación  fo- 
rense" que  ha  dado  origen  a  "una  atrocidad,  o  sea,  al  Concordato,..",  p.  8. 


III 


PERSONALIDAD  DE  DERECHO 
INTERNACIONAL 


1.  — Definición  de  «personalidad 

de  derecho  internacional» 

De  acuerdo  con  los  principios  expuestos  en  la  Introduc- 
ción, entiendo  que  la  llamada  «personalidad  de  derecho  in- 
ternacional» es  el  aspecto  de  aquella  única  personalidad 
propia  de  las  sociedades  soberanas  por  el  cual  son  capaces 
de  obrar  en  el  derecho  internacional,  son  sujetos  activos  y 
pasivos  de  este  derecho  y  pueden  determinar  sus  relaciones 
activas  y  pasivas  — derechos  y  obligaciones —  elaborando 
normas  positivas  por  medio  de  tratados,  convenciones,  etc. 

Digo  que  es  un  aspecto  de  una  personalidad  única.  En 
efecto,  el  mismo  sujeto  que  entabla  relaciones  con  otros  en 
el  campo  internacional,  tiene  en  el  interno  un  poder  de  auto- 
regulación,  dicta  las  normas  del  derecho  interno.  ^  Más  aun, 
debe  considerarse  la  soberanía  interna  como  antecedente  ló- 
gico de  la  externa.  Y  también  lo  es  de  hecho;  son  admitidos 
al  trato  internacional  sólo  aquellas  sociedades  que  se  pre- 
sentan como  grupos  organizados  con  un  poder  soberano, 
capaz,  esto  es,  de  decidir  en  última  instancia  los  asuntos  que 
atañen  a  su  fin  específico. 

2.  — Reconocimiento  de  la  personalidad 

y  su  importancia 

Pero  dado  el  método  adoptado  para  el  presente  estudio 
conviene  examinar  en  primer  término  más  bien  el  aspecto 
externo  de  la  soberanía  de  la  Iglesia:  su  personalidad  en  el 
derecho  internacional.  Esto  es  más  congruente  con  la  índole 
de  un  trabajo  que  tiene  un  punto  de  partida  en  un  tratado 
internacional. 

Y  precisamente  el  primer  objeto  de  este  capítulo  es  de- 
mostrar que  el  Modus  Vivendi  de  1937  es  realmente  un  tra- 


I  Así  define,  por  ejemplo,  Délos,  Joseph,  en  La  societé  International  et 
les  principes  de  Droit  Public,  París  1938,  pá.  298,  la  soberanía  interna  como 
**Un  pouvoir  naturel  d'autodetermination  dans  la  poursuite  du  bien  social". 
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tado  internaciodal.  ^  Y  como  consecuencia  quedará  demos- 
trado el  reconocimiento,  por  parte  de  un  Estado  más,  de  la 
personalidad  internacional  de  la  Santa  Sede,  la  cual  le  per- 
mite gozar  de  todos  los  derechos  y  garantías  que  competen 
a  tales  personas. 

Dice  con  razón  Wagnon  ^  que  la  personalidad  jurídica 
internacional  de  la  Iglesia,  desde  el  punto  de  vista  teológico 
y  canónico  es  indiscutible,  pero  que  se  funda  sobre  un  acto 
de  fe.  En  el  Derecho  Internacional,  como  pura  ciencia,  es 
cosa  que  hay  que  probar:  «la  admisión  en  la  comunidad  in- 
ternacional exige  la  presencia  de  dos  elementos  de  hecho; 
civilización  y  soberanía,  y  no  de  derecho:  el  reconocimien- 
to. ^  Está  claro  que  probada  la  existencia  del  tercer  elemen- 
to, el  derecho,  ya  están  implícitamente  probados  los  otros,, 
que  son  sus  premisas. 

A  su  vez  ese  reconocimiento  se  derivan  muy  notables 
consecuencias:  hay  quienes  supeditan  a  él  aún  la  efectividad 
de  la  soberanía  interna;  es  una  opinión  más  bien  política; 
pero  en  derecho,  ya  afirmé,  es  más  bien  una  consecuencia 
de  la  soberanía  interna.  La  trascendencia  del  reconocimiento 
se  aprecia  sobre  todo  en  el  derecho  internacional.  Equivale 
a  asegurar  el  derecho  a  la  existencia  libre  e  independiente 
de  toda  otra  sociedad  de  su  misma  categoría  o  semejante; 
el  derecho  a  mantener  esa  autonomía  y  para  ello  entrar  en 
relaciones  con  otras  sociedades,  mandar  y  recibir  represen- 
tantes, contraer  obligaciones  públicas,  gozar  en  el  desarrollo 
de  ese  comercio  de  un  trato  correspondiente  a  su  dignidad 
(garantías,  privilegios,  etc.);  disponer  de  una  fuerza  pública 
y  emplearla  en  caso  de  necesidad;  derecho  de  buscar  el  cum- 
plimiento de  su  propio  fin,  actuando  su  poder  de  dominio 
a  veces  aún  sobre  personas  y  cosas  que  no  se  hallan  actual- 


2  "Intersocial"  le  llamarían  Ottaviani  y  otros  escñtores,  en  honor  a 
la  precisión  terminológica,  por  no  tratarse  de  acuerdo  entre  "naciones",  sino 
sociedades  soberanas  y  que  por  lo  mismo  reviste  ciertas  características  espe- 
ciales. Estoy  plenamente  de  acuerdo ;  sin  embargo,  empleo  el  término  menbs 
preciso  provisionalmente  por  ser  más  usado,  hasta  llegar  al  examen  de  qué 
género  de  tratado  es  el  Modus  Vivendi  y,  en  general,  todo  Concordato. 

3  Wagnon,  Henri :  Concordáis  et  Droit  International,  Gembloux,  i93i-'> 
página  42. 

4  Encuentro  criticable  la  clasificación  de  elementos  "de  hecho"  a  los 
dos  primeros  y  de  "derecho"  al  último,  pero  no  me  detengo,  por  no  tener 
mayor  importancia. 
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mente  en  el  territorio  propio  (si  tienen  territorio),  y  natu- 
ralmente sobre  los  que  habitan  o  están  en  ese  territorio,  etc.,. 
En  una  palabra,  la  personalidad  internacional  es  la  expresión 
concreta  de  la  soberanía  en  ese  orden,  y  el  presupuesto  de 
la  existencia,  conservación,  desarrollo  y  relaciones  de  las  so- 
ciedades que  la  tienen.  Todo  esto  no  quita  el  que  si  una 
entidad  soberana  quiere  abstenerse  de  usar  algunos  de  esos 
poderes  pueda  hacerlo.  Tal  es  el  caso  de  las  declaraciones 
de  neutralidad,  como  la  contenida  en  el  art.  27  del  Tratado 
entre  Italia  y  la  Santa  Sede. 

Aun  los  Sumos  Pontífices  han  dado  importancia  al  reco- 
nocimiento de  la  soberanía  de  la  Iglesia,  por  parte  de  los 
Estados.  Así  León  XIII  lo  presenta  como  uno  de  los  argu- 
mentos para  probar  el  poder  de  la  Iglesia,  en  la  Encíclica 
Inmortale  Dei,  n.  22,  «Hanc  vero  auctoritatem  in  ipsa  abso- 
lutam  pleneque  sui  iuris,  quae  ab  assentatrice  principum 
philosophia  iamdiu  oppugnatur,  Ecclesia  sibi  asserere  item- 
que  publice  exercere  numquam  desiit...  Quin  etiam  et  opi- 
nione  et  re  eadem  probarunt  ipsi  viri  principes  rerumque 
publicarum  gubernatores,  ut  qui  pascicendo,  transigendis 
negotiis,  mittendis  vicissimque  accipiendis  legatis,  atque 
aliorum  mutatione  officiorum,  agere  cum  Ecclesia  tanquam 
cum  suprema  potestate  legitima  consueverunt».  Claramente 
aparece  aquí  como  los  derechos  de  la  Iglesia  no  derivan  del 
reconocimiento,  pero  su  ejercicio  efectivo,  que  se  manifiesta 
en  actos  de  enviar  legados,  hacer  tratados,  etc.,  es  la  más 
fehaciente  comprobación  de  aquellos  derechos  reconocidos. 

La  soberanía  externa  de  la  Iglesia  fué  un  tiempo  umver- 
salmente admitida.  Todos  los  estados,  en  forma  más  o  me- 
nos explícita,  tenían  relaciones,  aceptaban  la  jurisdicción 
eclesiástica,  etc.  Como  este  principio  de  derecho  fué  desco- 
nocido por  unas  y  otras  naciones,  diversos  concordatos  han 
ido  reparando  este  mal.  Pero  no  se  debe  creer  por  esto  en 
la  necesidad  de  una  declaración  mundial  o  de  una  adhesión 
de  todos  los  estados  a  un  tratado  que  reconozca  la  sobera- 
nía de  la  Santa  Sede.  Algunos  pensaron  que  el  Tratado  de 
Letrán  podía  extenderse  a  todo  el  mundo  mediante  su  de- 
pósito en  la  Sociedad  de  las  Naciones  y  la  adhesión  en  las 
diversas  potencias,  pero  esto  era  además  de  irrealizable, 
— porque  como  tratado  con  una  nación  contenía  disposicio- 
nes inaplicables  a  otras, —  también  innecesario  porque  la 
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gran  mayoría  de  las  naciones  ya  reconocía  la  soberanía  de  la 
Iglesia. 

A  pesar  de  la  actitud  de  las  naciones,  no  faltaron  quie- 
nes negaron  el  derecho  a  la  actividad  jurídica  internacional 
de  la  Iglesia,  sobre  todo  después  de  la  pérdida  del  dominio 
territorial  sobre  los  Estados  Pontificios.  ^ 

La  simple  observación  de  los  hechos  es  la  refutación 
más  contundente  de  tal  error.  Dice  Jarrigé  ^  «la  situación 
internacional  del  Papa  puede  caracterizarse  en  tres  puntos: 
la  Santa  Sede  no  está  sometida  a  ningún  Estado,  ni  aún  Ita- 
lia; goza  en  la  sociedad  internacional  de  prerrogativas  que 
no  pertenecen  más  que  a  los  soberanos;  debe  a  su  poder  es- 
piritual una  gran  influencia  política». 

4.  — Clase  de  reconocimiento 

La  persona  jurídica  internacional  de  la  Santa  Sede,  es 
pues,  también  hoy,  universalmente  reconocida.  Pero  esto  no 
quita  la  importancia  de  cada  reconocimiento  en  particular, 
sobre  todo  porque  de  ellos  dependen  las  relaciones  con  los 
diversos  Estados  y  varias  modalidades  que  se  descubren  en 
un  caso  u  otro. 

El  reconocimiento  de  la  personalidad  jurídica  no  nece- 
sita ser  explícito  y  expreso,  basta  un  reconocimiento  explí- 
cito (aunque  no  sea  también  expreso)  de  los  elementos  o  de 
las  consecuencias  de  la  personalidad,  y  aun  es  suficiente  que 
se  haga  esto  implícitamente. 

5.  — ¿Cuál  es  el  propio  del  Modus  Vivendi? 

Creo  encontrar  en  el  Modus  Vivendi  con  el  Ecuador  un 
reconocimiento  implícito  en  el  hecho  mismo  de  su  celebra- 
ción, y  en  varias  cláusulas  del  documento,  reconocimientos 
expresos  de  varios  atributos  y  consecuencias  de  la  persona- 
lidad jurídica  internacional  de  la  Iglesia. 

( 

5  Por  ejemplo,  Geffcken  en  sus  anotaciones  a  la  obra  de  A.  Heffter : 
Le  droit  International  de  pEurope,  ps.  96-97.  R.  Bompart :  Le  pape  et  le 
droit  de  gens,  ps.  57-74,  y  La  conclusión  et  Vabrogation  dés  concordats,  en 
"Revue  politique  et  parlamentaire",  París,  T.  36,  1903,  P-  556  ss. 

6  Jarrigé,  Rene:  La  condition  internatiomle  du  S.  Siége,  París,  1930» 
página  252. 
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6.  — Reconocimiento  implícito 

Que  los  tratados  internacionales  sólo  se  celebran  entre 
sociedades  soberanas  es  un  principio  absolutamente  cierto 
en  derecho.  Bastará  demostrar,  pues,  que  el  Modus  Vivendi 
en  cuestión  pertenece  realmente  a  la  categoría  de  los  tra- 
tados. 

Y  más  que  el  examen  teórico,  desde  el  punto  de  vista 
de  una  clasificación  científica,  nos  interesa  en  este  caso,  el 
valor  que  las  partes  quisieron  dar  al  acuerdo.  Los  autores  de 
derecho  público  eclesiástico,  en  efecto,  no  están  de  acuerdo 
sobre  la  naturaleza  de  los  concordatos,  y  algunos  excluyen 
absolutamente  el  que  se  los  pueda  considerar  como  tratados, 
pero  si  en  esta  situación  concreta  aparece  clara  la  intención 
de  las  partes  contrayentes,  será  superflua  todo  discusión 
teórica. 

No  basta,  pues,  decir  que  ya  que  se  ha  celebrado  un  Con- 
cordato o  Modus  Vivendi,  se  ha  reconocido  la  personalidad 
internacional  de  las  oartes.  Para  unos  puede  aparecer  como 
una  simple  ley  de  derecho  público  interno,  se  puede  caer 
en  el  error  de  creer  que  el  sujeto  que  está  frente  al  Estado 
no  es  la  Iglesia  Católica,  sino  una  Iglesia  nacional,  o  que  el 
Papa  actúa  en  virtud  de  su  soberanía  sobre  el  Estado  Vati- 
cano. La  refutación,  de  estos  errores  es  pues  parte  necesaria 
de  la  prueba. 

7.  — Tratado  internacional 

Siempre  que  hay  un  acuerdo  formal  entre  dos  socieda- 
des soberanas  sobre  asuntos  que  dependen  o  se  relacionan 
con  su  soberanía,  hay  un  tratado  internacional. 

8.  — Entre  la  Santa  Sede  y  el  Ecuador 

Examinando  el  Modus  Vivendi,  encuentro  que  tiene 
realmente  las  características  de  un  tratado  internacional. 
Ya  es  bastante  revelador  el  hecho  de  que  le  precedieron 


7  Así,  Fiore  P. :  Le  Droit  International  Codifié,  p.  460.  A.  Rivier : 
Principes  du  Droit  de  gens,  T.  I,  p,  36.  Gustine,  G. :  La  loi  des  garanties  et 
¡a  situation  de  la  Papatité.  Falco :  Corso  di  Diritto  Ecclesiastico,  p.  54. 
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negociaciones  diplomáticas  y  llevadas  a  cabo  por  represen- 
tantes plenamente  autorizados:  un  Nuncio  Apostólico  y  el 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores  del  Ecuador. 

También  la  forma  y  el  tratamiento  que  se  dan  las  par- 
tes en  el  documento  comprueba  la  tesis.  En  particular,  es 
demostrativa  la  cláusula  de  ratificación  y  las  solemnidades 
que  en  virtud  de  ella  siguieron,  para  hacer  entrar  en  vigen- 
cia el  acuerdo,  y  que  son  las  propias  de  todo  tratado  inter- 
nacional. 

Finalmente,  el  texto  mismo  no  deja  lugar  a  la  más  ligera 
sospecha  de  que  las  partes  no  hayan  querido  considerar  el 
Modus  Vivendi  como  un  tratado. 

Cada  una  de  las  palabras  de  la  cláusula  introductoria 
sigue  absolutamente  la  línea  acostumbrada  en  los  tratados 
internacionales.  En  primer  términos  figuran  los  jefes  de  las 
respectivas  sociedades  con  los  títulos  indicativos  de  sus  po- 
deres: «Su  Santidad,  el  Soberano  Pontífice  Pío  XI,  y  Su  Ex- 
celencia el  Sr.  Ingeniero  D.  Federico  Páez,  Encargado  del 
Mando  Supremo  de  la  República  del  Ecuador».  Es  evidente 
que  no  intervendrían  las  autoridades  que  ejercen  los  pode- 
res soberanos,  si  el  acto  que  se  realiza  no  requiriera  en  algún 
modo  esos  poderes;  y  ya  veremos,  por  el  examen  de  las 
cláusulas  sucesivas,  que  realmente  existía  esa  necesidad;  co- 
mo también  quedará  muy  claro  que  el  Soberano  Pontífice 
actuó  como  Cabeza  de  la  Iglesia. 

Luego  manifiestan  el  objeto  del  Convenio:  «con  el  deseo 
recíproco  de  establecer  relaciones  amistosas  entre  la  Santa 
Sede  y  el  Ecuador».  ¿Qué  entidad,  si  no  es  una  sociedad 
soberana,  puede  situarse  frente  a  un  Estado,  y  contraer  con 
él,  relaciones  amistosas?  Se  señalan,  además,  con  precisión 
las  personas  contrayentes:  El  Ecuador  y  la  Santa  Sede.  ^ 

Para  establecer  esas  relaciones  «han  acordado  celebrar 
un  Modus  Vivendi».  Este  es  pues,  el  documento  básico  que 
debe  regular  las  relaciones  que  poco  antes  decían  que  de- 
seaban «establecer»  indicando  así  que  habría  un  cambio  en 
la  situación:  las  relaciones  que  antes  no  tenían  un  carácter 
plenamente  jurídico  y  diplomático,  se  establecen  ahora  por 


8  Sérica  este  el  lugar  para  examinar  qué  sentido  preciso  tiene  aquí  la 
expresión  "Santa  Sede",  pero  io  haré  luego,  para  no  interrumpir  el  examen 
literal  del  Convenio, 
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medio  del  Modus  Vivendi.  Materia  de  tanta  importancia,  y 
declarada  expresamente  por  las  partes  como  objeto  del  do- 
cumento, no  puede  ser  si  no  materia  de  un  verdadero  trata- 
do internacional.  ^ 

Para  realizar  aquel  cometido,  las  partes  han  nombrado 
sus  respectivos  Plenipotenciarios  — nuevo  reconocimiento 
de  la  personalidad  de  las  partes  y  del  carácter  diplomático 
del  Nuncio,  que  trata  con  el  Ministro  de  Relaciones — ,  y 
«canjeados  sus  plenos  poderes  respectivos,  han  convenido 
los  siguientes  artículos».  La  convención  entre  los  plenipo- 
tenciarios es  verdadera  obligación  de  las  partes  contrayen- 
tes, por  ellos  representadas,  desde  el  momento  señalado 
por  el  Artículo  X  del  mismo  Modus  Vivendi:  «Este  conve- 
nio regirá  desde  la  fecha  en  que  se  verifique  el  cambio  de 
notas  por  las  cuales  será  aprobado». 

En  todo  existe,  pues,  absoluta  coherencia  y  clara  afir- 
mación de  la  personalidad  de  derecho  público  de  la  Iglesia, 
ya  que  actúa  como  plenamente  capaz  en  el  campo  interna- 
cional en  una  posición  formalmente  igual  a  la  de  un  Estado. 

9. — No  es  una  ley  interna 

Que  no  se  trata  de  una  ley  interna,  es  cosa  sobre  la 
que  no  cabe  siquiera  insistir:  ¿cómo  podría  intervenir  en  ella 
un  representante  del  Papa,  y  más  en  un  Estado  laico?  Y  la 
obligatoriedad  del  convenio,  además,  depende  de  la  ratifi- 
cación, conforme  al  artículo  décimo,  de  modo  que  ni  siquie- 
ra se  contempla  el  requisito  formal,  propio  de  las  leyes,  de 
la  promulgación  y  publicación,  aunque  de  hecho  fué  publi- 
cado. 


9  Hay  que  observar  que  si  las  relaciones  diplomáticas  suponen  recono- 
cimiento de  la  personalidad  jurídica  de  las  partes  que  las  mantienen,  no  sig- 
nifica igTialmente  que  si  no  hay  esas  relaciones  tampoco  hay  reconocimientí^ : 
en  efecto,  pueden  no  ser  necesarias  entre  naciones  que  tengan  pocos  intere- 
ses coincidentes,  y  quedan  suspensas  o  rotas  entre  los  beligerantes,  sin  que 
^sto  signifique  en  todos  los  casos  desconocimiento  de  la  personalidad. 

10  Según  la  teoría  monista,  que  no  separa  el  orden  jurídico  interno 
del  internacional,  los  tratados  no  requieren  una  ley  de  aplicación  para  ser 
obligatorios  dentro  de  cada  sociedad.  En  cambio,  los  dualistas  exigen  que 
el  tratado  internacional  sea  convertido  en  cada  estado  en  ley  interna^  me- 
diante un  acto  legislativo  especial.  Pero  ni  aun  admitiendo  esta  teoría  se 
puede  considerar  al  tratado  mismo,  al  convenio  entre  las  partes,  como  ley 
interna ;  su  poder  es  diverso,  como  son  diversos  su  origen  y  su  forma.  Y  so- 
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10. — No  es  un  tratado  con  el  Papa  considerado 
como  Soberano  temporal 

Tampoco  se  puede  caer  en  el  error  de  creer  que  el 
Papa  actúa  en  el  Modus  Vivendi  como  soberano  del  Estado 
Vaticano,  usando  de  su  poder  temporal. 

Entre  los  canonistas  es  cosa  indiscutida  que  el  Pon- 
tífice en  los  concordatos  obrav  con  su  poder  de  Supremo 
pastor  de  la  Iglesia.  Y  en  general  todos  los  juristas  reservan 
el  nombre  de  «concordatos»  a  los  convenios  entre  el  Poder 
Espiritual  y  los  Estados;  y  los  Modus  Vivendi  participan  de 
esa  naturaleza.  Así  afirma  Wagnon  «el  Papa  no  firma  ja- 
más un  concordato  en  su  nombre  personal  ni  en  nombre  de 
una  pretendida  Iglesia  nacional». 

De  modo  que  el  hecho  de  que  las  partes  llamen  al 
acuerdo,  «Modus  Vivendi»,     ya  indica  su  carácter  propio 


bre  todo,  lo  que  conviene  tener  presente  es  que  en  el  Derecho  Internacional 
la  fuerza  obligatoria  de  un  tratado  no  depende  de  la  calificación  que  se  le 
pueda  dar  en  el  orden  interno  de  un  Estado  — como  ley  o  no  como  ley — , 
sino  de  su  concordancia  con  las  normas  del  mismo  Derecho  Internacional : 
oue  haya  sido  libremente  contraído,  por  legítimos  representantes,  debidamen- 
te ratificado,  etc. 

El  Modus  Vivendi  fué  ratificado  por  el  cambio  de  notas,  conforme  dis- 
pone su  mismo  artículo  X.  Y  fué  publicado  conjuntamente  con  el  Decreto 
del  Jefe  del  Estado  Ecuatoriano  por  el  cual  lo  aprueba  y  ratifica,  y  con  la 
nota  para  el  cambio  de  las  ratificaciones,  dirigida  por  el  Canciller  al  Secre- 
tario de  Estado  de  S.  S.,  en  el  "Registro  Oficial",  núm.  30,  del  14  de  sep- 
tiembre de  1937-  Véase  el  Apéndice,  p.  243,  de  este  trabajo;  y  sobre  la  apro- 
bación por  parte  de  la  S.  Sede,  pág.  249. 

"11  En  este  punto  hay  absoluta  unanimidad;  citaré  como  ejetnplos  a 
Ottaviani :  Ob.  cit.  T.  I,  p.  239  :  "Insuper  cum  a  Romanis  Pontificibus  con- 
cordata ineantur  non  qua  sunt  principes  civiles,  sed  qua  Ecclesiae  Supremi 
Pastores  et  Christi  Vicarii,  concordatorum  vis  nullimode  pendet  a  vicissitu- 
dinibus  civilis  principatus  eorundem".  Wermz- Vidal :  Ob.  cit.,  vol.  I,  p.  304: 
"Romanus  Pontifex  tanquam  supremus  rector  et  pastor  Ecclesiae  Universalis 
suprema  et  plena  potestate  intructus  est  ad  ineunda  concordata  de  rebuír 
ecclesiasticis  cum  guberniis".  Crf.  también  Coronata :  Ob.  cit.,  p.  54.  Ojetti : 
Ob.  cit.,  p.  131,  etc. 

12  Wagnon:  Ob.  cit.,  p.  27. 

13  Se  suelen  llamar  Modus  Vivendi  a  los  convenios  entre  la  Santa  Sed* 
y  un  Estado  que,  o  bien  no  tienen  carácter  permanente,  o  bien  no  tienen  la 
amplitud  en  sus  estipulaciones,  propia  de  un  Concordato.  La  terminologí-a  no 
es  constante ;  así,  el  Concordato  con  Lituania  era  temporal  y,  sin  embargo, 
se  titula  concordato.  Todas  las  estipulaciones  del  M'odus  Vivendi  Ecuatoriancv 
(excepto  las  de  carácter  transitorio  de  la  Convención  Adicional)  no  tienen 
un  término ;  el  nombre  de  Modus  Vivendi  probablemente  se  debe  más  bien 
a  que  no  contempla  todas  las  materias  propias  de  un  concordato. 
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y  que  el  Santo  Padre  figura  realmente  como  Cabeza  de  la 
Iglesia  Católica. 

Pero  más  aun,  por  la  naturaleza  de  las  estipulaciones, 
se  puede  establecer  con  la  máxima  certeza  la  posición  jurí- 
dica que  asume  el  Papa  en  el  Modus  Vivendi.  Si  se  estatu- 
yen normas  relativas  a  cosas  espirituales  de  las  que  sólo  pue- 
den disponer  el  Pontífice  como  Pastor  Supremo  de  la  Iglesia,, 
es  evidente  que  actúa  en  el  tratado  como  tal,  y  de  ningún 
modo  como  soberano  de  un  Estado  temporal.  Ahora  bien, 
en  el  Modus  Vivendi  se  trata  de  la  libertad  de  la  Iglesia,  del 
derecho  de  fundar  establecimientos  de  educación,  de  enviar 
misiones  para  la  evangelización  del  nombramiento  de  los 
obispos,  etc.,  y  en  la  Convención  Adicional,  la  Santa  Sede 
concede  «plena  condonación»  a  los  que  poseyeren  bienes  na- 
cionalizados que  antes  pertenecían  a  órdenes  y  congregacio- 
nes religiosas,  lo  cual  sólo  el  Sumo  Pontífice  como  Jefe  de 
Iglesia  puede  hacer. 

11. — No  es  un  convenio  con 
una  Iglesia  Nacional 

Finalmente  me  queda  por  refutar  el  posible  error  de 
quienes  podrían  imaginar  que  el  Modus  Vivendi  es  una  con- 
vención entre  el  Estado  y  la  Iglesia  Ecuatoriana;  y  aclarar, 
para  terminar  esta  parte  del  capítulo  II,  cuál  es  el  sentido 
preciso  de  la  expresión  «Santa  Sede»  en  el  documento  que 
estudio. 

Hay  dos  indicios  que  podrían  hacer  pensar  que  un  con- 
cordato sea  un  acuerdo  entre  determinado  Estado  y  la  par- 
te de  la  Iglesia  circunscrita  en  sus  límites  y  considerada  como 
una  persona  soberana  en  derecho  internacional;  y  estos  indi- 
cios son:  la  existencia  de  concordatos  celebrados  por  obis- 
pos y  las  cláusulas  concordatarias  que  se  refieren  a  asuntos 
de  interés  local,  propios  de  la  Iglesia  en  un  Estado  única- 
mente, y  todavía  más,  que  algunas  de  esas  cláusulas  tienen 
un  cierto  carácter  nacionalista.  Son  numerosos  los  ejemplos 
de  concordatos  que  disponen  que  los  obispos  sean  ciuda- 
danos del  Estado  en  el  que  está  su  diócesis      y  el  Modus 

14  Por  ejemplo,  el  art.  22  del  Concordato  Italiano:  "Non  possono  esse- 
re  investiti  di  benefici  in  Italia  ecclesiastici  che  non  siano  cittadini  italiani'% 
y  el  art.  10  del  Cóncordato  con  Polonia  dispone  cosa  semejante  respecto  di 
todos  los  beneficiarios  y  también  de  los  superiores  de  comunidades  religiosas. 
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Vivendi  con  Checoeslovaquia  del  año  1928  se  dirigía  a  hacer 
coincidir  los  límites  de  las  diócesis  con  los  del  Estado. 

Pero  ninguna  de  estas  circunstancias  tiene  valor  proba- 
torio alguno  de  la  existencia  de  una  personalidad  jurídica  in- 
ternacional de  la  Iglesia  reducida  a  los  límites  de  un  Estado. 
Con  sobrada  razón  afirma  Ottaviani  «Quare  episcopi  si 
quam  concordiam  ineant  cum  autoritate  civili  sui  loci,  de 
negotiis  suae  iurisdictioni  subiectis,  pactum  ineunt  quod 
semper  subest  beneplácito  supremi  Ecclesiae  Pastoris,  quod- 
que  hodie  non  accensetur  ceteris  conventionibus,  quae  no- 
mine specifico  concordati  nuncupantur».  Se  debe,  pues,  te- 
ner como  muy  seguro  criterio  de  distinción  entre  un  pacto 
que  se  puede  calificar  de  concordato  y  otro  que  no,  el  he- 
cho de  que  intervenga  o  no  intenvenga  la  Santa  Sede. 

En  el  Modus  Vivendi  con  el  Ecuador,  ya  he  dicho,  apa- 
rece clarísimamente  la  Santa  Sede  como  parte  contratante 
con  el  Estado.  Y  por  otra  parte,  no  se  encuentra  ni  aquellas 
apariencias  que  en  otros  documentos  podrían  dar  pie  a  que 
se  hable  de  una  Iglesia  nacional  que  se  sitúa  frente  al  Estado 
como  parte  contratante.  Ni  hay  ninguna  cláusula  de  aqué- 
llas con  un  tinte  nacionalista.  ^'^  Se  regulan,  es  verdad,  asun- 
tos de  carácter  local,  de  interés  restringido  a  la  diócesis  ecua- 
torianas, pero  son  al  mismo  tiempo  asuntos  que  afectan  a 
la  disciplina  eclesiástica  y  en  varios  casos  — como  ya  hice 
notar —  se  trata  de  materias  cuya  competencia  es  exclusiva 
de  la  Santa  Sede,  por  ejemplo  la  relativa  al  envío  de  un  nun- 
cio apostólico. 

Finalmente,  en  concordancia  con  todas  estas  razones 
está  la  terminología  que  se  usa  siempre  en  el  Modus  Viven- 
di y  en  la  Convención  adicional:  se  habla  de  «Santa  Sede» 
(Introducción  y  arts.  4,  6  y  7,  Introducción  de  la  Conven- 
ción Adicional  y  arts.  1,  4  y  5),  y  de  «Iglesia  Católica»  (en 


15.  El  art.  16,  §  2  y  3  del  Concordato  italiano  también  exige  la  corres- 
pondencia de  los  límites  de  las  diócesis  y  parroquias  con  las  fronteras  del 
Estado. 

16  Ottaviani:  Ob.  cit.,  tomo  II,  p.  289. 

17  El  art.  5  termina  asi:  "Los  bienes  de  estas  personas  jurídicas  no 
son  enajenables  a  compañías  extranjeras",  refiriéndose  a  los  bienes  de  las 
comunidades  religiosas.  La  prohibición  tiene  el  objeto  de  impedir  la  expor- 
tación de  obras  de  arte,  lo  cual  se  impide  en  general  a  todos  los  habitantes 
del  país,  ecuatorianos  t>  extranjeros.  Y,  por  otra  parte,  muchos  de  esos  bie- 
nes son  inalienables  conforme  al  derecho  canónico,  por  su  carácter  sagrado. 
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los  demás  artículos);  sólo  en  el  artículo  primero  se  habla  de 
«La  Iglesia  Católica  en  el  Ecuador»,  pero  lejos  de  significar 
que  sea  la  Iglesia  Ecuatoriana  la  parte  contrayente,  la  expre- 
sión usada  denota  una  obligación  del  Estado  ecuatoriano 
frente  a  la  Iglesia  Universal,  pero  se  reduce  — por  la  misma 
naturaleza  de  las  cosas —  a  una  garantía  que  el  Estado  no 
podía  dar  sino  dentro  de  su  territorio. 

Así,  pues,  todo  confirma  la  tesis  de  que  el  Modus  Vi- 
vendi  es  un  verdadero  tratado  internacional  celebrado  entre 
«1  Ecuador  y  la  Santa  Sede,  y  que  como  consecuencia,  se  re- 
conoce implícitamente  la  personalidad  jurídica  de  la  Santa 
Sede  en  su  aspecto  internacional,  ya  que  solamente  quienes 
poseen  esa  personalidad  pueden  hacer  tratados  internacio- 
nales. 

12. — El  sujeto:  La  Santa  Sede  y  la  Iglesia  Católica 

Pero  ¿cuál  es  precisamente  el  sujeto  de  esa  personali- 
dad y  que  a  veces  he  llamado  — y  llaman  los  documentos — 
«Santa  Sede»,  y  otras,  «Romano  Pontífice»  y  otras  «Iglesia 
Católica». 

Hay  pues  que  resolver  dos  problemas:  1.°  Hay  dos  per- 
sonalidades internacionales:  la  de  la  Santa  Sede  y  la  de  la 
Iglesia  Universal,  o  ¿es  una  sola?,  y,  2.^  «Santa  Sede»  y  «Su- 
mo Pontífice»  ¿significan  en  los  concordatos  en  general  y  en 
el  Modus  Vivendi  en  particular,  una  misma  cosa  o  no? 

En  otro  sitio  indicaba  como  se  había  producido  una 
evolución  en  la  manera  de  atribuir  la  personalidad  púbhca. 
En  un  tiempo  se  reservaba  al  príncipe  soberano,  hoy  gene- 
ralmente se  atribuye  al  Estado  mismo  como  unidad  com- 
puesta de  un  pueblo,  una  autoridad,  un  fin  y  ciertos  medios. 
Es  lógica  esta  evolución,  pues  coincide  con  el  desarrollo  del 
Derecho  Internacional  y  con  el  lento  penetrar  en  las  con- 
ciencias de  la  convicción  de  que  las  relaciones  entre  las  so- 


is Para  mayor  claridad,  recuérdese  el  texto  del  artículo  primero:  "El 
Gobierno  ecuatoriano  garantiza  a  la  Iglesia  Católica  en  el  Ecuador  el  libre 
ejercicio  de  las  actividades  que,  dentro  de  su  esfera  propia,  le  corresponden". 
Naturalmente,  el  Ecuador  no  pod'a  garantizar  el  libre  ejercicio  de  las  activi- 
dades de  la  Iglesia  en  otros  Estados.  La  limitación  de  la  garantía  al  propio 
territorio  no  significa  que  la  garantía  se  dirija  a  una  Iglesia  Nacional,  sino  a 
misma  Iglesia  Católica,  como  aparece  por  todo  el  contexto  del  tratado  clarísi- 
niamente. 
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ciedades  soberanas  están  igualmente  sometidas  al  derecha 
como  las  de  los  simples  individuos. 

De  todos  modos,  aun  hoy,  los  derechos  de  los  diversos 
Estados  no  concuerdan  en  los  sujetos  a  los  que  atribuyen  la 
personalidad  internacional.  Es  un  problema  complicado, 
porque  deriva  generalmente  de  la  solución  de  aquel  otro 
consistente  en  el  sujeto  de  la  soberanía  puesto  que  se  suele 
considerar  la  personalidad  como  simple  exteriorización  de 
la  soberanía.  Esta  restricción  del  concepto  de  personali- 
dad y  el  error  de  creer  la  soberanía  algo  indivisible  conduce 
a  creer  que  en  cada  Estado  no  pueda  haber  más  que  una 
persona  de  derecho  público.  Pero  por  el  contrario  tenemos 
el  ejemplo  del  sistema  constitucional  de  algunos  estados,. 
— el  inglés  es  típico — ,  en  los  que  la  personalidad  de  los  ór- 
ganos  no  excluye  la  del  Estado  mismo.  Y  en  en  el  derecho 
canónico  creo  encontrar  algo  semejante. 

Según  se  interpreta  el  canon  100  del  C.  I.  C,  hay  dos 
personas  morales  de  derecho  divino:  la  Iglesia  y  la  Santa 
Sede;  la  cuestión  se  reduce,  pues,  a  saber  si  ambas  personas 
tienen  un  aspecto  internacional  o  si  sólo  son  sujetos  capaces 
de  derechos  y  obligaciones  en  el  orden  interno  de  la  misma 
Iglesia. 

Algunos,  en  efecto,  niegan  la  personalidad  internacional 
de  la  Iglesia;  así  por  ejemplo  Trezzi  quien  después  de  ci- 
tar a  varios  autores  que  afirman  dicha  personalidad  y  otros 
que  la  niegan  afirma: 

«Por  más  que  la  Iglesia  tenga  los  atributos  de  un  Esta- 
do, tenga,  esto  es,  una  individualidad  propia  y  una  esfera  de 
independencia  de  acción  jurídica  (Fiore);  por  más  que  sea 
estable,  con  recursos  particulares  y  úna  autoridad  que  la 
dirige  (Calvo);  por  más  que  tenga  el  «spiritus  vitalis»,  la 
«consociatio  iuris»  y  el  «imperium»  requeridos  por  Grozio 
(Corsi);  por  más  que  sea  una  comunidad  distinta,  indepen- 


19  "Dans  ce  droit  intersouverain  la  personnalité  se  présente  come  l'ex- 
terieur  de  la  souveraineté",  afirma  Jarrigé :  Ob.  cit,  p,  326. 

20  Trezzi,  Mons.  Giuseppe :  La  posiziones  giuridica  della  Santa  Sede 
nél  diritto  internazionale...  Roma,  1929,  p.  35. 

21  "Per  Taffermativa  sonó  il  Fiore,  il  Chrétien,  il  De  Olivart,  il  Corsi, 
il  Calvo,  il  Billet".  Id. 

22  "Per  la  negativa  sonó  il  Heffter-Geffken,  il  De  Martens,  il  Pradier- 
Foderé,  il  Mérignac,  Bonfils,  Scaduto".  Trezzi:  Ob.  loe.  cit. 
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diente,  organizada,  tenga  pues,  los  caracteres  principales  de 
la  igualdad  de  los  Estados  (Billet);  nosotros  (Trezzi)  creemos 
que  no  sea  una  persona  jurídica  internacional  en  el  sentido 
estricto  de  la  palabra,  porque  los  Estados  y  la  Iglesia  existen 
con  diversa  naturaleza  y  sus  relaciones  son  diversas  de  aque- 
llas que  existen  entre  los  estados». 

La  dificultad  que  encuentra  el  autor  para  reconocer  la 
personalidad  de  la  Iglesia  se  desvanece  con  el  concepto  de 
soberanía  desarrollado  por  Le  Fur  — que  señalé  en  otro  lu- 
gar—  y  que  permite  la  división  de  la  misma  en  temporal  y 
espiritual;  y  por  otra  parte,  con  la  consideración  de  que  en 
el  orden  internacional  no  tiene  por  qué  haber  una  uniformi- 
dad y  simetría  absoluta  en  las  relaciones  — como  de  hecho 
no  la  hay;  baste  considerar  la  diversa  posición  que  asumen 
los  Estados  unitarios  y  los  que  pertenecen  a  una  confede- 
ración, o  los  protectorados — ,  así  mismo  atribuir  la  persona- 
lidad jurídica  internacional  a  la  Iglesia  no  significa  equipa- 
rarla absolutamente  a  los  Estados.  Por  esto  el  mismo  Trezzi, 
haciendo  la  salvedad  de  que  se  trata  más  bien  de  derecho 
«intersocial»  admite  luego  la  personalidad,  pero  siempre 
atribuyéndola  más  bien  a  la  Santa  Sede:  «En  sentido  amplio 
dice,  no  se  puede  negar  a  la  Iglesia  Católica,  especialmente 
€n  cuanto  se  afirma  y  se  organiza  en  torno  a  su  Jefe  visible, 
una  personalidad  internacional». 

Las  razones  que  da  el  insigne  canonista,  son  pues  más 
bien  formales,  y  termina  por  coincidir  substancialmente  con 
los  que  afirman  la  personalidad  jurídica  internacional  de  la 
Iglesia.  En  cambio  es  más  difícil  de  refutar  la  opinión  de 
quienes  llegan  a  tal  conclusión  porque  no  aceptan  la  misión 
sobrenatural  de  la  Iglesia,  su  fundación  divina;  para  ellos 
vale  principalmente  el  argumento  positivista  del  reconoci- 
miento efectivo  por  parte  de  los  Estados. 

Otros,  en  cambio,  aceptan  la  personalidad  de  la  Iglesia 
y  niegan  la  del  Sumo  Pontífice.  Así  Strupp  razona 
«Cuando  se  habla  del  Papa  o  de  la  Santa  Sede  se  trata  de 
los  órganos  supremos  de  la  Iglesia  Católica.  Esta  es  o  no  es 
sujeto  de  derecho  internacional,  pero  su  órgano  supremo 


23  Trezzi :  Ob.  cit.,  p.  36. 

24  Strupp,  M'.  K. :  Elementes  de  droit  international  public  üniversel, 
tomo  I,  págs.  44-45. 
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no  es  más  cuanto  no  lo  es  el  Jefe  del  Estado...  Es  evidente 
que  el  Papa  como  la  Santa  Sede  no  es,  desde  el  punto  de 
vista  jurídico,  más  que  un  órgano  de  la  Iglesia  católica.  Por 
su  parte  Michoud  afirma:  «El  órgano  tal  como  lo  acaba- 
mos de  definir,  no  es,  en  cuanto  tal,  una  persona  moral  con 
derechos  distintos  de  aquellos  de  la  persona  representada  o 
de  otros  órganos  de  la  misma  persona».  Como  es  fácil  apre- 
ciar, esta  teoría  aplicada  a  la  Iglesia  conduciría  a  negar  la 
personalidad  jurídica  de  la  Santa  Sede. 

Pero  ya  hemos  visto  que  la  doctrina  canónica  apoyán- 
dose firmemente  en  el  derecho  positivo  divino  (c.  100)  de- 
muestra la  existencia  de  una  personalidad  de  la  Iglesia  y 
otra  de  la  Santa  Sede.  Toda  la  cuestión  se  reduce  a  estable- 
cer cuáles  son  las  relaciones  que  interceden  entre  ambas.  Si 
se  piensa,  con  aquella  corriente  de  derecho  público  no  tan 
reciente,  que  se  trata  de  una  representación,  aparecen  más  cla- 
ramente en  el  derecho  internacional  las  dos  personas:  repre- 
sentante y  representado.  Por  el  contrario,  si  se  ve  en  la 
Santa  Sede  un  órgano,  — por  tanto  algo  interno,  constitu- 
tivo—  no  se  puede  diferenciar  tan  fácilmente  las  dos  perso- 
nalidades. Y  esto  parece  más  conforme  con  la  realidad. 

Es  preciso  reconocer  que  en  sus  relaciones  con  los  Es- 
tados, la  Iglesia  se  presenta  como  una  unidad  perfecta  a  tra- 
vés de  la  Santa  Sede.  La  Sede  Apostólica  es  el  verdadero 
centro  de  esa  unidad,  el  órgano  necesario  de  la  actividad 
internacional  de  la  Iglesia.  Ninguna  obligación,  ningún  dere- 
cho, puede  imputarse  a  la  Iglesia  si  no  ha  sido  contraído  por 
la  Santa  Sede.  En  el  campo  internacional  hay,  pues,  sólo  una 
personalidad  cjue  se  manifiesta.  Es  lo  que,  en  otras  palabras, 
afirma  Ottaviani;  y  desde  puntos  de  vista  un  tanto  dife- 
rentes, Obietti     Wagnon,     Bender,  etc.. 

Esta  manifestación  de  una  sola  personalidad  en  el  cam- 


25  Michoud:  Ob.  cit.,  p.  141. 

26  "Sumus  Pontifex  ita  personam  gerit  Ecciesia  ut,  sive  ipsum  ipsius- 
que  sucessoribus  sive  Ecclesiam  dicas  subiectu'm  obligationis  contractualis, 
bene  utrumque  dicere  possis".  Ottaviani:  Ob.  cit.,  vol.  II,  p.  301. 

27  Obietti:  Ob.  cit.,  Liber  II,  De  Pers'onis,  p.  120, 

28  Wagnon:  Ob.  cit.  "Traiter  avec  le  Souverain  Pontifex,  ou  avec  le 
Saint-Siége,  c'est  traiter  avec  lEglise  meme",  p.  34-  Sin  embargo,  para  este 
autor  la  verdadera  persona  internacional  es  la  Iglesia  y  la  Santa  Sede  sólo  el 
órgano  que  participa  de  la  personalidad  del  todo. 

29  Bender:  Iiis  Puhlicum  Ecclesiasticum,  p.  218. 
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po  internacional,  ¿significa  negar  la  existencia  de  una  de  las 
dos  personas  morales  de  derecho  divino  señaladas  por  el  ca- 
non 100?  De  ninguna  manera,  el  hecho  es  que  hay  una  rela- 
ción como  de  la  parte  al  todo;  de  la  parte  principal  y  direc- 
triz, el  todo;  de  la  cabeza  al  cuerpo.  Y  es  sólo  esa  parte 
principal,  la  cabeza,  la  que  se  manifiesta  capaz  en  el  campo 
internacional.  En  el  orden  interno  de  la  Iglesia,  muchas  de 
sus  partes  tienen  esa  capacidad  jurídica  que  es  la  esencia 
jurídica  de  la  personalidad,  y  la  misma  Santa  Sede  como 
órgano  supremo  tiene  también  una  personalidad  especial  y 
distinta  del  todo,  de  la  Iglesia  como  conjunto  de  fieles,  auto- 
ridad, fines  y  medios.  La  Sede  Apostólica  tiene,  pues,  una 
personalidad  que  se  manifiesta  tanto  en  el  campo  del  dere- 
cho interno  como  en  el  internacional  y  en  éste,  es  el  órgano 
único  de  la  Iglesia.  En  cambio  la  Iglesia  Católica  misma,  ma- 
nifiesta su  personalidad  propia  en  el  derecho  interno  y  en 
el  externo  sólo  a  través  de  la  Santa  Sede  y  confundida  con 
aquélla  que  no  es  sino  su  parte  principal. 

Contra  esta  teoría  de  que  la  Iglesia  y  la  Santa  Sede  se 
presentan  en  las  relaciones  internacionales  como  una  persona 
única,  se  podría  tal  vez  objetar  que  hay  ciertas  obligaciones 
que  se  dirigen  directamente  al  Gobierno  Central  de  la  Igle- 
sia y  otras  no. 

Es  verdad  que,  en  un  concordato,  por  ejemplo,  se  pue- 
den establecer  derecho  y  obligaciones  que  se  refieran  par- 
ticularmente a  un  órgano  de  la  Iglesia  distinto  de  la  Santa 
Sede,  V.  gr.  los  obispo  de  una  nación,  el  clero,  etc.,  o  un 
grupo"  de  fieles.  Pero  esto  no  significa  que  tales  sujetos  asu- 
man la  responsabilidad  internacional,  que  sean  los  que  se 
obligan  o  lo  que  pueden  reclamar  algo  al  Estado,  por  sí  mis- 
mos. Es  la  Iglesia  por  medio  de  la  Sede  Apostólica  el  verda- 
dero sujeto;  sus  partes  sólo  pueden  ser  destinatarias  indirec- 
tas de  las  normas  establecidas  y  por  esto  su  personalidad  se 
manifiesta  sólo  en  el  derecho  interno,  en  el  externo  hay  una 
unidad  perfecta  frente  al  Estado. 


30  Tal  afirma  Wagnon :  "Les  ressortissants  des  sociétés  contractantes 
seront  destinataires  de  la  norme  internationalement  convenue;  mais  les  socié- 
tés elles-memes  sont  les  seuls  sujets  de  robligation  internationales  et  du  dro-t 
qui  y  correspond".  Ob.  cit.,  p.  214.  Este  autor,  sin  embargo,  no  da  toda  Ja 
importancia  a  la  posición  de  la  Santa  Sede,  cuya  personalidad  de  derecho  In- 
ternacional niega. 
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Veo  confirmada  esta  doctrina  por  el  examen  del  Mo- 
dus  Vivendi  con  el  Ecuador.  El  empleo  indistinto  de  los  tér- 
minos «Santa  Sede»  e  «Iglesia  Católica»,  — que  ya  señalé — 
indica  esta  unidad  del  sujeto  internacional.  Precisa  la  idea, 
nos  revela  la  posición  de  dependencia  de  la  una  a  la  otra,  el 
hecho  de  que  en  la  cláusula  introductoria  figura  el  Romano 
Pontífice  — ya  hemos  visto  que  en  calidad  de  Supremo  Pas- 
tor de  la  Iglesia —  como  sujeto  directo  del  tratado.  El  es  el 
que  declara,  conjuntamente  con  el  Jefe  del  Estado  Ecuato- 
riano, el  deseo  de  establecer  relaciones  amistosas  con  el 
Ecuador,  y  por  esto,  él  es  quien  nombra  su  representante; 
luego  la  Santa  Sede  es  quien  procede  a  la  ratificación  del 
Modus  Vivendi;  es  quien,  de  acuerdo  con  el  art.  IX  del  mis- 
mo, está  llamada  a  interpretarlo  conjuntamente  con  el  Esta- 
do, etc.  En  una  palabra,  para  las  relaciones  con  el  Estado 
hay  un  solo  sujeto  y  en  las  relaciones  internas  de  este  sujeto 
hay  una  dependencia  absoluta  al  Organo  Supremo  que  es  la 
Santa  Sede.  Sólo  éste  es  capaz  y  responsable  frente  al  Esta- 
do; pero  las  obligaciones  que  contrae  pueden  recaer  sobre 
otros  órganos  o  grupos  de  sus  fieles;  e  igualmente  los  dere- 
chos y  garantías  que  le  son  reconocidos,  pueden  referirse  a 
éstos  últimos.  Lo  dicho  se  comprueba  claramente  con  varios 
artículos  del  Modus  Vivendi:  el  1.°  se  refiere  ala  Iglesia  Cató- 
lica en  el  Ecuador  (ya  expuse  como  no  habría  sido  jurídica- 
mente posible  extenderlo  más);  el  cuarto,  se  dirige  «al  clero 
ecuatoriano»,  el  octavo  a  los  ordinarios  del  Ecuador,  etc. 

El  Modus  Vivendi,  reconoce  pues,  implícitamente,  no 
sólo  la  personalidad  jurídica  internacional  de  la  Iglesia,  de 
un  modo  un  tanto  vago  e  indeterminado,  sino  que  revela 
además  con  precisión  el  sujeto  de  tal  personalidad  y  las  re- 
laciones internas  del  mismo  (entre  la  parte  y  el  todo)  que 
tienen  una  repercusión  en  el  ámbito  internacional. 

13. — El  sujeto:  El  Sumo  Pontífice 
y  la  Santa  Sede 

Para  dejar  perfectamente  determinado  el.  sujeto  de  las 
relaciones  internacionales  que  aparece  reconocido  en  el  Mo- 
dus Vivendi  — conforme  a  cuanto  he  expuesto —  sólo  que- 
daría por  establecer  si  en  este  caso  por  la  «Santa  Sede»  se 
debe  entender  de  acuerdo  con  el  canon  7  «non  solum  Ro- 
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manus  Pontifex,  sed  etiam,  Congregationes,  Tribunalis,  Of- 
ficia,  per  quae  idem  Romanus  Pontifex  negotia  Ecclesiae 
universae  expediré  solet»  o,  según  el  mismo  canon,  sólo  el 
mismo  Romano  Pontífice  si  «ex  rei  natura  vel  sermonis  con- 
textu  aliud  appareat». 

Por  el  hecho  mismo  de  la  celebración  del  Modus  Viven- 
di,  en  la  que  intervino,  sobre  todo  para  la  ratificación,  la 
Secretaría  de  Estado,  quizá  puede  deducirse  que  el  sujeto 
cuya  personalidad  se  reconoce  en  el  derecho  internacional  es 
la  Santa  Sede,  entendida  conforme  a  la  primera  parte  del  ca- 
non 7.;  es  decir  no  sólo  como  el  Sumo  Pontífice  sino  también 
el  conjunto  de  Congregaciones  etc.  Por  la  índole  de  algunas 
disposiciones,  en  cambio,  parece  referirse  sólo  al  Papa;  es  el 
caso  del  envío  de  los  nuncios  (Art.  6)  que  de  acuerdo  con 
el  canon  265  compete  directa  y  exclusivamente  al  Romano 
Pontífice.  Pero  en  todo  caso  la  distinción  parece  superflua 
en  la  práctica,  pues  ya  he  demostrado  como  la  Santa  Sede 
se  manifiesta  en  el  Modus  Vivendi  como  Organo  Supremo 
la  Iglesia  e  íntimamente  unida  a  ella,  como  la  cabeza  al 
cuerpo,  de  modo  de  presentar  en  este  aspecto  internacional 
una  misma  personalidad,  y  por  otra  parte,  es  bien  sabido 
que  todas  las  «causas  mayores»  (canon  220)  se  reservan  al  Ro- 
mano Pontífice;  nada  grave  o  extraordinario  pueden  resol- 
ver las  congregaciones,  tribunales  etc.,  sin  consultar  con  el 
Papa  (canon  244  §  1),  al  mismo  tiempo  que  para  ejercer  mu- 
chas de  las  atribuciones  reservadas  personalmente  al  Roma- 
no Pontífice,  se  suele  valer  de  dichos  órganos.  De  modo  que 
€s  inútil  empeñarse  en  distinguir  lo  que  aparece  tan  unido, 
sobre  todo  en  el  plano  internacional.  En  el  derecho  interno 
sí  puede  tener  interés. 

Creo,  pues,  haber  demostrado  que  el  Modus  Vivendi 
es  un  verdadero  tratado  internacional  — o  intersocial  para 
mayor  precisión —  contraído  entre  el  Ecuador  y  la  Santa 
Sede  como  Organo  Soberano  de  la  Iglesia,  de  donde  se  de- 
duce que  el  Estado  ecuatoriano  ha  reconocido  la  personali- 
dad jurídica  internacional  de  la  Iglesia  Católica  conjunta- 
mente con  su  Organo  Máximo  y  representativo.  Pero 
además  de  este  reconocimiento  implícito,  encuentro  en  va- 
rias cláusulas  del  Acuerdo  reconocimientos  explícitos  y  ex- 
presos de  varios  atributos  y  consecuencias  de  esa  personali- 
dad; es  lo  que  paso  a  demostrar. 
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14.— Reconocimiento  explícito 

Las  consecuencias  de  la  personalidad  internacional  de 
derecho  público  coinciden  con  las  de  la  soberanía  — bajo 
cuyo  aspecto  han  sido  más  estudiadas — ,  ya  que  las  perso- 
nas jurídicas  públicas  en  sus  mutuas  relaciones  son  capaces 
de  decidir  en  última  instancia  sobre  las  obligaciones  que 
contraen  y  los  derechos  que  ejercen,  y  en  esto  consiste  el 
aspecto  externo  de  la  soberanía. 

La  soberanía  intrínsecamente  supone,  pues,  la  indepen- 
dencia, la  potestad  de  obrar  libremente  respecto  de  toda 
otra  autoridad  o  sociedad  de  la  misma  especie. 

Aquella  libertad  significa  que  existe  una  esfera  dentro 
de  la  cual  cada  entidad  soberana  puede  actuar,  conforme  al 
derecho.  Esas  esferas  de  acción  no  están  delimitadas  estric- 
tamente por  el  territorio  ni  aun  en  las  relaciones  entre  los 
Estados;  y  en  el  caso  de  la  Iglesia  frente  al  Estado,  el  crite- 
rio de  delimitación  es  absolutamente  contrario;  en  un  mismo 
territorio  y  sobre  los  mismos  individuos  se  pueden  ejercer 
las  dos  potestades  de  orden  diverso.  Así  pues,  los  problemas 
de  libertad  de  organización  y  autogobierno  de  la  Iglesia  tie- 
nen una  doble  faz:  por  una  parte  derivan  de  los  poderes  de 
la  soberanía  en  cuanto  atributo  interno,  y  por  otra  revelan 
la  personalidad  de  derecho  público  externo,  ya  que  de  la 
solución  de  esos  problemas,  de  la  amplitud  que  se  reconoz- 
ca a  esos  poderes,  depende  la  limitación  de  las  esferas  de 
acción  de  la  Iglesia  y  el  Estado. 

Así  pues,  varios  artículos  del  Modus  Vivendi,  que  se 
refieren  a  libertades  y  atribuciones  de  la  Iglesia  en  el  Ecua- 
dor, significan  por  una  parte  un  reconocimiento  del  aspecto 


31  Con  esto  no  se  niega  la  sujeción  a  una  autoridad  de  diverso  orden; 
por  ejemplo,  los  Estados,  soberanos  en  el  orden  político  y  civil,  no  pueden 
disponer  en  última  instancia  en  el  moral  o  religioso,  y  están  sometidos  natu- 
ralmente a  la  autoridad  competente  en  aquellos  aspectos.  Y  tampoco  se  ex- 
cluye la  posibilidad  de  la  jurisdicción  superestatal  porque  tal  jurisdicción 
tendría  un  carácter  diverso  del  de  lo  estatal  (no  radicaría  en  un  "Estada 
de  Estados"  ;  tal  cosa  no  han  pretendido  ser  ni  la  Sociedad  de  las  Naciones 
ni  la  O.  N.  U.),  y,  por  otra  parte,  podría  depender  de  la  voluntaria  renuncia 
por  parte  de  los  Estados  de  una  parte  de  sus  atribuciones,  y  esa  voluntarie- 
dad de  la  renuncia  pone  a  salvo  su  soberanía,  ya  que  en  último  término  se- 
rían los  Estados  mismos  los  últimos  en  decidir  aún  de  la  existencia  mism.x 
de  la  Sociedad  que  pudiera  ejercer  aquella  jurisdicción. 
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interno  de  la  personalidad  de  la  Iglesia  y  por  otra,  de  su  as- 
pecto externo,  en  cuanto  limitan  las  atribuciones  del  Estado. 
Deberían,  pues,  ser  estudiados  tanto  en  este  capítulo  como 
en  el  siguiente,  pero  para  evitar  repeticiones  (y  aun  a  riesgo 
de  perder  un  tanto  el  sistema)  preferiré  aducir  en  cada  tema 
aquellas  disposiciones  más  aptas  para  probar  el  asunto,  se- 
ñalando incidentalmente  su  valor  demostrativo  en  otros  ar- 
gumentos, respecto  de  los  cuales  no  tienen  una  importancia 
tan  decisiva. 

La  libertad  jurídica  de  la  acción  eclesiástica  está  consa- 
grada particularmente  en  el  artículo  primero,  en  términos 
generales;  en  el  segundo  concretándose  a  un  ramo  impor- 
tantísimo: la  enseñanza;  en  el  tercero,  a  otro  no  menos  vital: 
la  evangelización  y  labor  de  civilización;  en  el  quinto,  a  la 
actividad  civil  y  económica  privada;  en  el  séptimo,  a  la  or- 
ganización jerárquica  y  en  la  Convención  Adicional  se  seña- 
lan pormenores  de  la  libertad  de  enseñar  y  ejercer  el  apos- 
tolado (arts.  1  y  2). 

Hay  pues,  una  esfera  de  atribuciones  que  se  reconoce 
como  propia  de  la  Iglesia  y  de  la  cual  se  excluye  al  Estado 
o  en  la  cual  sólo  puede  intervenir  en  colaboración  con  ella. 
Indudablemente  todo  esto  refuerza  el  reconocimiento  de  la 
personalidad  pública  de  la  Iglesia  en  su  aspecto  internacio- 
nal. Pero  quizá  todos  estos  argumentos  tienen  mayor  interés 
tomados  como  prueba  del  reconocimiento  del  aspecto  in- 
terno de  aquella  persona  jurídica,  por  lo  cual  me  detendré  a 
examinarlos  en  el  capítulo  siguiente. 

15. — lus  Legationis 

En  cambio,  otra  de  las  consecuencias  de  la  personalidad 
jurídica  pública  tiene  una  trascendencia  predominante  en  el 
derecho  externo:  me  refiero  a  las  relaciones  diplomáticas. 

Relaciones  de  ese  género  sólo  pueden  entablarse,  y  más 
si  es  con  carácter  permanente,  entre  sociedades  sui  iuris. 

Ahora  bien,  el  Modus  Vivendi  reconoce  de  diversas 
formas  el  derecho  de  la  Iglesia  a  mantener  relaciones  estric- 
tamente diplomáticas  y  con  carácter  permanente. 

No  cabe  insistir  sobre  el  hecho  mismo  de  las  negocia- 
ciones y  de  la  conclusión  del  Tratado  que  ya  señalé  como 
reconocimiento  intrínseco.  Ni  tampoco  me  detendré  en  el 
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deseo  manifestado  por  las  Altas  Partes,  en  la  cláusula  intro- 
ductoria de  «establecer  relaciones  amistosas  entre  la  Santa 
Sede  y  el  Ecuador». 

Tiene  más  valor  el  artículo  noveno  en  el  que  las  Altas 
Partes  se  comprometen  a  no  zanjar  de  un  modo  unilateral 
los  conflictos  que  pudieren  surgir  sobre  la  interpretación  del 
mismo  Convenio  o  sobre  cuestiones  afines,  de  mutuo  inte- 
rés. Se  debe  recurrir  en  dichos  casos  «al  mismo  criterio  de 
amistosa  inteligencia  que  ha  inspirado  el  presente  Modus 
Vivendi».  Y  por  consiguiente,  habrá  que  proceder  por  los 
mismos  medios:  las  negociaciones  diplomáticas.  Esta  fué  la 
interpretación  auténtica  que  dieron  los  mismos  negociado- 
res al  artículo  en  referencia,  cuando  procedieron  a  elaborar 
la  Convención  Adicional.  No  puede,  pues,  la  ley  del  Esta- 
do o  de  la  Iglesia  modificar,  sin  contar  con  la  otra  parte,  lo 
establecido.  Las  materias  reguladas  en  el  Modus  Vivendi, 
tienen,  por  así  decirlo  — con  palabras  impropias  pero  expre- 
sivas—  un  fuero  especial  que  las  substrae  de  la  libre  dispo- 
sición por  parte  del  legislador. 

Hay  pues,  en  el  artículo  noveno  una  disposición  que 
sustrae  al  arbitrio  de  las  partes  por  sí  solas  la  regulación  de 
sus  mutuas  relaciones,  y  al  contrario,  un  compromiso  de 
proceder  amistosamente,  como  en  el  acto  presente,  es  decir 
por  vías  diplomáticas. 

Pero  el  artículo  sexto  es  definitivo:  establece  los  órga- 
nos principales  requeridos  por  aquellas  relaciones. 

No  cabe  la  menor  duda  sobre  carácter  diplomático  del 


32  Dice  así:  "En  la  resolución  de  cualquier  otro  asunto  que  les  interese 
recíprocamente,  las  Altas  Partes  contratantes  procederán  con  el  mismo  cri- 
terio de  amistosa  inteligencia  que  ha  inspirado  el  presente  Modus  Vivendi". 

33  "La  Santa  Sede  y  el  Gobierno  del  Ecuador,  considerando  que  el 
artículo  9  del  Modus  Vivendi,  concluido  hoy,  establece  que  en  la  interpreta- 
ción de  sus  cláusulas  y  en  la  resolución,  de  cualquier  otro  asunto  que  les  in- 
terese recíprocamente,  las  Altas  Partes  contratantes  procederán  con  el  mis- 
mo criterio  de  amistosa  inteligencia  que  ha  inspirado  dicho  Convenio,  acuer- 
dan la  siguiente  convención  adicional,  que  formará  parte  integrante  del  mis 
irio".  Esta  convención,  destinada  a  interpretar  y  completar  el  M.  V.,  se  rea- 
lizó por  taedios  estrictamente  diplomáticos,  con  la  intervención  del  Nuncio 
y  del  Canciller  como  negociadores. 

24  ^  "A  fin  de  mantener  las  relaciones  amistosas  entre  la  Santa  Sede  y 
la  República  del  Ecuador,  cada  una  de  las  Altas  Partes  acreditará  su  Re- 
presentante en  la  Otra.  El  Nuncio  que  nombrare  Su  Santidad  residirá  ante 
la  Santa  Sede.  El  Nuncio,  conforme  a  la  costumbre  universal,  será  el  Decano 
del  Cuerpo  Diplomático. 
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enviado  del  Papa  y  del  que  ante  la  Santa  Sede,  representa  al 
Gobierno  Ecuatoriano.  Tal  cosa  está  clarísimamente  de- 
mostrada por  los  nombres  mismos  dados  a  tales  represen- 
tantes (Nuncio  y  Plenipotenciario)  y  que  siempre  designan 
los  titulares  de  cargos  diplomáticos  de  primer  orden.  Con- 
firma todavía  el  universal  uso  de  los  términos,  la  misión  que 
tienen  esos  personajes:  representar  a  las  Altas  Partes,  a  fin 
de  mantener  las  amistosas  relaciones  ¿A  quiénes  si  no  es  a 
los  diplomáticos  compete  tal  misión?  Y  para  mayor  abun- 
dancia aún,  se  reserva  al  Nuncio  «conforme  a  la  costumbre 
universal»  el  Decanato  del  Cuerpo  Diplomático.  De  este 
modo,  el  representante  de  la  Santa  Sede,  no  sólo  está  ple- 
namente reconocido  como  diplomático  por  parte  del  Ecua- 
dor, sino  que  obtiene  un  primado  de  honor  entre  sus  cole- 
gas en  vista  de  la  preminencia  de  la  Santa  Sede  sobre  los 
Estados,  debida  a  su  dignidad  de  Sociedad  sobrenatural. 

Es  de  observar  que  en  los  proyectos  que  precedieron 
el  texto  definitivo  del  Modus  Vivendi  se  decía  que  cada  una 
de  las  partes  «podrá  nombrar»...  y  en  el  definitivo  dice  «cada 
una  de  las  Altas  Partes  acreditará».  De  modo  que  el  intercam- 
bio de  plenipotenciarios  es  no  sólo  una  atribución  sino  tam- 
bién un  deber  conscientemente  contraído. 

También  es  notable  que  los  artículos  tercero  y  cuarto 
de  la  Convención  Adicional,  señalen  atribuciones  especiales 
que  competen  al  Nuncio  como  medianero  entre  el  Gobierno 
del  Ecuador  y  la  Iglesia,  y  más  precisamente,  entre  el  pri- 


35  El  canon  267  §  i  señala  la  misión  diplomática  de  los  nuncios: 
"fovent,  secundum  normas  a  Sancta  Sede  receptas,  relationes  inter  Sedeni 
Apostolicam  et  civilia  Gubernia  apud  quae  legatione  stabile  fungtintur". 

36  Pongo  casi  excesivo  empeño  en  demostrar  esta  cosa  tan  clara.  Pero 
téngase  en  cuenta  que  ha  habido  quienes  negaran  el  carácter  diplomático  de 
los  Nuncios  en  general,  alegando  que  tienen  jurisdicción  eclesiástica  y  asi 
intervienen  en  los  asuntos  internos  del  paíe,  lo  cual  seria  reñido  con  su  posi- 
ción de  diplomáticos.  El-  argu'menío  es  de  ningún  valor  teórico,  baste  consi- 
derar que  cualquier  Embajador  puede  ejercer  actos  jurisdiccionales  impo'- 
tantísimos  sobre  sus  conacionales  e  intervenir  de  este  modo  en  asuntos  inter- 
nos del  país  ante  el  cual  está  acreditado,  y  lo  mismo  puede  decirse  de  un 
Cónsul,  ante  quien,  por  ejemplo,  puede  constituirse  una  compañía  para  ex- 
plotar riquezas  en  el  país  en  que  reside,  o  puede  abrirse  una  sucesión,  etc.  Más 
argumentos  teóricos  se  podrían  aducir  para  refutar  la  opinión,  errada,  que,  por 
otra  parte,  no  tiene  mayor  difusión  y  se  opone  a  cuanto  afirman  la  grandí- 
sima mayoría  de  los  internacionalistas ;  pero  baste,  siguiendo  el  método  ge- 
neral de  este  trabajo,  la  demostración  de  que  de  hecho  el  Nuncio  Apostólico 
es  reconocido  como  diplomático  por  un  Estado,  y  lo  es  por  muchos  'más. 
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mero  y  las  comunidades  religiosas  del  país,  para  la  distribu- 
ción de  la  compensación  pagada  por  el  Gobierno  por  los 
bienes  nacionalizados  de  aquéllas,  y  para  el  caso  de  que  el 
Estado  necesite  ocupar  algún  monasterio. 

No  queda,  pues,  la  menor  duda  de  que  el  Ecuador  en 
este  Documento  ha  reconocido  el  derecho  de  la  Santa  Sede 
a  enviar  y  recibir  agentes  diplomáticos,  cosa  que  es  propia 
de  las  Sociedades  Soberanas,  con  personalidad  Internacional. 

16.  — lus  Communicandi 

Por  otra  parte,  no  se  encuentra  en  el  texto  de  !Modus 
'Vivendi  ninguna  de  esas  restricciones  a  la  libre  comunicación 
entre  la  Santa  Sede  y  sus  representantes,  que  si  bien  tal  vez 
no  significan  una  negación  de  su  personalidad  internacional, 
de  todos  modos  van  en  detrimento  de  ella,  y  que  han  pe- 
sado otros  tiempos  sobre  la  libertad  de  la  Iglesia.  No  sola- 
mente no  hay  ninguna  reminiscencia  del  «execuatur»,  o  del 
«placet»  gubernamentales,  sino  que,  además  de  las  garantías 
generales  del  artículo  primero,  en  las  dos  primeras  cláusulas 
de  la  Convención  Adicional,  se  reafirma  la  libertad  de  «pre- 
dicar, exponer  y  defender  la  doctrina  dogmática  y  moral 
católica»  que  compete  al  Clero,  y  la  libertad  de  publicar  los 
documentos  pontificios  por  parte  de  la  diócesis,  como  tam- 
bién los  demás  documentos  episcopales  y  de  «exposición  y 
defensa  de  la  doctrina...» 

17.  — Conclusión 

Hay  pues,  en  el  !Modus  Vivmdi  un  reconocimiento  explí- 
cito de  la  hbertad  de  comunicarse  la  Iglesia,  por  medio  de  la 
Jerarquía,  con  los  fieles;  libertad  equiparable  a  la  que  com- 
pete a  un  Estado  respecto  de  sus  funciouarios  (diplomáticos 
o  consulares)  en  el  exterior. 

Pretendo  de  este  modo  haber  demostrado  que  en  el 
documento  que  estudio,  hay  disposiciones  que  afirman  la 
existencia  de  una  esfera  de  acción  propia  de  la  Iglesia,  en  la 
cual  le  compete  plena  libertad  y  autonomía;  que  se  recono- 
ce así  mismo,  en  modo  innegable  y  absoluto  el  «ius  legatio- 
nis»  activo  y  pasivo  de  la  Santa  Sede,  y  el  derecho  de  libre 
e  inviolable  comunicación  con  sus  órganos  jerárquicos  infe- 
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riores,  y  a  través  de  ellos  — y  no  se  niega  en  modo  alguno 
que  también  directamente — ,  con  los  fieles.  Todo  esto  sig- 
nifica reconocer  una  serie  de  consecuencias  importantísimas 
de  la  Personalidad  jurídica  Pública  de  la  Iglesia,  de  un  modo 
explícito,  y  por  ende,  indirectamente,  significa  el  reconoci- 
miento de  la  misma  personalidad  en  su  aspecto  externo, 
principalmente. 


IV 

ASPECTO  INTERNO  DE  LA  PERSONALIDAD 
DE  LA  IGLESIA 


Habiendo  demostrado  el  reconocimiento  de  la  perso- 
nalidad jurídica  de  la  Iglesia  en  su  aspecto  externo,  corres- 
ponde examinarlo  ahora  en  el  interno. 

Así  como  en  las  relaciones  internacionales  la  personali- 
dad de  la  Iglesia  se  presenta  unitaria  y  de  derecho  público,  ^ 
en  el  derecho  interno  aquella  misma  personalidad  asume 
caracteres  tan  notables  en  el  derecho  público  como  en  el  pri- 
vado por  lo  cual  requiere  un  particular  estudio  desde  cada 
punto  de  vista;  y  por  otra  parte,  además  de  la  persona  uni- 
taria de  la  Iglesia  coexisten  con  ella  otras  entidades  sui  iuris. 

Examinaré,  pues,  el  reconocimiento  del  aspecto  de  de- 
recho público  interno  y  luego  del  privado,  procurando  de- 
terminar en  cada  caso  el  sujeto  o  los  sujetos  de  la  persona- 
lidad de  cada  espacio. 

En  la  demostración  de  cada  capítulo  me  limito  a  aducir 
además  de  la  disposición  expresa  del  artículo  5  del  Modus 
Vivendi,  las  características  naturales  propias  de  la  perso- 
nalidad de  la  Iglesia  contenidas  en  ese  documento.  En  el  si- 
guiente, analizaré  los  poderes  que  derivan  de  la  índole  so- 
brenatural de  la  Iglesia. 

En  este  cuadro  se  indica  la  división  de  la  parte  del  tra- 
bajo que  queda  por  desarrollar: 


Cap.  IV.  As- 
pecto In- 
terno 


En  el  Derecho  Público 


La  Iglesia  Universal 
La  Iglesia  ecuatoriana, 
Las  diócesis,  etc. 


La  Iglesia  Universal 
Otras  instituciones: 


En  el  Derecho  Privado 


diócesis,  parroquias, 
comunidades... 


\ 


Cap.  V.  As- 


lus  docendi 
lus  predicandi 

Derecho  de  establecer  misiones,  etc. 


pecto  so- 
brenatural 


I  Las  cuestiones  de  derecho  privado  son  de  ínfima  i'mportancia  en  las 
relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  y  la  capacidad  de  aquélla  en  el  dere- 
cht)  privado  es,  sobre  todo,  una  derivación  de  su  capacidad  en  el  público. 
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1.  — En  el  derecho  público 

En  la  introducción  me  esforcé  por  establecer  una  distin- 
ción entre  personas  públicas  y  privadas,  tanto  en  el  derecha 
canónico  como  en  la  doctrina  civil.  Aquí  interesan  ambas  y 
aún  otra  más:  Dicha  distinción  en  el  derecho  positivo  ecua- 
toriano. Hasta  podría  parecer  suficiente  el  examen  de  esta 
última  para  conocer  la  posición  de  la  Iglesia  en  el  Ecuador, 
Pero  sería  erróneo;  el  derecho  concordatorio,  en  efecto,  es- 
tablece un  nuevo  ordenamiento  jurídico  unitario  que  obhga 
a  las  Partes  contrayentes  y  deroga  las  disposiciones  propias 
de  los  derechos  internos  de  cada  una  de  ellas  en  cuanto  se 
opongan  a  lo  pactado  de  mutuo  acuerdo.  Será,  pues,  impor- 
tante en  este  capítulo  tener  presentes  las  normas  de  dere- 
cho canónico,  de  derecho  ecuatoriano  y  la  del  Modus  Vi- 
vendi. 

2.  — Antecedentes  históricos 

La  Iglesia  fué  expresamente  considerada  persona  de  de- 
recho público  en  el  Ecuador  por  las  Constituciones  Políticas 
dictadas  a  partir  de  la  Independencia  hasta  aquélla  de  1905 
(cf.  art.  29;  y  en  la  de  1929,  art.  155),  pero  ya  hemos  visto 
como  en  las  varias  épocas  asumió  características  muy  di- 
versas: 

Antes  del  Concordato  de  1862  esa  personalidad  pública 
era  estrictamente  de  derecho  interno  — no  se  desconocía 
formalmente  la  de  derecho  internacional  de  la  Santa  Sede  y 
la  Iglesia,  pero  se  disminuían  de  ¡acto  muchos  de  los  derechos 
correspondientes  a  ella — ,  la  Iglesia  en  el  Ecuador  estaba 
equiparada,  pues,  a  las  entidades  públicas  del  Estado;  era 
como  un  ministerio  más,  o  como  un  Poder  más,  al  lado  del 
Ejecutivo,  el  Judicial  y  el  Legislativo;  parte  integrante  de  la 
Constitución  del  Estado,  sometida  al  capricho  del  legisla- 
dor y  a  las  normas  de  interdependencia  de  las  entidades  de 
la  Administración.  Esta  personalidad  pública  encuadra  en  el 
derecho  del  Estado  que  se  proclama  Patrono  por  su  cuenta, 
significaba  sin  embargo  para  la  Iglesia,  la  seguridad  de  varias 
garantías:  el  fuero  eclesiástico,  el  derecho  de  recaudar  con- 
tribuciones de  los  fieles  etc..  pero  también  traía  consigo  las 
restricciones  propias  de  las  personas  jurídicas  públicas  ex- 
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elusivamente  del  orden  interno  de  un  Estado:  intervención 
de  las  autoridades  de  éste  en  el  nombramiento  de  todas  las 
dignidades  y  oficios,  ingerencia  en  la  administración  de  los 
bienes,  en  el  ejercicio  de  su  misión  evangelizadora... 

El  Concordato  de  1862,  reconociendo  la  personalidad 
jurídica  internacional,  da  a  la  misma  en  cuanto  se  refiere  al 
derecho  interno  una  nueva  modalidad.  La  Iglesia  es  de  De- 
recho Público,  pero  esto  no  significa  que  sea  un  órgano 
constitucional  del  Estado,  sino  que  asume  tal  posición  por 
derecho  propio,  por  su  fin  y  la  potestad  de  que  goza  y  que 
le  es  reconocida  por  el  Convenio. 

Con  la  ruptura  y  desconocimiento  unilateral  del  Con- 
cordato efectuadas  ilegalmente  por  el  Gobierno  del  Ecuador 
en  1906,  la  Iglesia  quedó,  como  dice  el  Dr.  Tobar  Donoso 
«sin  personalidad  segura  y  precisa»  aunque  «tuvo  al  menos 
la  libertad  para  dirigir  sus  negocios  peculiares  y  comunicarse 
directamente  con  la  Santa  Sede».  ^ 

La  situación  era  realmente  obscura.  El  art.  19  de  la 
Constitución  decía  «No  se  reconocen  otras  instituciones  de 
Derecho  Público,  que  el  Fisco,  las  Municipalidades  y  los  es- 
tablecimientos costeados  por  el  Estado».  ^  Pero,  ¿puede  el 
legislador  de  un  Estado  dictar  unilateralmente  una  norma 
en  abierta  oposición  con  un  pacto  internacional?  Evidente- 
mente aceptar  esto  equivale  a  desconocer  el  mismo  Derecho 
de  Gentes  que  se  funda  en  la  norma  «pacta  sunt  servan- 
da».  ^  El  Estado  Hberal  afirmaba  pues,  su  omnipotencia  jurí- 


2  Tobar  Donoso,  Julio :  Las  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado 
Ecuatoriano.  Quito,  1938,  pág.  32. 

3  Nótese  el  criterio  vago  y  la  terminología  imprecisa  usada  por  el  le- 
gislador:  el  "Fisco",  en  la  época  romana  designaba  el  tesoro  privado  del 
Emperador ;  con  el  Estado  de  policía,  es  la  primera  fórmula  para  someter 
¡el  Estado  al  Derecho,  pero  se  refiere  a  una  personalidad  civil  y  privada  del 
Estado  Y  en  cuanto  a  la  expresión  "establecimientos  costeados  por  el  Es- 
tado", es  de  una  flexibilidad  excesiva. 

4  Dice  V^agnon,  Henry,  en  Concordáis  et  droit  inter^vational,  Gem- 
bloux,  1935,  "Au  point  de  vue  des  principes,  la  chose  parait  claire:  la  foi 
jurée  des  traités  defend  de  fagon  absolue  aux  parties  de  porter  unilatéra- 
lement  atteinte  á  la  réglementation  oonvenue ;  les  conventions  diplomatiques 
sont  en  principie  inviolables.  II  ne  peut  etre  done  question  de  reconnaitre 
aux  parties  le  droit  Ten  supprimer  des  clauses,  meme  en  inscrivant  dans 
leur  droit  constitutionel  un  principe  en  desacord  avec  le  traité",  pág.  236, 
y  en  otro  sitio:  "Les  lois  ordinaires  peuvent  etre  interprétées  authentique- 
mente  par  le  parlement...  en  aucun  occasion  le  pouvoir  exécutif  n'a  mission 
d'interpréter  une  loi.  Au  contraire,  lorsqu'il  s'agit  des  normes  internatio- 
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dica,  y  para  quitar  dudas  sobre  su  respecto  a  la  fe  jurada,  el 
art.  6  de  la  misma  Constitución  dice:  «La  Constitución  es  la 
Ley  Suprema  de  la  República.  Por  tanto  no  tendrán  valor 
alguno  las  leyes,  decretos,  reglamentos,  órdenes,  disposicio- 
nes, pactos  o  tratados  públicos  que  en  cualquier  modo,  es- 
tuvieren en  contradicción  con  ella,  o  se  aparten  de  su  tex- 
to». La  disposición  parece  tener  carácter  retroactivo,  pero, 
¿podía  extenderse  también  a  los  derechos  adquiridos?  Y  tal 
era  la  capacidad  de  la  Iglesia  para  ejercer  funciones  públi- 
cas. La  interpretación  general,  sin  embargo,  era  la  de  que  la 
Iglesia  había  perdido  su  carácter  de  institución  de  derecho 
público. 

Jurídicamente  tal  pérdida  no  puede  justificarse;  pero 
de  hecho  es  verdad  que  sucedió.  ^  Pero  también  es  verdad 
que  no  fué  de  una  manera  absoluta.  La  Iglesia  continuó  ejer- 
ciendo algunos  atributos  propios  de  la  personalidad  pública; 
los  obispos  podían  legislar  en  el  ámbito  de  las  materias  ecle- 
siásticas, imponer  penas  espirituales  a  los  fieles,  organizar 
centros  de  enseñanza,  beneficencia,  etc.. 

¿Cómo  explicar  esta  anomalía?  En  parte  por  lo  obscuro,, 
contradictorio,  incompleto  de  las  leyes  con  que  se  preten- 
dió despojar  a  la  Iglesia  de  sus  fueros,  en  parte,  por  gran 
prestigio  de  ésta  y  su  poder  espiritual,  que  muchas  veces  na 
puede  ser  restringido  por  ninguna  coacción,  en  parte,  en  fin, 
por  virtud  de  la  misma  libertad  religiosa  proclamada  por  la 
Constitución  (arts.  3  y  2S). 

A  aquellas  razones  de  derecho  interno  y  de  hecho,  se 
debe  añadir  otra  de  derecho  internacional.  El  Ecuador  po- 
día  — prescindiendo  de  la  forma  ilícita  que  en  nuestro  caso 
usó —  desconocer  como  personas  públicas  a  las  diócesis  o  a 
la  Iglesia  ecuatoriana,  es  decir  al  conjunto  de  diócesis  que 
forman  la  Provincia  o  Archidiócesis  ecuatoriana.  (Cfr.  canon 


nalement  convenues,  le  parlement  n'a  plus  aucune  competence ;  celle-ci  appar- 
tient  aux  organes  diplomatiques,  au  Ministre  des,  aff aires  étrangeres,  et  V'm- 
terpretation  donée  por  eux  s'impose  aux  magistrats.  De  meme,  1' abroga tion 
par  denontiation,  ou  la  prolongation  des  normes  de  ce  genre...",  pág.  21  r, 

5  hos  tratadistas  de  Derecho  Internacional  afirman,  generalmente  la 
invalidez  de  las  normas  internas  en  contradicción  con  los  tratados  interna- 
cionales. El  mismo  Wagón,  ya  citado,  condensa  esta  doctrina  sentenciosa- 
mente: "La  regle  internationel,  et  en  cas  d'opposition  c'est  cellui-ci  qui  doit 
se  conformer  a  celle-la",  pág.   199,  ob.  cit. 
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272),  pero  no  podía  de  ningún  modo  quitar  tal  carácter  a 
esas  entidades,  en  otro  ordenamiento:  en  el  de  la  Iglesia.  Y 
por  otra  parte,  no  desconocía  — por  más  que  se  rompieran 
las  relaciones  diplomáticas —  ^  la  personalidad  internacional 
de  la  Iglesia  y  por  ende  su  competencia  en  la  esfera  jurídica 
propia.  Del  mismo  modo  como  el  Ecuador  no  podía  desco- 
nocer el  carácter  de  persona  pública  de  otro  Estado  e  impe- 
dir que  ejerza  los  poderes  correspondientes,  aún  aquellos 
que  necesariamente  deban  extenderse  a  personas  o  cosas 
situadas  en  su  territorio,  así  también,  no  podía  sin  descono- 
cer la  personalidad  jurídica  internacional  de  la  Iglesia  impe- 
dir que  ejerciera  sus  atribuciones  en  el  país,  y  sobre  los 
ecuatorianos. 

La  Iglesia,  pues,  conservaba  — de  ningún  modo  podía 
no  conservar —  su  carácter  de  entidad  pública;  pero,  éste  no 
era  reconocido  por  el  Estado;  es  decir,  que  en  el  orden  jurí- 
dico interno  del  Ecuador,  no  era  tal.  Pero  frente  al  Estado, 
en  el  orden  internacional,  ciertamente  era  una  entidad  sobe- 
rana, como  otro  estado,  y  de  aquí  se  derivaban  una  serie  de 
capacidades  para  el  trato  con  las  otras  sociedades  sui  iuris  y 
con  sus  propios  miembros,  y  estas  potestades  tenían  que 
ejercerse  según  las  normas  del  derecho  de  gente  aún  fuera 
de  su  ámbito  privativo  cuando  las  circunstancias  lo  requi- 
riesen. En  virtud  de  estos  principios  la  Iglesia  conservaba  su 
poder  de  autoorganización  (delimitación  de  las  diócesis, 
nombramiento  de  los  obispos  y  demás  autoridades,  conferir 
poderes,  etc.)  aunque  para  todo  esto  tuviera  que  ejercer  su 
potestad  en  territorio  ecuatoriano  y  sobre  ecuatorianos  so- 
metidos a  las  leyes  de  un  país  que  no  reconocía  en  su  ordena- 
miento la  personalidad  jurídica  de  la  Iglesia. 

Cuanto  he  dicho  se  refiere  a  la  Iglesia  Universal,  unifi- 
cada en  torno  a  su  órgano  máximo  representativo:  la  Santa 
Sede,  que  es  el  verdadero  sujeto  de  la  personalidad  pública 
internacional. 

Pero  es  obvio  que  la  Iglesia  en  su  orden  interno  es  libre^. 


6  Véase  la  nota  i,  pág,  90.  Michoud,  León,  afirma  en  este  sentido  que 
"La  rupture  des  relations  diplomatiques,  ne  peut  pas  etre  consideré  come 
ayant  suprimé  cette  personalité  de  Droit  public,  que  la  rupture^  des  reii- 
tions  diplomatiques  n'entrainerait  la  négation  de  la  personnalité  interna- 
tionale  de  cet  Etat".  Theorie  de  la  personnalité  morale,  2.*  tá  ,  París^ 
1924,  pág.  400. 
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como  el  Estado,  de  emanar  un  derecho  positivo  que  deter- 
mine las  personas  que  en  su  ordenamiento  se  consideren  públi- 
cas. Hacer  esto  significa  encomendar  a  esas  entidades  un  fin 
público  y  darles  el  poder  público  necesario  para  conseguirlo.  O 
sea  que,  por  medio  de  estas  instituciones  la  Iglesia  puede 
obtener  su  fin  y  ejercer  su  potestad. 

Según  las  reglas  del  derecho  internacional,  las  personas 
jurídicas  públicas  de  un  ordenamiento  jurídico,  deben  ser 
consideradas  como  tales  por  parte  de  los  demás.  ^  Esto  no 
significa  que  deban  considerarse  personas  públicas  del  orden 
jurídico  de  los  otros  estados;  así  una  provincia  de  una  na- 
ción debe  ser  considerada  por  otra  como  persona  pública, 
pero  no  perteneciente  a  su  organización  administrativa  o  de 
algún  otro  modo,  a  su  derecho  interno. 

Pero  además  de  aquella  personalidad  internacional  re- 
conocida, claro  está  que  una  institución  de  esta  clase  puede 
adcjuirir  en  el  orden  jurídico  de  otro  Sstado  una  personalidad,  sea 
pública,  sea  privada. 

Tal  era  el  caso  de  la  Iglesia  ecuatoriana  y  de  las  dióce- 
sis, comunidades  religiosas  y  más  organizaciones  públicas  de 
la  Iglesia:  conforme  al  derecho  internacional  debían  ser  re- 
conocidas por  el  Ecuador  como  personas  públicas  del  orde- 
namiento canónico,  personas  públicas  en  la  Iglesia.  Por  otra 
parte,  estas  entidades  actuaban  en  el  Ecuador  y  estaban 
compuestas  en  su  gran  mayoría  por  ecuatorianos,  era  lógico 
que  el  Estado  las  tomara  en  cuenta  en  algún  modo.  Además, 
el  Ecuador  no  podía  de  hecho,  prescindir  de  la  labor  que  la 
Iglesia  desarrollaba  en  una  serie  de  campos  de  carácter  pú- 
blico civil:  obras  de  colonización  y  civilización  de  la  selva, 
de  beneficencia,  educación  ^  etc.  La  Iglesia  desempeñaba 
pues,  de  hecho,  funciones  públicas  y  el  Estado  tuvo  que 
ampararlas  al  menos  bajo  la  vaga  forma  de  las  garantías 
constitucionales.  Pero  la  misma  Constitución  parecía  excluir 
el  carácter  público  de  la  Iglesia 


7  "L'istituto  di  Diritto  Internazionale  nella  sessione  de  Kopenhagen  del 
1897  sanco  il  principio  (art.  i)  che  "le  persone  morali  pubbliche  riconosciute 
<3i  pieno  diritto  in  tutti  gli  altri  stati".  Cfr.  Ruffini,  Francesco :  La  classi- 
ficazione  della  personne  giuridiche.  Torino,  1898,  pág.  43. 

8  Posteriormente,  la  Constitución  (1945),  declaró  "la  educación  es  fun- 
■ción  del  Estado"...  Pero  cualquier  particular  puede  ejercerla. 
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De  facto,  tenía,  pues,  una  situación  sui  generis,  era  una 
especie  de  persona  privada  de  interés  público  y  con  pode- 
res especiales,  por  lo  menos  «tolerados». 

Nadie,  sin  embargo,  habría  podido  señalar  con  preci- 
sión la  posición  de  la  Iglesia:  un  fárrago  de  leyes  contradic- 
torias, opuestas  a  menudo  al  espíritu  y  a  la  letra  de  la  Ley 
Suprema,  lo  impedían.  ^ 

3.  — Condición  de  la  Iglesia  inmediatamente 

antes  del  Modus  Vivendi 

Esta  situación  no  cambia  substancialmente  con  la  Cons- 
titución de  1927  ni  con  el  desconocimiento  de  la  Carta  Fun- 
damental y  el  gobierno  dictatorial  del  Ingeniero  Páez.  Pero 
el  18  de  diciembre  de  1935  dictó  un  decreto  por  el  que  se 
pretendía  que  «en  virtud  de  lo  dispuesto  en  la  Constitución 
Política  decretada  por  la  Asamblea  Nacional  de  1906-07,  las 
Iglesias  y  las  Comunidades  religiosas  perdieron  el  carácter 
de  Instituciones  de  Derecho  Público»...  y  disponía  que 
«para  adquirir  la  calidad  de  persona  de  derecho  privado, 
necesitarían  cumplir  con  lo  preceptuado  en  el  art.  537  del 
Código  Civil».  Es  decir,  que  se  quería  equiparar  absoluta- 
mente la  Iglesia  una  persona  jurídica  privada  mediante  una 
interpretación  de  la  Constitución. 

4.  — Nueva  situación 

El  Modus  Vivendi  y  el  Decreto  Supremo  número  212, 
expedido  en  vísperas  de  dicho  Pacto,  y  que  fué  igualmente 
fruto  de  las  negociaciones  diplomáticas  y  en  cierto  sentido 
está  incorporado  al  Modus  Vivendi  por  la  referencia  que  a 


9  "Al  espíirítu  de  las  dos  última  constituciones  se  oponían,  algunas 
leyes,  como  la  de  Cultos  y  Patronato,  dictadas  durante  la  vigencia  de  la  de 
1897,  y,  por  consiguiente,  acordes  con  la  fisonomía  de  ésta.  Sin  embargo, 
muchas  veces  se  insistió  en  que  estaban  vigentes,  con  el  objeto  de  poner 
obstáculos  a  ciertas  manifestaciones  religiosas  facultadas  implícitamente  por 
el  texto  de  la  Carta  Política.  Así,  un  Decreto  dictatorial  de  22  de  septiem- 
bre de  1927,  a  pretexto  de  interpretar  la  ley  de  Cultos,  prohibió  el  ingreso 
de  sacerdotes  extranjeros  y  el  establecimiento  de  nuevas  casas  y  noviciados 
religiosos,  aún  de  las  comunidades  ya  fundadas  en  el  país.  Se  pretendía, 
pues,  la  coexistencia  de  regímenes  político-religiosos  incompatibles  entre  si. 
Separación  y  Patronato  no  se  concilian".  Tobar  Donoso:  Las  relaciones..., 
-págs_  33-34. 
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él  hace  el  artículo  5  de  éste,  reparan  la  injuria  y  crean  una 
situación  para  la  Iglesia  en  el  Ecuador. 

El  Decreto  212  y  el  artículo  5  del  Modus  Vivendi  atri- 
buyen a  las  entidades  eclesiásticas  la  posibilidad  de  adquirir 
la  personalidad  civil  o  privada,  pero  con  reglas  diversas  de 
las  comunes,  esto  es,  conforme  a  un  derecho  especial  que  es- 
tudiaré luego. 

Por  otra  parte,  el  Modus  Vivendi  reconoce  a  la  Iglesia 
una  serie  de  facultades  que  corresponden  a  una  persona 
pública;  y  esto  no  solamente  en  su  ordenamiento  jurídico 
conforme  a  las  reglas  del  derecho  internacional,  sino  que  se 
trata  de  una  capacidad  en  el  derecho  ecuatoriano,  conforme  a 
este  derecho,  en  vista  de  lo  establecido  por  el  tratado,  que 
forma  parte  del  sistema  legal  ecuatoriano. 

Con  todo,  no  se  reconoce  a  las  instituciones  eclesiásti- 
cas la  personalidad  pública  misma  en  el  derecho  interno  del 
Estado.  Se  puede  calificar  nuevamente  la  situación  de  aque- 
llas entidades  como  de  derecho  especial  con  características  públicas. 
Las  Constituciones  posteriores  al  Modus  Vivendi,  tampoco 
reconocen  la  personalidad  pública  de  la  Iglesia,  pero  no 
derogan  el  Modus  Vivendi  porque  en  éste  se  crea  un  dere- 
cho especial  que  no  se  opone  a  las  Constituciones,  además 
en  ellas  se  declara  expresamente  el  respeto  al  Derecho  Inter- 
nacional, mal  podría  pues,  el  mismo  legislador  dictar  nor- 
mas contrarias  a  un  tratado  púbUco,  y  si  por  suerte  se  halla 
alguna  que  no  concuerde  con  las  obligaciones  internaciona- 
les debe  entenderse  que  el  constituyente  no  ha  querido  ex- 
tender la  norma  a  tales  casos. 

Hay  que  distinguir  pues:  la  personalidad  pública  de  la 
Iglesia  y  sus  instituciones  de  carácter  público,  conforme  al 
derecho  canónico  y  que  el  Ecuador  necesariamente  tenía 
que  reconocer  como  tales  en  el  ámbito  del  mismo  derecho 
canónico,  y  aceptar,  por  consiguiente,  las  consecuencias  o  la 


10  La  de  1945  no  tiene  ningutia  disposición  al  respecto.  El  art.  192  de 
la  de  1946  sólo  añade  las  Municipalidades  a  la  enumeración  de  las  personas 
de  derecho  público  de  la  Constitución  de  1906.  Véase  la  nota  2  de  este 
capítulo. 

11  El  art.  6  de  la  Carta  de  1945  y  el  5  de  la  de  1946  dicen  así: 
"La  República  del  Ecuador  acata  las  nortaas  del  Derecho  Internacional,  y 
proclama  el  principio  de  cooperación  y  buena  vecindad  entre  los  Estados^ 
y  la  solución,  por  medios  jurídicos,  de  las   controversias  internacioaiales". 
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repercusión  que  en  el  orden  jurídico  estatal  pudiera  tener 
la  capacidad  pública  de  esos  sujetos.  En  segundo  lugar,  una 
persona  jurídica  pública  de  derecho  especial  ecuatoriano, 
propia  de  la  Iglesia,  en  vista  de  las  funciones  que  se  le  reco- 
nocen en  el  Modus  Vivendi.  Y  por  fin,  una  personalidad  ju- 
rídica privada  de  derecho  especial,  que  pueden  adquirir 
«las  diócesis  y  demás  organizaciones  e  instituciones  católi- 
cas en  el  Ecuador»  conforme  al  artículo  5  del  Modus  Vivendi 
y  al  Decreto  Supremo  212. 

5. — Personalidad  derivante  del  Derecho 
Internacional. 

El  primer  reconocimiento  no  suele  hacerse  expresa- 
mente, ni  necesita  demostración  desde  el  momento  que  se 
reconoce  a  la  Iglesia  personahdad  pública  en  el  derecho  in- 
ternacional, como  he  demostrado  que  sucede  en  el  Modus 
Vivendi  (cap.  II).  Del  mismo  modo  como  cuando  un  Estado 
reconoce  a  otro  automáticamente  se  afirma  su  capacidad 
de  autoorganización  y  de  constituir  en  su  orden  jurídico 
las  personas  de  derecho  público  que  le  sean  necesarias,  y 
luego  se  tiene  en  cuenta  dichas  personas  en  el  trato  interna- 
cional; así  mismo,  reconocida  la  personalidad  jurídica  de  la 
Iglesia  en  el  derecho  de  gentes,  de  hecho  se  reconoce  su  or- 
den interno. 

De  todos  modos  señalaré  algunas  disposiciones  del 
Modus  Vivendi  que  parecen  ser  consecuencia  de  ese  género 
de  aceptación  de  la  potestad  pública  de  la  Iglesia  en  su  or- 
den interno. 

El  artículo  1,  es  clarísimo  en  este  sentido:  «El  Gobierno 
ecuatoriano  garantiza  a  la  Iglesia  Católica  en  el  Ecuador,  el 
libre  ejercicio  de  las  actividades  que,  dentro  de  su  esfera 
propia,  le  corresponden».  Ciertamente  que  tiene  un  valor 
aún  mayor  que  el  aducido  en  este  argumento:  no  contiene, 
en  efecto,  únicamente  el  reconocimiento  de  la  capacidad  de 
la  Iglesia  «en  su  esfera  propia»,  sino  que  además  el  Ecuador 
le  garantiza  el  «libre  ejercicio»,  es  decir,  que  hay  aquí  una 


12  Sea  entablando  relaciones  diplomáticas,  o  formal  y  expresamente, 
como  hemos  visto  en  nuestros  días  el  reconocimiento  de  los  EE.  UU.  de 
Indonesia,  o  del  Estado  de  Israel,  por  parte  de  varias  naciones, 
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regulación  de  la  situación  de  «la  Iglesia  en  el  Ecuador»,  en  el 
orden  jurídico  de  este  país. 

En  el  art.  4:  «La  Santa  Sede  renueva  sus  órdenes  preci- 
sas al  clero  ecuatoriano...»,  se  pone  de  manifiesto  la  jerarquía 
de  jurisdicción  de  la  Santa  Sede,  ya  da  «órdenes»,  sobre  el 
clero  ecuatoriano. 

El  art.  7  igualmente,  afirma  el  derecho  al  autogobierno 
y  organización  jerárquica  de  la  Iglesia  con  plena  indepen- 
dencia del  Estado.  No  hay  ninguna  intervención  propia- 
mente dicha  por  parte  del  Gobierno,  en  la  elección  de  los 
obispos.  La  notificación  preventiva  es  algo  semejante  a  la 
petición  del  «agréement»  para  el  nombramiento  de  un  Em- 
bajador, que  jamás  nadie  ha  sostenido  que  sea  una  injeren- 
cia en  la  política  del  Estado  que  lo  envía;  y  en  nuestro  caso, 
la  fijación  de  un  término  perentorio  bastante  corto  para 
presentar  las  objeciones  de  carácter  político  disminuye  la 
posibilidad  de  una  intromisión  ilegítima  del  Estado  en  este 
asunto.  Por  lo  demás,  si  el  Estado  presenta  objeciones  con- 
tra determinada  persona,  esto  no  significa  que  la  Santa  Sede 
deba  renunciar  a  su  nombramiento;  en  dicho  caso  deben  las 
partes  «proceder  a  comprobar  que  no  hay  razones  de  carác- 
ter político  general     que  obsten  a  tal  nombramiento».  Es 


13  Examinaré,  pues,  más  a  fondo  esta  cláusula  a  propósito  de  la  per- 
sonalidad de  derecho  público  especial.  En  realidad  todos  los  parciales  reco- 
nocimientos  de  facultades  de  la  Iglesia  tienen  su  razón  de  ser  en  el  hecho 
fundamental  de  la  personalidad  jurídica  pública  de  la  Iglesia.  Lo  que  es 
preciso  estudiar  son  los  diversos  aspectos  de  la  misma  realidad :  el  interna- 
cional, el  interno  como  derivante  de  aquél,  o  como  autónomo,  etc.  Así,  pues, 
podría  aducir  casi  todas  las  cláusulas  para  probar  cada  uno  de  estos  aspec- 
tos de  la  personalidad,  pero  prefiero  analizarlas  con  más  atención  a  pro- 
pósito del  argumento   en  que  parecen  probar  con  tnás  evidencia. 

14  Sólo  un  mes,  mientras  en  el  Concordato  con  Portugal  se  señala 
-dos  meses. 

15  No  Se  ha  determinado  en  qué  consistan  estas  objeciones,  pero  su 
sentido  es  bastante  evidente  y  debe  interpretarse  de  acuerdo  con  el  sentido 
que  se  suele  dar  a  esta  cláusula  en  otros  Concordatos  — mutatis  mutan- 
dis — .  Asi  en  el  Modus  Vivendi  con  Checoeslovaquia,  art.  4:  "Obiectiones 
ordinis  político  illae  intelliguntur  quas  Gubernium  allegare  poterit  ob  causas 
quae  ad  securitatem  Status  referuntur,  ut  si  candidatus  electus  actionem 
politica'm  indebitam  exercuerít  contra  patriae  integritatem  aut  contra  Cons- 
titutionem  aut  ordinem  publicum  nationis.  Cfr  Restrepo,  Joannes  M':  Con- 
cordata Regnante  SSmo.  Dno.  Pío  XI  iiiita.  Romae,  1935. 

16  Si  las  partes  deben  comprobar  "de  co'mún  acuerdo"  como  dice  el 
art.  7,  es  evidente  que  la  simple  objeción  de  tina  de  ellas  del  Estado,  no 
tiene  valor  definitivo,  sólo  puede  abrir  el  paso  a  las  negociaciones  diplo- 
máticas, previstas  en  el  artículo  9. 
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también  de  advertir  aquí  que  no  se  exige  ningún  juramento 
civil  a  los  obispos,  como  lo  hacen  otros  Concordatos. 

El  artículo  8  supone  la  potestad  de  los  Ordinarios  de  vi- 
gilar la  administración  de  los  bienes  eclesiásticos,  conforme 
dispone  el  canon  519:  «Loci  ordinarii  est  sedulo  advigilare 
administrationi  omnium  bonorum  ecclesiasticorum  quae  in 
suo  territorio  sint...»  el  canon  1520:  «Ad  hoc  munus  rite 
obeundum  quilibet  Ordinarius  in  sua  civitate  episcopali 
Consilium  instituat...»  Esta  potestad  de  los  ordinarios  se 
extiende  no  sólo  a  los  bienes  de  su  curia  sino  a  todos  los 
bienes  eclesiásticos  de  la  diócesis  que  no  estén  sustraídos  a 
su  jurisdicción:  «nec  ex  eius  iurisdictione  fuerint  subducta...», 
por  tanto,  no  es  un  ejercicio  de  la  personería  jurídica  civil, 
sino  el  de  una  potestad  superior  de  vigilancia  sobre  los  bie- 
nes de  otras  personas,  un  poder  público  que  deriva  de  la 
misión  misma  del  obispo.  (El  Canon  335  dice:  «lus  ipsis  et 
officium  est  gubernandi  diocesim  tum  in  spiritualibus  tum 
in  temporalibus  cum  potestate  legislativa,  iudiciaria,  coac- 
tiva ad  normam  canonum  exercenda»). 

Y  los  reglamentos  elaborados  poco  a  poco  por  las  Dió- 
cesis y  las  Congregaciones  religiosas  que  fueron  publicados 
por  orden  del  Gobierno  en  el  órgano  oficial  de  promulga- 
ción de  las  leyes  y  decretos,  — el  Registro  Oficial — ,  atribu- 
yen a  un  «Consejo  Administrativo»  presidido  por  el  Obispo 
o  por  el  Provincial,  la  administración  y  el  gobierno  de  los 
bienes  de  una  serie  de  personas  jurídicas  — la  diócesis,  el 
capítulo  catedral,  las  parroquias,  etc. —  y  declaran  que  «el 
Consejo  de  Gobierno  continuará  actuando  de  conformidad 
con  el  Berecho  Canónico,  el  Decreto  212  y  el  Modus  Vivendi» 
y  que  «El  Consejo  se  sujetará  al  Derecho  Canónico  y  al  Dere- 
cho Civil  ecuatoriano».  Así  pues,  el  Modus  Vivendi  abrió 
el  paso  a  la  libre  aplicación  de  la  disciplina  canónica  en  esta 
materia,  y  posteriores  actos  gubernamentales  confirman  las 
decisiones  tomadas  por  los  obispos  y  órdenes  religiosas, 
para  actuar  — de  acuerdo  con  el  M.  V.  y  el  Decreto  212 — 
el  Derecho  canónico. 


17  Por  ejemplo  con  Letonia,  art.  V;  con  Polonia,  art.  XII;  con  Li- 
tuania,  art.  XII ;  con  Italia,  art.  XX ;  Modus  Vivendi  Checoeslovaco,  art.  V. 

18  Artículos  I  y  12  del  Estatuto  del  Consejo  de  Gobierno  de  los 
Bienes  de  la  Diócesis  de  Loja.  publicado  en  el  Registro  Oficial^  núm  107 
del  5  de  marzo  de  1938.  Quito. 
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Hasta  aquí  he  demostrado  no  una  aprobación  o  una  re- 
cepción por  parte  del  Estado,  del  ordenamiento  canónico,  sino 
la  existencia  de  actos  de  reconocimiento  de  este  orden  jurí- 
dico, de  su  competencia  y  de  la  personalidad  eclesiástica 
dentro  de  él 

Pasaré  ahora  a  examinar  la  peculiar  posición  que  la 
Iglesia  asumió  en  el  derecho  ecuatoriano  por  el  Modus  Vivendi. 

6.  — La  personalidad  de  la  Iglesia  en  el 

Derecho  Interno. 

He  expuesto  cómo  la  Iglesia  fué  privada  de  fado,  al  prin- 
cipio del  siglo,  de  su  calidad  de  persona  de  derecho  público, 
si  bien  conservó  algunos  poderes  propios  de  esa  personaU- 
dad,  gracias  a  las  garantías  constitucionales  y  por  otras 
razones  contingentes. 

Esta  situación  no  se  muda  fundamentalmente  con  el 
Modus  Vivendi,  pero  se  aclara  y  consolida.  Aquellos  dere- 
chos de  la  Iglesia  asumen  la  fuerza  de  una  obligación  inter- 
nacional, se  precisan  y  quizá  amplían  un  tanto. 

Las  constituciones  y  leyes  posteriores  han  seguido 
negando  el  carácter  de  persona  jurídica  pública  a  la  Iglesia, 
pero  han  consagrado  igualmente  esos  derechos  ya  afirmados 
en  el  Modus  Vivendi,  de  modo  que  bien  puede  la  doctrina 
calificar  la  personalidad  de  la  Iglesia  como  de  derecho  especial. 

7.  — En  el  Derecho  Interno  Público. 

Corresponde  estudiar  en  este  punto,  los  aspectos  de 
derecho  púbUco  de  dicha  personalidad,  los  cuales  permiten 
— a  despecho  de  las  definiciones  legales—  afirmar  que  el 
Ecuador  ha  reconocido  un  cierto  carácter  público  a  la  Igle- 


19  Así  la  llama  el  iDr  Tobar  Donoso  en  su  importantísimo  folleto 
Las  relaciones  entre  la  Iglesia  y  él  Estado  Ecuatoriano,  pág.  36,  pero  no  se 
detiene  a  explicar  o  analizar  el  problema.  Y  creo  que  nadie  lo  ha  hecho. 
He  aquí  cuanto  dice  el  Dr.  Tobar.  "El  Estatuto  del  Organismo  administra- 
tivo de  la  Iglesia  y  Comunidades  debe  enviarse  al  Ministerio  de  Gobierno, 
no  para  la  aprobación,  sino  únicair.ente  para  que  sea  inscrito  en  el  Registro 
Oficial  de  las  Organizaciones  Religiosas  del  respectivo  cantón.  La  condición 
de  estas  organizaciones  es.  por  lo  mismo,  de  derecho  especial  y  les  exime 
de  t,%s  trabas  del  Código   Civil."''  Ob.  cit.,  págs.  35-36. 
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sia,  no  sólo  en  el  orden  internacional  y  en  el  derecho  canó- 
nico, sino  también  en  un  sistema  jurídico  interno. 

Para  probar  lo  afirmado  — conforme  al  criterio  demos- 
trado en  la  Introducción  como  el  más  aceptable —  bastará 
poner  en  claro  cómo  el  Ecuador  ha  reconocido  a  la  iglesia 
funciones  públicas  y  medios  de  potestad  pública  para  des- 
empeñarlas. 

He  aquí  cómo  describe  León  XIII  en  la  Encíclica  «Inmor- 
tale  Dei»  (n.°  19  y  20)  las  potestades  de  la  Iglesia  que  direc- 
tamente derivan  del  fin  que  le  asignó  su  Divino  Fundador: 

«Revera  Jesús  Christus  Apostolis  suis  libera  mandata 
dedit  in  sacra,  adiuncta  tum  ferendarum  íegum  veri  nominis 
facúltate,  tum  gemina  quae  hinc  consequitur,  iudicandi  punien- 
dicjue  potestate.  Itaque  dux  hominibus  esse  ad  caelestia  non 
civita  sed  Ecclesia  debet:  eidemque  hoc  est  munus  assigna- 
tum  a  Deo,  ut  de  iis  cjuae  religionem  attingunt,  dideat  ipsa  et  sta- 
tuat:  ut  doceat  omne  gentes;  ut  christiani  nominis  fines,  quad 
potest,  late  proferat;  brevi,  ut  rem  christianam  libere  expedi- 
que  indicio  suo  administret». 

Declara,  pues,  el  Sumo  Pontífice,  inherente  a  la  Iglesia 
el  derecho  de  administrarse  y  gobernarse  libremente  (de  iis 
quae  religionem  attingunt  videat  et  statuat»...  «iudicio  suo 
administret»),  y  para  esto  debe  ejercer  el  poder  de  legislar 
{«ferendarum  legum»),  de  juzgar  e  imponer  sus  leyes  y  sen- 
tencias por  la  coacción  («iudicandi  puniendique  potestate»), 
además  le  compete  enseñar  («ut  doceat»)  y  evangelizar 
(«Christiani  nominis  fines  late  proferat»).  Dejando  de  lado 
estos  dos  últimos  aspectos  que  más  dependen  de  la  índole 
sobrenatural  de  la  Iglesia,  los  otros  atributos  son  los  mismos 
de  aquellos  que  los  juristas  — de  todo  credo —  suelen  seña- 
lar como  característicos  del  Estado,  es  decir,  de  la  persona 
pública  por  excelencia. 

Veamos  cómo  se  presenta  cada  uno  de  estos  poderes 
tan  significativos  en  el  Modus  Vivendi. 

8.— Soberanía  Interna. 

En  el  artículo  1 .  «El  Gobierno  ecuatoriano  garantiza  a  la 
Iglesia  Católica  en  el  Ecuador,  el  libre  ejercicio  de  las  activi- 
dades que,  dentro  de  su  esfera  propia  le  corresponden».  De 
este  modo  se  afirma  evidentemente  el  derecho  de  auto- 
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gobierno  y  administración  de  la  Iglesia;  pero  no  es  sólo  esto^ 
no  hay  únicamente  una  declaración  de  este  poder  conforme 
al  derecho  propio  de  la  Iglesia  — de  esto  ya  he  hablado — 
sino  que  contiene  algo  mucho  más  trascendente:  esa  auto- 
nomía y  autosuficiencia  de  la  Iglesia  es  objeto  de  una  garantía 
por  parte  del  Estado,  y  se  refiere  a  la  acción  de  la  Iglesia  en 
el  Ecuador. 

Es  verdad  que  el  Poder  Civil  puede  garantizar  a  un  priva- 
do una  determinada  órbita  de  libertad;  en  realidad  éste  es  un 
aspecto  importantísimo  de  toda  ley  y  particularmente  de  la. 
Constitución.  Pero  precisamente  en  esto  se  halla  la  diferencia: 
en  que  la  presente  garantía  no  proviene  de  una  ley  sino  de 
un  acuerdo  internacional,  y  por  otra  parte,  siendo  la  destina- 
taria  de  la  norma  una  institución  interna  (en  el  sentido  de  que 
está  contenida  en  los  mismos  límites  del  Estado)  no  se  vería  la 
necesidad  de  esta  forma  especial  de  garantía  si  aquella  Insti- 
tución no  fuera  algo  más  que  un  sujeto  privado  de  derecho. 

Además,  aún  las  garantías  consagradas  en  la  Constitución 
o  en  una  ley,  tienen  un  carácter  de  generalidad  siempre  que 
se  refieren  a  los  simples  ciudadanos,  en  cambio,  en  el  ar- 
tículo 1  del  Modus  Vivendi  hay  una  norma  de  un  tratado  — y 
que  por  su  aprobación  y  publicación  oficial  ha  pasado  a  ser 
también  una  ley —  con  un  sujeto  pasivo  único,  singular:  la 
Iglesia  en  el  Ecuador.  Una  norma  de  carácter  público  en  la 
que  el  Estado  se  compromete  internacionalmente  (tratado) 
y  ante  la  nación  (ley)  a  garantizar  algo  a  un  único  sujeto,, 
¿podría  dirigirse  a  un  simple  privado? 

Por  otra  parte,  ¿cuál  es  el  objeto  de  la  garantía?  Una 
libertad  de  ejercicio  de  actividades  que  corresponden  a  la 
Iglesia  «dentro  de  su  esfera  propia».  No  hay  pues,  una  enumera- 
ción de  libertades  como  para  todos  los  ciudadanos  e  insti- 
tuciones hacen  las  constituciones  sino  un  reconocimienta 
general  de  lo  que  es  propio  de  la  Iglesia. 


20  Y  a  veces  cuando  se  refieren  también  a  instituciones  públicas  tie-  • 
nen  igualmente  esa  generalidad  ;  por  ejemplo,  las  leyes  de  Régimen  adminis- 
trativo,  que  fijan  los  derechos,   garantías,   competencias,   etc.,   de  las  pr*o- 
vincias,  cantones  y  demás  órganos  del  Estado,  tomados  genéricamente. 

21  Cfr.  la  Constitución  de  1945.,  art.  141,  que  enumera  en  20  parágra- 
fos las  libertades  de  conciencia,  reunión,  trabajo,  etc.,  y  la  de  1946,  en  los 
artículos  167,  168  y  187  y  ss.  La  garantía  de  otras  libertades  no  señala- 
das en  las  Cartas  Políticas  no  son  una  violación  de  las  mismas,  así  lo  declara 
expresamente  la  de  1945. 
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Es  muy  importante  insistir  en  este  punto:  el  artículo 
contiene  un  reconocimiento  de  una  esfera  de  actividades  pro- 
pia áe  ía  Iglesia,  cuya  libertad  de  ejercicio  es  objeto  de  una  ga- 
rantía por  parte  del  Estado. 

Esta  esfera  de  actividades  lógicamente  no  puede  ser  fi- 
jada por  el  Estado,  si  es  propia  de  la  Iglesia.  Es  ella  misma  la 
que  se  delimita,  conforme  al  derecho,  del  mismo  modo  que 
los  Estados  se  fijan  sus  fines  y  se  dan  una  organización  cons- 
titucional. Pero  el  ejercicio  de  esas  actividades  de  la  Igle- 
sia en  el  Estado,  es  objeto  de  un  reconocimiento  por  parte 
de  este  último.  El  reconocimiento,  para  guardar  consecuen- 
cia con  los  principios  debería  ser  pleno,  pero  a  veces,  por 
razones  más  bien  políticas  que  jurídicas,  se  restringe  algunos 
derechos;  este  es  el  caso  de  nuestro  Modus  Vivendi.  Luego 
examinaré  en  particular  los  diversos  derechos  reconocidos,, 
pero  lo  que  interesa  señalar  aquí  es  que  el  Ecuador  admite 
una  competencia  propia  de  la  Iglesia  y  que  la  considera  dig- 
na de  una  garantía  solemne  por  parte  del  Estado.  Y  todo 
esto  me  parece  que  es  una  dem.ostración  muy  fuerte  de  las 
características  públicas  de  la  personalidad  reconocida  de  la 
Iglesia. 

Más  aún,  si  sólo  nos  atuviéramos  a  este  primer  artículo 
estudiado,  habría  de  afirmar  sin  vacilar  que  estamos  en  la 
presencia  de  una  persona  del  derecho  público  ecuatoriano 
(en  el  derecho  internacional  no  cabe  duda  que  es  plenamente 
reconocida  como  tal;  ya  lo  vimos),  ya  que  se  le  garantizan 
funciones  con  una  generalidad  e  independencia  absolutas, 
propias  solamente  de  las  personas  públicas.  Pero  los  artícu- 
los siguientes  al  enumerar  sólo  algunos  de  los  poderes  de  la 
Iglesia,  dejan  la  duda  de  si  se  entiende  reconocer  únicamente 
aquéllos,  o  todos;  y  la  existencia  de  algunas  leyes  que  nie- 
gan el  ejercicio  de  tal  o  cual  potestad  eclesiástica,  nos  con- 
vence de  que  el  Modus  Vivendi  considera  para  la  Iglesia  una 
situación  de  derecho  especial,  que  tiene  mucho  de  pública 
pero  que  no  lo  es  plenamente.  Por  tratarse  precisamente  de 
un  sistema  jurídico  especial,  no  se  ha  planteado,  ni  puede 
plantearse  el  problema  de  si  hay  oposición  entre  sus  dispo- 
siciones y  las  de  las  Constituciones  tanto  las  anteriores  de 


23  Con  éstos,  o  con  otros  términos  sigilares,  se  suele  definir  la  "sobe- 
ranía interna**. 
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1906,  1929,  como  las  subsiguientes,  de  1945  y  1946.  En  éstas, 
en  efecto,  se  limitan  a  enumerar  taxativamente  las  personas 
de  derecho  público  que  reconoce  el  Ecuador,  pero  no  ex- 
cluyen la  posición  intermedia,  especial,  de  la  Iglesia.  Todavía 
más,  la  de  1946,  en  el  artículo  191  considera  la  personalidad 
de  las  Cajas  de  Previsión  Social,  del  Banco  Central  del  Ecua- 
dor, etc.  y  declara  que  no  son  de  derecho  público  sino  de 
«Derecho  Privado  con  finalidad  social  o  pública»  y  luego,  en 
el  mismo  artículo  y  en  otros  — particularmente  el  193  que  ex- 
tiende el  ejercicio  de  la  jurisdicción  coactiva  a  favor  de  esos 
institutos — ,  se  señalan  varias  características  de  un  orden  ju- 
rídico que  es  evidentemente  más  público  que  privado.  ¿Qué 
importancia  tiene  pues  el  nombre  que  quiera  dar  el  legisla- 
dor a  una  institución?,  lo  que  interesa  realmente  son  las  dis- 
posiciones, las  reglas,  no  las  denominaciones:  «toda  defini- 
ción es  peligrosa  para  el  legislador.»  Cuanto  he  dicho  a 
propósito  de  las  Cajas  de  Previsión,  etc.  es  igualmente  apli- 
cable a  la  Iglesia:  no  se  le  reconoce  la  personalidad  pública 
-en  un  plano  de  igualdad  con  el  Estado,  las  Provincias,  etc., 
pero  el  artículo  1  (y  en  otros  que  ya  veremos)  del  Modus 
Vivendi  le  atribuye  derechos  más  propios  de  una  persona 
pública,  creando  así  un  derecho  especial,  que  no  se  opone  a 
la  Constitución  sino  que  la  complementa. 

Y  no  se  crea  que  la  fórmula  del  acuerdo  no  tuvo  tal  al- 
cance en  el  pensamiento  de  las  partes  contratantes. 

El  Modus  Vivendi  fué  largamente  elaborado  y  se  llegó 
al  texto  definitivo  después  de  repetidas  propuestas  y  contra 
propuestas  examinadas  por  parte  del  Ecuador,  no  sólo 
la  Cancillería  sino  por  el  Jefe  del  Estado  y  probablemente 
per  el  Gabinete  (esto  último  parece  revelar  el  carácter  más 
exigente,  menos  conforme  con  los  derechos  de  la  Iglesia,  de 
de  algunas  propuestas  posteriores  a  las  iniciales  del  Canciller 


24  El  art.  29  de  la  Constitución  de  1906:  "No  se  reconocen  otras  ins- 
tituciones de  Derecho  Público,  que  el  Fisco,  las  Municipalidades  y  los  esta- 
blecimientos costeados  por  el  Estado".  La  de  1946  añade  "ios  Consejos  Pro- 
vinciales". 

22  Designaré  así  los  proyectos  dispuestos  cronológicamente :  (A)  el 
del  Dr.  Tobar;  (B)  las  modificaciones  del  Ministro  Larrea;  (C)  el  proyecto 
del  mismo;  (D)  otro  proyecto;  (E)  el  pro3-ecto  que  lleva  fecha  19-V-37; 
(F)  modificaciones  a  éste;  (G) ;  propuesta  del  21-V-37  ;  (H)  la  del  21-VI-37; 
(I)  el  texto  definitivo. 
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Larrea  sobre  el  proyecto  del  Dr.  Tobar;  mientras  habría  sido 
lógico  que  cediendo  una  y  otra  parte,  se  hubiera  tendido 
costantemente  a  encontrarse  en  un  punto  medio,  y  al  con- 
trario, como  decía,  hay  propuestas  intermedias  en  las  que 
-evidentemente  por  la  intervención  del  Gabinete  de  Ministros 
las  negociaciones  amenazaban  fracasar). 

El  examen  de  aquellos  proyectos,  refuerza  la  interpre- 
tación literal  del  texto  definitivo. 

En  el  proyecto  Tobar  (A)  hay  una  sencilla  declaración 
del  derecho  al  libre  ejercicio  de  la  religión.  En  la  modifica- 
ción Larrea  (B),  aparece  como  un  derecho  fundado  en  la 
Constitución  de  la  República;  en  uno  y  otro  se  arguye  tam- 
bién el  hecho  de  que  la  religión  católica  es  la  de  la  mayoría 
<le  los  ecuatorianos. 

En  los  siguientes  proyectos  hay  algo  más  que  esa  simple 
declaración,  hay  una  garantía  que  asume  el  gobierno  ecuato- 
riano. Pero  a  su  vez  aparece  una  tendencia  a  limitar  el  objeto, 
el  contenido,  de  la  garantía:  ya  es  el  libre  ejercicio  del  culto 
interno  y  de  sus  actividades  propias,  ya  se  habla  de  esfera 
propia  de  la  religión  señalada  por  la  Constitución  Política,  ya  se 
hace  derivar  la  garantía  del  principio  de  la  «libertad  de  con- 
ciencia, conforme  a  las  normas  constitucionales». 


25  (A) :  "La  religión  católica,  como  religión  de  la  mayoría  de  los 
ecuatorianos,  será  libre  y  públicamente  ejércida  en  el  Ecuador". 

(B)  :  "Añade..."  "/Jor  garantizarlo  la  Constitución  de  la  República" 
y  como  religión  de  la  mayoría...  etc. 

(C)  :  "El  gobierno  ecuatoriano  garantiza  a  la  Iglesia  Católica  en  el 
Ecuador,  el  libre  ejercicio  del  culto  interno  y  de  sus  actividades  propias". 

(D)  :  "El  gobierno  garantiza  a  la  Iglesia  Católica  en  el  Ecuador,  el 
libre  ejercicio  de  las  actividades  que  dentro  de  su  esfera  propia  le  corres- 
pondeft  conformé  a  las  normas  que  la  Constitución  Política  del  Estado  es- 
tablece". 

(E)  :  Igual,  menos  las  palabras  "Estado"  y  "Política",  suprimidas,  en 
cambio  añade  a  gobierno  "ecuatoriano", 

(F)  :  "El  Gobierno  asegura  a  la  Iglesia  Católica  el  libre  ejercicio  de 
sus  actividades  propias". 

(G)  :  El  Gobierno  del  Ecuador  garantiza  a  la  Iglesia  Católica  en  el 
Ecuador  el  libre  ejercicio  de  las  actividades  que,  dentro  de  su  esfera  pro- 
pia, le  corresponden,  conforme  a  las  normas  de  la  Constitución  Política 
del  Estado,  que  garantizan  la  libertad  de  conciencia" . 

(H)  :  "El  Gobierno  ecuatoriano  garantiza  a  la  Iglesia  Católica,  en  el 
Ecuador,  -el  libre  ejercicio  de  sus  actividades  propias,  conforme  a  (las  nor- 
mas de)  la  Constitución  (Política)". 
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La  referencia  a  la  constitución  creaba  indudablemente 
serios  problemas,  entre  ellos  la  misma  determinación  de  la 
Carta  Política  a  que  se  hacía  referencia.  Hay  que  recordar 
que  el  Gobierno  del  Sr.  Páez  había  preparado  un  proyecto 
de  Constitución  que  debía  examinar  la  Asamblea  Nacional 
próxima  a  reunirse.  Es  palpable  como  fué  apreciada  la  difi- 
cultad por  los  negociadores,  en  las  modificaciones  al  respec- 
to, particularmente  en  el  proyecto  del  21-VI. 

Por  fin,  en  el  texto  definitivo  desaparece  la  referencia  a 
la  Constitución,  que  podía  hacer  pensar  que  se  derivaban 
los  derechos  de  la  Iglesia  en  general,  de  la  Carta  Política,  y 
también  entrañaba  un  cierto  reconocimiento  de  los  princi- 
pios constitucionales  de  un  Estado  laico  por  parte  de  la  Igle- 
sia. Por  otra  parte,  la  referencia  a  la  Constitución  pro- 
porcionaba un  criterio  preciso  para  la  interpretación  y 
determinación  de  cuáles  son  las  actividades  que  se  garantizan 
a  la  Iglesia;  y  seguramente  la  intención  del  Ministro  de  Rela- 
ciones fué  la  de  dar,  a  la  garantía  del  primer  artículo  una 
fuerza  o  seguridad  mayor  mediante  la  referencia  a  la  Cons- 
titución, y  al  mismo  tiempo,  asegurar  la  concordancia  de  las 
normas  constitucionales  futuras  con  el  Convenio.  ^~ 

Es  notable  como  esas  palabras  «por  garantizarlo  la 
Constitución  de  la  República»,  que  al  principio,  como  he 
dicho,  se  introdujeron  para  dar  más  firmeza  tanto  al  Con- 
cordato como  a  la  Constitución,  aparecen  en  los  proyectos 
sucesivos,  con  forma  casi  igual  pero  con  un  contenido  total- 
mente diverso,  por  su  situación  en  la  cláusula:  en  el  proyecto 
Larrea  (B)  se  refieren  a  la  garantía  misma,  la  Constitución  es 
una  de  sus  fuentes,  una  de  las  razones  por  las  cuales  el  Esta- 
do garantiza  a  la  Iglesia...  En  proyectos  sucesivos,  en  cambio, 
se  aduce  la  Constitución  no  como  fundamento  de  la  garantía 
sino  como  criterio  de  determinación  de  cuales  son  las  activi- 
dades consideradas  como  propias  de  la  Iglesia:  «actividades 
que  dentro  de  su  esfera  propia  le  corresponden  conforme  a 


26  "El  Gobierno  ecuatoriano  garantiza  a  la  Iglesia  Católica  en  el 
Ecuador,  el  libre  ejercicio  de  las  actividades  que,  dentro  de  su  esfera  pro- 
pia, le  corresponden" 

27  La  obligación  de  hacer  concordar  con  el  Tratado  las  futuras  Leyes 
existia  sin  duda,  simplemente  en  virtud  de  las  normas  del  Derecho  Interna- 
cional, pero  con  una  refemcia  en  el  mismo  Modus  Vivendi  se  evitaba  cual- 
quier posible  duda. 
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las  normas  que  la  Constitución  del  Estado  establece.  La 
supresión  de  estas  palabras  en  el  texto  definitivo  evitó  cual- 
quier equívoco,  y  revela  la  intención  de  las  Partes,  de  exten- 
der las  garantías,  de  darles  un  contenido  general. 

Es  también  importante  la  supresión  de  esta  frase  que 
figura  en  los  dos  primeros  proyectos:  «como  religión  de  la 
mayoría  de  los  ecuatorianos».  Si  esas  palabras  podían  tener 
un  valor  político  — téngase  en  cuenta  la  tremenda  oposición 
al  Modus  Vivendi  y  la  conciencia  creada  en  el  país  por  cin- 
cuenta años  de  liberalismo,  de  que  el  Estado  debe  desenten- 
derse totalmente  de  la  religión —  por  otra  parte,  podía  pare- 
cer que  los  contrayentes  reconocían  como  fundamento  de 
la  garantía  del  Estado  a  la  Iglesia,  el  hecho  de  que  la  mayo- 
ría de  los  ecuatorianos  eran  católicos,  y  no  el  derecho  mismo 
propio  de  la  Iglesia  verdadera. 

Quedó,  igualmente,  ampliado  el  contenido  de  la  garan- 
tía por  la  supresión  de  las  palabran  «culto  interno»  que  figu- 
ran en  el  Proyecto  «C»  y  que  aunque  iban  completadas  por 
estas  otras:  «y  de  sus  actividades  propias»,  de  todos  modos 
parecían  excluir  la  garantía  del  ejercicio  del  culto  externo. 

La  supresión  de  todas  aquellas  limitaciones  y  especifi- 
caciones, revela  pues,  la  intención  inequívoca  de  las  Partes 
contrayentes,  de  dar  una  extensión  general  a  la  garantía  se- 
ñalada en  el  artículo  1.°  Esta  se  refiere,  como  se  desprende 
del  texto  definitivo  también,  a  todas  las  actividades  propias 
de  la  Iglesia,  sin  ninguna  limitación  extrínseca. 

Dejo  pues  demostrado  que  el  Modus  Vivendi  se  asegura 
a  la  Iglesia  aquello  que  S.  S.  León  XIII  afirmaba  como  fun- 
damental capacidad  de  la  Iglesia:  «de  iis  quae  religionem  at- 
tingant  videat  et  statuat».  Y  esta  autonomía  es  también  para 
los  juristas  en  general  la  prueba  central  del  carácter  público 
de  Institución. 


28  Cfr.  Proyecto  D.  también  el  E.  El  Proyecto  "G",  añadía  las  pala- 
bras "conf orine  a  las  normas  de  la  Constitución  Política  del  Estado  g:te 
garantizan  la  libertad  de  conciencia" ,  con  lo  cual  la  situación  de  la  Iglesia 
tendía  a  perder  todo  carácter  excepcional  o  especial.  El  Proyecto  G  es  el 
menos  ventajoso  para  la  Iglesia;  conten-ja  un  artículo  que  prohibía  el  in- 
greso de  sacerdotes  extranjeros  al  país,  etc. 
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9. — Otras  pruebas  del  carácter  público  de  la 

Iglesia  en  el  Derecho  Interno. 

El  hecho  de  que  el  Estado  haya  garantizado  a  la  Iglesia 
esa  libertad  de  funciones,  y  ésto  en  la  forma  ya  examinada 
(tratado  y  ley,  es  ya  suficiente  demostración  del  carácter 
público  de  la  esfera  de  actividad  la  Iglesia  en  el  derecho 
interno  del  Ecuador.  Pero  profundizaré  más;  trataré  de  poner 
en  evidencia  ese  carácter  público,  por  medio  del  estudio  de 
los  fines  de  aquellas  actividades  garantizadas,  de  los  medios 
normales  que  se  puede  emplear  para  conseguirlos  y  de  ciertos 
privigilegios  y  restricciones  especiales  relativos  a  los  mismos. 

Los  fines:  He  aquí  los  principales  fines  de  las  funciones 
públicas  expresamente  reconocidas  a  la  Iglesia,  fuera  del 
reconocimiento  genérico  e  irrestricto  del  artículo  1: 

aj  ¡a  educación  pública,  según  el  artículo  2  ^  del  Modus 
Vivendi. 

La  Constitución  de  1945  declara  en  el  art.  143:  «La  edu- 
cación constituye  una  función  del  Estado»,  y  luego  añade: 
«Se  garantiza  la  educación  particular  ^'^  ajustada  a  las  leyes  y 
a  los  reglamentos  y  programas  oficiales».  De  modo  que  es 
evidente  que  el  legislador  con  las  palabras  «función  del  Es- 
tado» quiso  decir  «función  pública»;  si  se  entiende  en  otra 
sentido,  en  el  estrictamente  literal,  la  «función  del  Estado» 
excluiría  naturalmente  la  posibilidad  de  que  el  Estado  garan- 
tice la  educación  particular  a  renglón  seguido.  En  todo  caso,, 
hay  que  admitir  que  la  regulación  general  de  la  educación 


29  Artículo  2  del  Modus  Vivendi:  "El  Gobierno  del  Ecuador  garan- 
tiza en  la  República  la  liberiad  de  enseñanza.  La  iglesia  Católica  tiene,  pues, 
el  derecho  de  fundar  planteles  de  enseñanza,  proveyéndolos  de  personal  su- 
ficientemente idóneo  y  de  mantener  los  existentes.  En  consecuencia,  el  Go- 
bierno se  obliga  a  respetar  el  carácter  propio  de  esos  institutos ;  y,  por  su 
parte,  la  Iglesia  se  obliga  a  que  ellos  se  sujeten  a  las  leyes,  Reglamentos  y 
Programas  de  estudios  oficiales,  sin  perjuicio  del  derecho  de  la  Iglesia 
para  dar,  ademas,  a  dichos  planteles  carácter  y  orientación  católicos.  Les 
estudios  en  los  seminarios  y  escolasticados  de  religiosos,  dependerá  de  los 
respectivos  Ordinarios  y  Superiores". 

30  "Educación  particular"  es  el  nombre  que  siempre  se  ha  dado  en  el 
Ecuador  a  toda  enseñanza  que  no  sea  dependiente  del  Estado  o  de  la» 
municipalidades,  y  comprende  por  lo  tanto  a  la  de  la  Iglesia  o  de  los  insti- 
tutos religiosos. 
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general  de  la  educación  es  una  función  pública,  y  de  esta 
participa  la  Iglesia.  Examinaré  más  detenidamente  ésto  al 
hablar  de  las  consecuencias  del  carácter  sobrenatural  de  la 
Iglesia. 

b)  La  preservación  del  patrimonio  artístico  nacional,  conforme 
al  artículo  8,  del  Modus  Vivendi.  ^- 

También  en  este  punto,  para  no  desviarme  con  demos- 
traciones teóricas  me  contentaré  con  citar  un  artículo  de  la 
Constitución  de  1945  que  expresa  cómo  el  legislador  ecua- 
toriano considera  también  esta  actividad  como  objeto  de 
una  función  estatal:  «Toda  la  riqueza  artística  e  histórica  del 
país  sea  quien  fuere  su  dueño,  constituye  tesoro  cultural  de 
la  Nación  y  estará  bajo  la  salvaguarda  del  Estado,  que  podrá 
prohibir  su  exportación  y  enajenación  o  reglamentarlas  y 
decretar  las  expropiaciones  legales  que  estimare  oportunas 
para  su  defensa.  El  Estado  organizará  un  registro  de  la  rique- 
za artística  e  histórica,  asegurará  su  celosa  custodia  y  aten- 
derá su  perpetua  conservación». 


31  Afirmar  que  la  educación  sea  objeto  de  funciones  públicas  no  sig- 
nifica que  corresponda  al  Estado  exclusivamente  el  realizarla ;  nada  más  con- 
trario al  derecho  natural  que  esto.  El  verdadero  significado  es  el  de  que 
la  educación  interesa  a  la  sociedad  toda,  como  unidad ;  es  de  su  fin ;  y  por 
lo  tanto  se  deben  preocupar  de  ella  las  sociedades  perfectas :  Iglesia  y  Es- 
tado, de  regularla,  dirigirla  y  estimularla  y  realizarla  en  caso  de  necesidad. 
La  Constitución  de  1946,  inspirada  en  principios  generalmente  opuestos  a 
aquellos  de  1945  y  con  más  rectitud  y  precisión  jurídicas,  dice:  "La  edu- 
cación es  deber  y  derecho  primario  de  los  padres  o  de  qtiienes  los  repre- 
senten. El  Estado  vigilará  el  cumplimiento  de  ese  deber  y  facilitará  el  ejer- 
cicio de  este  derecho...  (art.  171).  En  esa  zngilancia  consiste  principalmente 
la  función  pública  del  Estado  en  relación  con  la  educación  Ya  examinaré 
cuál  es  la  labor  de  la  Iglesia.  Aquí  baste  señalar  que  se  le  reconoce  una 
función  educativa,  y  que,  por  otra  parte,  el  Estado  considera  a  ésta,  una 
función  pública. 

32  Artículo  8  del  Modus  Vivendi:  "En  cada  Diócesis  forma.rá  c-l 
Ordinario  una  Comisión  para  la  conservación  de  las  Iglesias  y  locales 
eclesiásticos  que  fueren  declarados  por  el  Estado  monumentos  de  arte  y  para 
el  cuidado  de  las  antigüedades,  cuadros,  documentos  y  libros  de  pertenencia 
de  la  Iglesia  que  poseyeren  valor  artístico  o  histórico.  Tais  objetos  no  podrán 
enajenarse  ni  exportarse  del  país.  Dicha  Comisión,  junto  con  un  Represen- 
tante del  Gobierno,  procederá  a  formar  un  detallado  inventario  de  los  referi- 
dos objetos. 

33  También  en  este  caso  aduzco  el  texto  legal  como  prueba  de  que 
en  el  sistema  jurídico  ecuatoriano  se  consideran  funciones  públicas  la= 
relativas  a  la  materia  en  cuestión,  sin  que  con  esto  quiera  decir  que  la  solu- 
ción constitucional  concreta,  esto  es.  los  límites  y  la  forma  de  ejercer  ta! 
función,  sea.  a  mi  modo  de  ver,  la  más  justa.  La  Constitución  de  1946  no 
habla  del  asunto  pero  es  evidente  que  siempre  el  Estado  se  interesa  en  este 
campo,  y  subsisten  las  leyes  destinadas  al  objeto. 
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Coinciden,  pues,  esas  funciones  que  el  Estado  declara 
como  suyas  y  las  que  se  encomiendan  a  la  Iglesia  en  el  artícu- 
lo 8,  respecto  de  una  parte  importantísima  — probablemente 
la  más  notable —  del  patrimonio  artístico  nacional.  Y  hay  coin- 
cidencia aún  en  los  medios  que  se  deben  emplear  para  esa 
tutela:  el  cuidado  de  una  comisión  y  la  formación  de  un 
inventario. 

c)  £1  mantenimiento  de  la  paz  y  de  la  justicia  social — Fin 
propio  del  Estado  y  también  de  la  Iglesia,  umversalmente 
admitido.  También  a  esto  se  refieren  varios  artículos  de  la 
Constitución,  particularmente  digno  de  tomarse  en  cuenta, 
d  185  de  la  1946. 

d)  Ü  fomento  de  las  misiones  en  el  Oriente  del  país;  acti- 
vidad que  por  su  trascendencia  para  la  nación —  aun  si  no  se 
consideran  nada  más  que  sus  aspectos  temporales:  civiliza- 
ción, progreso  material,  defensa  del  territorio,  etc. —  nadie 
negará  que  es  una  función  pública. 

e)  81  mejoramiento  material  y  moral  del  indio  ecuatoriano,  es 
decir,  de  una  buena  parte  de  la  población  del  estado  (y  no 
se  excluye  a  la  otra,  por  supuesto). 

/)  £a  incorporación  de  esa  población  indígena  a  la  cultura  na- 
cional. 

¿Quién  podría  dudar  del  carácter  público  de  estas  cua- 
tro últimas  misiones  que  se  reconocen  a  la  Iglesia,  y  que  ade- 
más debe  realizar  «aunando  sus  esfuerzos»  con  el  Estado.? 

Fué  el  proyecto  del  Canciller  (b)  el  que  introdujo  uno 
de  los  artículos  más  significativos  del  Modus  Vivendi,  el  que 
-en  el  texto  definitivo  lleva  el  número  tres.  El  proyecto  (B) 
decía  así:  «El  Estado  y  la  Iglesia  aunarán  sus  esfuerzos  para 
procurar  el  mejoramiento  moral  y  social  del  indio  ecuatoria- 
no y  su  incorporación  a  la  cultura  nacional;  así  como  para 
que  se  implante  la  justicia  social  en  las  relaciones  entre  pa- 
tronos y  obreros».  Después  se  antepusieron  las  palabras:  «El 
Estado  y  la  Iglesia  Católica  aunarán  sus  esfuerzos  para  el  fo- 
mento de  las  misiones  en  el  Oriente»,  y  realizar  las  necesa- 
rias correcciones  de  redacción,  para  adaptar  las  dos  partes 
de  la  cláusula,  quedó  el  texto  definitivo,  sin  sufrir  modifica- 
ciones interesantes,  hasta  su  aprobación. 

Así,  pues,  el  Ecuador,  a  pesar  de  proclamarse  estado 
laico  vió  la  imposibilidad  de  una  separación  absoluta  de  la 
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Iglesia  y  se  comprometió  a  «aunar  sus  esfuerzos»  con  los  de 
la  Iglesia  para  realizar  una  labor  conjunta.  Y  esta  labor  tiende 
a  fines  de  capital  importancia  nacional,  a  la  solución  de  al- 
gunos de  los  problemas  más  vitales  para  el  país:  la  civiliza- 
ción del  Oriente,  la  elevación  moral  y  material  de  buena 
parte  de  su  población,  la  instauración  de  la  paz  y  de  la  jus- 
ticia social.  En  los  últimos  cuarenta  años  ambos  poderes 
habían  procurado  remediar  esas  necesidades,  sin  colaborar, 
y  a  veces  en  grave  conflicto;  con  el  Modus  Vivendi  se  com- 
prometen a  «aunar  sus  esfuerzos»,  se  ponen  pues  en  un 
plano  de  colaboración:  tanto  la  Iglesia  como  el  Estado  tienen 
funciones  públicas  que  desempeñar. 

Una  sola  de  las  finalidades  públicas  que  se  reconocen  a 
la  Iglesia,  bastaría  para  poder  afirmar  que  por  consecuencia 
es  en  el  ordenamiento  jurídico  ecuatoriano  una  persona 
pública.  Sin  embargo,  ya  he  dicho  como  el  legislador  ecua- 
toriano no  reconoce  dicho  carácter  público.  Ni  tampoco  se 
derivan  todas  las  consecuencias  que  debería  una  vez  que  se 
reconoce  a  la  Iglesia  una  función,  mejor  dicho  un  grupo 
importantísimo  de  funciones  públicas. 

10. — Límites  de  este  reconocimiento. 

Es  menester  señalar  que  no  todas  las  atribuciones  que 
la  Iglesia  debe  tener  en  un  país  católico,  le  fueron  reconoci- 
das en  el  Modus  Vivendi.  Para  obtener  ésto  habría  sido 
necesario  derogar  o  modificar  una  serie  de  leyes  considera- 
das por  el  partido  dominante  como  conquistas  modernas, 
como  garantías  de  libertad,  etc.  En  fin,  era  un  ideal  imposi- 
ble de  conseguir  en  aquel  momento  histórico  en  el  que  un 
entendimiento  con  la  Iglesia,  por  poco  generoso  que  fuera 
con  ella,  parecía  imposible. 


34  Artículo  Tercero  del  Modus  Vivendi:  "El  Estado  y  la  Iglesia  Cató- 
lica aunarán  sus  esfuerzos  para  el  fomento  de  las  'misiones  en  el  Oriente. 
Procurarán,  asimismo,  el  mejoramiento  material  y  moral  del  indio  ecuatoria- 
no, su  incorporación  a  la  ctdtura  nacional  y  el  mantenimiento  de  la  paz  y 
justicia  social". 

35  Recuérdese  los  testimonios  en  este  sentido,  del  Nuncio,  y  varios 
personajes  ecuatoriano?,  de  tino  y  otro  partido,  que  cité  en  el  capítulo  de 
historia,  particularmente  en  la  pág.  75,  Cap.  IL 
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De  particular  importancia,  entre  las  funciones  no  reco- 
nocidas a  la  Iglesia,  es  la  legislación  y  jurisdicción  en  materia 
matrimonial. 

Hasta  la  Ley  de  Matrimonio  Civil  de  1902,  según  el 
Código  Civil,  se  debía  aplicar  en  el  Ecuador  la  legislación- 
canónica  en  materia  matrimonial.  Después  de  la  referida 
Ley,  el  matrimonio  religioso  no  tiene  ningún  valor  civil  y 
sólo  puede  celebrarse  después  del  único  válido  para  las  le- 
yes ecuatorianas:  el  contrato  civil.  Además  se  admite  el  di- 
vorcio por  numerosas  causas  y  aún  por  mutuo  consen- 
timiento. 

Un  entendimiento  pleno  con  la  Iglesia  habría  presu- 
puesto la  reforma  de  tales  leyes,  en  modo  de  hacerlas  coin- 
cidir o  por  lo  menos,  que  no  se  opongan  tan  violentamente 
a  las  canónicas,  pero  esto  no  era  posible  esperar  en  aquellas 
circunstancias  políticas,  por  eso  se  pensó  en  un  artículo  que 
debería  tener  carácter  más  bien  programático  que  dispositi- 
vo: «El  Gobierno  del  Ecuador  procurará  que  la  legislación 
cimiente  el  respeto  a  la  familia  y  el  matrimonio»,  decía  el 
proyecto  del  Dr.  Tobar  (A).  Y  el  del  Canciller  era  casi  igual: 
«El  Gobierno  del  Ecuador  procurará  que  la  legislación  ase- 
gure y  garantice  el  respeto  a  la  familia  y  al  matrimonio  coma 
fundamento  de  la  sociedad». 

Era  la  cláusula  más  difícil  de  conseguir  que  aprobara  el 
Gobierno.  Contenía,  en  efecto,  un  programa  de  legislación 
que  debía  romper  la  línea  de  conducta  seguida  por  gobier- 
nos y  legislaturas  liberales  tanto  tiempo,  y  que  había  arrai- 
gado bastante  en  la  opinión  pública.  Así  pues,  no  es  de 
extrañar  que  este  noble  proyecto  sufriera  todas  las  peripe- 
cias que  sufrió,  hasta  desaparecer  la  cláusula  en  el  texto 
definitivo. 

Una  propuesta  del  Gobierno,  (modificaciones  al  pro- 
yecto «C»)  cambia  apenas  las  palabras  del  proyecto  del 
Canciller  pero  les  da  un  significado  opuesto  al  querido  por 
su  autor;  la  fórmula  quedaba  así:  «El  Gobierno  del  Ecuador 
procurará  mantener  la  legislación  que  asegura  y  garantiza  el 
respeto  a  la  familia  y  al  matrimonio  como  fundamentos  de 
la  sociedad». 

De  modo  que  el  compromiso  del  Gobierno  de  cambiar 
las  leyes  familiares  se  convertía  en  un  reconocimiento  de 
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esas  leyes  en  abierta  oposición  con  el  derecho  canónico.  Y 
por  lo  tanto,  la  Iglesia  y  el  Estado,  admitiendo  que  tales 
leyes  «aseguran  y  garantizan  el  respeto,  etc.»  se  ponían  de 
acuerdo  en  que  se  debían  mantener.  Naturalmente  esta  fór- 
mula no  podía  aceptarse,  y  los  negociadores  renunciaron  a 
hacer  ninguna  referencia  en  el  texto  del  Modus  Vivendi  a 
los  asuntos  matrimoniales.  (El  proyecto  «D»  no  contiene 
ninguna  cláusula  al  respecto). 

Luego  se  pusieron  de  acuerdo  los  plenipotenciarios 
(proyecto  «E»)  en  una  fórmula  más  vaga:  «El  gobierno  del 
Ecuador  protejerá  el  matrimonio  y  la  familia  como  funda- 
mentos de  la  sociedad».  No  se  fijaba  en  qué  modo  se  veri- 
ficaría esa  protección,  si  ella  entrañaba  una  reforma  legisla- 
tiva o  no;  no  se  mencionaban  siquiera  las  leyes  ecuatorianas. 
Pero  ni  esta  cláusula  fué  aceptada  por  el  Gobierno  y  hubo 
que  renunciar  definitivamente  a  tratar  del  asunto  en  el  Mo- 
dus Vivendi. 

Pero  como  tampoco  se  podía  prescindir  absolutamente 
de  regular  en  algún  modo  materia  tan  importante  se  escogi- 
tó el  sistema  de  un  cambio  de  notas  entre  el  Nuncio  y  el 
Canciller,  por  las  cuales  se  aseguraba  la  buena  voluntad  del 
Gobierno  en  favor  de  una  reforma  legal  relativa  al  matrimo- 
nio. Así  no  se  comprometía  la  vida  misma  del  Acuerdo,  que 
se  hubiera  visto  en  grave  peligro  en  el  momento  en  que  se 
hubiera  pretendido  modificar  las  leyes  matrimoniales  para 
ponerlas  en  concordancia  con  él;  y  al  mismo  tiempo  las  ne- 
gociaciones del  Modus  Vivendi  no  se  cerraron  dejando  una 
laguna  respecto  de  asunto  tan  vital. 

La  oferta  hecha  por  el  Gobierno,  por  medio  de  la  Nota 
del  Canciller,  consistía  en  la  introducción  en  la  nueva 
Constitución  que  se  preparaba,  de  «disposiciones  claras  que 
garantizarán  la  protección  del  hogar  y  la  familia  como  fun- 
damentos de  la  sociedad».  Dicha  Constitución  no  llegó  a 
aprobarse,  por  inesperados  acontecimientos  políticos,  ni  se 
ha  vuelto  a  plantear  la  necesidad  de  cumplir  con  esta  obli- 
gación diplomática,  que  si  bien  no  tiene  la  fuerza  de  un  tra- 
tado, ni  está  incorporada  al  Modus  Vivendi,  ^'^  de  todos  mo- 
dos compromete  el  honor  nacional. 


36  Ver  la  Nota  en  el  Apéndice. 

37  Y  por  esto  no  se  puede  decir  que  se  haya  violado  el  Modus  Vivendi, 
al  no  haber  modificado  las  leyes  sobre  matri'monio  y  divorcio. 
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Es  verdad  que  leyes  posteriores,  y  sobre  todo  la  Cons- 
titución de  1946,  se  interesan  por  el  matrimonio  y  la  fami- 
lia, pero  sus  disposiciones  son  sumamente  vagas  y  no  se 
concretan  en  esa  protección  efectiva  conforme  a  los  princi- 
pios católicos,  que  es  la  única  que  naturalmente  pedía  la  Igle- 
sia, la  única  a  la  que  podían  referirse  los  proyectos  mencio- 
nados del  Modus  Vivendi,  la  única  a  la  que  podían  tender 
las  «disposiciones»  anunciadas  por  el  Canciller,  como  se  des- 
prende claramente  del  contexto  de  la  nota,  particularmente 
de  las  palabras  con  que  comienza  el  párrafo  en  que  las  anun- 
cia: «Es  para  mí  especialmente  satisfactorio  poder  expresar 
a  Vuestra  Excelencia  que  los  nobles  y  elevados  principios 
de  tutela  y  defensa  del  hogar  y  la  familia,  que  la  Santa  Sede 
anhela  ver  arraigados  en  el  mundo  entero,  tienen  decidido 
apoyo...» 

La  supresión  del  artículo  sobre  el  matrimonio  eliminaba, 
pues,  el  peligro  de  que  el  Modus  Vivendi  fuera  desconocido 
por  la  Asamblea  en  la  cual  la  mayoría  liberal  no  habría  con- 
sentido de  ningún  modo  a  derogar  las  leyes  opuestas  al  de- 
recho canónico,  algunas  de  las  cuales  habían  sido  promulga- 
das por  el  mismo  Sr.  Páez  poco  tiempo  antes.  Además  las 
fórmulas  bastante  vagas  a  las  que  se  llegó  (Proyectos  «E»  y 
«C»),  y  que  eran  las  únicas  a  las  que  podía  realmente  com- 
prometerse el  Gobierno,  no  significaban  una  verdadera  ga- 
rantía para  la  Iglesia  y  hasta  entrañaban  el  peligro  de  falsas 
interpretaciones,  de  una  intervención  desmedida  del  Estado 
en  esta  materia. 

Estas  razones  ya  indican  como  la  supresión  de  aquella 
cláusula  de  ningún  modo  significa  un  desconocimiento  del 
derecho  de  la  Iglesia  para  interesarse  en  el  asunto.  Al  con- 
trario, la  solución  escogitada  por  los  plenipotenciarios,  — el 
intercambio  de  notas — ,  y  la  consideración  de  todas  las  cir- 
cunstancias históricas  llevan  a  la  conclusión  de  que  dicha 


38  El  Art.  163  de  dicha  Constitución  dice  así:  "El  Estado  protege  y  las 
leyes  regularán  el  matrimonio,  la  familia  y  el  haber  familiar No  se  señala 
ningún  criterio  inspirador  de  esa  "protección"  y  es  así  que  les  leyes  de  di- 
vorcio siguen  en  vigencia  y  no  se  puede  decir  estrictamente  que  estén  en 
oposición  con  la  Constitución,  excesivamente  vaga. 

39  La  fórmula,  en  efecto,  casi  coincide  con  la  que  posteriormente  adoptó 
el  constituyente  ecuatoriano  (véase  nota  anterior)  pero  en  el  Modus  Vivendi 
habría  sido  más  peligrosa,  porque  habría  podido  justificar  injerencias  del 
Estado  en  materia  matrimonial  so  pretexto  de  "protección". 
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supresión  sólo  significa:  a)  el  reconocimiento  de  que  el  Ma- 
trimonio y  la  familia  son  típicas  cuestiones  mixtas  para  cuya 
regulación  es  preciso  un  entendimiento  entre  la  Iglesia  y  el 
Estado  y  que  éste  no  era  posible  lograr  en  esos  momentos; 
b)  el  temor  de  las  Partes  de  aceptar  una  fórmula  demasiado 
vaga  o  que  pudiera  comprometer  la  solidez  del  Convenio. 
De  ningún  modo,  hay  pues  desconocimiento  de  los  dere- 
chos de  la  Iglesia.  Al  contrario,  subsiste  una  obligación  di- 
plomática de  tenerlos  en  cuenta,  y  procurar  que  las  leyes 
ecuatorianas  garanticen  a  la  familia  de  acuerdo  con  los  prin- 
cipios «que  la  Santa  Sede  anhela  ver  arraigados  en  el  mundo 
entero». 

He  señalado  los  diversos  fines  de  carácter  público  reco- 
nocidos a  la  Iglesia  en  el  Modus  Vivendi,  y  para  terminar, 
uno  de  ellos  que  no  se  le  reconoce,  pero  tampoco  se  le  nie- 
ga en  dicho  documento  (los  relativos  al  matrimonio). 

11.— Los  medios 

Examinaré  ahora  los  poderes  que  corresponden  a  quién 
debe  perseguir  tales  fines.  Los  poderes  públicos  se  concretan 
en  las  grandes  y  clásicas  funciones:  la  legislativa,  la  judicial, 
la  ejecutiva  y  la  administrativa.  Estas  son  las  que  universal- 
mente  admiten  los  juristas  como  propias  de  las  sociedades 
públicas,  y  son  también  las  que  señalaba  León  XIII  en  el  sitio 
ya  citado. 

No  hay  en  el  Modus  Vivendi  un  reconocimiento  directo 
de  estas  funciones  de  la  Iglesia;  quizá  no  era  necesario,  ya 
nunca  le  fueron  negadas  por  parte  del  Ecuador,  al  menos  de 
modo  absoluto,  esas  funciones  en  su  propio  ordenamiento 
jurídico:  en  el  canónico;  y  en  cambio,  es  lógico  suponer  que 
reconociendo  el  Convenio  los  fines,  haya  querido  reconocer 
también  los  medios.  Y  la  persuasión  es  absoluta  si  se  tiene 
en  cuenta  que  no  hay  ninguna  norma  contraria,  y  por  otra 
parte  se  encuentra  una  serie  de  indicios  favorables. 

El  mismo  artículo  1  al  garantizar  «el  ejercicio  de  las  activi- 
dades que...  le  corresponden»,  indica  que  el  objeto  de  la  ga- 
rantía no  es  un  derecho  teórico,  sino  el  ejercicio  de  una  capaci- 
dad, por  consiguiente,  supone  los  medios  prácticos  de  reali- 
zación, y  estos  son  los  poderes  ya  señalados. 
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Iguales  reflexiones  podrían  hacerse  a  propósito  del  artí- 
culo 3.  ¿Cómo  podrá  la  Iglesia  fomentarlas  misiones,  procu- 
rar el  mejoramiento  del  indio,  mantener  la  paz  y  la  justicia 
etc.,  si  no  es,  legislando,  juzgando  y  administrando  en  sus 
materias  y  ejerciendo  también  sus  funciones  de  evangelizar 
y  enseñar? 

Las  funciones  legislativas  y  reglamentarias  (por  tanto, 
administrativas)  aparecen  claramente  en  el  artículo  4,  pero  se 
refieren  a  la  Santa  Sede  y  no  a  la  Iglesia  ecuatoriana.  Desde 
luego,  no  se  excluye  de  ningún  modo  las  de  esta  última;  al 
contrario,  hay  que  admitir  que  por  lo  menos  por  participa- 
ción o  en  virtud  de  delegación  pueden  competir  tales  fun- 
ciones de  la  Santa  Sede  también  a  los  órganos  de  la  Iglesia 
en  el  Ecuador. 

En  el  artículo  2  de  la  Convención  Adicional  se  asegu- 
ra la  libre  circulación  «sin  restricción  alguna»  de  los  Boleti- 
nes Eclesiásticos,  que  suelen  ser  el  órgano  de  promulgación 
de  las  leyes  eclesiásticas  locales. 

El  poder  legislativo  y  el  administrativo  están  plenamen- 
te reconocidos  a  los  Ordinarios  y  Superiores  religiosos  res- 
pecto de  Seminarios  y  Escolasticados,  en  el  art.  2  del  Modus 
Vivendi,  que  emplea  la  expresión  «dependerán»  de  tales  au- 
toridades, e  indica  lógicamente  el  poder  de  los  mismos  de 
organizar  esos  institutos  por  medio  de  leyes  y  decretos. 


40  El  artículo  4  dice:  "La  Santa  Sede  renueva  sus  órdenes  precisas  a' 
Clero  ecuatoriano  a  fin  de  que  se  mantenga  fuera  de  los  Partidos  y  extraño 
a  sus  competiciones  políticas". 

41  Artículo  2  de  la  Convención  Adicional:  "Los  Boletines  eclesiásticos,' 
órganos  de  publicidad  de  las  distintas  Diócesis,  destinados  a  la  divulgación 
de  los  documentos  pontificios  y  episcopales  y  a  la  exposición  y  defensa  de 
la  doctrina  dogmática  y  moral  católica,  con  prescindencia  de  las  cuestiones 
de  política  partidarista,  podrán  publicarse  y  circular  sin  restricción  alguna". 

42  Se  habla  de  "Boletines  eclesiásticos,  órgano  de  publicidad  de  las 
distintas  diócesis,  destinados  a  la  divulgación  de  los  documentos  pontificios 
y  episcopales" .  Casi  no  era  necesaria  esta  explicación,  pues  es  bien  conocido 
la  finalidad  de  los  Boletines  Eclesiásticos,  entre  ellas  se  destaca,  la  pro- 
mulgación de  las  leyes.  La  descripción  de  los  Boletines  Eclesiásticos  que  hace 
la  Convención  Adicional,  confirma  la  intención  de  garantizar  la  libre  circula- 
ción de  los  órganos  de  publicación  de  las  leyes  y  decretos  eclesiásticos,  ya 
que  habla  el  art.  2  de  "documentos  pontificios  y  episcopales"  y  entre  éstos 
evidentemente  ocupan  un  puesto  preeminente  las  leyes  y  decretos. 

43  Art.  2:  "El  Gobierno  del  Ecuador  garantiza  en  la  República  la  liber- 
tad de  enseñanza.  La  Iglesia  Católica  tiene,  pues,  el  derecho  de  fundar 
planteles  de  enseñanza,  proveyéndolos  de  personal  suficientemente  idóneo,  y 
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Claramente  administrativas  son  las  funciones  señaladas 
a  los  Ordinarios  en  el  art.  8,  relativas  a  la  conservación,  del 
patrimonio  eclesiástico  de  valor  artístico.  Como  también  las 
de  organizar  planteles  ordinarios  de  enseñanza,  conforme  al 
ya  citado  art.  2.  Además  importa  observar  que  estas  atribu- 
ciones corresponden  no  sólo  al  orden  canónico  sino  que  se 
encuadra  también  en  las  leyes  ecuatorianas. 

En  cambio,  las  funciones  administrativas  y  ejecutivas 
señaladas  en  el  art.  4  de  la  Convención  Adicional  ^  son  de 
carácter  transitorio  y  se  refieren  más  bien  al  Nuncio  y  no  a 
órganos  de  la  Iglesia  ecuatoriana. 

Igualmente  no  se  dirigen  a  la  Iglesia  en  el  Ecuador,  sino 
a  la  Santa  Sede,  las  funciones  jurisdiccionales  o  quizá  legis- 
lativas a  que  se  alude  en  el  art.  5.  Si  bien  indirectamente  se 
atribuyen  esas  funciones  a  los  Ordinarios  ya  que  dice  el 
artículo  mencionado  «al  efecto  la  S.  Sede  dará  a  los  Ordi- 
narios las  debidas  instrucciones»;  se  entiende:  para  que  apli- 
quen al  caso  particular  y  regulen  la  condonación  general. 

He  analizado  de  este  modo  los  diversos  poderes  reco- 
nocidos a  la  Iglesia  en  el  Modus  Vivendi.  Los  de  carácter 
administrativo,  de  los  arts.  2  y  8  principalmente,  no  refieren 
con  toda  seguridad  a  la  Iglesia  ecuatoriana  y  no  se  limitan  a 
un  reconocimiento  del  derecho  canónico  sino  que  implican 
consecuencias  jurídicas  en  el  derecho  nacional.  Igual  cosa  se 
puede  afirmar  de  los  poderes  legislativos  respecto  de  los  Se- 
minarios, y  de  todos  los  poderes  pero  de  un  modo  más  general  y 


de  mantener  los  existentes.  En  consecuencia,  el  Gobierno  se  obliga  a  respetar 
el  carácter  propio  de  esos  institutos ;  y,  por  su  parte,  la  Iglesia  se  obliga  a  que 
ellos  se  sujeten  a  las  leyes,  reglamentos  y  programas  de  estudios  oficiales,  sin 
perjuicio  del  derecho  de  la  Iglesia  paTa  dar,  además,  a  dichos  planteles  carác- 
ter y  orientación  católicos.  Los  estudios  en  los  Seminarios  y  EscolasHcados 
de  religiosos,  dependerán  de  los  respectivos  Ordinarios  y  Superiores. 

44  Art.  4  de  la  Convención  Adicional :  "En  reemplazo  de  la  pensión 
individual  que  actualmente  da  el  Estado  a  los  religiosos  que  integran  las 
comunidades  cuyas  haciendas  fueren  nacionalizadas,  el  Gobierno  del  Ecuador 
entregará  a  su  Excelencia  el  Nuncio  Apostólico,  para  que  la  divida  proporcional- 
mente  entre  las  mismas  Comunidades,  la  suma  de  un  millón  quinientos  mil...". 

45  Art.  5  :  "La  Santa  Sede,  en  consideración  de  las  garantías  que  se 
le  reconocen  en  el  Modus  Vivendi  y  de  la  sustitución  establecida  en  el  artícu- 
lo anterior,  renuncia  a  toda  reclamación  por  las  haciendas  nacionalizadas  d? 
las  Comunidades  religiosas,  y  otorga,  que,  a  consecuencia  de  tal  nacionaliza- 
ción, poseyeren  bienes  de  dichas  Comunidades.  Al  efecto,  la  S.  Sede  dará  a 
los  Ordinarios  las  debidas  instrucciones". 
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un  tanto  vago,  con  relación  al  fomento  de  las  misiones  y 
más  objetivos  señalados  en  el  art.  3. 

En  suma,  el  reconocimiento  de  los  poderes  o  funciones 
efectivas  de  la  Iglesia  en  el  derecho  ecuatoriano,  conforme 
al  Modus  Vivendi,  no  está  en  proporción  con  la  variedad  e 
importancia  de  los  fines  de  carácter  público  que  se  le  ase-^ 
guran  en  el  mismo  documento.  ^ 

Esta  situación  se  debe  a  que  el  Modus  Vivendi  no  ins- 
tauró un  rénimen  de  plena  colaboración  entre  la  Iglesia  y  ef 
Estado  — para  ello  habría  sido  preciso  cambiar  varias  leyes 
del  Ecuador,  y  las  circunstancias  políticas  no  lo  permitían — 
sino  que  el  Convenio  puso  las  bases  de  un  sistema  de  ami- 
gable entendimiento  y  de  colaboración,  en  algunas  materias 
únicamente.  Y  la  Iglesia  puede  cumplir  los  elevados  fines 
que  se  le  reconocen,  valiéndose  de  las  libertades  que  se  le 
aseguran  y  de  sus  propios  poderes,  inherentes  a  su  sistema 
jurídico,  más  bien  que  sirviéndose  de  poderes  del  orden 
jurídico  ecuatoriano,  si  bien,  tampoco  estos  últimos  se  le 
niegan  de  modo  absoluto. 

Así  pues,  la  Iglesia  puede  libremente  dictar  sus  leyes  y 
decretos  y  ejercer  su  coacción  interna,  y  sólo  excepcional 
mente  puede  intervenir  con  leyes  y  decretos  y  sentencias 
que  tengan  un  valor  jurídico  ante  los  tribunales  ecuatoria- 
nos. Casi  los  últimos  casos  en  que  se  podría  aplicar  esta 
último  son  los  relativos  a  la  administración  del  tesoro  ar- 
tístico. 

¿Se  podía  esperar  más  de  un  Estado  constitucionalmen- 
te  laico?  Evidentemente  no;  primero  habría  sido  preciso  re- 
nunciar a  ese  carácter  laico.  El  Modus  Vivendi  no  logra 
poner  fin  a  la  separación  de  la  Iglesia  y  el  Estado,  pero  ha 
mitigado  mucho  esa  separación:  ha  señalado  una  serie  de 
fines  comunes,  y  una  obligación  de  colaborar  en  diversas 
materias,  pero  fundamentalmente  ha  dejado  a  cada  parte 
los  propios  medios  de  acción  dentro  de  su  correspondiente 
orden  jurídico. 

El  reconocimiento  de  la  personalidad  pública  de  la  Igle- 
sia — que  en  el  orden  internacional  es  pleno — ,  en  el  orden 
interno  es  también  pleno  en  el  Modus  Vivendi,  en  cuanto 
se  refiere  a  la  finalidad  pública  de  la  Iglesia,  pero  no  en 
cuanto  a  las  funciones  o  poderes  para  conseguirlas.  La  solu^ 
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ción,  como  es  fácil  apreciar,  no  tiene  la  sencillez  lógica  y 
jurídica  propia  de  las  circunstancias  normales,  pero  demues- 
tra, quizá  más  que  las  obtenidas  en  condiciones  más  favora- 
bles,  la  necesidad  que  al  fin  experimenta  el  Estado,  — aún  el 
Estado  laico  y  celoso  de  su  neutralidad  religiosa — ,  de  reco- 
nocer aquella  realidad  jurídica  formidable;  la  Iglesia,  coma 
Institución  pública,  no  sólo  en  el  orden  internacional,  sino 
también  en  el  interno. 

12. — Privilegios  y  restricciones. 

Todavía  hay  algunos  indicios  que  comprueban  lo  dicho,, 
y  son,  ciertos  privilegios  y  ciertas  restricciones  especiales  hechas  a 
la  Iglesia  en  el  Modus  Vivendi. 

En  la  Introducción  señalé  como  algunos  autores  cifran 
en  la  existencia  de  privilegios  o  de  algunos  controles  parti- 
culares, las  razones  para  calificar  de  pública  a  una  persona 
moral,  y  manifesté  no  estar  de  acuerdo  con  dicho  criterio; 
pero,  no  cabe  duda,  que  si  a  la  calificación  de  persona  pú- 
blica, conforme  al  recto  criterio,  se  añade  el  que  coincida 
también  con  aquellos  otros  (que  señalan  en  realidad  más  bien 
las  consecuencias  del  carácter  público  y  no  su  ausencia),  se 
refuerza  aún  la  demostración. 

No  quiero,  pues,  dar  uu  valor  absoluto  a  los  argumen- 
tos que  voy  a  señalar,  sino  el  de  indicios  complementarios,, 
que  por  sí  solos  no  servirían  a  demostrar  nada:  quizá  los 
privilegios  y  restricciones  que  señalaré  se  podían  conciliar 
con  la  personalidad  de  derecho  privado  especial,  pero  parecen 
más  congruentes  con  el  aspecto  público  de  la  personalidad. 

El  privilegio  de  fuero  (cánones  120  y  614)  deriva  evi- 
dentemente del  carácter  público  de  la  Iglesia  y  de  las  fun- 
ciones y  categoría  que  en  ella  ocupan  quienes  gozan  de  él. 
Es  algo  comparable  a  las  garantías  que  suelen  rodear  a  los 
funcionarios  y  empleados  del  Estado. 

Este  privilegio,  tal  cual,  no  se  reconoce  en  el  Ecuador; 
el  art.  141  n.  2  de  la  Const.  de  1945  dice:  «El  Estado  garan- 
tiza:... La  igualdad  ante  la  ley.  No  se  reconocen  empleos  he- 
reditarios, privilegios  ni  fueros  personalesy>.  Pero,  sin  constituir 
propiamente  un  fuero,  hay  ciertas  garantías  que  se  señalan 
en  el  Modus  Vivendi. 
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Según  el  art.  7,  la  Iglesia  y  el  Estado  deben  «proceder 
de  común  acuerdo  a  comprobar  que  no  hay  razones  de  ca- 
rácter político  general  que  obsten»  el  nombramiento  de  una 
persona  como  obispo.  Por  consiguiente,  una  sentencia  de 
un  tribunal  civil  es  ineficaz  para  este  objeto. 
y  Y  en  el  art.  3  de  la  Convención  Adicional     se  prevé  un 

procedimiento  especial  para  la  expropiación  de  inmuebles 
de  las  comunidades  religiosas,  procedimiento  que  tiene  de 
peculiar  que  debe  comenzar  con  un  «previo  acuerdo  con  el 
Nuncio  Apostólico».  ^ 

No  se  podría,  pues,  afirmar  que  según  el  Modus  Viven- 
di  las  normas  del  derecho  procesal  relativas  a  los  eclesiásti- 
cos quedan  inalteradas  y  sean  absolutamente  las  mismas  apli- 
cables a  todos  los  ciudadanos.  No  se  puede  negar  que  hay 
una  cierta  posición  excepcional,  algo  semejante  a  un  fuero, 
si  bien  parcial  y  restringido. 

Finalmente,  la  exención  del  impuesto  a  la  renta,  confor- 
me a  lo  establecido  en  el  art.  4  de  la  Convención  Adicional, 
sobre  las  cédulas  hipotecarias  entregadas  a  los  religiosos  co- 
mo compensación  por  los  bienes  nacionalizados,  puede  ser 
también  un  signo  del  carácter  publicístico  de  las  institucio- 
nes en  cuestión. 

Es  todavía  más  notable  la  restricción  de  algunos  dere- 
chos de  los  clérigos  y  de  los  religiosos. 

El  art.  4  dice  así:  «La  Santa  Sede  renueva  sus  órdenes 
precisas  al  Clero  Ecuatoriano  a  fin  de  que  se  mantenga  fue- 
ra de  los  Partidos  y  sea  extraño  a  sus  competencias  políti- 
cas», y  el  art.  1  de  la  Convención  Adicional.  «La  Santa  Sede 


46  Art  3  de  la  Convención  Adicional:  "Caso  de  que  el  Gobierno  por 
motivos  de  necesidad  pública,  quisiere  ocupar  algún  monasterio,  proporcionará 
a  la  respectiva  comunidad  religiosa  un  local  adecuado,  de  preferencia  fuera 
del  centro  de  la  ciudad,  poniéndose  previamente  de  acuerdo  para  ello  con  el 
Nuncio  Apostólico.  El  local  deberá  tener  las  comodidades  necesarias,  para  el 
objeto  a  que  se  destina,  atendiendo  al  número  de  religiosas  y  a  la  vida  con- 
templativa que  lleven". 

47  Conforme  al  art.  146  de  la  Constitución  de  1945  y  el  177  de  la 
de  1946,  se  excluye  "toda  reclamación  diplo'mática"  por  parte  de  las  personas 
jurídicas  extranjeras  por  razón  de  contratos  etc.  celebrados  en  el  Ecuador. 
El  Modus  Vivendi  contempla  para  aquellas  personas  jur'dicas  ecuatorianas 
(el  art.  15  de  la  Constitución  de  1946  dice:  Son  ecuatorianas  las  personas 
jurídicas  autorizadas  por  la  Ley  ecuatoriana)  no  precisa'mente  el  derecho  a 
reclamaciones  diplomáticas,  pero  sí  a  una  intervención  del  delegado  de  la 
Santa  Sede  cuando  se  trata  de  expropiarles  algún  bien  raíz. 
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y  el  Gobierno  del  Ecuador  dejan  constancia  de  que  el  art.  4 
del  referido  Modus  Vivendi  en  nada  menoscaba  la  plena  e 
incontestable  libertad  que  asiste  al  Clero  para  predicar,  ex- 
poner y  defender  la  doctrina  dogmática  y  moral  católica». 
Y  las  Constituciones  y  leyes  posteriores  al  Modus  Vivendi 
(1945  y  1946)  han  asegurado  al  clero  y  a  los  religiosos  el  de- 
recho de  voto  como  a  todos  los  ciudadanos,  pero  les  prohi- 
ben ejercer  el  cargo  de  diputados  o  senadores,  como  lo  pro- 
hiben en  el  mismo  artículo  constitucional  al  Presidente  de 
la  República,  a  los  empleados  públicos,  a  los  diplomáticos,  a 
los  militares,  etc.  es  decir  a  todos  aquellos  que  «tienen  ejer- 
cicio de  mando  o  jurisdicción»,  de  donde  se  podría  deducir 
que  también  a  los  clérigos  se  extiende  la  prohibición  por  un 
motivo  semejante. 

En  todo  caso,  lo  menos  que  se  puede  decir  es  que  las 
restricciones  a  la  acción  política  del  clero,  son  congruentes 
con  las  características  públicas  de  aquella  sociedad  de  la  cual 
son  los  elementos  más  destacados.  La  razón  que  impide  a 
los  diplomáticos  o  a  los  militares  la  intervención  en  política, 
€s  la  misma  que  aparta  a  los  clérigos  y  religiosos  de  las  lu- 


48  La  '  orden  de  no  intervenir  en  la  política  de  partidos  proviene  del 
■único  poder  que  podía  impartirla:  de  la  Iglesia,  de  la  Santa  Sede  en  este  caso; 
pero  se  traduce  en  una  obligación  exigible  aún.  civilmente  puesto  que  dicha 
orden  está  incorporada  al  Convenio  que  obliga  a  los  ecuatorianos  como  ley 
del  Estado.  Es  preciso  recordar  que  la  Iglesia  siempre  ha  procurado  apar- 
tar a  los  clérigos,  y  más  a  los  religiosos,  de  las  luchas  políticas-partidaristas ; 
léase  esta  esta  declaración  del  Concilio  Lateranense  IV :  "  Sicut  volumus 
ut  iura  clericorum  non  usurpent  laici,  ita  velle  debemus,  ne  clerici  iura  sibi 
vindicent  laicorum.  Quocirca  universis  clericis  interdicimus  ne  quis  pretexta 
ecclesiastica  libertatis  suara  de  cetero  iurisdictionem  extendat  in  preiudicium 
iustitiae  saecularis,  sed  contentus  existat  constitutionibus  scriptis  et  consue- 
íudinibus  hactenus  approbatis,  ut  quae  sunt  Caesaris  redantur  Caesari  et 
(juae  stint  Dei  Deo  recta  distributione  reddantur".  (Citado  por  Ottaviani : 
Jtis  Piiblicum...  T.  II,  p.  iii).  Y  el  canon  139,  §  2:  "officia  publica,  quae 
exercitium  laicalis  iurísdictionis  vel  administrationis  secunferunt  ne  assu- 
mant",  y  en  el  §  4  :  "Senatorum  aut  oratorum  legibus  ferendis,  quos  depu- 
tatos  Yocant,  munus  ne  sollicitent  nevé  acceptent  sine  licentia  Sanctae  Sedis 
iu  locis  ubi  pontificia  prohibitio  intercesserit ;  idem  ne  attent  aliis  in  locis 
sine  licentia  tum  sui  Ordinarii,  tum  ordinarii  loci  in  quo  electio  facienda 
est".  El  Canon  141  :  "...nevé  intestinis  bellis  et  ordini  pub'ici  perturbationi- 
bus  opem  quoquo  modo  ferent".  Eti  todos  estos  textos  legales  se  manifiesta 
el  deseo  de  la  Iglesia  de  apartar  a  los  clérigos  de  la  política  activa,  parti- 
cularmente cuando  entraña  peligro  de  violencias,  etc 

48  Art.  26  de  la  Cont.  de  1945  y  36  de  la  de  1946.  Sólo  el  numeral  5. 
de  la  de  1945.  quita  fuerza  al  argumento,  porque  extiende  la  prohibición  a 
los  "defensores,  agentes  o  representantes  de  compañías  extranjeras". 
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chas  partidaristas:  unos  y  otros  tienen  una  misión  pública 
— muy  diversa  de  caso  a  caso —  más  elevada  y  que  les  colo- 
ca por  encima  de  esas  contiendas. 

Y  para  terminar  señalaré  que  la  inenajenabilidad  de  cier- 
tos bienes  eclesiásticos  (art.  5)  establece  también  un  parale- 
lismo con  los  bienes  públicos  que  son  igualmente  inenaje- 
nables. 

Las  diversas  garantías  y  restricciones  contenidas  en  el 
Modus  Vivendi  son,  pues,  una  confirmación  más  del  reco- 
nocimiento del  aspecto  público  de  la  personalidad  de  la  Igle- 
sia, indudablemente  contenido  en  ese  documento. 

1 3. — Recapitulación. 

Resumiendo  lo  dicho  en  este  capítulo  hasta  aquí:  las  fi- 
nalidades de  carácter  público  reconocidas  a  la  Iglesia  y  las 
consiguientes  facultades  o  funciones  necesarias  para  alcanzar 
esos  fines,  son  evidentemente  un  reconocimiento  del  carác- 
ter público  de  la  personalidad  de  la  Iglesia.  Y  contra  esta 
declaración  hecha  en  un  acuerdo  internacional  no  tienen  va- 
lor las  normas  de  derecho  interno  que  no  concuerdan  per- 
fectamente con  tal  reconocimiento.  Pero  las  leyes  del  país 
no  están  en  oposición  absoluta  con  el  Modus  Vivendi;  nunca 
han  pretendido  derogarlo  ni  establecer  algo  contrario  a  lo 
pactado,  aunque  hubieran  intentado,  ningún  valor  tendría 
tal  intento  porque  el  Modus  Vivendi  estableció  un  derecho  es- 
pecial: una  personalidad  de  derecho  especial,  para  la  Iglesia 
Católica  en  el  Ecuador,  y  que  no  puede  ser  derogado  o  mo- 
dificado por  una  ley  general,  (ni  por  ningún  acto  unilateral). 

Y  como  conclusión  general  debo  señalar  como  aún  los 
estados  laicos  como  el  Ecuador,  para  regular  de  algún  modo 
jurídico  sus  relaciones  con  la  Iglesia,  se  ven  precisados  a  re- 
conocer, al  menos  parcialmente  su  carácter  de  Persona  Pú- 
blica de  su  orden  jurídico  interno.  Y  por  otra  parte,  que  este 
reconocimiento,  cuando  es  sólo  parcial  e  indirecto,  — como 
en  el  caso  del  Ecuador — ,  crea  una  serie  de  anomalías  (como 
el  que  la  Iglesia  tenga  fines  públicos  y  sólo  muy  limitadas 
potestades  públicas  de  acción)  que  deben  tratar  de  reme- 
diarse mediante  una  interpretación  amplia,  un  tanto  exten- 
siva, de  las  disposiciones  contractuales,  para  reconstruir  un 
sistema  más  lógico  y  reaUzable,  en  tanto  que  sea  posible  una 


LA  SANTA  SEDE  Y  EL  ECUADOR 


109 


reforma  radical  del  sistema  de  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el 
Estado  que  contemple  al  pleno  ejercicio  de  las  funciones 
pública  de  una  persona  a  la  que  se  reconocen  fines  públicos 
de  vital  importancia  para  la  nación. 

La  personalidad  de  derecho  privado. 
15.— La  Iglesia  Universal 

No  encuentro  en  el  Modus  Vivendi  ninguna  referencia 
clara  a  la  llamada  «personalidad  privada»  de  la  Iglesia  Católica. 
El  art.  5  reconoce  explícitamente  esta  personalidad  a  «las 
diócesis  y  demás  organizaciones  e  instituciones  católicas  en 
el  Ecuador»,  pero  no  dice  nada  de  la  Iglesia  universal.  La 
cláusula  8.^  habla  de  «antigüedades,  cuadros,  documentos  y 
libros  pertenecientes  a  la  Iglesia»,  pero  seguramente  el  sujeto 
del  derecho  de  propiedad  en  referencia  no  es  propiamente 
la  Iglesia  Católica,  sino  las  diversas  entidades  eclesiásticas 
establecidas  en  el  Ecuador.  Al  menos  en  sentido  vulgar,  se 
llaman  «bienes  de  la  Iglesia»  los  de  las  diócesis,  congregacio- 
nes, etc.  y  en  la  práctica  los  verdaderos  dueños  de  los  bie- 
nes eclesiásticos  suelen  ser  esas  entidades;  si  se  puede  consi- 
derar a  la  Iglesia,  por  medio  de  su  órgano  supremo,  la  Santa 
Sede,  como  titular  de  tales  derechos,  es  más  bien  en  un  sen- 
tido público:  ejerciendo  una  especie  de  dominio  eminente, 
similar  al  del  Estado  sobre  las  minas  o  los  tesoros  artísticos 
particulares.  En  cuanto  a  la  suma  que  el  Gobierno  se  com- 
promete en  el  artículo  4  de  la  Convención  Adicional  a  en- 
tregar al  Nuncio  Apostólico,  tampoco  es  objeto  de  un  de- 
recho privado  de  la  Santa  Sede  o  de  la  Iglesia  Católica.  Esta 
tiene  el  derecho  público  — naciente  del  tratado  y  de  su  ori- 
ginaria y  Suprema  potestad  y  representación  de  todos  los 
organismos  eclesiásticos —  de  reclamar  aquella  suma,  y  el 
deber  de  repartirla  entre  las  congregaciones  religiosas  dam- 
nificadas, ejerciendo  así  una  función  marcadamente  pública: 
reparar  los  daños  causados  por  «nacionalización». 


4q  Véase  al  respecto  Bigador,  Ramón:  "Los  sujetos  del  patrimonio 
eclesiástico  y  el  "ius  eminens"  de  la  Santa  Sede"  en  El  Patrimonio  Ecle- 
siástico. Estudios  de  la  Tercera  Semana  de  Derecho  Canónico,  Salamanca, 
1950.  A  propósito  del  dominio  del  Estado  sobre  los  bienes  de  particulares, 
en  el  Ecuador,  confróntese  los  arts.  145  y  146  de  la  Constitución  de  1945. 
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Ciertamente  se  puede  pensar,  que  en  el  Modus  Vivendi 
no  hay  un  reconocimiento  de  la  personalidad  privada  de  la 
Iglesia  Católica,  porque  al  reconocérsele  la  capacidad  de  de- 
recho público  se  admite  ya  la  capacidad  de  derecho  privado 
como  algo  que  va  unido  a  ella  y  que  no  constituye  propia- 
mente una  nueva  personalidad;  pero  la  doctrina  no  es  uná- 
nime en  este  punto  y  como  no  se  encuentra  ningún  indicio 
cierto  de  reconocimiento  de  esas  facultades  privadas  deri- 
vantes de  la  personalidad  pública,  en  el  Modus  Vivendi, 
queda  obscuro  el  problema. 

16. — Las  instituciones  eclesiásticas. 

En  cambio,  la  regulación  de  la  personalidad  privada  de 
las  entidades  eclesiásticas  es  clarísimo.  Se  encuentra  en  el 
artículo  5  del  Modus  Vivendi  y  en  el  Decreto  Supremo  nú- 
mero 212,  el  cual  remite  dicha  cláusula,  y  por  lo  tanto  que- 
da incorporado  al  Modus  Vivendi.  Es  de  notar  que  dicho 
decreto  fué  dictado  en  vísperas  de  firmarse  el  Modus  Viven- 
di y  fué  también  fruto  del  entendimiento  diplomático  ya 
alcanzado  por  las  Partes. 

Conviene  recordar  aquí  brevemente  la  historia  de  esta 
institución  jurídica  en  el  Ecuador.  La  personalidad  privada 
de  las  entidades  eclesiásticas  cobra  interés  con  la  negación 
legislativa  de  la  personalidad  pública  de  la  Iglesia.  Desde  en- 


50  León  Michoud,  por  ejemplo,  es  contrario  a  la  teorí'a  de  que  la  per- 
sonalidad pública  lleva  consigo  la  privada:  "La  reconnaissance  de  la  per- 
sonnalité  de  droit  public  n'entraine  pas  necessairetnent  dans  le  droit  interne 
la  reconnaissance  de  la  personalité  privé,  puisque  cette  personnalité  est  sup- 
plée  par  celle  des  établissement  ecclesiastiques  particuliers".  Cfr.  Téorie  de 
la  personalité  morale,  2.^  ed.  París,  ig2\,  p.  400.  Pero,  a  mi  modo  de  ver, 
normalmente  si  está  unida  la  capacidad  privada  a  la  pública,  aunque  no 
Constituya  una  nueva  persona,  sino  otro  aspecto,  de  la  misma.  Esto  no  s.e 
opone,  naturalmente,  a  que  puedan  además  coexistir  dentro  de  una  persona 
pública,  varias  personas  privadas  que  ejerzan  derechos  en  cierto  modo  atri- 
buíbles  a  la  persona  pública  de  la  cual  forman  parte. 

51  El  art.  5  dice:  "Las  Diócesis  y  demás  organizaciones  e  institucio- 
nes católicas  en  el  Ecuador  tienen  el  carácter  de  personas  jurídicas  llenando' 
las  formalidades  señaladas  en  los  artículos  primero,  segundo,  tercero,  cuarto 
y  quinto  del  Decreto  Supremo  núm.  212,  dictado  el  21  de  julio  del  presente 
año.  Cumplidos  los  requisitos  mencionados,  dichas  entidades  gozarán  de  to- 
dos los  derechos  civiles  sobre  los  bienes  que  poseían  al  tie'mpo  de  la  expe- 
dición del  Decreto  núm.  121,  sancionado  «1  18  de  diciembre  de  1935.  Los 
bienes  de  estas  personas  jurídicas  no  son  enajenables  a  compañías  extran- 
jeras". 
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tonces  reina  una  gran  confusión  en  la  materia:  para  unos^ 
la  personalidad  pública  de  la  Iglesia  persistía,  para  otros,  que- 
daba reducida  al  aspecto  privado,  etc.  De  hecho  la  Iglesia 
gozó  de  una  situación  especial,  al  amparo  de  las  libertades 
constitucionales  pero  sufriendo  muchas  veces  restricciones 
a  las  mismas  violaciones  de  sus  derechos  por  parte  de  leyes 
secundarias  o  por  medidas  arbitrarias  de  los  gobiernos.  El 
Decreto  Supremo  número  121,  de  18  de  diciembre  de  1936, 
del  «Encargado  del  Mando  Supremo  de  la  República»,  Inge- 
niero Páez,  interpretó  la  Constitución  de  1906,  «en  ejercicio 
de  las  supremas  atribuciones  de  que  se  halla  investido»,  de- 
clarando que  «desde  que  entró  en  vigor  la  Constitución  Po- 
lítica de  1906-07,  las  comunidades  religiosas,  las  iglesias,  y 
en  consecuencia  las  Curias,  perdieron  el  carácter  de  Institu- 
ciones de  Derecho  Público  y  que,  para  adquirir  la  calidad 
de  personas  jurídicas  de  derecho  privado,  necesitaría  cum- 
plir con  lo  preceptuado  en  el  artículo  537  del  Código 
Civil».  ^3 

De  este  modo  las  instituciones  religiosas  quedaban  so- 
metidas al  derecho  privado  común;  sus  estatutos  debían  ser 
aprobados  por  el  Presidente  de  la  República,  no  podían  poseer 
bienes  inmuebles  sino  con  permiso  especial  del  Congreso, 
etc..  Y  todo  esto,  sólo  después  de  que  hubiesen  adc^uirido  la 
personalidad  conforme  a  las  reglas  del  Código  Civil,  entre 
tanto,  no  poseían  ninguna  personalidad.  Y  además,  como  el 
Decreto  tenía  efecto  retroactivo,  ya  que  se  reduce  a  «decíarat 
cjue  desde  (¡ue  entró  en  vigor  la  Constitución  de  1906...»,  signifi- 
caba un  trastorno  inimaginable  en  la  vida  civil  y  económica 
del  país:  resultaba  que  una  serie  de  bienes  enajenados  y  ad- 
quiridos, objeto  de  mil  contratos,  etc.,  eran  de  nadie,  o  qui- 
zá debían  atribuirse  a  los  miembros  de  aquellas  comunida- 
des..., pero  el  artículo  92  del  Código  decía  «termina  también 
la  personalidad,  relativamente  a  los  derechos  de  propiedad,, 
por  la  muerte  civil,  que  es  la  profesión  solemne  hecha  con- 


52  Esto  lo  declara  el  segundo  "considerando"  del  Decreto  Supremo  121, 
que  dice  así :  "Que  sin  embargo,  por  el  sólo  hecho  de  figurar  en  el  antedicho 
artículo  (se  refiere  al  536  del  Código  Civil,  que  declaraba  personas  públicas 
a  las  Diócesis,  las  Comunidades  Religiosas  y  la  Iglesia  misma)  se  han  sus- 
citado dudas  en  la  práctica,  acerca  de  la  personalidad  jurídica  de  aquellas 
Instituciones  y  aún  se  han  expedido  fallos  en  diversos  sentidos  por  el  Poder 
judicial., 

53  Véase  el  texto  íntegro  del  Decreto,  en  el  Apéndice. 
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forme  a  las  leyes,  en  instituto  monástico  reconocido  por  la 
Iglesia  Católica»,  de  modo  que  muchos  de  esos  religiosos 
tampoco  podían  poseer  — no  sólo  por  razón  de  sus  votos, 
sino  por  la  prohibición  civil — ;  muchos  bienes,  resultaban, 
pues,  de  la  noche  a  la  mañana  «res  nullius» 

Quizá  con  la  intención  de  remediar  esta  situación,  o  tal 
vez  por  otras  razones,  el  mismo  Jefe  Supremo  dictó  el  30  de 
abril  de  1936  el  decreto  209,  derogando  el  art.  92  del  Códi- 
go Civil  y  aboliendo  la  muerte  civil,  también  con  carácter  al 
menos  parcialmente  retroactivo. 

A  la  época  del  Modus  Vivendi,  pues,  la  situación  jurí- 
dica de  la  iglesia  en  el  campo  privado  era,  si  se  quiere,  más 
obscura  que  en  el  público.  Teóricamente  estaba  equiparada 
a  una  fundación  o  corporación  cualquiera  que  hubiera  obte- 
nido la  aprobación  presidencial,  y  por  consiguiente  estaba 
sometida  a  todas  las  restricciones  de  los  arts.  545  y  siguien- 
tes, del  Código  Civil. 

El  Modus  Vivendi  vino  a  remediar  esta  situación.  El 
proyecto  del  Dr.  Tobar  (A),  contiene  ya  fundamental  el  es- 
quema del  art.  5  del  Acuerdo:  la  remisión  a  un  Decreto  Su- 
premo que  debía  oportunamente  expedirse,  y  la  declaración 
de  su  retroactividad  hasta  el  18  de  diciembre  de  1935,  en 
modo  de  anular  absolutamente  los  efectos  de  aquel  otro 
Decreto  emitido  en  esa  fecha.  Pero  en  el  proyecto  «A»  se 
contemplaba  la  asimilación  de  las  entidades  religiosas  a  las 
personas  de  derecho  común,  lo  decía  expresamente:  «Todas 
las  personas  jurídicas  que  cumplieron  con  los  requisitos  ex- 
presados podrán  disponer  y  administrar  sus  bienes  actuales, 
adquirir  otros  conforme  al  Derecho  Común  y  comparecer 
en  juicio». 

Luego  se  vió  la  posibilidad  de  crear  una  situación  espe- 
cial para  la  Iglesia  en  el  Derecho  Privado:  al  efecto,  el  pro- 
yecto del  Canciller  (B),  suprimió  las  últimas  palabras  citadas. 

54  Las  consecuencias  eran  tan  graves,  que  no  se  llevaron  a  la  práctica, 
y  el  mismo  Gobierno  tuvo  que  buscar  una  solución  jurídica. 

55  La  razón  juridica  que  se  aducía  era  que  "virtualmente  está  abolida 
dicha  institución  desde  que,  según  el  art.  92  del  Código  Civil,  se  requiere 
ia  profesión  solemne  hecha  conforme  a  las  leyes  en.  instituto  monástico,  re- 
conocido por  la  Iglevia  Católica,  y  en  el  actual  derecho  positivo  ecuatoriano 
existe  ley  alguna  que  regule  dicha  profesión  solemne".  Tal  explicación  la 
daba  ya,  al  tiempo  de  la  Constitución  de  1906,  el  Dx.  Victor  M.  Peñaherre- 
-ra.  Crf.  Lecciones  de  Derecho  Práctico  Civil  y  Penal ^  Quito,  i944.  vol.  II, 
págs.  78  y  ss. 
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Siguió  la  elaboración  de  este  punto  — difícil  como  los 
demás —  concretándose  particularmente  en  torno  al  texto 
del  Decreto  Supremo  que  debía  contener  las  disposiciones 
precisas  respecto  a  la  personalidad  jurídica.  En  cuando  a  la 
cláusula  concordatoria  misma,  sufrió  modificaciones  sobre 
todo  en  dos  puntos:  los  sujetos  a  los  que  se  debería  aplicar 
la  norma  y  las  palabras  finales  que  se  añadieron  al  último 
proyecto  (H)  y  que  limitan  la  enajenabilidad  de  los  bienes 
de  las  personas  morales  eclesiásticas. 

19. — Los  sujetos  de  esta  personalidad. 

Respecto  de  los  sujetos  de  esta  nueva  personalidad,  desde 
el  principio  se  pensó  en  la  fórmula  muy  comprensiva  que 
finalmente  fué  la  aprobada:  «las  Diócesis  y  demás  organiza- 
ciones e  instituciones  católicas».  Pero  por  dos  veces  (proyec- 
tos «D»  y  «G»)  se  intentó  restringir  su  amplitud,  limitando 
ia  personalidad  civil  a  «las  Diócesis  y  demás  organizaciones 
e  instituciones  católicas  diocesanas»  con  este  calificativo  de 
«diocesanas»  se  podía  excluir  a  las  entidades  interdiocesanas 
o  super  diocesanas  que  pudieran  depender  directamente  de 
la  Santa  Sede,  y  quizá  también  a  las  comunidades  religiosas 
de  derecho  pontificio,  exentas.  La  supresión  del  calificativo 
«diocesanas»,  revela,  pues,  la  voluntad  definitiva  de  las  Altas 
Partes,  de  referirse  a  todas  las  entidades  eclesiásticas. 

Aquel  es  el  sentido  que  se  desprende  también  claramen- 
te del  mismo  tenor  literal  de  la  cláusula  en  su  redacción  de- 
finitiva. 

Es  notable  el  empleo  de  los  dos  términos  «organizacio- 
nes e  instituciones  católicas»  que  son  casi  sinónimos.  Usan- 
do ambos,  se  ha  querido  indudablemente  evitar  que  algunas 
entidades  eclesiásticas  quedaran  excluidas.  Si  se  hubiera  di- 
cho solamente  «organizaciones»,  tal  vez  podía  pensarse  que 
se  hacía  referencia  sólo  a  los  órganos  de  la  Iglesia  propia- 
mente dichos  y  parangonables  en  cierto  sentido  a  las  dióce- 
sis: «las  diócesis  y  demás  organizaciones...»  Unido  este  tér- 
mino al  otro,  «instituciones»,  tienen  uno  y  otro  un  valor 
universal,  genérico;  señalan  a  todos  las  entidades,  oficios, 


56  "Los  bienes  de  estas  personas  jurídicas  no  son  enajenables  a  com- 
pañías extranjeras",  son  las  palabras  finales  del  art.  5. 
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fundaciones  o  corporaciones,  etc.,  capaces  naturalmente,  se- 
gún su  propio  derecho  — el  canónico —  de  ser  personaliza- 
das. Todas  pueden  serlo  efectivamente  en  el  derecho  civil 
ecuatoriano  conforme  al  Modus  Vivendi. 

En  cuanto  al  Decreto  Supremo  212,  éste  sienta  las  ba- 
ses para  la  adquisición  de  la  personalidad  jurídica  privada 
por  parte  de  las  instituciones  religiosas  «de  cualquier  culto 
que  fuesen»,  pero  se  dirige  de  un  modo  especial  a  las  católi- 
cas, como  lo  revela  el  que  sólo  cita  expresamente  a  las  dió- 
cesis, instituciones  católicas  por  excelencia. 

Por  el  art.  7  del  Decreto  Supremo  212,  aparece  que  to- 
das las  entidades  que  poseían  bienes  al  tiempo  del  D.  S.  121 
(18  de  dic.  de  1935),  pueden  adquirir  la  personalidad  jurí- 
dica y  ejercer  sus  derechos  sobre  esos  bienes.  Para  tener 
una  idea  más  concreta  de  cuáles  son  las  entidades  benefi- 
ciadas por  el  nuevo  sistema  legal  pondré  un  ejemplo.  El  Esta- 
tuto de  la  Diócesis  de  Loja,  publicado  en  el  Registro  Ofi- 
cial enumera  las  siguientes  personas  jurídicas  existentes  el 
18  de  diciembre  de  1935  en  aquella  diócesis: 

a)  La  Diócesis  o  Curia  Diocesana,  representada  por  el 
Obispo  de  Loja. 

b)  El  Capítulo  Catedral,  representado  por  su  Presi- 
dente. 

c)  El  Seminario  Diocesano,  cuyo  personero  es  el  mis- 
mo Obispo  de  Loja. 

d)  Las  parroquias,  representadas  por  su  respectivo 
párroco. 

e)  Las  Iglesias,  representadas  por  su  Rector  y 

f)  Las  cofradías,  representadas  por  su  Presidente  o 
por  su  Síndico. 


57  Un  proyecto  del  Decreto  Supremo  212,  traía  un  artículo  por  el  cual 
se  señalaba  a  las  personas  jurídicas  religiosas  las  funciones  — de  carácter 
público —  relativas  a  la  conservación  del  patrimonio  artístico  que  luego  se 
atribuyeron  exclusivamente  a  las  entidades  católicas  en  el  Modus  Vivendi, 
por  lo  que  se  suprimió  tal  artículo  del  D.  S.  212,  que  habría  dado  un  aspecto 
público  a  la  personalidad  de  las  instituciones  relgiosas  en  general  y  no  sólo 
a  las  de  la  Iglesia  Católica,  como  sucede  ahora. 

58  Publicado  en  el  Registro  Oficial  núm.  107  del  5  de  marzo  de  1938. 
Ver  en  el  Apéndice  el  Documento  íntegro. 
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Y  el  Estatuto  de  la  Diócesis  de  Ibarra  contiene  una 
enumeración  substancialmente  idéntica. 

Todas  aquellas  entidades,  de  acuerdo  con  el  artículo  7 
del  D.  S.  212  y  con  el  artículo  5  del  Modus  Vivendi,  podían 
— y  pueden —  continuar  ejerciendo  los  derechos  civiles  como 
antes  del  18  de  diciembre  de  1935,  adquiriendo  separada- 
mente la  personalidad  jurídica,  pero  han  preferido  encomen- 
dar la  administración  y  gobierno  de  sus  bienes  a  una  nueva 
persona  jurídica  civil:  «El  Consejo  de  Gobierno  de  los  bienes 
de  la  Diócesis  de...» 

Cosa  semejante  ha  sucedido  con  las  congregaciones  y 
órdenes  religiosas.  El  «Estatuto  para  la  administración  y  Go- 
bierno de  los  bienes  de  la  Orden  Franciscana  en  el  Ecua- 
dor», que  fué  el  primero  de  su  género,  y  luego  se  adaptó 
casi  sin  variaciones  para  las  demás  órdenes  y  congregaciones, 
cita  también  las  diversas  personas  jurídicas  existentes  antes 
del  D.  S.  121  y  que  recobraban  sus  derechos  civiles: 

a)  Los  Conventos  de  Quito,  Otavalo,  Guayaquil...  et- 
cétera representados  por  sus  respectivos  superiores. 

b)  El  Convento  de  San  Diego,  representado  por  su 
superiora. 

c)  Las  parroquias  de...  representadas  por  sus  párrocos 
y  rectores. 

d)  Las  misiones  de...  representadas  por  su  legítimo  su- 
perior. 

e)  La  Iglesia  de  Cantuña  y  las  Cofradías  y  asociacio- 
nes Franciscanas  de  toda  la  República,  representa- 
das por  su  Rector,  Presidente  o  Síndico. 

También  todas  estas  entidades  (y  las  correspodientes 
de  las  diversas  órdenes  y  congregaciones)  se  han  agrupado 


59  ¡Publicado  en.  el  R,  O.,  núms.  112-113  del  11-12-111-38 
50  Publicado  en  el  R.  O.,  núm.  107,  del  5-III-38.  Para  la  Orden  Agus- 
tiniana,  en  el  mismo  sitio;  Orden  de  la  Merced,  R.  O.  112;  Madres  de  la 
Providencia  y  de  la  Inmaculada  Concepción,  muy  semejante  a  los  anteriores, 
en  el  R.  O.  núm.  12,  de  24  de  agosto  1938,  donde  se  halla  tambiéíni  el  de 
los  PP.  Redentoristas.  Estos  últimos  corresponden  ya  al  período  presidencial 
de  D.  Andrés  F.  Córdoba. 
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para  formar  una  nueva  persona  jurídica  capaz  de  administrar 
los  bienes  y  de  representarlas  en  juicio. 

Respecto  del  sujeto  de  la  personalidad  civil  privada,  ca- 
be, pues,  observar,  que  por  una  parte  los  textos  legales  son 
muy  amplios,  por  otra,  de  hecho,  ha  habido  un  interés  res- 
tringido, por  parte  de  las  entidades  menores  de  obtenerla 
por  separado;  en  cambio,  se  ha  producido  una  concentración 
de  las  instituciones  diocesanas  en  torno  a  su  Obispo  y  de 
las  instituciones  religiosas  en  torno  a  sus  superiores  regulares. 

De  acuerdo  con  el  D.  S.  212  y  el  Modus  Vivendi  estos 
Consejos  de  Administración  Diocesanos  obtienen  el  derecho 
de  administrar  y  gobernar  los  bienes  de  una  serie  de  entida- 
des que  al  menos  conforme  al  derecho  Canónico  tienen  su 
personalidad  propia  y  que  les  corresponde  (canon  1949)  el 
dominio  de  los  bienes  que  adquieren.  De  este  modo,  la  po- 
testad pública  de  la  Iglesia  (conforme  a  su  derecho  interno) 
consistente  en  esa  especie  de  «dominium  eminens»  se  ejer- 
ce en  el  Ecuador  como  un  derecho  privado  del  orden  jurí- 
dico de  este  país,  y  que  por  lo  tanto  se  puede  hacer  valer 
ante  los  tribunales  civiles.  He  aquí,  cómo  una  orden  del 
Obispo,  a  través  del  Consejo  de  Gobierno,  que  él  preside. 


6i  Sobre  este  asunto  véase  Gestión  del  Patrimonio  Eclesiástico^  por 
Bonet  Moiixi,  Manuel,  en  El  Patrimonio  Eclesiástico,  Salamanca,  1950.  Se- 
ñala claramente  el  "dominium  eminens"  de  la  Santa  Sede  sobre  todos  los 
bienes  eclesiásticos:  "Aún  convendrá  distinguir  desde  ahora  el  dominio  in- 
mediato de  una  cosa,  que  compete  al  titular  del  Derecho  de  propiedad,  y 
el  alto  dominio  eminente  que  compete  a  la  potestad  social  en  los  bienes  de 
los  súdbitos.  en  virtud  de  cual  puede  la  autoridad  ejercer  aquella  disposición 
incluso  dominical  de  los  bienes  de  sus  subordinados  que  sea  necesaria  para 
la  consecución  del  fin  social". 

Y  Bigador,  Raimundo,  en  Los  sujetos  del  Patrimonio  Eclesiástico,  pu- 
blicado en  el  mismo  libro,  escribe:  "Sin  necesidad  de  emplear  términos 
anticuados,  jxis  eviincns,  dominium  altum  seu  eminens  el  Código  de  Derecho 
Canónico  define  esta  potestad  suprema,  que  es  esencialmente  jurisdiccional 
con  la  palabra  auctoritas.  "Dominium  bonorum,  suh  suprema  auctoritate  Se- 
áis Apostolicae,  ad  eam  pertinent  moral em  personam,  quae  eadem  bona  legi- 
time acquisiverit"  (canon  1499  =  2).  Loe,  cit.,  pág.  42.  Más  claramente,  si 
se  quiere,  encuentro  el  fundamento  de  esta  "auctoritas"  en  el  canon  1518: 
"Romanus  Pontifex  est  ctonium  bonorum  ecclesiasticorum  supremus  admi- 
nistrator  et  dispensator".  Y,  en  cuanto  a  aquellos  "que  gozan  de  la  potestad 
episcopal",  esto  es,  en  primer  término  a  los  mismos  Ordinarios,  les  corres- 
pende  la  visitación  de  las  "personas,  cosas  y  lugares"  según  el  canon  344, 
y  con  más  determinación,  por  el  canon  15 19-  "Loci  Ordinarii  est  sedulo 
rritorio  sint..."  de  donde  se  ve,  que  también  a  los  Obispos  compete  un  alto 
dolminio  que  por  no  ser  el  supremo,  ha  sido  calificado  como  "dominio  me- 
dio", por  algunos  canonistas, 
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puede  ser  exigida  por  medio  de  la  coacción  estatal.  Esta  es 
una  de  las  consecuencias  más  interesantes  del  nuevo  orden, 
de  derecho  especial,  dado  a  la  personalidad  de  la  Iglesia  en 
el  Modus  Vivendi. 

Determinados  quienes  pueden  ser  sujetos  de  esta  per- 
sonalidad privada  y  quienes  efectivamente  la  han  obtenido, 
conviene  señalar  ahora  las  características  de  esta  personali- 
dad, que  permiten  que  se  la  califique  de  «especial»  o  de 
derecho  especial. 

1 8. — Características. 

En  primer  término,  el  modo  de  adquirir  esta  personali- 
dad es  peculiar:  las  instituciones  mencionadas  «enviarán  al 
Ministerio  de  Cultos  el  Estatuto  del  organismo  que  tenga  a 
su  cargo  el  Gobierno  y  Administración  de  sus  bienes,  así 
como  el  nombre  de  la  persona  que,  de  acuerdo  con  dicho 
Estatuto,  haya  de  representarlo  legalmente»  (artículo  1). 
Luego,  «El  Ministerio  de  Cultos  dispondrá  que  el  Estatuto 
a  que  se  refiere  el  artículo  1  se  publique  en  el  Registro  Ofi- 
cial y  que  se  inscriba  en  la  Oficina  del  Registrador  de  la 
Propiedad  del  cantón  o  cantones  en  que  estuvieren  situados 
los  bienes  de  cuya  administración  se  trate.  Esta  inscripción 
se  hará  en  un  libro  especial  que  se  denominará  «Registro  de 
las  Organizaciones  Religiosas»,  dentro  de  los  ocho  días  de 
recibida  la  orden  ministerial». 

Hay  pues,  cinco  actos  esenciales  en  la  constitución  de 
estas  personas  morales:  1,  la  comunicación  del  Estatuto  al 
Ministerio;  2,  la  orden  dada  por  el  Ministro  de  que  se  pu- 
blique en  el  Registro  Oficial;  3,  dicha  publicación;  4,  la  ins- 
cripción en  un  Registro  especial;  y  5,  el  certificado  del  Re- 
gistrador, que  habilita  al  representante  para  actuar  a  nom- 
bre de  la  nueva  persona  jurídica. 

A  propósito  del  primer  punto,  es  muy  importante  notar 
que  el  Estatuto  que  deben  comunicar  las  entidades  religio- 
sas para  adquirir  la  personalidad  civil  no  es  su  estatuto,  sino  el 
«del  organismo  que  tenga  a  su  cargo  el  gobierno  y  administra- 
ción de  sus  bienes»,  lo  cual  señala  una  diferencia  fundamental 
respecto  de  las  personas  jurídicas  ordinarias,  cuyo  estatuto,  se- 
gún el  artículo  535  del  Código  Civil,  debe  ser  aprobado  por 
el  Presidente  de  la  República.  Las  entidades  religiosas  no 
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tienen,  pues,  necesidad  ni  de  comunicar  ni  de  publicar  su 
Estatuto,  sino  únicamente  el  de  aquel  organismo  que  cuide 
de  sus  bienes,  debe  entenderse  que  el  estatuto  en  referencia 
sólo  tiene  que  referirse,  por  fuerza,  al  gobierno  y  adminis- 
tración de  los  mismos,  sin  que  interese  que  figuren  en  él 
otras  finalidades  y  funciones  que  pueda  tener,  de  orden  mo- 
ral, de  culto,  religioso  en  general,  etc. 

En  cuanto  al  segundo  momento:  las  funciones  del  Mi- 
nistro en  este  asunto,  hay  que  observar  que  se  reducen  a 
«ordenar  que  se  publique»  el  estatuto.  No  le  compete  pues, 
ninguna  aprobación;  únicamente  debe  constatar  que  se  trate 
de  estatutos  de  una  de  aquellas  organizaciones  que  tienen 
derecho  a  ser  inscritas  en  el  «Registro  especial»  de  que  habla 
el  D.  S.  212.  Igualmente,  no  podría  en  ningún  caso  introducir 
modificaciones  u  ordenar  una  publicación  o  registración  parcial. 

Todo  ésto  se  deriva  claramente  del  texto  de  la  Ley  del 
Modus  Vivendi,  del  examen  de  los  antecedentes  de  uno  y 
finalmente,  así  ha  sido  entendido  por  las  autoridades  ecua- 
torianas que  han  ejecutado  lo  dispuesto,  durante  el  gobierno 
del  mismo  Ingeniero  Páez  y  bajo  otras  autoridades. 

Por  su  parte,  las  entidades  en  cuestión,  no  podrían  ins- 
cribir directamente  el  Estatuto  de  su  organismo  administra- 
tivo. La  inscripción  se  verifica  sólo  por  orden  del  Gobierno, 
el  cual  viene  a  ser  como  un  testigo  oficial  de  que  esas  enti- 
dades tienen  derecho  a  la  inscripción  y  al  derecho  especial; 
es  una  función  de  carácter  certificativo,  que  el  Estado  está 
obligado  a  prestar. 


62  "Ley"  se  llama  a  sí  mismo  el  D.  S.  212  en  su  art.  7:  "Encárgase 
de  la  ejecución  de  esta  Ley".  El  Jefe  Supremo  dictó  varias  importantes 
leyes,  algunas  modificando  los  Códigos  de  Procedimiento,  el  Penal  y  el  Civil. 

63  {He  aquí  un  "Acuerdo  Ministerial"  que  aplica  lo  dicho:  "Ministerio 
de  Gobierno.  EL  JEFE  SUPREMO  DE  LA  REPUBLICA.  —  Visios, 
los  Estatuos  del  Consejo  de  Gobierno  y  Administración  de  los  bienes  de  la 
Diócesis  de  Loja,  Acuerda:  Ordenar  que  se  publiquen  en  el  Registro  Oficial 
y  se  inscriban  en  la  Oficina  del  registrador  de  la  propiedad  de  los  cantones 
de  la  provincia  de  Loja,  de  conformidad  con  lo  establecido  en  el  Decreto 
Suprema  n.  212  de  21  de  julio  del  año  próximo  pasado. 

Comuniqúese.  —  Palacio  Nacional,  en  Quito,  14  de  febrero  de  1938. 
Por  el  Jefe  Supreteo  de  la  República,  el  Ministro  de  Cultos,  etc.  Cmdte.  J. 
Quintana.  —  Está  publicado  en  el  Registro  Oficial  n.  107  del  5  de  marzo 
de  1938,  Es  idéntica  la  forma  de  los  Acuerdos  subsiguientes,  que  han  orde'- 
r.ado  la  inscripción  y  publicación  de  los  Estatutos  de  las  otras  diócesis,  ór- 
denes, etc.,  sin  que  jamás  se  hable  de  revisión  o  aprobación.  Cfr.  Registro 
Oficial,  n.  112-113,  el  n.  136  y  n.  12,  del  24  de  agosto  de  1938,  etc. 
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Varias  cosas  establece  el  Decreto  Supremo  212,  respecto 
del  Estatuto  mismo.  Así,  debe  determinar  el  personal  que 
constituye  el  mencionado  organismo,  la  forma  de  elección  y 
de  renovación  del  mismo  y  las  facultades  de  que  estuviere 
investido  (artículo  1).  Es  el  contenido  normal  de  un  Estatuto. 

Al  elaborarlos,  las  distintas  entidades  eclesiásticas,  lo 
hacen  naturalmente  conforme  al  Derecho  Canónico,  — y  así 
lo  han  declarado  siempre  en  el  mismo  Estatuto — ,  de  modo 
que  se  produce  una  incorporación  de  este  derecho  en  el 
civil,  bajo  la  forma  de  un  estatuto  privado,  pero  de  carácter 
especial,  y  de  este  modo,  las  prescripciones  canónicas  pue- 
den ser  obligatorias  ante  la  ley  ecuatoriana  (y  puede  exigirse 
su  cumplimiento  ante  los  tribunales  civiles),  como  es  obliga- 
torio para  sus  miembros  todo  estatuto  de  una  persona 
legal.  64 

Las  personas  jurídicas  eclesiásticas,  como  todas,  deben 
tener  un  representante  legal  — que  puede  formar  parte  del 
Consejo  o  no; —  la  condición  peculiar  que  se  exige  en  dicho 
representante  es  la  nacionalidad  ecuatoriana  (artículo  2  del 
S.  D.  212).  Además,  tanto  el  Organismo  administrativo  (cu- 
yos miembros  no  es  necesario  que  sean  ecuatorianos)  como 
el  representante,  deben  estar  domiciliados  en  el  Ecuador. 

Las  modificaciones  en  el  Estatuto  o  el  cambio  de  repre- 
sentante o  del  personal  de  la  corporación  administrativa  «se 
comunicará  al  Ministro  de  Cultos  para  que  éste  ordene  que 
se  tome  nota  en  los  Registros».  Obsérvese  que  no  es  nece- 
saria la  publicación  de  estos  cambios  y  que  tampoco  res- 


64  Dice  el  Estatuto  de  Loja :  "El  Consejo  de  Gobierno  de  los  bienes 
diocesanos  continuará  actuando  de  conformidad  con  el  Derecho  Canónico 
con  el  D.  S.  212...  y  con  el  Modus  Vivendi...",  (art.  i).  El  Consejo  se  su- 
jetará al  Derecho  Canónico  y  al  Derecho  Civil  Ecuatoriano  en  todo  lo  que 
cayere  dentro  de  su  ámbito  y,  especialmente,  en  materias  contractuales".  Y 
de  conformidad  con  el  D.  canónico  se  establece,  por  ejemplo,  en  el  ar- 
tículo 5,  que  "El  Presidente  del  Consejo  es  de  jure  el  Obispo  de  Loja  o  el 
Administrador  Apostólico,  y  en  su  ausencia  el  Vicario  General.  En  Sede 
Vacante,  el  Vicario  Capitular,  o  el  Administrador  Apostólico  que  aesignare 
a  falta  de  aquél,  la  Santa  Sede".  Cfr.  el  canon  1520:  "Ad  hoc  mtmus  (vi- 
gilar y  dirigir  la  administración  de  los  bienes  eclesiásticos)  rite  obeundum 
quilibet  Ordinarius  in  sua  civitate  episcopali  Consilium  instituat,  quod  constet 
proeside,  qui  est  ipsemet  ordinarius,,.". 

65  En  el  Estatuto  de  las  Madres  de  la  Providencia  publicado  en  el 
R.  O.  n.  12  de  24  de  agosto  de  1938,  figura  un  Consejo  de  gobierno  com- 
puesto íntegramente  por  personas  de  apellido  extranjero,  que  probablemente 
son  extranjeras;  la  representante  sí»  es  ecuatoriana. 
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pecto  de  ellos  tiene  ninguna  posibilidad  de  intervención 
activa  el  Gobierno;  sólo  le  corresponde  «ordenar  la  inscrip- 
ción». 

Es  muy  notable  también,  el  carácter  retroactivo  del 
Decreto.  El  artículo  6  dice:  «las  instituciones  en  cuestión 
podrán  ejercer  los  derechos  civiles  que  les  correspondan 
sobre  los  bienes  que  poseían  al  tiempo  de  la  declaración 
contenida  en  el  D.  S.  121,  de  18  de  diciembre  de  1835...»  Es 
decir,  que  queda  sin  efecto  la  disposición  que  pretendió 
privarles  de  la  personalidad. 

Todas  las  características  examinadas  indican  que  la  per- 
sonalidad civil  de  las  instituciones  religiosas  no  es  la  misma 
del  derecho  común  y  por  consiguiente,  conforme  al  mismo 
Dédigo  Civil  (artículo  536)  no  se  les  puede  aplicar  las  dispo- 
siciones de  aquel  título  del  Código  destinado  a  las  personas 
jurídicas. 

En  particular  conviene  notar,  que  las  personas  jurídicas 
religiosas,  no  sólo  no  necesitan  el  permiso  especial  del  Con- 
greso para  conservar  bienes  inmuebles,  ^  sino  que  al  contra- 
trario,  han  asumido  la  obligación  de  no  enajenar  algunos  de 
ellos  (los  de  valor  artístico,  artículo  7  del  M.  V.  o  en  algunas 
circunstancias,  no  enajenar  a  compañías  extranjeras;  artículo 
5  del  Modus  Vivendi). 

Tampoco  necesitan  la  autorización  del  juez  para  enaje- 
nar los  bienes  que  no  les  está  prohibido  enajenar,  ni  para 
gravarlos  de  hipoteca,  usufructo  o  servidumbre,  ni  para 
arrendarlos  por  más  de  cinco  años,  como  requiere  el  artícu- 
lo 546  del  Código  Civil,  para  las  personas  jurídicas  ordina- 
rias. 

No  se  les  explica,  igualmente,  el  artículo  548  del  Código 
Civil,  por  el  cual  «Las  corporaciones  no  pueden  disolverse 
por  sí  mismas,  sin  la  aprobación  de  la  autoridad  que  legitimó 
su  establecimiento.  Pero  pueden  ser  disueltas  por  ella,  o  por 
disposición  de  la  ley,  a  pesar  de  la  voluntad  de  sus  miembros, 
si  llegan  a  comprometer  la  seguridad  o  los  intereses  del 


66  El  artículo  545  del  Código  civil  dice:  "Las  corporaciones  pueden 
adquirir  bienes  de  toda  clase,  a  cualquier  título ;  pero  no  pueden  conservar 
la  posesión  de  los  bienes  raices  que  adquieran,  sin  permiso  especial  del  Con- 
greso. Sin  este  permiso  especial,  estarán  obligadas  a  enajenar  dichos  bienes 
raíces,  dentro  de  los  cinco  años,  subsiguientes  al  día  en  que  hayan  adquirido 
la  posesión  de  ellos ;  y  si  no  lo  hicieren  caerán  en  comiso  los  referidos  bienes'*^ 
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Estado,  o  no  corresponden  al  objeto  de  su  institución.  «Ade- 
más de  la  razón  jurídica  general  ya  señalada:  que  el  mismo 
Código  excluye  a  las  personas  que  no  son  de  derecho  común 
de  la  aplicación  de  estos  artículos,  además  digo,  en  la  pre- 
sente disposición  se  ven  varias  razones  intrínsecas  por  las 
cuales  sería  inaplicable:  a)  El  Decreto  212  permite  las  modi- 
ficación de  los  Estatutos,  y  en  los  Estatutos  aprobados  hasta 
hoy  siempre  se  reserva  el  derecho  de  modificarlos  en  cual- 
quier tiempo;  ^"^  por  este  medio  se  podría,  pues,  en  todo  caso 
lograr  la  propia  disolución,  aún  en  las  circunstancias  no  pre- 
vistas en  el  Estatuto  originario,  h)  No  cabe  la  disolución  por 
orden  de  la  autoridad  civil,  con  motivo  de  que  no  corres- 
ponden al  objeto  de  su  institución,  porque  la  referida  auto- 
ridad no  tiene  por  qué  conocer  ese  objeto  que  bien  puede 
no  figurar  en  el  Estatuto,  ya  que  éste  se  refiere  sólo  al 
gobierno  y  administración  de  los  bienes,  ni  mucho  menos 
podría  juzgar  sobre  él.  c)  Tampoco  es  admisible  la  disolución 
por  disposición  de  la  ley,  porque  ésto  implicaría  una  dero- 
gación del  sistema  actual,  establecido  en  virtud  de  un  tra- 
tado público  y  que  no  puede  modificarse  por  la  voluntad  de 
una  de  las  partes.  Todas  estas  razones  de  inaplicabilidad 
práctica,  refuerzan  el  argumento  general  de  la  inaplicabili- 
dad del  derecho  común  a  las  personas  morales  de  derecho 
especial. 

La  categoría  de  personas  de  derecho  especial  de  las  enti- 
dades religiosas,  excluye  la  posibilidad  de  que,  conforme  al 
artículo  549  del  Código  Civil,  el  Estado  pueda  «dictar  la 
forma  en  que  se  haya  de  efectuar  la  integración  o  renova- 
ción» de  sus  componentes,  en  caso  de  que  los  Estatutos  no 
prevean  algún  procedimiento  y  por  cualquier  causa  hayan 
disminuido  los  miembros. 

Tampoco  es  aplicable  la  disposición  por  parte  del  Esta- 
do de  los  bienes  de  las  entidades  extinguidas,  siempre  que 
prevean  los  Estatutos  otro  destino,  como  prescribe  para  las 
personas  jurídicas  normales  el  artículo  550  del  Código. 


67  Así  por  ejemplo  el  Estatuto  de  la 'Diócesis  de  Loja,  dice:  "Art.  13. 
El  Consejo  de  Gobierno  podrá  modificar  en  cualquier  tiempo  este  Estatuto. 
Las  modificaciones  serán  transmitidas  por  el  Presidente  al  Ministerio  de 
Cultos  para  los  efectos  previstos  en  el  art.  4  del  Decreto  212",  esto  es,  para 
que  ordene  su  publicación  en  el  Registro  Oficial. 
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He  señalado  las  características  de  esta  personalidad  pri- 
vada de  derecho  especial  clara  y  explícitamente  asignada  a 
las  instituciones  religiosas  en  el  Decreto  212  y  en  el  artículo 
5  del  Modus  Vivendi  que  incorpora  al  régimen  concordata- 
tario  el  mencionado  Decreto. 

Es  fácil  apreciar  que  este  derecho  especial  tiende  a  dar 
a  las  entidades  eclesiásticas  una  mayor  independencia,  una 
posición  más  compatible  con  su  dignidad  y  altos  fines;  con 
todo,  no  faltan,  tampoco,  algunas  restricciones,  aunque  no 
tan  graves  como  las  prescritas  para  las  personas  de  derecho 
común — ,  que  contribuyen  igualmente  a  diferenciar  su  régi- 
men del  moral.  (Me  refiero  a  la  inalienabilidad  de  los  bienes 
artísticos  y  a  la  prohibición  de  enajenar  a  compañías  extran- 
jeras). 

Tiene  suma  importancia  el  hecho,  ya  señalado,  de  que 
la  Iglesia  a  través  de  esta  personalidad  privada  puede  actuar 
respecto  de  sus  fieles  — más  precisamente  respecto  de  los 
componentes  de  las  diversas  entidades  religiosas:  Diócesis, 
parroquias,  religiones — ,  sus  normas  de  derecho  canónico, 
con  el  valor  de  reglas  jurídicas  ecuatorianas,  por  medio  de 
su  incorporación  al  derecho  del  país  en  forma  de  disposi- 
ciones reglamentarias.  Pero  es  evidente  que  todo  el  poder 
de  la  Iglesia  no  puede  encerrarse  en  estos  moldes  de  dere- 
cho privado  y  que  aquellas  funciones  que  señalé  en  la  pri- 
mera parte  de  este  capítulo  como  de  carácter  netamente 
público  requieren  una  mejor  determinación  de  los  derechos 
públicos  del  sujeto  que  las  ejerce;  este  es  el  defecto  funda- 
mental del  sistema  existente,  defecto  derivante  de  la  persis- 
tencia del  carácter  laico  del  Estado,  a  pesar  de  haber  recono- 
cido la  personalidad  pública  de  la  Iglesia,  al  reconocerle  sus 
funciones  públicas  en  el  territorio  del  Ecuador,  sobre  los 
ecuatorianos  y  de  acuerdo  con  una  ley  ecuatoriana:  el  Mo- 
dus Vivendi  (ley  que  no  puede  derogar  el  Ecuador,  porque 
antes  que  ley  interna  es  Tratado  Internacional).  Es,  pues, 
augurable  — teniendo  en  cuenta  aquí  tan  sólo  las  razones  de 
lógica  jurídica — ,  que  se  complete  y  se  ponga  una  mayor 
armonía  en  el  sistema,  mediante  un  reconocimiento  más  am- 
plio y  claro  de  la  Personalidad  de  Derecho  Público  de  la 
Iglesia  y  de  sus  instituciones  en  el  Ecuador,  del  mismo  modo 
como  se  reconoce  la  personalidad  privada  y  aún  varias  carac- 
terísticas y  consecuencias  de  la  misma  personalidad  pública. 
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No  es  de  ocultar  la  grandísima  dificultad  de  este  ideal,  debi- 
da al  espíritu  netamente  laico  de  muchas  e  importantes  leyes 
•ecuatorianas;  pero  su  reforma  no  sólo  significaría  una  mues- 
tra de  respeto  al  derecho  de  otra  entidad  soberana  — la  Igle- 
sia—  muy  conforme  con  los  ideales  internacionales  que 
profesa  el  Ecuador,  sino  también  un  acto  de  justicia  con  la 
grandísima  mayoría  de  los  ciudadanos  que  tienen  derecho  a 
que  las  leyes  concuerden  con  sus  creencias  morales  y  reli- 
giosas. 

En  conclusión,  de  cuanto  he  examinado  del  Modus 
Vivendi  se  puede  decir,  que  significa  un  paso  gigantesco 
hacia  el  entendimiento  y  colaboración  entre  la  Iglesia  y  el 
Estado,  pero  que  es  un  sistema  inacabado,  que  exige  un  per- 
feccionamiento y  complemento. 


V 

ASPECTO  SOBRENATURAL  DE  LA 
PERSONALIDAD  DE  LA  IGLESIA 


1.— Aspecto  sobrenatural  de  la  Iglesia. 

He  dejado  para  este  lugar  la  consideración  de  aquellas 
funciones  garantizadas  a  la  Iglesia  en  los  artículos  2  y  3  del 
Modus  Vivendi  y  en  el  1.°  y  2.°  de  la  Convención  Adicional, 
y  que  si  bien  tienen  mucho  valor  para  demostrar  el  recono- 
cimiento del  aspecto  público  de  la  personalidad  de  la  Iglesia, 
creo  que  conviene  examinarlas  — con  prescindencia  de  su 
calidad  de  funciones  públicas  o  privadas —  tomándolas  como 
consecuencias  del  carácter  sobrenatural  de  la  Iglesia. 

Ciertamente  que  cuando  la  Iglesia  procura  cumplir  esos 
fines  — «docere»  y  «evangelizare» —  ejerce  funciones  legisla- 
tivas, ejecutivas,  administrativas...  pero  tienen  una  modali- 
dad particular,  de  manera  que  la  actividad  evangelizadora  o 
docente  de  la  Iglesia  merece  una  consideración  especial;  y 
tal  le  fué  prestada  en  el  Convenio  que  estudio,  de  modo  que 
el  reconocimiento  de  la  personalidad  de  la  Iglesia  ha  com- 
pletado con  una  garantía  expresa  de  estas  características  de 
su  personalidad  que  derivan  más  directamente  de  la  índole 
sobrenatural  de  la  misma. 

Digo  «más  directamente»  o  principalmente,  porque  ya 
por  la  perfección  humana  de  la  Iglesia  y  por  su  historia  que 
en  todos  los  tiempos  nos  la  presenta  como  centro  de  cultura 
de  primer  orden,  le  correspondería  un  papel  predominante 
en  la  dirección  de  la  cultura  actual  y  un  derecho  de  proseli- 
tismo  que  no  se  niega  a  ninguna  institución  moral  y  confor- 
me a  las  leyes  en  todo  país  civilizado.  Pero  todo  este  valor 
histórico  y  de  civilización  pasa  a  un  segundo  plano  cuando 
se  considera  los  derechos  innatos  de  la  Iglesia  como  socie- 
dad sobrenatural. 

Hay  que  reconocer  que  el  Modus  Vivendi,  siendo  un 
instrumento  eminentemente  práctico,  no  revela  «oficialmen- 
te» si  se  inspira  en  consideraciones  de  uno  u  otro  orden, 
pero  si  se  interpreta  de  acuerdo  con  las  creencias  de  la  gran 
mayoría  de  los  ecuatorianos  (cuya  voluntad  debería  realizar 
la  democracia)  y  de  los  negociadores,  se  debe  admitir  que  las 
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garantías  y  derechos  que  le  fueron  asegurados  a  la  Iglesia  lo 
fueron  en  consideración  de  su  carácter  sobrenatural.  Si  en 
cambio,  se  piensa  que  el  Ecuador  es  oficialmente  un  Estado 
laico,  y  que  tal  se  profesaba  el  Jefe  Supremo  que  aprobó  y 
ratificó  el  Convenio,  hay  que  suponer  que  la  justificación  de 
aquellas  garantías  y  derechos  debe  buscarse  en  el  «valor  so- 
ciológico», en  el  poder  espiritual,  cultural,  civilizador,  de  he- 
cho, de  la  Iglesia  en  el  Ecuador. 

En  todo  caso  hay  algo  innegable:  que  aún  el  Estado  lai- 
co tiene  por  fuerza  que  reconocer  aquellos  derechos  de  la 
Iglesia,  que  el  mundo  católico  declara  derivantes  de  su  ori- 
gen y  fin  sobrenatural,  y  de  cuyo  ejercicio  no  puede  pres- 
cindir el  Estado  sin  grave  perjuicio  para  él  mismo.  Esto  es 
innegable. 

2. — Valor  objetivo  del  artículo  2. 

La  referida  cláusula  ^  reconoce  claramente  los  siguientes 
derechos  de  la  Iglesia: 

a)  fundar  planteles  de  educación;  de  todo  género, 
puesto  que  no  se  especifica;  también  universidades 
por  consiguiente.  ^ 

b)  Darle  carácter  y  orientación  católicos. 

c)  Regular  exclusivamente  (esto  es,  sin  ninguna  posible 
intervención  estatal)  los  estudios  en  los  Seminarios 
y  Escolasticados  de  los  religiosos. 


1  Dice  el  texto:  "El  Gobierno  del  Ecuador  garantiza  en  la  República 
la  libertad  de  enseñanza.  La  Iglesia  Católica  tiene,  pues,  el  derecho  de  fun- 
dar planteles  de  enseñanza,  proveyéndolos  de  personal  suficientemente  idóneo, 
y  de  'mantener  los  existentes.  En  consecuencia,  el  Gobierno  se  obliga  a  res- 
petar el  carácter  propio  de  esos  institutos ;  y,  por  su  parte,  la  Iglesia  se 
obliga  a  que  ellos  se  sujeten  a  las  Leyes.  Reglamentos  y  Programas  de  estu- 
dios oficiales,  sin  perjuicio  del  derecho  de  la  Iglesia  para  dar,  además,  a 
dichos  planteles  carácter  y  orientación  católicos.  Los  estudios  en  los  Semi- 
narios y  Escolasticados  de  religiosos,  dependerán  de  los  respectivos  Ordinarias 
y  Superiores". 

2  Gozando  de  esta  facultad,  se  fundó  una  Universidad  Católica  en 
Quito,  con  absoluta  independencia  del  Estado  y  cuyos  títulos  de  estudo  tie- 
nen valor  oficial.  Y  la  Constitución  Política  vigente  declara:  "Las  Universi- 
dades ttanto  oficiales  como  particulares  son  autónomas..."  (art.  172). 
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A  su  vez  se  obliga  a: 

a)  Proveer  sus  planteles  de  personal  suficientemente 
idóneo. 

b)  A  sujetar  los  institutos  a  las  leyes,  reglamentos  y 
programas  oficiales  (sin  perjuicio  de  su  carácter  y 
orientación  católicos). 

Nótese  que  de  esta  segunda  obligación  están  exentos 
los  Seminarios  y  Escolasticados,  en  los  cuales  la  competen- 
cia de  la  Iglesia  es  exclusiva. 

Se  reserva,  pues,  a  la  Iglesia  el  derecho  de  enseñar;  y  de 
un  modo  absoluto,  conforme  a  sus  métodos  y  programas, 
en  unos  institutos  (Seminarios  etc.)  y  de  un  modo  un  tanto 
limitado  en  otros.  Pero  este  límite  es  más  bien  una  condición 
una  «conditio  iuris»,  un  mínimo  de  circunstancias  que  pide 
el  Estado.  Así  pues,  en  materia  de  programas,  la  Iglesia  es 
libre  de  añadir  a  los  estatales  las  materias  morales,  religiosas 
o  de  formación  que  juzgue  convenientes,  y  de  cara  a  las  de- 
más la  orientación  católica. 

Es  lógico  que  la  Iglesia,  a  la  que  se  garantiza  la  libertad 
de  fundar  esos  planteles  y  de  darles  una  determinada  orien- 
tación, esa  quien  deba  también  administrarlos,  nombrar  los 
profesores,  vigilar  el  orden,  etc.,  por  medio  de  sus  diversas 
organizaciones  y  conforme  a  su  propio  Derecho.  ^ 

El  contenido  del  artículo  2.°  no  se  separa  fundamental- 
mente del  sentido  del  proyecto  del  Dr.  Tobar,  apenas  modi- 
ficado por  el  Canciller.  Pero  es  digno  de  notarse  que  aquel 
proyecto  sufrió  — como  en  el  caso  del  artículo  1.° — ,  una 
evolución  tendiente  a  darle  por  una  parte  un  carácter  más 
solemne:  «el  Gobierno  del  Ecuador  garantiza»,  en  lugar  de  la 
simple  declaración  del  proyecto  Tobar;  «la  Iglesia  tiene  dere- 
cho»; por  otra  parte,  así  mismo,  se  tendió  a  derivar  la 
garantía  de  una  norma  general,  y  esta  vez  quedó  en  tal  for- 
ma el  texto  definitivo:  «El  Gobierno  del  Ecuador  garantiza 
la  libertad  de  enseñanza.  La  Iglesia  tiene,  pues,  el  derecho...» 
De  manera  que  la  garantía  no  se  dirige  exclusivamente  a  la 


3  El  Código  de  Derecho  Canónico  se  refiere  a  este  derecho  particular- 
mente en  la  Parte  IV  del  Libro  III:  "Del  Magisterio  Eclesiástico". 
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Iglesia,  la  libertad  garantizada  es  para  todos,  y  como  conse- 
cuencia, la  Iglesia  «tiene  derecho»... 

Esta  forma,  ¿es  un  desconocimiento  del  derecho  innato 
de  enseñar  de  la  Iglesia?  De  ningún  modo.  El  que  se  formule 
el  derecho  de  la  Iglesia  como  consecuencia  de  una  libertad 
garantizada  por  el  Estado,  no  significa  negación  de  la  auto- 
nomía de  ese  derecho  en  otro  orden;  como  cualquiera  decla- 
ración de  derecho  positivo  que  se  funde  en  otra  Ley,  en  la 
Constitución  por  ejemplo,  no  significa  negar  el  valor  de  la 
norma  en  otro  orden  jurídico,  en  el  Derecho  internacional  a 
en  el  natural  por  ejemplo. 

Pero  la  fórmula  tampoco  afirma  positivamente  el  dere- 
cho autónomo  de  la  Iglesia.  Es  un  reconocimiento  práctico, 
de  facto,  en  el  que,  al  menos  aparentemente,  se  prescinde 
del  fundamento  teórico. 

Sin  embargo,  el  hecho  de  que  se  haya  tratado  especial- 
mente esta  materia  en  el  Modus  Vivendi  implica  un  cierto 
reconocimiento  de  que  la  Iglesia  tiene  algún  particular  título 
al  respecto.  Si  la  Iglesia  entrara  en  el  mismo  plano  que  cual- 
quier persona  o  institución  que  pueda  servirse  de  la  libertad 
constitucional  de  enseñanza,  quizá  no  habría  sido  necesario 
el  reconocimiento  del  derecho  de  enseñar  ni  habría  requeri- 
do una  renovada  declaración  de  la  libertad  de  enseñanza. 
Vemos,  en  cambio,  que  el  Gobierno  del  Ecuador  en  un  tra- 
tado público  con  la  Iglesia  formula  la  garantía  de  la  libertad 
de  enseñanza  y  la  refiere  inmediatamente  a  un  sujeto  espe- 
cial: la  Iglesia.  ¿No  es  esto  más  bien,  un  reconocimiento  im- 
plícito de  un  derecho  particular  de  la  Iglesia,  de  un  derecho 
propio  de  la  Iglesia? 

Parece,  efectivamente,  que  por  el  Modus  Vivendi,  el 
Ecuador  contrae  la  obligación  de  derecho  internacional,  fren- 
te a  la  Iglesia,  de  mantener  la  libertad  de  enseñanza,  lo  cual 
implica  naturalmente  un  derecho  de  la  misma  a  exigir  esa 
libertad  y  servirse  de  ella. 

Se  debe  tener  en  cuenta,  además,  que  el  derecho  de  la 
Iglesia  tiene  ciertas  peculiaridades  de  que  carecen  los  de 
otras  entidades  o  de  los  simples  particulares.  En  efecto,  la 
Iglesia  puede  fundar,  organizar  y  dirigir  con  absoluta  pres- 
cindencia  de  toda  intervención  estatal  los  establecimientos 
dedicados  a  la  formación  del  clero  y  de  los  religiosos,  mien- 
tras que  todos  los  demás  institutos  de  enseñanza  existentes 
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en  el  país  (comprendidos  aún  los  demás  de  la  Iglesia)  deben 
someterse,  por  lo  menos  a  los  programas  mínimos  señalados 
por  el  Gobierno.  De  tal  modo  que  en  estos  institutos  la  li- 
bertad de  que  dispone  la  Iglesia  es  mayor  que  la  de  los  de- 
más ciudadanos  o  entidades  en  el  Ecuador. 

También  es  notable,  que  se  asegure  de  un  modo  expre- 
so el  derecho  de  dar  a  dichos  planteles  una  orientación  pe- 
culiar, conforme  al  espíritu  de  la  Iglesia. 

Al  respecto  cabe  detenerse  a  examinar  las  variaciones 
de  los  proyectos  en  cuanto  a  las  palabras  con  que  se  expresa 
el  derecho  de  la  Iglesia  para  dar  a  sus  planteles  una  determi- 
nada orientación.  En  el  proyecto  de  Tobar  se  habla  de  «ca- 
rácter confesional  de  las  escuelas»  que  el  gobierno  se  obliga 
a  respetar.  Igual  cosa  afirma  el  proyecto  Larrea.  En  el  tercer 
proyecto,  en  cambio,  desaparece  toda  referencia  a  aquel 
derecho;  y  en  el  siguiente  reaparece  pero  sólo  como  «dere- 
cho de  la  Iglesia  para  dar,  además,  en  dichos  planteles  en- 
señanza religiosa»  que  hubiera  podido  interpretarse  fácil- 
mente como  algo  más  restringido  que  «carácter  confesional»; 
«enseñanza  religiosa»,  podía  entenderse  como  «clases  de  re- 
ligión o  catecismo»,  y  no  inspiración  religiosa  en  todo  el  sis- 
tema de  estudios,  como  indica  claramente  la  fórmula  «ca- 
rácter confesional»  lo  mismo  que  la  que  se  emplea  luego, 
de  «educación  religiosa»,  y  más  precisamente,  por  fin,  la 
mucho  más  amplia,  comprensiva  y  clara  de  «carácter  y 
orientación  católicos»,  que  es  la  del  texto  definitivo. 

Es  preciso  insistir  que  la  genérica  libertad  de  enseñanza 
que  garantiza  la  Constitución  a  todos  los  ecuatorianos,  in- 
distintamente, debe  entenderse  que  comprende  el  derecho 
de  dar  una  orientación  cultural,  religiosa,  etc.  a  los  institutos 
educacionales,  pero  esto  no  quita  valor  sino,  en  cierto  senti- 
do, más  bien  lo  aumenta,  a  la  expresa  declaración  que  al 
respecto  se  hace  en  el  Modus  Vivendi  respecto  de  la  Iglesia. 
El  derecho  de  encuadrar  toda  la  enseñanza  de  los  propios 
establecimientos,  queda,  al  igual  que  el  derecho  de  fundar- 
los, afirmada  por  la  obligación  internacional,  inderogable  por 
leyes  internas,  indestructible  por  la  voluntad  de  una  tan  sólo 
de  las  partes. 

Finalmente  es  digno  de  observación  el  hecho  de  que  se- 
gún el  proyecto  original  (A)  y  en  el  del  Canciller  (B)  el  Go- 
bierno debía  dictar  leyes  especiales  para  las  escuelas  «con- 
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fesionales»,  pero  en  los  siguientes,  hasta  el  definitivo,  se 
habla  sólo  de  «Leyes,  Reglamentos  y  programas  de  estudios 
oficiales»,  de  modo  que  los  establecimientos  educativos  de 
la  Iglesia  se  regulan,  por  consiguiente,  con  el  derecho  común 
y  con  el  derecho  concordatario,  que  deja  a  la  Iglesia  la  fa- 
cultad de  regirlos  también  por  sus  propias  normas:  Todo 
esto,  no  es  necesario  insistir,  refiriéndose  a  aquellos  plante- 
les que  no  son  seminarios  o  escolasticados,  pues  en  estos 
últimos  tienen  vigor  sólo  las  disposiciones  eclesiásticas. 

Parece,  pues,  que  se  desprende  con  bastante  claridad, 
del  texto  del  artículo  2  la  intención  concorde  de  las  partes 
de  reconocer  un  derecho  propio  de  la  Iglesia  al  garatizárselo, 
en  los  términos  que  se  han  adoptado,  a  pesar  de  existir  ya 
una  norma  genérica  que  garantiza  la  libertad  de  enseñanza: 
Esta  libertad  asume  un  contenido  más  amplio  respecto  de  la 
Iglesia,  y  una  firmeza  mayor  por  su  consagración  en  un  tra- 
tado público. 

Pero,  además  del  exámen  aislado  del  artículo  2,  la  inter- 
pretación del  documento  integralmente  considerado,  confir- 
ma esas  conclusiones.  Es  lógico  suponer  que  todas  las  cláu- 
sulas del  Tratado  están  inspiradas  en  los  mismos  principios: 
En  el  artículo  primero  se  sienta  prácticamente  una  premisa, 
una  declaración  que  debe  dar  luz  para  la  inteligencia  de 
cuanto  se  establece  a  continuación;  y  allí  se  dice  que  el  Go- 
bierno del  Ecuador  «garantiza  a  la  Iglesia  el  libre  ejercicio 
de  las  actividades  que  dentro  de  su  esfera  propia  le  corres- 
ponden. Los  demás  artículos  tratan  de  los  medios  concretos 
para  realizar  esa  garantía.  Las  restantes  cláusulas  se  refieren 
a  algunas  de  aquellas  actividades  de  «la  esfera  propia»  de  la 
Iglesia. 

Y  concretamente,  que  las  funciones  educativas  de  la 
Iglesia  de  que  se  habla  en  los  artículos  2  y  3  se  consideran 
propios  de  la  Iglesia,  se  confirma  en  la  condición  adicional, 
que  asegura  en  términos  muy  expresivos:  «...la  plena  e  in- 
contestable libertad  que  asiste  al  clero  para  predicar,  expo- 
ner y  defender  la  doctrina  dogmática  y  moral  católica». 

Aquella  predicación,  exposición  y  defensa  de  la  doctri- 
na católica,  ya  que  es  una  libertad  plena  e  incontestable, 
puede  realizarse  por  todos  los  medios  adecuados,  en  todos 
los  ambientes:  lo  mismo  en  las  misiones  (artículo  3)  que  en 
los  colegios  (artículo  2)  o  que  en  la  sociedad  toda  por  medio 
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de  la  predicación  (artículo  1  de  la  Convención  adicional)  o 
de  la  imprenta  (artículo  2  C.  A.)- 

A  toda  entidad  le  corresponde  un  conjunto  de  derechos, 
una  órbita  de  libertad  relativa  a  aquellas  cosas  que  son  de  su 
fin  y  de  su  naturaleza.  Esa  esfera  natural  de  libertad  puede 
todavía  ampliarse  en  virtud  de  una  concesión,  pero  entonces 
ha  de  aparecer  claramente  que  se  trata  de  una  extensión  de 
sus  atribuciones. 

Si  la  libertad  de  educar  de  la  Iglesia  fuera  concebida  por 
el  Modus  Vivendi  como  algo  extrínseco,  debería,  pues,  apa- 
recer claramente  como  una  concesión;  y  nada  más  ajeno  al  es- 
píritu y  a  la  forma  del  Modus  Vivendi,  y  particularmente  a 
la  cláusula  1.^  de  la  Convención  Adicional. 

La  referida  cláusula,  en  efecto,  tiene  un  valor  interpre- 
tativo del  artículo  4  del  Modus  Vivendi  que  es  un  artículo 
que  limita  la  libertad  del  clero  en  materia  poh'tica.  Como  la 
cláusula  cuarta  habría  podido  dar  lugar  a  falsas  interpreta- 
ciones. «La  Santa  Sede  y  el  Ecuador  dejan  constancia  de  que 
el  artículo  4  en  nada  menoscaba  la  plena  e  incontestable  liber- 
tad...» Hay,  pues,  una  simple  declaración  — vinculativa  na- 
turalmente—  de  un  derecho  anterior  y  propio  que  las  partes 
no  quieren,  no  pueden  mermar.  La  Santa  Sede  y  el  Ecuador 
se  han  puesto  de  acuerdo  en  limitar  la  libertad  de  los  cléri- 
gos en  cuanto  a  un  aspecto  de  su  actividad  política  (la  de 
los  partidos  políticos),  pero  dejan  constancia  de  que  ni  si- 
quiera esa  limitación  conjuntamente  acordada,  puede  dañar 
en  modo  alguno  la  libertad  de  enseñanza,  los  derechos  de  la 
Iglesia  respecto  de  la  educación  y  la  predicación  de  la  pala- 
bra divina.  Todo  lo  contrario,  pues,  de  una  concesión. 

¿Qué  posición  es  pues  m.ás  lógica:  interpretar  ese  dere- 
cho de  la  Iglesia  conforme  a  las  normas  del  sistema  en  que 
naturalmente  se  encuadra  (el  derecho  propio  de  la  Iglesia)  o 
de  acuerdo  con  un  criterio  extraño? 

¿Puede  el  Estado  encontrar  un  pacto  con  la  Santa  Sede 
y  reconociendo  en  él  unas  libertades  y  derechos  de  la  última, 
desconocer  los  principios  de  los  cuales  derivan? 

Tal  posición,  aunque  contraria  a  la  lógica,  es  la  que 
tiene  que  adoptar  un  Estado  laico  para  mantenerse  dentro 
de  sus  postulados  y  poder  dar  una  solución  práctica  a  la 
imperiosa  necesidad  de  reconocer  los  derechos  de  la  Iglesia, 
aún  en  los  casos  en  que  sólo  sea  parcialmente. 
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Y  esta  es  precisamente  la  posición  del  Ecuador  en  el 
Modus  Vivendi.  He  demostrado,  una  vez  más,  cómo  este 
documento  constituye  un  paso  adelante  hacia  la  regulariza- 
ción  de  las  relaciones  entre  la  Iglesia  y  un  pueblo  eminente- 
mente católico,  pero  que  siendo  una  tentativa  aislada,  par- 
cial, que  no  ha  ido  acompañada  de  un  cambio  fundamental 
del  sistema  jurídico  ecuatoriano,  implica  una  serie  de  situa- 
ciones excepcionales  y  un  tanto  paradójicas  a  veces  ^  y  que 
deberán  subsanarse  acomodando  las  leyes  nacionales  a  un 
criterio  de  mayor  adherencia  a  la  realidad  nacional. 

Felizmente,  el  Modus  Vivendi  contiene  ante  todo  nor- 
mas prácticas  — y  los  conflictos  que  se  crean  son  más  bien 
teóricos,  de  doctrina —  y  esas  normas  tienen  un  contenido 
obligatorio  clarísimo  y  se  encuadran  en  la  Constitución  del 
Estado: 

Algunas  disposiciones  constitucionales  posteriores  al  "Modus  Ti- 
vendi. — Las  Cartas  Políticas  de  1945  y  de  1946,  aunque  no 
abandonan  el  sistema  laico,  ^  ponen  respecto  de  la  educación 
varias  disposiciones  que  se  ajustan  al  compromiso  interna- 
cionalmente  contraído  por  el  Ecuador  con  el  Modus  Vivendi 
y  amplían  un  tanto,  respecto  de  las  anteriores,  los  derechos 
de  la  enseñanza  particular,  dentro  de  la  cual  se  encuadra  la 
de  la  Iglesia,  más  aún,  de  f acto,  es  casi  exclusivamente  la  pro- 
porcionada  por  las  órdenes  y  congregaciones  religiosas. 

La  Constitución  de  1945  en  el  artículo  143,  declara: 
«La  educación  constituye  una  función  del  Estado».  Ya  indi- 
qué en  otro  lugar  el  verdadero  alcance  de  esta  afirmación:  no 
significa  monopolio  estatal  de  la  enseñanza,  sino  afirmación 
del  carácter  público  de  tal  función,  es  decir,  que  es  una  fina- 
lidad de  la  sociedad  toda,  y  no  sólo  de  los  individuos  aisla- 
damente considerados.  En  todo  caso  era  bastante  peligrosa, 
por  imprecisa,  tal  declaración.  En  1946  fué  sustituida  esa 
fórmula  (artículo  171),  por  la  siguiente:  «La  educación  es 
deber  y  derecho  primario  de  los  padres  o  de  quienes  los 
representen.  El  Estado  vigilará  el  cumplimiento  de  este  deber 
y  facilitará  el  ejercicio  de  este  derecho.  La  educación  y  la 


4  Por  ejemplo,  la  prohibición  constitucional  de  1945  a  los  poderes  pú- 
blicos, de  ayudar  económicamente  a  la  escuela  católica  a  pesar  de  significar 
ésta  un  gran  auxilio  para  el  Estado  y  ser  católicos  los  contribuyentes. 

5  Por  más  que  la  de  1946  se  dictó  "En  nombre  de  Dios". 
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enseñanza,  dentro  de  la  moral  y  de  las  instituciones  republi- 
canas, son  libres».  Esta  fórmula  asegura  mejor  el  derecho  de 
la  enseñanza  particular  y  señala  en  sus  justos  límites  la  inter- 
vención del  Estado:  vigilancia  y  estímulo  de  la  educación; 
funciones  que  se  completan  con  la  función  supletiva  del  Es- 
tado, cuando  falta  la  labor  privada,  y  que  se  deduce  del 
resto  del  artículo  constitucional. 

Ambas  Constituciones  declaran  laica  a  la  enseñanza  ofi- 
cial; pero  la  segunda  aclara  el  concepto  así:  «La  educación 
Oficial,  sea  Fiscal,  Provincial  o  Municipal,  es  laica,  es  decir, 
que  el  Estado  como  tal  no  enseña  ni  ataca  religión  alguna»;  de 
donde  sería  lógico  deducir  que  no  está  prohibida  la  ense- 
ñanza religiosa  en  los  planteles  oficiales,  siempre  que  no  sea 
«el  Estado  como  tal»  el  que  la  disponga.  Y  este  sentido 
parece  confirmarse,  por  cuanto  añade  el  mismo  artículo  171, 
al  final:  «El  Estado  respetará  el  derecho  de  los  padres  de 
familia  o  de  quienes  los  representen,  para  dar  a  sus  hijos  la 
enseñanza  que  a  bien  tuvieren»  y  esto  debe  entenderse  tam- 
bién en  los  institutos  oficiales. 

En  cuanto  a  la  enseñanza  particular  directamente,  la 
Constitución  de  1945  dice:  «Se  garantiza  la  educación  par- 
ticular, ajustada  a  las  leyes  y  a  los  reglamentos  y  programas 
oficiales».  Y  la  de  1946,  luego  de  declarar  el  derecho  de  los 
padres  afirma  la  libertad  de  enseñanza,  dentro  de  las  leyes, 
como  ya  señalé. 

Respecto  de  la  gratuidad,  la  de  1945  dice:  «La  dduca- 
ción  oficial  es  laica  y  gratuita  en  todos  sus  grados.  Ni  el 
Estado  ni  las  Municipalidades  pueden  subvencionar  otra 
educación  que  ésta,  pero  los  servicios  sociales  serán  sumi- 
nistrados sin  diferencia  alguna,  a  todos  los  alumnos  que  los 
necesiten...»  En  cambio,  la  de  1946  permite  a  las  municipali- 
dades «subvencionar  la  enseñanza  particular  gratuita,  «con 
cantidades  de  hasta  el  20°/o  de  las  rentas  destinadas  a  edu- 
cación; y  «el  Ejecutivo  cuando  estime  conveniente  suminis- 
trar alguna  ayuda,  necesitará  la  aprobación  del  Consejo  de 
Estado». 

«Las  Universidades  son  autónomas»  «...Se  garantiza  la 
libertad  de  cátedra»,  declara  la  Constitución  de  1945,  y  la 
de  1946  precisa  «Las  Universidades,  tanto  oficiales  como  particu- 
lares, son  autónomas...» 

Por  fin,  ambas  Cartas  Políticas  dan  representación  espe- 
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cial  en  las  legislaturas  a  la  enseñanza  particular  por  medio  de 
diputados  (1945)  o  senadores  (1946).  Funcionales  propios. 

Los  nuevos  principios  fundamentales  sobre  educación 
en  el  Ecuador,  no  sólo  no  están,  pues,  en  contradicción  con 
el  Modus  Vivendi,  sino  que  se  manifiesta  una  tendencia  a 
una  mayor  colaboración  del  Estado  y  la  enseñanza  privada  y 
a  eliminar  los  puntos  de  conflicto  todavía  existentes. 

3.— El  Artículo  tercero  del  Modus  Vivendi. 

Ya  he  ponderado  en  otros  capítulos  la  importancia  de 
esta  cláusula.  Pero  conviene  recordarla  aquí,  porque  es  una 
de  las  que  más  netamente  se  refiere  a  funciones  de  la  Iglesia 
como  sociedad  sobrenatural,  aunque  tenga  otros  aspectos 
igualmente  dignos  de  observación.  En  este  artículo,  en  efecto, 
se  habla  de  varias  funciones  de  caridad  de  la  Iglesia:  evange- 
lización  de  los  infieles  (misiones,  mejoramiento  moral  y  ma- 
terial del  indio,  mantenimiento  de  la  paz...)  Para  estas  fun- 
ciones el  Estado  y  la  Iglesia  «aunarán  sus  esfuerzos»;  natu- 
ralmente unos  y  otros  son  de  diverso  tipo,  cada  una  de  las 
sociedades  perfectas  debe  contribuir  con  aquellos  medios 
que  son  propios  de  su  manera  de  ser:  el  Estado  dispone  de 
los  más  potentes  y  perfectos  medios  temporales,  y  la  Iglesia 
proporciona,  sobre  todo,  los  espirituales. 

Esta  cláusula,  ^  introducida  por  el  proyecto  del  Canci- 
ller (B),  además  de  comprometer  la  mutua  ayuda  de  la 
Iglesia  y  el  Estado  para  la  realización  de  altísimos  fines,  es 
una  prueba  clara  del  espíritu  que  anima  a  todo  el  Tratado; 
se  procura  en  él,  efectivamente,  estrechar  las  relaciones  entre 
los  dos  poderes.  En  este  sentido  se  expresó  el  Jefe  Supremo 
del  Estado  en  el  acto  de  recibir  las  credenciales  del  primer 


6  El  proyecto  del  Canciller  (B)  decía:  "El  Estado  y  la  Iglesia  aunarán 
sus  esfuerzos  para  procurar  el  mejoramiento  moral  y  social  del  indio  ecuato- 
liano  y  su  incorporación  a  la  cultura  nacional;  asi  como  para  que  se  implante 
la  justicia  social  en  las  relaciones  entre  patronos  y  obreros".  Luego  se  ante- 
pusieron las  palabras  :  "El  Estado  y  la  Iglesia  Católica  aunarán  sus  esfuerzos 
para  el  fomento  de  las  misiones  en  el  Oriente",  y  realizada,  las  necesarias 
correcciones  para  adoptar  los  dos  elementos,  quedó  el  texto  definitivo  sin  su- 
frir modificaciones  importantes,  asi  concebido:  "El  Estado  y  la  Iglesia  auna- 
rán sus  esfuerzos  para  el  fomento  de  las  misiones  en  el  Oriente.  Procurarán, 
asimismo,  el  mejoramiento  material  y  moral  del  indio  ecuatoriano,  su  incorpo- 
ración a  la  cultura  nacional  y  el  mantenimiento  de  la  paz  y  la  justicia  social. 
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Nuncio  Apostólico  después  del  Convenio:  «Espero  que  la 
colaboración  de  los  dos  poderes  no  se  limitará  a  regular  las 
situaciones  anormales...  Es  necesario  que  unamos  nuestros 
esfuerzos  para  asegurar  la  paz  amenazada  en  todo  el  mundo 
y  para  redimir  la  miseria  humana...»  Es  preciso  tener  presente 
este  espíritu,  que  es  el  espíritu  del  Modus  Vivendi,  en  la 
interpretación  de  todas  sus  cláusulas. 

Así  pues,  el  Ecuador,  Estado  laico,  que  proclamaba  la 
separación  absoluta  de  la  Iglesia,  se  ha  comprometido  a 
«aunar  sus  esfuerzos»  con  los  de  ella,  para  realizar  una  labor 
que  sólo  con  ese  mutuo  apoyo  se  podía  realizar.  La  expe- 
riencia de  más  de  cuarenta  años  de  discordia,  había  enseñado 
la  necesidad  de  buscar  otra  solución  a  las  relaciones  entre 
los  dos  poderes;  esta  solución  se  ha  iniciado  con  el  Modus 
Vivendi,  pero  aún  no  se  completa,  como  se  debería,  por  me- 
dio de  un  perfecto  adecuamiento  de  las  leyes  de  la  República 
a  la  nueva  orientación  solemnemente  adoptada. 


4. — Los  artículos  1  y  2  de  la  Convención 
Adicional. 

Para  terminar  este  examen  del  Modus  Vivendi,  insistiré 
sobre  el  reconocimiento  que  se  hace  en  aquellos  artículos  de 
varios  derechos  que  competen  a  la  Iglesia  y  en  los  cuales  se 
destaca  el  carácter  sobrenatural  de  su  misión. 

Además  de  la  libertad  «plena  e  incontestable»  del  Clero 
para  predicar  la  doctrina  católica,  se  reconoce  el  derecho  a 
la  divulgación  de  aquella  doctrina  por  medio  de  publicacio- 
nes impresas,  haciendo  particular  mención  de  los  documen- 
tos pontificios  y  episcopales.  Conviene  hacer  resaltar  que 
los  documentos  pontificios  no  están  sometidos  a  ningún 
género  de  «pases»  o  «exequátur»  o  control  de  ninguna  espe- 
cie por  parte  de  las  autoridades  civiles,  y  como  confirma  el 
artículo  2  de  la  Convención,  pueden  publicarse  libremente. 

Todos  estos  derechos,  aunque  se  encuadran  en  las 
libertades  reconocidas  por  el  Estado  en  general  a  todos  sus 
habitantes,  indudablemente,  han  sido  objeto  de  cláusulas 
concordatarias,  en  cuanto  pira  la  Iglesia  tienen  un  valor 
especial,  en  cuanto  en  otros  tiempos  le  han  sido  injustamente 
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negadas  y  en  cuanto  se  ha  querido  reforzar  el  reconocimiento 
de  tales  derechos  dándoles  el  valor  de  normas  de  Orden 
Internacional,  cuya  fiel  aplicación  compromete  el  honor 
nacional. 


CONCLUSIONES 


Resumiendo  el  trabajo  realizado,  puedo  afirmar  las  si- 
guientes conclusiones: 

I.  — El  Modus  Vivendi  ha  inaugurado  un  nuevo  período 
en  la  historia  de  las  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Ecuador; 
período  que  se  caracteriza  por  la  separación  legal  de  los  dos 
poderes,  — continuando  laico  el  civil — ,  y  la  coordinación  de 
los  mismos  en  una  serie  de  materias  concretas,  estando  ade- 
más, obligados  (artículo  1  y  9  del  M.  V.)  a  resolver  «cual- 
quier otro  asunto  que  les  interese  recíprocamente»  por  me- 
dios amistosos,  asignando  a  cada  una  de  las  Partes  lo  que  le 
corresponde  «dentro  de  su  esfera  propia».  El  Modus  Viven- 
di, es  pues,  no  solo  un  acuerdo  y  solución  de  los  actuales 
problemas,  sino  un  programa:  un  instrumento  destinado  a 
desarrollarse,  a  completarse,  por  nuevos  acuerdos  realizados 
según  su  espíritu  y  sus  disposiciones. 

II.  — No  hay  propiamente  ninguna  contradicción  entre 
las  normas  concretas  del  Tratado  y  de  las  leyes  ecuatorianas; 
pero  el  espíritu  general  de  la  legislación  civil  está  inspirado 
en  principios  diversos;  una  perfecta  aplicación  del  Modus 
Vivendi,  que  le  haría  producir  todos  sus  frutos,  requeriría 
pues,  no  pocos  cambios  en  el  sistema  jurídico  del  Estado. 
Algunos  de  estos  cambios  se  han  realizado  ya,  particular- 
mente por  obra  de  la  Constitución  de  1946. 

III.  — El  Modus  Vivendi  reconoce  implícitamente  la  per- 
sonalidad jurídica  de  la  Iglesia  en  el  Derecho  Internacional, 
ya  que  es  un  Tratado,  realizado  conforme  al  derecho  de 
Gentes  y  con  valor  de  norma  internacional. 

IV.  — Los  sujetos  del  Tratado  son  el  Estado  ecuatoriano 
y  la  Iglesia  Católica  personificada  en  su  órgano  supremo,  la 
Santa  Sede.  Los  derechos  y  obligaciones  en  el  derecho  Inter- 
nacional se  dirigen,  pues,  directamente  a  estos  sujetos. 

V.  — El  Modus  Vivendi  reconoce  también,  explícitamen- 
te, el  derecho  activo  y  pasivo  de  legación  de  la  Santa  Sede. 
Y  estas  relaciones  diplómáticas  sólo  competen  a  las  entida- 
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des  con  personalidad  jurídica  internacional.  Además,  como 
símbolo  de  la  preeminencia  de  la  Santa  Sede,  entre  las  per- 
sonas jurídicas  internacionales,  sus  representantes,  los  Nun- 
cios, ocupan  un  puesto  de  honor  entre  sus  colegas  los  repre- 
sentantes de  los  Estados.  Este  derecho  al  decanato  del 
Cuerpo  diplomático,  reconocido  en  el  Modus  Vivendi,  con- 
firma el  carácter  diplomático  de  la  misión  de  los  Nuncios  y 
por  consiguiente,  reafirma  el  reconocimiento  del  aspecto  in- 
ternacional de  la  personahdad  de  la  Santa  Sede. 

VI.  — El  Soberano  Pontífice  puede  comunicarse  libre- 
mente con  sus  súbditos,  los  fieles,  sin  intervención  de  nin- 
gún género  por  parte  del  Estado,  lo  cual  se  deriva  también 
de  la  personalidad  internacional. 

VII.  — En  el  orden  interno  del  Estado  Ecuatoriano  la  per- 
sonalidad de  la  Iglesia  es  múltiple:  tiene  aspectos  de  Derecho 
Público  y  de  Derecho  Privado;  y  se  puede  aplicar  a  varios 
sujetos;  la  Iglesia  misma,  las  diócesis  etc.. 

VIII.  — Las  leyes  ecuatorianas  no  reconocen  la  persona- 
lidad de  derecho  público  a  la  Iglesia.  El  Modus  Vivendt 
tampoco,  de  modo  directo;  pero  sí  reconoce  a  la  Iglesia  va- 
rias funciones  calificadas  por  las  mismas  leyes  como  públicas,, 
de  donde  se  deduce  que  la  personalidad  de  la  Iglesia  en  el 
Ecuador  es  de  derecho  especial,  con  ciertas  características 
públicas.  Se  deriva  también  de  lo  dicho,  la  necesidad  de  ha- 
cer corresponder  el  reconocimiento  de  los  poderes  públicos 
necesarios  a  la  Iglesia  para  el  cumplimiento  de  aquellas  fun- 
ciones públicas.  El  Ecuador  no  desconoce  el  derecho  de  la 
la  Iglesia  para  legislar,  juzgar  y  ejecutar  sus  órdenes  confor- 
me a  su  derecho,  pero  todos  aquellos  actos  de  la  Iglesia  no 
tienen  valor  público  en  el  derecho  ecuatoriano,  y  no  es  difí- 
cil encontrar  casos  de  conflicto  entre  los  dos  ordenamientos 
jurídicos  y  como  consecuencia  de  la  posición  de  inferioridad 
en  que  está  situada  la  Iglesia,  conforme  a  las  leyes  ecuato- 
rianas, sus  leyes,  reglamentos  etc.  necesariamente  tienen  que 
sucumbir  ante  los  del  Estado.  Esta  situación  poco  lógica,  es 
por  otra  parte,  consecuencia  necesaria  de  los  principios  lai- 
cos en  que  se  inspiran  las  leyes  del  Estado.  Sin  prescindir  de 
aquellos  principios  difícilmente  se  podría  lograr  un  acuerdo 
que  contemple  mejor  los  derechos  de  la  Iglesia. 
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IX.  — Quizá  el  punto  más  grave  de  discrepancia  entre  las 
leyes  del  Estado  y  los  derechos  de  la  Iglesia  es  el  relativo  al 
matrimonio,  materia  en  la  que  la  Iglesia  carece  de  toda  juris- 
dicción conforme  a  las  leyes  ecuatorianas.  El  Modus  Vivendi 
no  contiene  ninguna  disposición  al  respecto;  pero  durante 
las  negociaciones,  el  Canciller  dió,  en  nombre  del  Jefe  del 
Estado,  seguridades  al  Plenipotenciario  pontificio  de  que  el 
Gobierno  procuraría  que  las  leyes  ecuatorianas  garanticen  a 
la  familia;  la  única  manera  de  cumplir  ese  ideal  sería  recono- 
ciendo a  la  Iglesia  la  jurisdicción  que  le  compete,  lo  cual 
muy  difícilmente  se  conciliaria  con  el  laicismo  del  Estado. 

X.  — La  personalidad  de  derecho  privado  es  reconocida 
con  mucha  amplitud  a  toda  clase  de  instituciones  católicas. 
Es  una  personalidad  de  «derecho  especial»  que  se  caracteri- 
za por  una  mayor  libertad  de  la  que  en  general  gozan  las 
personas  de  derecho  común,  pero  que  contiene  también  al- 
guna restricción  que  no  se  aplica  a  las  personas  ordinarias. 

XI.  — Los  Estatutos  del  organismo  que  tiene  el  gobierno 
y  administración  de  los  bienes  de  una  sociedad  o  institución 
religiosa  deben  ser  simplemente  publicados  por  las  autori- 
dades civiles,  y  no  requieren  ninguna  aprobación.  Tampoco 
pueden  ser  modificados  o  reformados  por  el  poder  civil.  Y 
obligan  a  los  componentes  de  las  respectivas  instituciones 
como  cualquier  Estatuto  de  una  persona  jurídica  privada  en 
el  Ecuador.  A  través  de  esta  obligatoriedad  de  derecho  pri- 
vado se  pueden  hacer  valer  ante  los  tribunales  y  las  autori- 
dades civiles  las  disposiciones  canónicas  que  se  incorporen 
en  tales  Estatutos;  y  así  siempre  se  hace. 

XII.  — El  Modus  Vivendi  de  particular  atención  a  la  de- 
claración de  los  derechos  de  la  Iglesia  con  respecto  de  aque- 
llas funciones  suyas,  propias  de  su  carácter  sobrenatural:  la 
formación  del  clero,  la  educación,  la  predicación,  evangeliza- 
ción  (misiones)  y  las  obras  de  caridad  (artículo  3).  Las  fun- 
ciones de  culto,  y  todas  las  demás,  están  genéricamente  re- 
conocidas en  el  artículo  1,  que  se  refiere  a  todas  las  de  la 
Iglesia  «en  su  esfera  propia». 


BIBLIOGRAFIA 


ÍO 


AGLIARDI :  Esame  della  contro- 
versia sui  Concordati.  Bergamo, 
1873. 

AICHNER:  Coinpendium  luris 
Ecclesiastici.   Brixinae.  1915. 

ANZILOTTI :  La  condizione  giu- 
ridica  internasianale  della  Santa 
Sede  in  seguito  agli  accardi  del 
Laterano.  Rivista  di  Diritto  Inter- 
nazionale,  1929,  pág.  165  ss. 

BACHOFEN  :  Summa  luris  Publici 
Ecclesiastici.   Romae,  1 9 1  o . 

BADII,  CAESAR:  lus  Canonicüm 
Comparatttm  cum  edictis  Icgum 
Civilium  de  re  ecclesiastica. 

BENDER,  L. :  Chiesa  e  S  tato. 
Roma,  1945,  lio  pp. 
—    lus  Publicum  Ecclesíasticum. 
Bussum  in  Holanda,  1948. 

BENEDICTO  XV :  Alocución  Con- 
sistorial del  21  noviembre  ig2i. 
A.  A.  S.  Vol.  XIII,  p.  521. 

BERTHE,  AGUSTIN  :  García  Mo- 
reno Présidenf  de  VEquateur, 
Vengueur  et  Ma>  tyr  du  Droit 
Chrétien.  París,  1887. 

BILLOT:  De  Habitudine  Ecclesiae 
ad  Civilem  Societatem.  Romae, 
1922. 

BLAT,  ALBERTO  :  Commentarium 
Te.vtiis  Codex  luris  Canonici.  Li- 
ber  II  de  personis.  Roma,  1921, 
804  pp. 

BOITEL:  lus  Concordatdriun.  Ro- 
mae,  1938,  160  pp. 

Conception  des  personnes  morales. 
París,  1904. 

BRY :  Précis  elémentaire  du  Droit 
IiJtem<itto>)ial  Public.  6éme  ed. 
París,   191  o. 

DE  LA  BRIERE  IVES,  S.  S. : 
L'anvre  Concordataire  de  Pie  XI 
á  la  rencontre  du  droit  canonique 


et  du  droit  civil.  En  Chiesa  e 
Stato,  p.  512-628. 

CAGIANO  DI  AZEVEDO:  Natu- 
ra e  caracttere  essenziale  dei 
Concordati.   Rotaa  1872. 

CALVO :  Le  Droi>t  International 
Théorique  et  pratique.  París,  1896. 

CAMiMEO,  F. :  Ordinamento  giu- 
ridico  dello  Stato  della  Cittá  del 
Vaticano.  Firenze,  1932. 

CHELODI,  lOANNES:  lus  Ca- 
nonicüm de  Personis,  praemisis 
notionibus  de  lure  Publico  eccle- 
siastico  de  principiis  et  fontibus 
luris  Cayvonici.  Vicenza,  1942. 
VII.  502  pp. 

CONSTITUCIONES  D  E  L  A 
REPUBLICA  DEL  ECUADOR: 
Años  1906,   1945  y  1946. 

CORO  NATA.  CONTE  A.:  lus 
Publicum  Ecclesiasticum.  Tauri- 
ni,  1924. 

CARPELO  :  Chiesa  e  Stato.  Roma, 
1910. 

Summa  Luris  Publici  Ecclesiastici. 

Romae,  1932. 
CAVAGNIS.  INSTITUCIONES 

lURIS :     Publici  Ecclesiastici. 

Romae,  1906. 
DELOS,  JOSEPH:  La  socicté  In- 

tcrnaiional  et  le  principe  du  Droit 

Public.  París,   1929.  344  pp. 
DE  LUCA:    Institution^s  luris 

Ecclesiastici    Publici.  Romae, 

1901. 

FAUCHILLE:  Traite  de  Droit 
International  Public.  París,  19^2- 

FEDELO,  PIO:  Valore  delle  nor- 
me concordataric  neW ordinamen- 
to canónico  su  Chiesa  e  Stato", 
vol.  II.  Milano,  1939. 

FERRARA,  FRANCESCO:  Teoria 


148 


JUAX   IGNACIO  LARREA 


délle  persone  giuridiche.  2.*  edi- 
ción.  Torino,   1923,   1.104  pp. 

—  Lé  personne  giuridiche. 

—  Le  trattato  di  Diritto  Civi- 
le  directo  da  F.  Vassali.  Torino 
1938. 

FERRARI S,  F. :  La  classificasione 
delle  persone  giuridiche  pubbli- 
che.  "Rivista  di  Diritto  Fubbli- 
co",  1909,  I,  p.  433. 

FIXK :  De  Concordatis.  Louvain, 
1879. 

FIORE :  L^organisation  iuridique 
intern<itionaJ.  Révue  de  Droit  In- 
ternational, 1899. 

FLORES,  ANTONIO:  Mensajes 
Presidenciales  a  Jos  Congresos 
de  1890.  Quito,  1890. 

—  Diezmos  y  Censos.  Quito, 
1889.  68  pp. 

FORCHIELLI:  Teorie  del  Diritto 
Eccesiastico  Concordatario,  en 
"Studi  in  onore  di  F.  Scaduto". 
Direnze,  1936. 

GIANNINI.  AMEDEO  :  I  Concor- 
dati  Posthelici.  Milano,  1936, 
2  vols. 

GILLET,  P. :  La  personnaUté  ju- 
ridigué  en  Droit  EccUsiastique. 
Malines,  1927. 

—  Notio  et  divisiones  personae 
moralis  in  Códice,  en  "Collect. 
Mechlinien".  Vol.  XVII,  1928. 
pp.  464-466. 

GIOBBIO :  7  Concordati.  Roma, 

IODO. 

GIÓRGI  :  Dortrina  delle  persoiré 
gitiri  di-che. 

HEFFTER:  Le  Droit  Internatio- 
nal Moderne  de  VEurope.  París, 
1866. 

HL^LER :  De  n-atura  ac  iure  Con- 
cordatorum  e  Vratislaviac,  1663. 

JARRIGE,  RENE:  La  condition 
International  du  Saint  -  Siége. 
Préface  par  Le  Fur.  Louis.  Pa- 
ris.  1930,  350  pp.  XIV  Prefa- 
cio. 


JELLIXECK:    Sistema  áei  diritti 

pubblici  subiéftivi. 
JEMOLO:  Organi    dello   Stato  e 

persmme     giuridiche  pubbliche. 

"Lo  Stato",  1931. 
LABIS  :    Des    Concordáis.  Révue 

Catholique,  t.  XXXIII,  p.  15. 
LE  FLTl,  LOUIS:  Le  Saint-Siége 

et  le  Droit  des  gens.  París,  1930. 

—  La  souveraineté  du  Saint- 
Siége  et  le  Droit  Public  contem- 
porain,  en  "Chiesa  e  Stato**,  II 
Vol.,  p.  29.  Milán,  1939. 

LE  GOUHIR  Y  RODAS  (J.L.E.) : 
Historia  de  la  República  del 
Ecuador,  3  vols.  Quito,  1925, 
1928,  1937. 

LEON  XIII:  Enc-clica  Inmortale 
Dei  del  i  de  noviembre  de  1875. 

—  Encíclica  Au  Milieu  del  16 
de  febrero  de  1892.  Acta  Leo- 
nis  XIII.  vol  XII,  p.  39. 

LIBERATORE:    Chiesa    e  Stato. 

Roma,  1872. 
LO   GRASSO.   S.  J. :  Ecclesia  et 

Status,  fontes  sejecti.  Roma.  1939. 

349  pp. 

MAROTO.  PHILIPO:  Quid  sit 
persona  moralis  et  quomodo  iure 
constituatur  et  exisiat.  Col  Lat. 
Dioec.  Tomacen.  Vol.  XXI.  1925, 
pp.  270-273. 

MAIORGA  :  II  ri  conos  cimento  de- 
lta perscninaUtá  giuridica  degli 
enti  privati.  Torino.  I933- 

—  II  rico  nos  cimento  degli  enti 
morali  nella  teoría  degli  atti  am- 
ministrativi.  Padova,  i933- 

MICHOUD,  LEON:  Théorie  de 
la  personnalitá  morale.  2.*  ed. 
París,  1924,  513  pp,  París,  1932, 
3.*  ed. 

MIELE:  La  distinzione  fra  enti 
pubblici  e  privati,  en  "Studi  in 
memoria  di  F,  Ferrara**,  p.  473- 
Milán.  1942. 

MERCATI,  ANGELI:  Raccolta  dt 
Concardati.  Roma,  1919- 


LA  SANTA  SEDE  Y  EL  ECUADOR 


149 


NAVA  S.  E.,  JUAN  DE  DIOS: 
La  Iglesia  'Ecuatoriana,  en  "El 
Ecuador  en  cien  años  de  Inde- 
pendencia", vol.  II,  pp.  81-185. 
Quito,  1930. 

N  I  V  O  Y  E  T  :  L'Embassade  de 
France  au  Vatican.  Paris,  1912. 

ÑUS  SI,  L. :  Conventiones  de  rebtis 
ecclesiasticis  inter  S.  Sedeni  et 
civiles  pote  States  initae^  a  sae  cu- 
lo XII  ad  nostra  usque  témpora. 
Roma,  1869. 

OJETTI,  B.  S.  J. :  Commentarium 
in  Códice  luris  Canonici.  Roma, 
1928.  Líber  II,  de  personis,  pri- 
ma pars.,  pp.  223. 

OTTAVIANI,  ALAPHRI  D  U  S  : 
Imtituttiones  luris  Puhlici  Eccle- 
siastici.  Roma,   1935-36.  2.  vols. 

505  y  547  pp. 

—  lus  Concor datar um  Pii  XI. 
Apolinaris,  1929,  p.  287. 

PASQUAZI :  lus  Internazionále 
Pubblicum.  Roma,  1935. 

PERALTA.  JOSE:  Mensaje  espe- 
cial dirigido  al  Congreso  extra- 
ordinario él  20  de  julio  de  1902. 

PEREZ  MIER,  LAUREANO: 
Iglesia  y  Estado  nuevo. 

PETRONCELI:  La  Santa  Sede  e 
lo  Stato  della  Cittá  del  Vatica- 
no. Roma,  1935, 

PILLAU :  De  la  nature  juridique 
des  Concordats  en  Droit  Ptíblic. 
París,  1908. 

PIO  X :  Encíclica  Gravissima  del 
10  de  agosto  de  1906. 

—  Encíclica  Vehementer  Nos. 
Acta  Pii  X,  vol.  III,  p.  35. 

PIO  XI :  Encíiclica  Maximam  Gra- 
vissimamque.  A.  A.  S.  Vol.  XVI, 
1924,  n,  I,  p.  5  ss. 

—  ÍEncíclica  Dilectissima  No- 
bis  del  3  de  junio  de  1933.  A. 
A.   S.    1933.  vol.  XXV,  n.o  10. 

PIOLA,  ANDREA :  Introduzione 
al  Diritto  Concordatorio  Com- 
parato.  Roma,  1937. 


PRADIER  FODERIER :  Traité 
de  Droit  International  Européen 
et  américain.  Paris,  1885. 

RADINI-TEDESCHI:  Chiesa  e 
Stato  in  ordine  ai  Concordati. 

REGATILLO,  EDUARDO:  Con- 
cordatos. Santander,  1934. 

RESTREPO,  lONNES:  Concorda- 
to Regnante  Ssmo.  Dno.  Pió  XI 
inita.  Roma,  1935. 

SATOLLI:  De  Concordatis.  Ro- 
ma. 1888. 

RANELLETTI:  Corso  di  Diritto 
Administrativo.  Le  Personne 
Giuridiché. 

REGISTRO  OEICIAL  ECUATO- 
RTANO :  Años  1935-1939. 

RUFFINI,  FRANCESCO:  La  da- 
sific alione  delle  personne  giuridi- 
ché, en  "Studi  in  onore  di  Fran- 
cesco Schupfer".  Torino,  1898. 

STLEILLES  :  De  la  personalité 
morale.  París,  1927. 

—  De  la  personalité  juridique 
que  en  Droit  ecclesiastique.  Ma- 
lines,  1927. 

TARiQUINI :  Instifutiones  Inris 
Pubblici  Ecclesiastici.  Romae, 
1887. 

TOBAR  DONOSO,  JULIO:  Re- 
laciones entre  la  Iglesia  y  el  Es- 
tado Ecuatoriano.  Quito,  1924. 
2.*  ed.  Quito,  1938.  47  pp. 
— ■  La  Iglesia  Ecuatoriana  en 
el  siglo  XIX.  Quito,  1934.  1er. 
Vol.  635  pp. 

— ■  El  Pritner  Concordato  Ecua- 
toriano, en  "Memorias  de  la 
Academia  Ecuatoriana".  Enero, 
1932,  Quito. 

—  Desarrollo  Constitucional  de 
la  República  del  Ecuador.  2.*  ed. 
1036,  95  PP- 

TOSSO,  ALBERTUS  :  Ad  Codi- 
cem  luris  Canonici...  Commen- 
taria  Minora...  Romae,  1921. 

TREZZI,  GIUSEPPE:  La  posizio- 
ne  giuridica  della  Santa  Sede  nel 
diritto  internazionále.  Studio  giu- 


150 


JUAN  IGNACIO  LARREA 


ridico-critico...  Roma,  1929.  113 
PP. 

TURINAZ,  E.  Nancein.  Des  con- 
cordáis et  V ohligation  reciproque 
quHls  imposent  a  VEglise  et  a 
l'Eta\t.  París,   1888.  ■ 

VAN  HOVE  :  Commentarium  Lo- 
vaniense,  Prolegomena  in  C.  I.  C. 
Mechliniae,  1828. 

VERGNES :  La  Condition  interna- 
tional  du  Saint-Siége.  Toulo^ise, 
1905. 

VERMEERSCH,  A.:  De  personae 
moralis  origine  seu  constitutione. 


en  lus  Pontificium.  Vol.  X,  1930, 
pp.  1288-291. 

WAGNON,  ENRI:  Concordáis  et 
Droit    International.  Gembloux, 

WERMZ,  FRANGI SCUS  :  lüs  De- 
cretalium.  Prati,  19 13. 

WERMN,  F.,  y  VIDAL,  PE- 
TRUS :  lus  Canoniciim.  7  vols. 
Tomos  ¡I  j  II.  Roma,  1938,  1940. 

ZANOiBINI,  GUIDO:  Corso  di 
Diritio  Amminisirativo.  Vol.  I, 
Cap.  III,  Persone  giuridiche.  Mi- 
lano, 1947.  4  vols. 


APENDICE 

DOCUMENTOS  REFERENTES   AL  MODUS  VIVENDI 


TEXTOS  DEL  MODUS  VIVENDI  Y  DE  LA 
CONVENCION  ENTRE  LA  SANTA  SEDE  Y 
EL  GOBIERNO  DEL  ECUADOR 

(Tomados  del  REGISTRO  OFICIAL  del  14  de  Sebre.  1937) 

Su  Santidad,  el  Soberano  Pontífice  Pío  XI,  y  su  Exce- 
lencia el  Señor  Ingeniero  Don  Federico  Páez,  Encargado  del 
Mando  Supremo  de  la  República  del  Ecuador,  con  el  deseo 
recíproco  de  establecer  relaciones  amistosas  entre  la  Santa 
Sede  y  el  Ecuador,  han  acordado  celebrar  un  ''Modus  Viven- 
di'' ;  y  al  efecto.  Su  Santidad  ha  nombrado  su  Plenipoten- 
ciario a  su  Excelencia  Reverendísima  Monseñor  Fernando 
Cento,  Arzobispo  Titular  de  Seleucia  Pieria,  Nuncio  Apos- 
tólico :  y  Su  Excelencia  el  Señor  Encargado  del  Mando  Su- 
premo de  la  República  del  Ecuador  al  Excelentísimo  Señor 
Don  Carlos  Manuel  Larrea  R.,  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores, quienes,  canjeados  sus  plenos  poderes  respectivos,  han 
convenido  en  los  siguientes  artículos : 

PRIMERO :  El  Gobierno  ecuatoriano  garantiza  a  la  Igle- 
sia Católica  en  el  Ecuador,  el  libre  ejercicio  de  las  activida- 
des que  dentro  de  su  propia  esfera  le  corresponden. 

SEGUNDO :  El  Gobierno  del'  Ecuador  garantiza  en  la 
República  la  libertad  de  enseñanza.  La  Iglesia  Católica  tiene, 
pues',  el  derecho  de  fundar  planteles  de  enseñanza,  proveyén- 
dolos de  personal  suficientemente  idóneo,  y  de  mantener  los 
existentes.  En  consecuencia,  el  Gobierno  se  obliga  a  respetar 
el  carácter  propio  de  esos  institutos ;  y,  por  su  parte,  la  Igle- 
sia se  obliga  a  que  ellos  se  sujeten  a  las  leyes.  Reglamentos 
y  Programas  de  estudios  oficiales,  sin  perjuicio  del  derecho 
de  la  Iglesia  de  dar,  además,  a  dichos  planteks  carácter  y 
orientación  católicos.  Los  estudios  en  los  Semanarios  y  Esco- 
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lasticados  de  religiosos,  dependerán  de  los  respectivos  Ordi- 
narios y  Superiores. 

TERCERO :  El  Estado  y  la  Iglesia  Católica  aunarán  sus 
esfuerzos  para  el  fomento  de  las  misiones  en  el  Oriente.  Pro- 
curarán, asimismo,  el  mejoramiento  material  y  moral  del  in- 
dio ecuatoriano,  su  incorporación  a  la  cultura  nacional  y  el 
mantenimiento  de  la  paz  y  la  justicia  social. 

CUARTO :  La  Santa  Sede  renueva  sus  órdenes  precisas 
al  Clero  Ecuatoriano  a  fin  de  que  se  mantenga  fuera  de  los 
Partidos  y  sea  extraño  a  sus  competiciones  políticas. 

■QUINTO :  Las  Diócesis  y  demás  organizaciones  e  insti- 
tuciones católicas  en  el  Ecuador  tienen  el  carácter  de  perso- 
nas jurídicas  llenando  las  formalidades  señaladas  en  los  ar- 
tículos primero,  segundo,  tercero,  cuarto  y  quinto  del  De- 
creto Supremo  N.  212,  dictado  el  21  de  julio  del  presente  año. 
Cumplidos  los  requisitos  mencionados,  dichas  entidades  goza- 
rán de  todos  los  derechos  civiles  sobre  los  bienes  que  poseían 
al  tiempo  de  la  expedición  del  Decreto  N.  121,  sancionado  el 
1  de  diciembre  de  1935. 

Los  bienes  de  estas  personas  jurídicas  no  son  enajenables 
a  compañías  extranjeras. 

SEXTO :  A  fin  de  mantener  las  relaciones  amistosas  en- 
tre la  Santa  Sede  y  la  República  del  Ecuador,  cada  una  de  las 
AJtas  Partes  acreditará  su  Representante  ante  la  otra.  El 
Nuncio  que  nombrare  Su  Santidad  residirá  en  Quito  y  el  Ple- 
nipotenciario Ecuatoriano  residirá  ante  la  Santa  Sede.  El 
Nuncio,  conforme  a  la  costumbre  universal,  será  el  Decano 
del  Cuerpo  Diplomático. 

SEPTIMO :  Corresponde  a  la  Santa  Sede  la  elección  de 
Obispos.  Pero,  en  virtud  de  este  convenio,  comunicará  pre- 
viamente al  Gobierno  Ecuatoriano  el  nombre  de  la  persona 
preelegida  para  Arzobispo,  Obispo  o  Coadjutor  con  derecho 
de  sucesión,  a  fin  de  proceder  de  común  acuerdo  a  compro- 
bar que  no  hay  razones  de  carácter  política  general  que  obs- 
ten a  tal  nombramiento. 

Las  diligencias  correspondientes  se  llevarán  a  cabo  con 


LA  SANTA  SEDE  Y  EL  ECUADOR 


155 


la  mayor  solicitud  y  reserva  por  ambas  partes.  Transcurrido 
un  mes  desde  la  comunicación  hecha  al  Gobrerno,  se  inter- 
pretará el  silencio  de  éste  en  el  sentido  de  que  no  tiene  obje- 
ción alguna  para  el  nombramiento. 

OCTAVO :  En  cada  Diócesis  formará  el  Ordinario  una 
Comisión  para  l'a  conservación  de  las  iglesias  y  locales  ecle- 
siásticos que  fueren  declarados  por  el  Estado  monumentos 
de  arte  y  para  el  cuidado  de  las  antigüedades,  cuadros,  docu- 
mentos y  libros  de  pertenencia  de  la  Iglesia  que  poseyeren 
valor  artístico  o  histórico.  Tales  objetos  no  podrán  enaje- 
narse ni  exportarse  del  país.  Dicha  Comisión,  junto  con  un 
representante  del  Gobierno,  procederá  a  formar  un  detallado 
inventario  de  los  referidos  objetos. 

NOVENO :  En  la  interpretación  de  las  cláusulas  prece- 
dentes y  en  la  resolución  de  cualquier  otro  asunto,  que  les  in- 
terese recíprocamente,  las  Altas  Partes  contratantes  proce- 
derán con  el  mismo  criterio  de  amistosa  intehgencia  que  ha 
inspirado  el  presente  ''Modus  Vivendi". 
« 

DECIMO :  Este  convenio  regirá  desde  la  fecha  en  que  se 
verifique  el  cambio  de  Notas  por  las  cuales  será  aprobado. 

En  fe  de  lo  cual,  los  referidos  Plenipotenciarios  firman 
y  sellan  con  sus  respectivos  sellos  el  presente  ''Modus  Vi- 
vendi",  en  castellano  e  ítaHano,  y  en  doble  ejemplar,  en  la 
ciudad  de  Quito,  Capital  de  la  República  del  Ecuador,  a  los 
veinticuatro  días  del  mes  de  Julio  del  año  de  mil  novecientos 
treinta  y  siete. 

(L.  S.)  C.  M.  Larrea 
(L.  S.)  Fernando  Cento 

Arz.  Nuncio  Aplco. 

La  Santa  Sede  y  el  Gobierno  del  Ecuador,  Considerando 
que  el  artículo  9  del  "Modus  Vivendi",  concluido  hoy,  esta- 
blece que  en  la  interpretación  de  sus  cláusulas  y  'en  la  resolu- 
ción de  cualquier  otro  asunto  que  les  interese  recíprocamen- 
te, las  Altas  Partes  contratantes  procederán  con  el  mismo 
criterio  de  amistosa  inteligencia  que  ha  inspirado  dicho  con- 
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venio,  acuerdan  la  siguiente  Convención  adicional  que  for- 
mará parte  integrante  del  mismo. 

ARTICULO  1.  La  Santa  Sede  y  el  Gobierno  del  Ecua- 
dor dejan  constancia  de  que  el  articulo  4  del  referido  ''Mo- 
dus  Vivendi",  en  nada  menoscaba  la  plena  e  incontestable 
libertad  que  asiste  al  Clero  para  predicar,  exponer  y  defender 
la  doctrina  dogmática  y  moral  católica. 

ARTICULO  2.  Los  Boletines  eclesiásticos,  órganos  de 
publicidad  de  las  distintas  Diócesis,  destinados  a  la  divulga- 
ción de  los  documentos  pontificios  y  episcopales  y  a  la  expo- 
sición y  defensa  de  la  doctrina  dogmática  y  moral  católica, 
con  prescindencia  de  las  cuestiones  de  política  partidista,  po- 
drán publicarse  y  circular  sin  restricción  alguna. 

ARTICULO  3.  Caso  de  que  el  Gobierno,  por  motivos 
de  necesidad  pública  quisiere  ocupar  algún  monasterio,  pro- 
porcionará a  la  respectiva  comunidad  religiosa  un  local  ade- 
cuado, de  preferencia  fuera  del  centro  de  la  ciudad,  ponién- 
dose previamente  de  acuerdo  para  ello  con  «el  Nuncio  Apos- 
tólico. El  local  deberá  tener  las  comodidades  necesarias  para 
d  objeto  a  que  se  distina,  atendiendo  al  número  de  religiosas 
y  a  la  vida  contemplativa  que  lleven. 

ARTICULO  4.  En  reemplazo  de  la  pensión  individual 
que  actualmente  da  el  Estado  a  los  religiosos  que  integran 
las  comunidades  cuyas  haciendas  fueron  nacionalizadas,  el  Go- 
bierno del  Ecuador  entregará  a  Su  Excelencia  el  Nuncio 
Apostólico,  para  que  la  divida  proporcionalmente  entre  las 
mismas  Comunidades,  la  suma  de  un  millón  quinientos  mil 
sucres,  que  se  pagará  en  la  forma  siguiente :  novecientos  mil 
sucres  en  cédulas  del  Banco  Hipotecario  del  Ecuador,  del 
seis  por  ciento  anual  de  interés  y  exentas  del  impuesto  a  la 
renta,  cédulas  que  serán  entregadas  en  el  plazo  de  ocho  días 
contados  desde  la  fecha  en  que  recibiere  el  Gobierno  la  no- 
ticia de  la  aprobación  del  presente  Convenio  por  la  Santa 
Sede ;  y  los  seiscientos  mil  sucres  restantes  en  dinero,  en  tres 
dividendos  iguales,  que  se  satisfarán :  el  primero,  en  el  mismo 
plazo  de  ocho  días,  el  segundo,  el  primero  de  febrero  de  mil 
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novecientos  treinta  y  ocho,  y  el  tercero,  el  primero  de  agosto 
del  mismo  año. 

Hasta  la  satisfacción  total  de  la  indicada  suma  que  se 
¿ustituye  a  las  pensiones  individuales,  las  Juntas  de  Asisten- 
cia Pública  seguirán  pagando  íntegramente  a  los  religiosos 
tales  pensiones. 

ARTICULO  5.  La  Santa  Sede,  en  consideración  de  las 
garantías  que  se  le  reconocen  en  el  Modus  Vivendi  y  de  la 
sustitución  establecida  en  el  artículo  anterior,  renuncia  a  toda 
reclamación  por  las  haciendas  nacionalizadas  de  las  Comunida- 
des religiosas,  otorga,  para  tranquilizar  las  conciencias,  plena 
condonación  a  todos  los  que,  a  consecuencia  de  tal  naciona- 
lización, poseyeran  bienes  de  dichas  Comunidades.  Al  efecto, 
'a  Santa  Sede  dará  a  los  Ordinarios  las  debidas  instrucciones. 

En  fe  de  lo  cual,  los  Plenipotenciarios  de  las  Partes, 
iirman  en  Quito,  en  doble  ejemplar,  en  24  de  julio  de  1937. 

(L.  S.)  €.  M.  Larrea 
(L.  S.)  Fernando  Cento 

Arz.  Nuncio  Aplco. 


DOCUMENTOS  DE  RATIFICACION  DEL  MODUS 
VIVENDI 

Ministerio  de  Relaciones  Exteriores : 

N.  46  Federico  Páez,  Encargado  del  Mando  Supremo 
de  la  República  del  Ecuador,  DECRETA : 

Artículo  1.  Apruébanse  y  Ratifícanse  el  Modus  Vivendi 
que  restablece  las  relaciones  amistosas  y  diplomáticas  entre 
la  República  del  Ecuador  y  la  Santa  Sede,  y  el  Convenio  Adi- 
cional, firmados  en  la  ciudad  de  Quito,  el  24  de  julio  de  1937. 
por  los  Plenipotenciarios,  debidamente  autorizados  por  sus 
respectivos  Gobiernos,  Señor  Don  Carlos  Manuel  Larrea, 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores  del  Ecuador,  y  Su  Exce- 
lencia Reverendísima  Monseñor  Fernando  Cento,  Arzobispo 
Titular  de  Seleucia  Pieria  y  Nuncio  Apostólico  de  la  Santa 
Sede : 
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Artículo  2.  Según  el  art.  10  del  citado  Modus  Vivendi, 
efectúese  el  canje  de  las  ratificaciones  por  intercambio  de 
notas  diplomáticas  entre  el  Ministerio  de  Relaciones  Exte- 
riores del  Ecuador  y  la  Secretaría  de  Estado  de  la  Santa 
Sede : 

Artículo  3.    Encárguese  de  la  ejecución  del  presente 
Decreto  el  Señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 

Dado  en  el  Palacio  Nacional,  en  Quito,  a  los  26  días  del 
mes  de  julio  del  año  de  mil  novecientos  treinta  y  siete : 

(f)  Federico  Páez. 
El  Ministro  de  Relaciones  Exteriores. 

(f)  C.  M.  'Larrea. 
Es  copia.  El  Subsecretario  de  Relaciones  Exteriores. 

(f)  Alberto  Gortaire. 

(Tomado  del  Registro  Oficial,  del  14  de  septiembre 
de  1937.  Quito). 

República  del  Ecuador.  Ministerio  de  Relaciones  Exte- 
riores. 

Quito,  a  26  de  julio  de  1937.  A  Su  Eminencia  el  Excelen- 
tísimo Señor  Cardenal  Eugenio  Pacelli,  Secretario  de  Estado 
de  la  Santa  Sede.  Ciudad  del  Vaticano.  Eminencia:  Tengo  el 
honor  de  comunicar  a  Vuestra  Eminencia  que,  por  Decreto 
de  esta  fecha,  el  Excelentísimo  Señor  Ingeniero  Don  Federi- 
co Páez,  Encargado  del  Mando  Supremo  de  la  República, 
aprobó  y  retificó  el  Modus  Vivendi  y  el  Convenio  Adicional^ 
celebrados  en  esta  Ciudad,  el  24  del  presente  mes,  entre  la 
República  del  Ecuador  y  la  Santa  Sede;  Convenios  cuyos 
textos  son  los  siguientes : 

Me  complazco  en  manifestar  a  Vuestra  Eminencia  que, 
de  acuerdo  con  el  artículo  décimo  del  preinserto  Modus  Vi- 
vendi, la  presente  Nota  sirve  de  ratificación  por  parte  de  la 
República  del  Ecuador. 

Aprovecho  esta  grata  oportunidad  para  reiterar  a  Vues- 
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tra  Eminencia  las  seguridades  de  mi  más  alta  y  distinguida 
consideración. 

(f)  C.  M.  Larrea. 
Es  copia.  El  Subsecretario  de  Relaciones  Esteriores. 

(f)  Alberto  Gortaire. 
(Tomado  del  mismo  Registro  Oficial). 

(TRADUCCION) 

En  el  Vaticano  agosto  26  de  1937.  Secretaría  de  Estado 
de  su  Santidad.  N.  3.337/37. 

Excelencia :  Tengo  a  honra  avisar  recibo  de  la  amable 
nota  de  Vuestra  Excelencia,  de  fecha  26  de  julio  'de  1937,  en 
la  cual  me  notifica  que  su  Excelencia  el  Señor  Ingeniero 
Don  Federico  Páez,  Encargado  del  Mando  Supremo  de  la 
República  del  Ecuador,  ha  aprobado  y  ratificado  el  Modus 
Vivendi  y  la  Convención  Adicional  firmados  el  24  de  julio 
de  1937  por  los  Representantes  de  la  Santa  Sede  y  de  la  Re- 
pública del  Ecuador. — Al  mismo  tiempo,  se  ha  servido  en- 
viarme una  copia  auténtica  de  los  respectivos  textos  del  Mo- 
dus Vivendi  y  de  la  Convención  Adicional,  que  son  del  si- 
guiente tenor: 

Me  he  apresurado  en  someter  a  consideración  del  Au- 
gusto Pontífice  los  anteriores  textos,  Quien  se  ha  dignado 
aprobarlos  como  Convención  provisional,  que  ha  de  abrir  el 
camino  para  la  reglamentación  completa  y  definitiva  de  todos 
los  asuntos  concernientes  a  las  relaciones  entre  la  Iglesia  y 
el  Estado  en  esa  República.  En  tal  sentido,  me  es  grato,  pues, 
participar  a  V.  E.  que  la  presente  Nota,  conforme  a  cuanto 
dispone  el  artículo  X  del  Modus  Vivendi,  tiene  valor  de 
ratificación,  por  parte  de  la  Santa  Sede,  de  los  ya  menciona- 
dos Actos.  Aprovecho  complacido  esta  oportunidad  para  re- 
novar a  Vuestra  Excelencia  los  sentimientos  de  mi  más  alta 
3'  distinguida  consideración. 

(f).  E.  Card.  PACELLI 
A  su  Excelencia  Señor  Don  Carlos  Manuel  Larrea,  Mi- 
nistro de  Relaciones  Exteriores  de  la  República  del  Ecuador. 
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Quito.  Es  copia,  por  el  Ministro,  el  Director  de  Protocolo, 
C.  Gangotena. 

(Tomado  de  "Compilación  de  Reformas  al  Código  Civil" 
por  Julio  E.  Torres.  Quito,  1942,  pp.  65-67). 

Nota  del  Canciller  al  Nuncio  Apostólico  sobre  la  legisla- 
ción matrimonial. 

República  del  Ecuador.  Ministerio  de  Relaciones  Exte- 
riores. Quito.  24  de  Mayo  de  1937. 

A  su  Excelencia  Reverendísima  Monseñor  Don  Fernando 
Cento,  Nuncio  Apostólico.  Ciudad.  Excelentísimo  Señor: 

Tengo  a  honra  dirigirme  a  Vuestra  Excelencia  para 
avisarle  recibo  de  la  atenta  comunicación,  fechada  el  22  del 
corriente,  por  la  cual,  en  relación  con  las  gestiones  que  me 
ha  sido  tan  grato  adelantar  con  Vuestra  Excelencia  para  la 
celebración  de  un  Modus  Vivendi  entre  los  Altos  Poderes 
que  representamos,  se  ha  dignado  Vuestra  Excelencia  mani- 
festarme que  *'la  Santa  Sede  está  sumamente  interesada  en 
que  dicho  Convenio  contenga  alguna  cláusula  respecto  al 
matrimonio  y  a  la  familia,  tendientes  a  cimentar  esas  sa- 
gradas instituciones  que  — como  muy  bien  dice  Vuestra 
Eminencia —  son  bases  fundamentales  e  insustituibles  de  la 
sociedad". 

Añade  Vuestra  Excelencia  que  ''haciéndolo  así,  se  pro- 
veería al  bien  verdadero  de  la  patria  ecuatoriana  y  al  deseo 
L'gítimo  de  la  inmensa  mayoría  de  sus  ciudadanos". 

Es  para  mí  especialmente  satisfactoria  poder  expresar 
a  Vuestra  Excelencia  que  los  nobles  y  elevados  principios  de 
tutela  y  defensa  del  hogar  y  la  familia,  que  la  Santa  Sede 
anhela  ver  arraigados  en  el  mundo  entero,  tienen  decidido 
apoyo  de  parte  del  Excelentísimo  Señor  Jefe  Supremo  de 
la  República ;  y  que  el  Gobierno  ecuatoriano,  en  el  proyecto 
de  Constitución  Política  del  Estado  que  presentará  a  la  pró- 
xima Asamblea  legislativa,  ha  incluido  disposiciones  claras 
que  garantizan  la  protección  de  hogar  y  la  familia  como 
fundamentos  de  la  sociedad. 

Aprovecho  la  ocasión  para  renovar  a  Vuestra  Excelencia 
el  testimonio  de  mi  consideración  más  alta  y  distinguida. 

(Copia  del  Archivo  privado  de  D.  Carlos  Manuel  Larrea). 
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Decretos  relativos  a  la  personalidad  de  la  Iglesia  y  a  la 
capacidad  jurídica  de  los  religiosos.  í 

N.°  121.  FEDERICO  PAEZ,  Encargado  del  mando  Su- 
premo de  la  República,  Considerando:  Que  en  virtud  de  lo 
dispuesto  en  la  Constitución  Política  decretada  por  la  Asam- 
blea Nacional  de  1906-1907,  las  Iglesias  y  las  Comunidades 
Religiosas  perdieron  el  carácter  de  Instituciones  de  Derecho 
Público  que  les  era  reconocido  por  el  Art'.  536  del  Código 
Civil ; 

Que  sin  embargo,  por  el  sólo  hecho  de  figurar  las  Igle- 
sias y  las  Comunidades  Religiosas  en  el  antedicho  artículo 
de  la  ley,  se  han  suscitado  dudas  en  la  práctica,  acerca  de  la 
personalidad  jurídica  de  aquellas  Instituciones  y  aun  se  han 
expedido  fallos  de  diversos  sentidos  por  el  Poder  Judicial ; 

En  ejercicio  de  las  supremas  atribuciones  de  que  se  halla 
investido  y  de  acuerdo  con  la  opinión  de  la  Academia  de 
Abogados  de  Quito : 

Decreta : 

Art'.  1."  Declárase  que  desde  que  entró  en  vigor  la  Cons- 
titución Política  de  1906-1907,  las  Comunidades  Religiosas, 
las  Iglesias  y,  «en  consecuencia  las  Curias,  perdieron  el  ca- 
rácter de  Instituciones  de  Derecho  Público  y  que,  para  ad- 
quirir la  calidad  de  personas  jurídicas  de  Derecho  Privado, 
necesitarían  cumplir  con  lo  preceptuado  en  «el  Art.  537  del 
Código  Civil. 

Art.  2."  El  Ministro  de  Gobierno,  y  Justicia,  etc.,  en- 
cárgase de  la  ejecución  de  este  Decreto. 

Dado  'en  el  Palacio  Nacional,  en  Quito,  a  18  de  diciembre 
de  1935. 

Federico  PAEZ. 

El  Ministro  de  Gobierno  y  Justicia. 

(f)  A.  A.  Bayas 
Es  copia. — El  Subsecretario  de  Gobierno. 

(f)  V.  Oviedo. 

(Publicado  en  el  Registro  Oficial  N."  68  de  19  de  Diciem- 
bre de  1935). 
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N.''  209.— FEDERICO  PAEZ,  Encargado  del  Mando  Su- 
premo de  la  República,  Considerando:  Que  es  anacrónica  e 
injurídica  la  institución  de  la  muerte  civil,  como  que  desco- 
noce la  personalidad  humana ; 

Que  virtualmente  está  abolida  dicha  institución  desde 
que,  según  el  Art.  92  del  Código  Civil,  requiere  la  profesión 
solemne  hecha  conforme  a  las  leyes  en  instituto  monástico, 
reconocido  por  la  Iglesia  Católica,  y  en  el  actual  derecho 
positivo  ecuatoriano  no  existe  ley  alguna  que  regle  dicha 
profesión  solemne ;  y 

Que  aceptar  la  profesión  en  instituto  Monástico,  recono- 
cido por  la  Iglesia  Católica,  como  determinante  del  fin  de  la 
existencia  legal  de  las  personas,  sería  subordinar  el  derecho 
eruatoriano  a  los  principios  y  normas  del  canónigo ; 

Decreta: 

Art.  1.°    Derógase  el  parágrafo  cuarto  del  Título  II, 
Libro  I  del  Código  Civil. 

Art.  2.°  'Las  personas  consideradas  como  civilmente 
muertas,  conforme  a  la  abolida  Institución,  gozarán,  desde 
la  fecha  de  la  vigencia  de  esta  Ley,  de  los  derechos  civiles 
inherentes  a  la  personalidad  humana,  pero  no  podrán  recla- 
mar derecho  alguno  en  los  bienes  que  poseían  antes  del  in- 
greso al  instituto  monástico,  ni  en  las  sucesiones  de  que, 
por  la  llamada  muerte  civil,  se  hicieron  incapaces. 

Art.  3  °  El  Ministro  de  Gobierno,  Justicia,  etc.,  encár- 
guese  de  la  ejecución  de  esta  ley. 

Dado  en  el  Palacio  Nacional,  en  Quito,  a  30  de  abril 
de  1936. 

(f)  Federico  PAEZ. 
El  Ministro  de  Gobierno  y  Justicia. 

(f)  A.  A.  Bayas. 
Es  copia. — El  Subsecretario  de  Gobierno  (f),  V.  Oviedo. 
(Registro  Oficia!  N."  209)  del  martes  12  de  Mayo  de  1936 

N.°  212.-hFEDERICO  PAEZ,  Encargado  del  Mando  Su- 
premo de  la  República,  Considerando :  Que  las  entidades  ecle^ 
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síásticas  necesitan  que  se  determine  la  forma  de  sus  acti- 
vidades jurídico-civiles,  una  vez  que  no  subsisten  las  dispo- 
siciones que  les  reconocían  la  calidad  de  personas  de  derecho 
público. 

Decreta  . 

Art.  1  °  Las  diócesis  y  las  demás  organizaciones  reli- 
giosas de  cualquier  culto,  que  fuesen,  establecidas  o  que  se 
establecieren  en  el  país,  para  ejercer  derechos  y  contraer 
obligaciones  civiles,  enviarán  al  Ministerio  de  Cultos  el  Es- 
tatuto del  organismo  que  tenga  a  su  cargo  el  Gobierno  y  ad- 
ministración de  sus  bienes,  así  como  el  nombre  de  la  persona 
<jue,  de  acu'crdo  con  dicho  Estatuto,  haya  de  representarlo 
legalmente.  En  el  referido  Estatuto  se  determinará  el  per- 
sonal que  constituya  el  mencionado  organismo,  la  forma  de 
elección  y  renovación  del  mismo  y  las  facultades  de  que  es- 
tuviere investido. 

Art.  2.°  La  representación  legal  de  que  habla  el  artícu- 
lo anterior  no  podrá  ser  ejercida  sino  por  ecuatorianos,  con 
la?  facultades  suficiente  para  representar  a  las  entidades 
referidas,  en  juicio  y  fuera  de  él,  en  cuantos  casos  fuere  me- 
rxester.  El  organismo  administrativo,  lo  propio  que  el  repre- 
sentante legal,  tendrá  necesariamente  su  domicilio  en  el 
Ecuador. 

Art.  3.°  El  Ministro  de  Cultos  dispondrá  que  el  Estatu- 
to a  que  se  refiere  el  Art.  1."  se  publique  en  el  Registro 
Oficial  y  que  se  incriba  en  la  oficina  del  Registrador  de  la 
Propiedad  del  cantón  o  cantones  en  que  estuvieren  situados 
lo';  bienes  de  cuya  administración  se  trate.  Esta  inscripción 
se  hará  en  un  libro  especial  que  se  denominará  ''Registro  de 
las  las  Organizaciones  religiosas",  dentro  de  los  ocho  días 
de  recibida  la  orden  Ministerial. 

Art.  4.°  Siempre  que  ocurriere  alguna  modificación  en 
les  Estatutos  o  en  el  personal  de  la  corporación  administra- 
tiva, lo  mismo  que  cuando  cambiare  el  personero  o  represen- 
tante de  dicha  entidad,  se  comunicará  al  Ministerio  de  Cultos 
para  que  éste  ordene  que  se  tome  nota  en  los  respectivos 
Registros.  ' 
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Art.  5."  La  certificación  conferida  por  el  Registrador 
de  la  Propiedad  servirá  de  documento  habilitante  para  los 
actos  juridicos  en  que  deban  intervenir  las  entidades  a  que 
se  refiere  este  Decreto.  En  el  certificado  se  acreditará  que  la 
peisona  a  quien  se  refiere  tiene  el  carácter  de  representante 
legal  de  las  entidades  jurídicas  respectivas.  Para  el  efecto^ 
en  el  mismo  certificado  se  hará  constar  las  facultades  y  atri- 
buciones que  se  le  hubiere  conferido. 

Art.  6."  Las  Instituciones  Católicas,  previa  la  inscrip- 
ción establecida  en  el  Art.  l.^  de  este  Decreto,  podrán  ejer- 
cer los  derechos  civiles  que  les  correspondan  sobre  los  bienes 
que  poseían  al  tiempo  de  la  declaración  contenida  en  el  De- 
creto Supremo  N.**  121,  de  18  de  Diciembre  de  1935  y  pro- 
mulgado en  el  Registro  Oficial  N.°  68,  de  19  de  los  propios- 
n)es  y  año. 

Art.  7°  Al  Ministro  de  Gobierno,  Policía,  Justicia,  Cul- 
tos, etc.,  encárguese  la  ejecución  de  esta  Ley. 

Dado  en  el  Palacio  Nacional,  en  Quito,  a  21  de  Julio* 
de  1927. 

(f)  Federico  PAEZ. 
El  Ministro  de  Gobierno,  Justicia,  Policía,  Cultos,  etc.,, 

(f)  Crnel.  H.  Salgado  R. 
Es  copia. — El  Subsecretario  de  Gobierno  (f)  E.  Espinel 
y  Terán. 

(Registro  Oficial  n.'  547  del  23  de  Julio  de  1937). 
Algunos  Estatutos  de  Instituciones  religiosas,  publica- 
dos en  el  Registro  Oficial. 

N.*»  154."MrNISTERIO  DE  GOBIERNO.  EL  JEFE 
SUPREMO  DE  LA  REPUBLICA.  Vistos  los  Estatuos  del 
Consejo  Gubernativo  de  los  Bienes  de  la  Diócesis  de  Loja, 

ACUERDA : 

Ordenar  que  se  publiquen  en  el  Registro  Oficial  y  se 
inscriban  en  la  Oficina  del  Registrador  de  la  Propiedad  de 
los  cantones  de  la  provincia  de  Loja,  de  conformidad  con  lo 
establecido  en  el  Decreto  Supremo  n.  212  de  21  de  julio  del 
año  próximo  pasado. — ^Comuniqúese. — Palacio  Nacional,  en 
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Quito  14  de  febrero  de  1938.  Por  el  Jefe  Supremo  de  la  Re- 
pública el  Ministro  de  Gobierno,  Cultos. ;  Cmdte.  J.  Quintana. 

(Publicado  en  el  Registro  Oficial  n.  107  del  5  de  marzo 
dt;  1938,  que  trae  a  continuación  el  Estatuto  que  copio  aquí 
también  a  continuación). 


ESTATUTO  DEL  CONSEJO  DE  GOBIERNO  DE  LOS 
BIENES  DE  LA  DIOCESIS  DE  LOJA. 

Art.  1.  El  Gobierno  y  administración  de  los  bienes  de 
las  Iglesias  e  instituciones  piadosas  de  la  Diócesis  de  Loja 
corresponde  al  Consejo  de  Gobierno  de  los  Bienes  Diocesa- 
nos, que  continuará  actuando  de  conformidad  con  el  Derecho 
Canónico,  con  el  Decreto  Supremo  n.  212  sancionado  el  21 
de  julio  del  presente  año  y  promulgado  en  el  Registro  Ofi- 
cial el  24  del  mismo  mes  y  año. 

Art.  2.  En  Consejo  de  Gobierno  de  los  Bienes  Diocesa- 
nos, tendrá  a  su  cargo  el  gobierno  y  administración  de  los 
bienes  de  las  siguientes  entidades  que,  al  tiempo  de  la  de- 
claración contenida  en  el  Decreto  Supremo  n.  121,  sancionado 
el  18  de  diciembre  de  1935  y  promulgado  en  el  Registro 
Oficial  del  día  siguiente,  gozaban  del  carácter  de  personas 
jurídicas. 

a)  La  Diócesis  o  Curia  Diocesana,  representada  por  el 
Señor  Obispo  de  Loja. 

b)  El  Capítulo  Catedral,  representado  por  su  presidente. 

c)  El  Seminario  Diocesano,  cuyo  personero  es  el  mismo 
Obispo  de  Loja. 

d)  Las  parroquias  representadas  por  sus  respectivos 
párrocos. 

€)    Las  Iglesias  representadas  por  su  Rector, 
f)    Las  cofradías  representadas  por  su  Presidente  o  su 
Síndico. 

Art.  3.  El  Consejo  de  Gobierno  tendrá  su  domicilio 
en  Luja. 
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Art'.  4.  El  Consejo  de  Gobierno  estará  integrado  por 
tres  miembros  todos  los  cuales  tendrán  también  su  domicilio 
en  la  ciudad  de  'Loja,  y  serán :  el  Presidente  y  dos  personas 
competentes,  designadas  por  el  Obispo  de  Loja,  o  por  la  per- 
sona que  hiciere  sus  veces,  oído  el  parecer  del  capítulo  Ca- 
tedral. Estos  miembros  durarán  en  su  cargo  tres  años  y 
podrán  ser  indefinidamente  reelegidos.  Previo  el  parecer  del 
Capítulo  Catedral  han  sido  designados  el!  Canónigo  X...  el 
Canónigo  X...  y... 

Art.  5.  El  Presidente  del  Consejo  es  de  jure  el  Obispo 
de  Loja  o  el  Administrador  Apostólico  y  en  su  ausencia  el 
Vicario  General.  En  Sede  Vacante,  el  Vicario  Capitular,  c  e^ 
Administrador  Apostólico  que  designare  en  falta  de  aquél, 
la  Santa  Sede. 

Art.  7.  Tan  pronto  como  el  Obispo  o  el  Vicario  Capi- 
tular tomaren  posesión  de  su  cargo,  lo  comunicarán  al  Mi- 
nisterio de  Cultos  a  fin  de  que  ordene  la  inscripción  de  su 
nombre  en  el  Registro  de  las  Organizaciones  Religiosas,  de 
conformidad  con  el  Decreto  Supremo  212. 

Art.  9.    Son  facultades  del  Consejo  de  Gobierno: 

a)  Gobernar  y  administrar  los  bienes  de  las  institucio- 
nes designadas  en  el  artículo  segundo. 

b)  Emplear  los  bienes  en  las  necesidades  de  dichos 
institutos. 

c)  Autorizar  el  ejercicio  de  las  acciones  judiciales  que 
fueren  necesarias  para  la  defensa  de  los  bienes,  percepción 
de  arrendamientos,  etc.  y  velar  para  que  tales  bienes,  pues- 
tos a  su  cuidado,  no  padezcan  detrimento ;  y 

d)  Todas  las  demás  que  parecieren  indispensables  para 
llevar  a  cabo  la  gestión  económica  de  las  referidas  institu- 
ciones. 

El  Consejo  se  sujetará  al  Derecho  Canónico  y  al  Dere- 
cho Civil  Ecuatoriano,  en  todo  lo  que  cayere  dentro  de  su 
ámbito  y,  especialmente,  en  materias  contractuales. 

Art.  13.  El  Consejo  de  Gobierno  podrá  modificar  en 
cualquier  tiempo  este  Estatuto.  Las  modificaciones  serán 
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transmitidas  por  el  Presidente  al  Ministro  de  Cultos  para 
los  efectos  previstos  en  el  art.  4  del  Decreto  212. 

(f)  Juvenal  Jaramillo  A.  Arcediano-Provicario  General. 

(f)  B.  Bolívar  Bailón  Morales,  Canónigo  Hrio.  Sub- 
secretario. 

Escopia.  El  Subsecretario  de  Gobierno. 

(f)  N.  A.  Maldonado. 

(El  Acuerdo  n.  155  que  ordena  la  publicación  de  los  Es- 
tatutos de  la  Orden  Franciscana  es  substancialmente  igual, 
he  aquí  el  esquema)  : 

N.**  155.  Ministerio  de  Gobierno  y  Cultos.— El  Jefe  Su- 
premo de  la  República.  Vistos  los  Estatutos  del  Consejo  de 
Gobierno  de  la  Orden  Franciscana,  ACUERDA:  Ordenar 

que  se  publiquen  —  Comuniqúese,  Quito  14  de  febrero 

de  1938. 


ESTATUTOS  PARA  LA  ADMINISTRACION  Y 
GOBIERNO  DE  LOS  BIENES  DE  LA  ORDEN 
FRANCISCANA  EN  EL  ECUADOR 

Art.  1.  El  Gobierno  y  Administración  de  los  bienes  de 
las  casas,  igksias,  e  instituciones  piadosas  de  la  Provincia 
Franciscana  en  el  Ecuador  están  a  cargo  del  Consejo  Pro- 
vincialicio  de  la  misma  Orden  Franciscana,  que  continuará 
actuando  de  conformidad  con  el  Derecho  Canónico,  con  el 
Decreto  Supremo  212...  y  con  el  Modus  Vivendi... 

Art.  2.    Gozan  de  carácter  de  personas  jurídicas : 

a)  Los  Conventos  franciscanos  de  Quito,  Otavalo..., 
representados  por  sus  respectivos  superiores. 

b)  El  Convento  de  San  Diego,  representado  por  sus 
superiora. 

c)  'Las  parroquias  de  Guápulo...,  etc.,  representadas 
por  sus  párrocos  y  rectores. 

d)  Las  misiones  de...  representadas  por  su  legítimo  su- 
perior. 
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e)  La  Iglesia  de  Cantuña  y  las  cofradías  y  asociacio- 
nes franciscanas  de  toda  la  República,  representadas  por  su 
Rector,  Presidente  o  Síndico... 

Art.  4.  El  Consejo  Provincialicio  estará  integrado  por 
5  miembros  religiosos  elegidos  de  acuerdo  con  las  Constitu- 
ciones de  la  Orden;  ...(los  demás  artículos  muy  semejantes 
o  iguales  a  los  del  Estatuto  antes  transcrito).  Este  se  halla 
publicado  en  el  mismo  Registro  Oficial  n.  107. — El'  Estatuto 
de  la  Orden  Agustiniana,  muy  semejante  también ;  está  pu- 
blicado en  el  mismo  lugar. — El  de  la  Diócesis  de  Ibarra  y  el 
de  la  Orden  de  la  Merced,  en  Registro  Oficial  112-113  de  11- 
12  de  marzo  de  938. — El  de  l'as  religiosas  de  la  Providencia 
y  de  la  Inmaculada  Concepción  en  el  Registro  Oficial  n.  136 
del  8  de  abril  de  ese  año,  etc. 
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centímetros,  336  págs.,  10  láminas;  tela,  con  sobrecubierta. — 100  pesetas. 

19  Florentino  Pérez  Embid :  Los  descubrimientos  en  el  Atlántico  hasta  el  tratado 
de  Tordesillas, — 22X16  cms.,  376  págs.,  35  láminas  (dos  en  color);  tela,  con 
sobrecubierta. — 100  pesetas. 

20  Alvaro  del  Portillo  y  Diez  de  Sollano  :  Descubrimientos  y  expediciones  en  las 
costas  de  California. — 22X16  cms.,  542  págs.,  24  láminas;  tela,  con  sobre- 
cubierta.— 100  pesetas. 

21  Memoria  de  gobierno  de  Manuel  Amat  y  Jiinient,  virrey  del  Perú.  Edición  ¡y 
estudio  preliminar  de  Vicente  Rodríguez  Casado  y  Florentino  Pérez  Embid. 
20X13  cms.,  CXII-f-846  págs.,  12  láminas;  te'a,  con  sobre  ubierta — 100  pesetas 

22  F.  Javier  de  Ayala :  Ideas  políticas  de  Juan  de  Solórzano. — 22X16.,  cms., 
XVI +  5 84   págs,;   te.a,   con^  sobrecubierta. — 80  pesetas. 

23  Guillermo  Lohmann  Villena  :  El  Conde  de  Lentos,  virrey  del  Perú.  22X16  cen- 
tímetros, XVIII-l-474  págs.,  II  láminas;  tela,  con  sobrecubierta. — 100  pesetas. 

24  Domingo  Lázaro  de  Arregui :  Descripción  de  la  Nttez'a  Galicia. — Edición  y  es- 
tudio de  Frangois  Chevalier,  Prólogo  de  John  Van  Horne. — 24X17  centímetros, 
LXXIV+164  págs.,  4  láminas;   rústica. — 50  pesetas. 

25  Fray  ^íiguel  de  Agia :  Servidumbres  personales  de  indios. — Edición  y  estudio 
preliminar  de  F.  Javier  de  Ayala. — 24X17  cms.,  LIV-fi44  págs.;  rústica,  con 
sobrecubierta. — 50  pesetas. 

26  Memoria  de  gobierno  de  Joaquín  de  la  Pezuela,  virráy  del  Perú. — Edición 
y  prólogo  de  Vicente  Rodríguez  Casado  y  Guillermo  Lohmann  Villena. — 20X13 
centímetros,  XLVI-f-912  pág;.,  3  láminas;  tea,  con  sobrecubierta. — 100  pesetas. 

27  Vicente  Roar'guez  Casado  y  Florentino  Pérez  Embid  :  Construcciones  del  virrey 
Amat. — 22X16  cms.,  XII  +  312  págs.,  58  láminas;  en  rústica. — 60  pesetas. 

28  Ernesto  Schafer:  El  Consejo  Real  y  Siipremo  de  las  Indias  en  la  administrad  ó  ji 
colonial. — 25X17  cms.,  XVIII  +  680  págs.,  una  lámina;  tela,  con  sobrecubierta, 
lio  pesetas.  Tomos  I  y  II :  300  pesetas. 

29  José  Rumazo:  La  región  amazónica  del  Ecuador  en  el  siglo  XVI. — 24X17  cms., 
XII-f-268  págs.,   12  láminas;  rústica. — AGOTADO. 

30  Vicente  Palacio  Atard:  Areche  y  Guirior :  Observaciones  sobre  el  fracaso  de 
una  visita  al  Perú. — 24X17  cms.,  VIII-|-io6  págs.;  5  láminas;  rústica. — 
30  pesetas. 

31  Anuario  de  Estudios  Americanos.  Tomo  III,  1946.  24X17  cms.,  XVI +  1 -306 
páginas.    59   láminas;    rústica. — AGOTADO. 

33  Julia  Herráez  S.  de  Escariche :  Don  Pedro  Zapata  de  Mendoza,  gobernador 
de  Cartagena  de  Indias. — 24X17  cms.,  VIII-f-138  págs.,  6  láminas;  rústica. 
40  pezetas. 

33  Manuel  Giménez  Fernández :  Las  doctrinas  popiüistas  en  la  independencia  de 
Hispanoamérica. — 24X17  cms.,  VIII-fi56  págs.;   rústica. — 40  pesetas. 

34  Guillermo  Céspedes  del  Castillo:  Lima  y  Buenos  Aires.  Repercusiones  económi- 
cas y  políticas  de  la  creación  del  Virreinato  del  Plata. — 24X17  cms.,  VIII -j- 21 6 
páginas,  6  lá'minas  ;  rústica. — ACOTADO. 

35  Antonio  Rumeu  de  Armas:  Los  viajes  de  John  Hawkins  a  América  (156^- 
1595). — 22X16  cms.,  XX-l-486   págs.,  26  láminas;  tela,  con  sobrecubierta. 
100  pesetas, 

36  Diego  Angulo  Iñiguez :  El  gático  y  el  Renacimiento  en  las  Antillas.  Arquitec- 
tura, escultura,  pintura,  azulejos,  orfebrería^ — 24X17  cms.,  VIII -|- 102  pági- 
nas; 81   ilustraciones;  rústica. — AGOTADO. 


37  Fernando  Díaz  Venteo:  Las  campañas  militares  del  virrey  Abascal. — 22X16 
centímetros,  VIII  +  460  págs. ;  tela,  con  sobrecubierta. — 80  pesetas. 

38  Anuario  dé  Estudios  Americanos.  Tomo  IV,  1947-  24X17  cms.,  XVlII  +  804 
páginas,  44  láminas  y  numerosas  ilustraciones;  rústica. — 150  pesetas. 

39  Estudios  Americanos.  Revista  cautrimestral. — 25X17  cms.,  rústica.  Volumen  I, 
1949,  842  págs.;  números  i  al  4. — AGOTADO. 

40  Gonza  o  Díaz  de  Iraola :  La  vuelta  al  m,undo  de  la  e-f  pedición  de  la  vacuna. 
Prólogo  de  Gregorio  Marañón.  24X17  cms.,  XVI +  102  págs.,  20  láminas; 
rústica,  con  sobrecubierta. — 55  pesetas. 

41  Octavio  Gil  Munilla :  Malvinas.  El  conflicto  anglo  español  de  1770. — 24X17 
centímetros,  VIII+154  págs.;  rústica. — AGOTADO. 

42  P.  Pedro  de  Leturia,  S.  J. :  La  Encíclica  de  Pío  VII  ( 30  de  enero  de  18 16) 
sobre  la  Revolución  Hispanoamericana. — 24X17  cms.,  VIII  +  94  págs.;  rústica. 
40  peseta-. 

43  Manuel  Giménez  Fernández :  Hernán  Cortés  y  su  revolución  comunera  en  la 
Nueva  España. — 24X17   cms.,   VIII  +  144   páginas;   rústica. — 40  pesetas. 

44  Anuario  de  Estudios  Americanos.  Temo  V,  1948.  24X17  cms.,  XVI  +  820  pá- 
ginas, 28  láminas;  rústica. — 150  pesetas. 

45  Juan  Cascajo  Romero :  El  Pleito  de  la  curación  de  la  lepra  en  el  Hospital  de 
San  Lázaro  de  Lima. — 24X17  dns.,  VIII  +  118  págs.,  6  láminas;  rústica. — 
40  pesetas. 

46  Alonso  Borregán :  Crónica  de  la  conquista  del  Perú.  Edic'ón  y  prólogo  de  Ra- 
fael  Loredo. — 24X17  cms.,  124  págs.;  rústica. — 40  pesetas. 

47  Carlos  Molina  Argüello :  El  Gobernador  de  Nicaragua  en  el  siglo  XVI. — 22X16 
cent'metros,  XII  +  256  págs.,   4  láminas;   rústica. — 50  pesetas. 

48  Diego  de  Trujillo:  Relación  del  descubrimiento  del  Reyno  del  Perú.  Edición, 
prólogo  y  notas  de  Raúl  Porras  Barrenechea. — 24X17  cms.,  XIV+124  págs.; 
rústica. — 40  pesetas. 

49  Alonso  de  Santa  Cruz :  Crónica  de  los  Reyes  Católicos  (hasta  ahora  inédita). 
Edición  y  estudio  por  Juan  de  Mata  Carriazo.  Dos  volúmenes  de  22X16  cms., 
I  de  CCC+367  páginas;  II  de  X+646  págs.;  en  rústica. — 180  pesetas. 

50  Guillermo  Lohmann  Villena :  Las  minas  de  Huancavelica  en  los  siglos  XVI 
y  XVII. — 22X16  cms.,  XVII  +  466  páginas,  9  láminas;  rústica,  con  sobrecu- 
bierta.— 80  pesetas. 

53  Julia  Herráez  S.  de  Escariche :  Beneficencia  de  España  en  Ind'a'. — 22X16 
centímetros,  VlI+iSa  págs.,  4  láminas;  en  rústica. — 40  pe-etas. 

53  Emiliano  Jos:  Ciencia  y  osadía  sobre  Lope  de  Aguirre  el  Peregrino. — 22X16 
centímetros,  XII+168  págs.,  7  látainas ;   en  rústica. — 25  pe  erás. 

54  Octavio  Gil  Munilla :  El  Río  de  la  Plata  en  la  Política  Intentado  na!.  Génesis 
del  Virreinato. — 22X16  cms.,  XXIV+464  págs.,  8  láminas;  rúst'ca. — 80  pesetas. 

55  Enrique  Marco  Dorta :  Cartagena  de  Indias. — 32X22  cms.,  XXIV+326  pági- 
nas ;  en  tela,  con  sobrecubierta. — 250  pesetas. 

56  José  Pulido  Rubio :  El  Piloto  Mayor  de  la  Casa  de  la  Contratación  de  Sevilla. 
22X16  cms.,  VIII-}-984  págs.,  en.  rústica. — 75  pesetas. 

57  Rodrigo  de  Carvajal  y  Robles:  Fiestas  de  Lima.  Edición  y  prólogo  de  Fran- 
cisco López  Estrada. — 22X16  cms.,  24-1-198  páginas,  2  láminas;  rústica. — 
30  pesetas. 

58  Florentino  Pérez  Embid :  Diego  de  Ordás,  campañ&ro  de  Cortés  y  explorador 
del  Orinoco. — 22X16  cms.,  156  páginas,  5.  láminas;  rústica. — 50  pesetas. 

59  Estudios  Americanos.  Revista  cuatrimestral.  Volumen  II,  1950.  (Números  5. 
6  y  7).— AGOTADO. 


60  José  Antonio  Calderón  Quijano:  Fortificaciones  en  Nueva  España. — 34X24 
centímetros,  XXXVIII  +  338  págs.,  183  figuras;  en  tela,  con  sobrecubierta. — 
300  pesetas. 

61  Anuario  de  Estudios  Americanos.  Tomo  VI,  1949, — 24X17  cms.,  XXIV+875 
páginas;   en  rústica. — 150  pesetas, 

62  Estudios  Americanos.  Revista  trimestral.  Voliimen  III,  1951.  (Números  8,  9. 
10  y  11). — 25X17  cms.,  160  págs.  cada  número;  rústica.  Número  suelto,  17  pe- 
setas. 

63  Martín  Gusinde :  Fueguinos.  Traducción  de  la  obra  Urtnenschen  im  Feuerland, 
por  Diego  Bermúrez  Camacho. — 22X16  cms.,  X4-400  págs.,  70  láminas;  en 
rústica. — 75  pesetas. 

64  Anuario  de  Estudios  Americanos.  Tomo  VII.  1950. — 24X17  cms.,  XVI -f 608 
páginas,   8   láminas;   rústica. — 150  pe:etas. 

65  Antonio  Muro  Orejón:  Cristóbal  Colón.  El  original  de  la  capitulación  de  1492 
y  sus  copias  contemporáneas. — 24X17  cms.,  12  págs.,  8  fotograbados;  rústica. 
20  pesetas. 

66  Enrique  Marco  Dorta :  Fuentes  para  la  Historia  del  Arte  Hispano- Americano. 
2^X17  cms.,  XXIII +  370  págs.,  12  grabados;  en  rústica. — 75  pesetas. 

67  Francisco  Morales  Padrón:  Jamaica  española. — 22X17  cms..  XXXII-f504  pá- 
ginas, 22  láminas;  en  tela,   con  sobrecubicj-ta. — 100  pesetas. 

68  Gabriel  Porras  Troconis :  Historia  de  la  Cultura  en  el  Nuevo  Reino  de  Gra- 
znada.— 22X16  cms.,  X-f562  págs.;  rústica. — 75  pesetas. 

69  Estudios  Americanos.  Revista  trimestral.  Volumen  IV,  1952.  Números  12,  13, 
14  y  15. — 25X17  cms.,  200  págs.  cada  número;  rústica.  Número  suelto,  17  pe- 
setas ;  suscripción  anual,  60  pesetas, 

70  José  María  Mariluz  Urquijo:  Ensayo  sobre  los  juicios  de  residencia  indianos. 
22X16  cms.,  XX+320  págs. — 60  pesetas. 

71  Manuel  Giménez  Fernández:  El  plan  Cisneros-Las  Casas  para  la  reformación 
de  las  Indias. — 22X16  cms.,  XXIV-f776  págs.,  con  30  láminas;  tela,  con  so- 
brecubierta.— 160  pesetas. 

72  Anuario  de  Estudios  Americanos.  Tomo  VIII,  1951. — 24X17  cms.,  XII-f-658 
páginas;  rústica. — 150  pesetas. 

73  Estudios  Americanos.  Revista  mensual.  Vol  V.  (Números  16,  17,  18,  19  y  20). 
Número  suelto,   17  pesetas.  Suscripción  anual,  150  pesetas. 

74  Estudios  Americanos.  Revista  mensual,  Vol.  VI.  (Números  21,  22,  23,  24,  25., 
26  y  27).  Número  suelto,  17  pesetas.  Suscripción  anual,  150  pesetas, 

75  Fernando  de  Armas  Medina:  Cristianización  del  Perú. — 22X16  centímetros, 
XXVIII4-640  págs.  Con  mapas  y  fotograbados;  tela,  con  sobrecubierta. — 120 
pesetas. 

76  Antonio  de  León  Pinelo  :  El  Gran  Canciller  de  las  Indias.  Edición,  estudio 
y  notas  de  Guillermo  Lohmann  Villena. — 22X16  cms.,  CLXXXVI-f232  páginas. 
Rústica,   con  sobrecubierta. — 70  pesetas. 

77  Anuario  dé  Estudios  Americanos.  Tomo  IX.  1952.  24X17  eras.,  XVI -1-780 
páginas;  con  (mapas  y  fotograbados. — 150  pesetas. 

78  Patricio  Peñalver  Simó :  Modernidad  tradicional  en  el  pensamiento  de  J ove- 
llanos. — 20X13   cm.s.,  XXXII -f  168  págs. — 30  pesetas. 

79  Francisco  Elias  de  Tejada:  Lar  doctrinas  políticas  de  Raimundo  de  Fañas  Bri- 
to.    20X13  cms.,  196  páginas. — 30  pesetas. 

80  Carlos  López  Núñez  :  Horizonte  doctrinal  de  la  Sociología  Hispano- Americana. 
20X13  cms.,  164  páginas. — 30  pesetas. 

81  Estudios  Americanos.  Revista  mensual.  Vol.  VIL  (Publicados  los  números  28 
y  29).  Número  suelto,  17  pesetas.  Suscripción  anual,  150  pesetas. 


8a    Balthasar  de  Tovar :  Compendio  Bulario  Indico.  Edición  y  estudio  preliminar 

de  Manuel  Gutiérrez  de  Arce. 
83    Juan  Ignacio  Larrea :  La  Santa  Sede  y  el  Ecuador. 


EDICIONES  EN  PRENSA: 

Agustín  de  Asís  Garrote :  Bartolomé  Herrera. 

José  Vila  Selma :  Rómulos  Gallegos. 

Ladislao  Gil  Munilla :  Descubrimiento  del  Marañón. 

Ccdulario  Americano  del  siglo  XVIII.  (Colección  de  disposiciones  legales  indianas 
des  1680  a  1800,  contenidas  en  las  Cedularios  del  Archivo  General  de  India-;, 
tomo  I).  Edición,  estudio  y  comentarios  por  Antonio  Muro  Orejón. 

Colección  completa  de  los  Códigos  Civiles  Contemporáneos,  por  la  Sección  de  De- 
recho Contemporáneo  de  la  E.  E.  H.  A.  (Tomo  I. — Argentina,  Brasil,  Colom- 
bia, Perú  y  Venezuela). 

Manuel  Tejado  Fernández :  Aspecto  de  la  vida  social  en  Cartagena  de  Indias  du- 
rante el  seiscientos. 


PROXIMAS  PUBLICACIONES: 

Enrique  Sánchez  Pedrote :  Nueva  G^'anada  en  tiempo  de  Caballero  y  Góngora. 
Manuel   Luengo  Muñoz :   Perlas  del  Caribe. 

Francisco  Morales  Padrón :  El  comercio  canario-am-erican-o  en  los  siglos  XVI ,  XVII 
y  XVIII. 

Eugenio  Sarrablo  Aguardes :  El  Conde  Fuen-clara,  embajador  y  virrey  de  Nueva 
España. 

Francisco  X.  Meneos  Guajardo-Fajardo :  La  Arquitectura  Hispano-Americana  en  la 
Capitanía  General  de  Guatemala. 


EDICIONES  DEL  ANTIGUO  CENTRO 
DE  HISTORIA  DE  AMERICA: 

Ernesto  Schaier:  Las  rúbricas  del  Consejo  Real  y  Supremo  de  las  Indias  desde  la- 
fundación  del  Consejo  en  1534,  hasta  la  terminación  del  reinado  de  los  Austrias. 
31X22  cms.,  64  págs.,  con  láminas  y  texto  explicativo:  rústica. — 35  pesetas. 

Ernesto  Schaffer :  El  Consejo  Real  y  Supremo  de  las  Indias.  Tdmo  1.  Historia  y  or- 
ganización del  Consejo  y  de  la  Casa  de  la  Contratación  de  las  Indias. — 25X17 
cent'metros,  XVIII  +  436  págs.,  4  láminas;  tela,  con  sobrecubierta. — Se  vende 
con  el  tomo  II,  editado  por  la  Escuela,  al  precio  de  300  pesetas  los  dos  tomos 


PUBLICACIONES  PERIODICAS  DE  LA  ESCUELA  DE  ESTUDIOS 
HISPANO-AMERICANOS 


ANUARIO  DE  ESTUDIOS  AMERICANOS 

Volumen       I,  1944  (agotado). 

"  II,  1945  (agotado). 

"  III,  1946  (agotado). 

IV,  1947. 

V,  1948. 

"         VI,  1949. 

VII,  1950. 

VIII,  1951. 

IX,  1952. 

"  X,  1953  (en  prensa). 

"  XI,  1954  (en  preparación). 


ESTUDIOS  AMERICANOS 

Tomo      I,  1949  (comprende   los  números  i  al  4).  Agotado. 
"        II,  1950  (números  S,  6  y  7).  Agotado. 
"       III,  195 1  (números  8,  9,   10  y  11). 
"       IV,  1952  (números  12,  23,  14  y  15). 

"         V,  primer  semestre  de  1953  (números  16,  17,   iS,  19  y  20). 

"       IV,  segundo  semestre  de  1953  (números  21,  22,  23-24,  25,  26  y  27). 

"     VII,  1954  (publicados  los  números  28  y  29). 


COLECCION  "MAR  ADENTRO'' 
Títulos  publicados : 

Patricio  Peñalver  Simó  :  Modernidad  tradicional  en  el  pensamiento  de  Jovellanos. 

Francisco  Elias  de  Tejada :  Las  doctrinas  políticas  de  Tomás  Brito. 

Carlos  López  Núñez :  Horizonte  doctrinal  de  la  Sociología  Hispano  AméricancL 

Títulos  en  publicación'. 


Agustín  de  Asís  Garrote :  Bartolomé  Herrera. 
José  Vila  Selma :  Rómulos  Gallegos. 


Date  Due 


12 

LH  U.  S.  A. 

